[bookmark: _Toc50044427]ACTA Nº 30-20  
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas treinta minutos del siete de septiembre de dos mil veinte.
Sesión ordinaria con asistencia de los másteres Carlos Montero Zúñiga y Mauricio Villalta Fallas, de las licenciadas Ingrid Moya Aguilar y Ana Lucrecia Ruiz Rojas y del licenciado Arnoldo Hernández Solano. Asiste a la presente sesión el integrante suplente doctor Juan Carlos Segura Solís, en sustitución del integrante máster Miguel Ovares Chavarría.
Asimismo, asiste en calidad de invitado el MPM. Oslean Mora Valdez, como colaborador de la Junta en temas administrativos de conformidad con el permiso con goce de salario otorgado por el Consejo Superior en sesión N° 75-2020 del 28 de julio de 2020, artículo XVII.
[bookmark: _Toc43321540][bookmark: _Toc45136348][bookmark: _Toc50044419]ARTÍCULO I

Documento N° 808-2020

Se entra en el pleno de la sesión y por unanimidad, se aprueba el orden del día de la presente agenda elaborada por la Secretaría General de la Corte. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc366755200][bookmark: _Toc474994767][bookmark: _Toc24387012][bookmark: _Toc50044421]ARTÍCULO II
Documento N° 808-2020
Se aprueba por unanimidad el acta N° 28-2020 de la sesión celebrada el 24 de agosto de 2020. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc50044425]ARTÍCULO III
Documento N° 557-20 / 761-20.

En sesión N° 24-2020 celebrada el 13 julio del 2020, artículo XIX, esta junta acordó tener por conocido el criterio N° DJ-AJ-C-407-2020 de 2 de julio de 2020, relativo a la procedencia de acreditar los recursos trasladados por la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a nombre de los servidores.
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Mediante oficio N° 531-FC-2020 del 14 de agosto suscrito por la máster Floribel Campos Solano, Jefa del Departamento de Financiero Contable y el licenciado Fabián Salas Fernández, jefe interino de Proceso de Inversiones, indicaron:
“En relación con el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones según sesión N.° 24-2020, celebrada el pasado 13 de julio de 2020, artículo XIX, relacionada con el criterio vertido por la Dirección Jurídica del Poder Judicial N.° DJ-AJ-C-407 del 02 de julio de 2020, en el cual para lo que interesa indica:
“…
III.- CONCLUSIONES. –
Conforme a todo lo expuesto, y con fundamento en los artículos 11 de la Constitución Política, 11 de la Ley General de la Administración Públicas, los artículos 239 y 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Dirección Jurídica concluye lo siguiente:
a. El Consejo Superior carece de la competencia para decidir sobre el tema consultado.
El artículo 239 inciso c) de la Ley Orgánica del Poder Judicial (según reforma legal introducida mediante la aprobación de la Ley N° 9544 de 24 de abril del 2018), establece que corresponde a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el conocimiento de lo relacionado con recaudar las cotizaciones que corresponden al Fondo y ejercer las acciones de cobro necesarias. De manera que, el Consejo Superior debe trasladar el conocimiento del presente asunto a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
b. El artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, dilucida qué puede suceder con el aporte tripartito trasladado del régimen del IVM al del Poder Judicial. En tal sentido, cabe la posibilidad que se mantengan en el Fondo especial del Poder Judicial.
c. Según ese artículo, en caso de que las personas servidoras judiciales no adquieran su derecho a jubilarse o pensionarse en el régimen del Poder Judicial, porque cesaron su relación laboral antes de adquirir ese derecho; no se les devolverá lo aportado al fondo especial del Poder Judicial. Empero, sí tienen la posibilidad de que sean trasladados esos aportes mediante una liquidación actuarial ya sea a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico al momento de otorgarse la jubilación o pensión.
d. Si el monto a trasladar resulta mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente. De manera que, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial.
Dejamos así evacuada su solicitud de criterio al respecto.”
Al respecto, en la parte dispositiva del acuerdo citado, esa Junta acordó:
“1.) Tener por conocido el criterio N° DJ-AJ-C-407-2020 de 2 de julio de 2020, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo y la licenciada Silvia E. Calvo Solano, por su orden,
Director Jurídico y Coordinadora del Área de Análisis Jurídico, respecto a la procedencia de acreditar los recursos trasladados por la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a nombre de los servidores. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección Ejecutiva y del Departamento Financiero Contable.” (el texto resaltado no pertenece al original).
En virtud de lo expuesto, agradecemos interponer los buenos oficios, a fin de aclarar lo dispuesto para los puntos c) y d) del criterio jurídico citado, en ocasión que se indique si deben ser adoptados para los casos que se informan en el cuerpo del acuerdo y futuros casos con similar situación.”
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Se acordó por unanimidad: Tener por conocido el oficio N° 531-FC-2020 suscrito por la máster Floribel Campos Solano, Jefa del Departamento de Financiero Contable y el licenciado Fabián Salas Fernández, jefe interino de Proceso de Inversiones y aclarar que el criterio de la Dirección Jurídica N° DJ-AJ-C-407-2020 se acoge en todos sus extremos por parte de esta Junta Administradora, por lo anterior, debe aplicarse conforme a lo señalado en el artículo 234 de la Reforma al Régimen de Jubilaciones y Pensiones, en el sentido de cuando se hace un traslado de cotizaciones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones hacia otro régimen. 2.) Hacer el presente acuerdo de conocimiento del Departamento Financiero Contable. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO IV
Documento N° 800-20

	El máster Miguel Ovares Chavarría, las másteres Floribel Campos Solano y Andrea Valerín Arroyo, por su orden, jefe del Macroproceso Financiero Contable, Jefa de Proceso de Tesorería y Jefa de Subproceso Egresos, en oficio N° 1117-TE-2020 de 1 de setiembre de 2020, remitieron lo siguiente:
“En atención al contenido del oficio SP-880-2020 de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), recibido en este Macroproceso vía correo electrónico el 06 de agosto de 2020, relacionado con requerimientos comunicados durante períodos anteriores que se encuentran en proceso de atención por parte del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en forma atenta se indica:

1. Que este Macroproceso mediante oficio N° 573-TE-2019 en respuesta al oficio N° 1726-DE-2019, remitió a la Dirección Ejecutiva la información correspondiente a las 20 personas jubiladas judiciales separadas por incapacidad absoluta y permanente con la ley de 1994 (a las cuales el Departamento de Trabajo Social debía realizar el estudio ordenado por el Consejo Superior), las cuales han sido reportadas como Trabajadores Independientes por la C.C.S.S. en los cruces de bases de datos que se realizaron desde el año 2014 y hasta el III trimestre 2018.

1. Que en el siguiente cuadro se consignan las respuestas relacionadas con los requerimientos del punto N° 2 del oficio.

	Aspecto observado
	Requerimiento
	Respuesta Financiero Contable

	1. Conforme el criterio DJ-AJ-3178-2016 deliberado en el Acta 110-08-12-2016, se concluyó que debe ser el Consejo Superior el encargado de analizar cada uno de los 23 casos de los jubilados por invalidez o discapacidad absoluta y permanente que aparecen en la planilla de la Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS) como trabajadores independientes, para determinar si se les debe suspender el beneficio.
	0. Para los casos que ya fueron evaluados indicar la decisión tomada por el Consejo Superior y ahora la Junta Administradora, en cuanto a la suspensión o no del beneficio. 
0. Para los casos que se les suspendió el beneficio, informar sobre el avance en el proceso de cobro para recuperar las sumas pagadas de más. 
0. Para los casos que aún no se han analizado, remitir un plan de acción estableciendo las gestiones pertinentes, así como las fechas y responsables de realizar dicha labor. 
	0. En el anexo adjunto se contempla la información respectiva. 


0. En el anexo adjunto se señalan las observaciones pertinentes a cada caso. 
0. Este Macroproceso no cuenta con un plan de acción ordenado por el Consejo Superior o la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a la fecha.




Se informa lo anterior, para lo que a bien estime resolver esa Junta Administradora.”
[documento]
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Se acordó por unanimidad: 1) Tener por rendido el informe presentado por el Macroproceso Financiero Contable con oficio N° 1117-TE-2020, relacionado con el punto N° 2 del SP-880-2020 de la Superintendencia de Pensiones y como se desprende del anexo adjunto, los casos de personas jubiladas por incapacidad absoluta y permanente que se encontraban laborando y aparecieron en los cruces de bases de datos de la Caja Costarricense de Seguro Social, fueron resueltos por el Consejo Superior, anterior administrador del Fondo de Jubilaciones y Pensiones y archivados por carecer de interés o se brindó la debida autorización para laborar, así como en uno de los casos se refiere a una persona ya fallecida. 2) Se delega al MPM Oslean Mora Valdez, encargado de apoyo administrativo de la Junta Administradora, para que elabore la propuesta de respuesta a la Superintendencia de Pensiones considerando además el voto de la Sala Constitucional para un caso similar del jubilado judicial Eddie Alvarado Vargas. En consecuencia, se debe aplicar el mismo criterio para los casos en que se encuentre activo el cobro. 3.) En virtud del voto emitido por la Sala Constitucional, todos los cobros y procedimientos que se encuentran pendientes se dejan sin efecto, por lo anterior, el Departamento Financiero Contable y la Dirección Jurídica tomarán nota para los fines correspondientes.
[bookmark: _Toc50044429]ARTÍCULO V
Documento N° 500-2020 / 737-2020.
En sesión número 25-2020 celebrada el 20 de julio del 2020, artículo XXVIII, se tuvo por recibida el acta del Comité de Auditoría N° 3-2020 del 18 de junio de 2020 en su artículo Quinto, y remitida por el licenciado Arnoldo Hernández Solano, Presidente de ese Comité, en correo electrónico de 18 de junio de 2020 y se dispuso solicitar al Departamento de Financiero Contable, remitir las consultas realizadas por el citado Comité, con respecto a la forma de control y periodicidad y los posibles reportes que se emanan cuando se hacen controles.
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En oficio número 523-FC-2020 del 18 de agosto de 2020, la máster Floribel Campos Solano, la licenciada María Antonieta Herrera Charraun, el máster Fabián Salas Fernández y la licenciada Emma López Ramírez, por su orden, Jefa Macroproceso Financiero Contable, Jefa de Proceso Presupuestario Contable, Jefe de Proceso de Inversiones y Jefa Proceso de Tesorería, remitieron la siguiente gestión:
“En atención a lo acordado por la Junta Administradora Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión 25-2020 celebrada el 20 de julio del 2020, artículo XXVIII, el que indica:

… 1.) Tener por recibida el acta del Comité de Auditoría N° 3-2020 del 18 de junio de 2020 en su artículo Quinto, y remitida por el licenciado Arnoldo Hernández Solano, Presidente de ese Comité, en correo electrónico de 18 de junio de 2020. 2.) Solicitar al Departamento de Financiero Contable, remitir las consultas realizadas por el citado Comité, con respecto a la forma de control y periodicidad y los posibles reportes que se emanan cuando se hacen controles.

Seguidamente se brinda respuesta a cada una de las consultas planteadas, respecto a la forma de control y periodicidad y los posibles reportes que se emanan cuando se realizan controles:

a) ¿Personas Beneficiarias de pensiones hasta los 25 años de edad que se encuentre llevando estudios y que no sobrepasen esa edad?

A inicios de cada año se genera desde la aplicación Reporteador del SIGA-FJP, el listado de personas pensionadas judiciales que cumplen en dicho año la mayoría de edad (18 años de edad) y 25 años de edad. Con el fin de controlar a quiénes se debe solicitar documentos de estudio y a quiénes se debe excluir por cumplir 25 años. 

Según las fechas de nacimiento se verifica dicho reporte en cada quincena.
Además, se ingresa en cada quincena la información de estudios respectiva en el SIGA-FJP según el período que le corresponda a cada persona.

b) ¿Sobre la forma de localización de personas beneficiarias de Activos fallecidos? comprobar fallecimiento

Con respecto a este punto, es de aclarar que entendiéndose “Activos” como personas servidoras judiciales, se aclara que el manejo, control y seguimiento de lo relacionado con dichas personas corresponde a la Dirección de Gestión Humana. 

c) ¿Personas Beneficiarias con jubilaciones con incapacidad total y permanente que se encuentren laborando con remuneración económica?

Se controlan a través del cruce de bases de datos con la C.C.S.S. el cual consiste en extraer un detalle de las personas jubiladas y pensionadas del SIGA-FJP a una fecha de corte y se remite a la CCSS para que verifiquen en sus bases de datos si se muestran registros para esas personas, siendo que al recibir la información se realiza el análisis de cada uno de los casos reportados.

Los resultados son comunicados con anterioridad al Consejo Superior y en la actualidad a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

d) ¿Personas Beneficiarias con jubilaciones y que se localizan laborando en otra institución?

Al igual que en el caso anterior se controlan a través del cruce de bases de datos con la C.C.S.S y se informan a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

e) ¿Control sobre beneficiarios pensionados que obtienen mayoría de edad y no se encuentran estudiando, tampoco son incapacitados?

Con el mismo reporte mencionado en el punto a) se controla a las personas pensionadas judiciales que cumplen 18 años de edad, para lo cual 15 días antes de la fecha de cumplimento de mayoría de edad se les solicita presentar documentos de estudio ante esta oficina.

En el momento de la presentación de la documentación se notifica mediante oficio a las personas sobre las condiciones y requisitos para que el beneficio de pensión se mantenga vigente hasta los 25 años de edad.

En caso de que la persona no presente los documentos requeridos, se procede a excluir de la planilla.


f) ¿Qué control se efectúa sobre aquellas obligaciones por liquidar después de transcurrido un año?

En cuanto a las obligaciones por liquidar estos montos se registran en una cuenta de pasivo denominada “Beneficios no retirados”, los cuales se cancelan a solicitud de los beneficiarios u otros entes autorizados. 

En caso de que dicho pasivo no sea cancelado y transcurra un año este se traslada a una cuenta de ingreso denominada Ingreso diverso, el cual al final del período mediante el proceso de cierre contable pasa a formar parte de la cuenta contable “Recursos Recibidos en Reservas de Formación”.

Al respecto es de indicar que este Macroproceso mantiene un control administrativo con la información relacionada a estos casos, para efectos del pago y por la afectación contable.

g) ¿Qué control se efectúa sobre funcionarios que reingresan de activos a laborar nuevamente al Poder Judicial y que tenían deudas pendientes por tiempo reconocido?

En los casos de funcionarios judiciales que renuncian o no mantienen nombramientos y tienen deudas con saldo activo, el Macroproceso Financiero Contable mediante el Sistema Contable realiza un control automático mediante un proceso denominado “Actualización de condición”, lo que permite que una vez que la persona recibe nuevamente salario (interface con el sistema SIGA-GH sistema de Gestión Humana), se le continúa aplicando los rebajos para abonar la deuda pendiente.

h) ¿Si se lleva algún control sobre liquidaciones actuariales?

El Macroproceso Financiero Contable mantiene una matriz de control y seguimiento con los casos en que los demás regímenes jubilatorios solicitan el traslado de cuotas aportadas por exfuncionarios del Poder Judicial al Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Cabe aclarar que, para efectos de la determinación del monto por liquidación actuarial que corresponde trasladar al Régimen Jubilatorio, se utiliza una hoja de cálculo diseñada por el actuario matemático el señor Raúl Hernández González y realizados los cálculos se solicita autorización a la Junta Administradora para el giro correspondiente. 

i) ¿Qué control efectúa el área de Cobro Administrativo, sobre sumas adeudas por personas jubiladas y pensionadas?

Este Macroproceso mediante la realización de estudio de sumas de más o liquidación por defunción, determina las sumas pagadas de más, por lo que mediante oficio comunica a la Dirección Jurídica para efectos de la recuperación de los montos. Adicionalmente, se realiza el registro contable de aquellas cuentas por cobrar y de forma semestral mediante informe dirigido a la Dirección Jurídica se remite el detalle de los casos con saldo activo, a fin de que se cruce con la información que mantiene esa Dirección, de lo cual se recibe respuesta detallada con el resultado del análisis efectuado de ambas fuentes de información.

Cabe aclarar que, este Macroproceso desconoce los controles que mantiene la Dirección Jurídica sobre dichas cuentas por cobrar.

j) ¿Qué control se efectúa sobre las cuentas por cobrar por reconocimiento de tiempo servido en otras dependencias o Instituciones Públicas de propietarios que renunciaron al Poder Judicial?

Como funcionarios activos con deuda por reconocimiento de tiempo servido, el Sistema Contable le deduce de su salario el porcentaje aprobado para el abono de su deuda.

Cuando los funcionarios renuncian o tienen cese en sus nombramientos interinos con plazos mayores a un año, el Sistema Contable de forma automática traslada la deuda a un auxiliar denominado “Cuentas de Orden” y en lo sucesivo de forma mensual este sistema valida contra información del sistema de Gestión Humana si la persona percibe nuevamente salario y en tal caso le genera rebajo para continuar abonando la deuda. 

Lo anterior para lo que a bien estime resolver.”
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Por unanimidad, se acordó: 1.) Tener por rendido el informe presentado por el Macroproceso Financiero Contable con oficio N° 523-FC-2020, relacionado con las consultas realizadas por el Comité de Auditoría en acta N° 3, artículo quinto. 2.) Hacer este acuerdo del Comité de Auditoría, para su valoración o ampliación. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc50044432]ARTÍCULO VI
Documento N° 740-2020.
Mediante el oficio número 7536-2020, dirigido al máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico, con copia a esta Junta Administradora, el licenciado Rafael Rodríguez Jiménez, Prosecretario General interino de la Secretaría General de la Corte, informó lo siguiente:
[bookmark: _Toc513126867]“En sesión N° 39-18 celebrada el 10 de mayo del 2018, artículo XXI, se tomó el acuerdo que literalmente dice:

“En oficio N° 506-18-SAFJP «Staff_type»-2018, del 30 de abril de 2018, dirigido al licenciado José Luis Bermúdez Obando, Director de Gestión Humana, con copia a este Consejo, el licenciado Roy Díaz Chavarría, Subauditor Judicial interino informó:

“De conformidad con lo dispuesto en el Artículo 36 de la Ley General de Control Interno, le remito informe final correspondiente al Estudio efectuado por la sección de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Despacho a mi cargo, denominado “Evaluación sobre el costo de vida del segundo semestre del 2017”.

El objetivo de esta auditoría consistió en evaluar si el costo de vida aplicado a jubilados y pensionados en el segundo semestre del 2017 se efectuó conforme la normativa correspondiente.

De acuerdo con los resultados del estudio, se determinó una deficiencia de control en cuanto a la falta de un criterio documentado, con fundamento, donde se definiera formalmente cómo proceder ante los distintos escenarios que se presentaron en la aplicación de dicho proceso, dada la particularidad en la forma en que se definió la designación del aumento, siendo que presentaba una variación según un monto y puesto determinado, tomando en cuenta si se usa de referencia el monto distribuido o el monto por distribuir entre beneficiarios, agrupación de beneficios en consideración de su estado (activo, suspendido, excluido) ya que puede afectar el porcentaje seleccionado.

Es importante señalar que, en cumplimiento de la normativa vigente, los resultados del estudio fueron presentados a las distintas dependencias encargadas de la implementación de las acciones de mejora emitidas en el informe, instaurándose plazos de cumplimiento. Por lo anterior, se les remite copia del informe a efecto que se proceda a la aplicación de las recomendaciones que les corresponde, según los plazos establecidos.

No omito indicar que con la implementación de las recomendaciones emitidas se pretende minimizar el riesgo de que en el futuro se presenten las debilidades detectadas. Además, es relevante señalar que, de conformidad con lo establecido en la Ley General de Control Interno, esta Auditoría efectuará en su momento un seguimiento, para asegurarse de que las acciones establecidas por las instancias competentes se hayan implementado eficazmente y dentro de los plazos definidos en cada caso.

Finalmente, en caso de que este documento deba ser facilitado a partes externas del Poder Judicial, deberá preverse lo establecido en la Ley Nº8968 “Protección de la Persona Frente al tratamiento de sus datos personales”.

(…).”
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A esos efectos se transcribe el Informe de auditoría para el mejoramiento del sistema de control interno en el proceso de aplicación del aumento por costo de vida del II semestre 2017, que literalmente dice:

“Evaluación del Costo de Vida II semestre 2017.
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Origen del estudio.

El estudio se originó como resultado de una actividad sucinta periódica en que se evalúan aspectos específicos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, que en este caso correspondió a la aplicación del aumento por costo de vida del segundo semestre del 2017.
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Determinar si el costo de vida aplicado a jubilados y pensionados en el segundo semestre del 2017 se efectuó conforme la normativa correspondiente.

[bookmark: _Toc513126872][bookmark: _Toc512869981][bookmark: _Toc376939198][bookmark: _Toc376938426][bookmark: _Toc376938111][bookmark: _Toc376937153][bookmark: _Toc293407061][bookmark: _Toc293406873][bookmark: _Toc46162289]Alcance y naturaleza.

La naturaleza del estudio es financiera. Comprende una revisión de los criterios y el cálculo efectuado para la aplicación del costo de vida del segundo semestre del 2017, a jubilados y pensionados.
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El estudio fue desarrollado por Luz Herrera García, bajo la coordinación de María del Milagro Fonseca, jefa de la Sección de Auditoría de Jubilaciones y Pensiones.
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Para la ejecución de este estudio se observaron las Normas para el Ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público y las Normas Generales de Auditoría para el Sector Público, ambas promulgadas por la Contraloría General de la República.

[bookmark: _Toc513126875][bookmark: _Toc512869984][bookmark: _Toc511916658][bookmark: _Toc499187788][bookmark: _Toc376939202][bookmark: _Toc376938430][bookmark: _Toc376938115][bookmark: _Toc376937157][bookmark: _Toc293407064][bookmark: _Toc293406876][bookmark: _Toc46162292]Difusión verbal de los resultados.

Este estudio fue puesto en conocimiento del área auditada mediante informe en borrador N°295-10«Staff_type»-SAFJP-2018 del 21 de marzo 2018 y la conferencia final fue efectuada el día 12 marzo del 2018, en la cual participaron Roxana Arrieta Subdirectora de Gestión Humana, Manuel Sequeira Jefe del Subproceso de Administración de Personal y Leda Córdoba, Coordinadora del Área de jubilaciones. De forma complementaria, se recibió información por medio de correo electrónico del 23 de abril del 2018.

La discusión de los resultados de auditoría tratados durante esta etapa permitió considerar las observaciones expuestas por las áreas auditadas y las responsables de implementación de las mejoras propuestas; las cuales se han incorporado al informe en lo pertinente.

[bookmark: _Toc513126876][bookmark: _Toc512869985][bookmark: _Toc376939204][bookmark: _Toc376938432][bookmark: _Toc376938117][bookmark: _Toc376937159][bookmark: _Toc293407066][bookmark: _Toc293406878][bookmark: _Toc293405768][bookmark: _Toc44897645][bookmark: _Toc46162293]RESULTADOS DEL ESTUDIO.

Como producto de la auditoría realizada en el área bajo estudio, se determinaron los aspectos que se detallan a continuación:

[bookmark: _Toc513126877][bookmark: _Toc46162294]Necesidad de documentar los criterios aplicables en el proceso de cálculo de costo vida.

En la revisión efectuada por esta Auditoría sobre la aplicación del aumento por costo de vida del segundo semestre del 2017 a los jubilados y pensionados, se visualizaron diferentes escenarios para llevar a cabo el cálculo, sin que se encontrara un criterio documentado, donde se defina el proceder correcto, con el debido fundamento, lo cual representa una deficiencia en esta actividad.

Según el acuerdo tomado en la sesión del Consejo Superior N°29-17, artículo XV, se dispuso que el aumento del periodo precitado sería de 0.75% para las personas jubiladas y pensionadas asociadas a los cargos profesionales y 1.01% para los puestos de la clase no profesional, cuya asignación mensual es menor al cargo de Jefe Administrativo 1.

De lo anterior se desprende que el porcentaje de aumento establecido no fue uniforme para toda la población, lo cual propicia la necesidad de tener claridad y definir ciertos aspectos para su aplicación, siendo que en dicho proceso surgen diferentes opciones, según se detalla a continuación:

Monto base para la designación del porcentaje.

Cuando un funcionario o jubilado muere, se calcula un beneficio para sus familiares, el cual puede ser el 100% de lo que le correspondía al causante según las variables establecidas o bien, un porcentaje que defina el Consejo Superior. Este derecho puede ser ejercido por uno o varios familiares, siempre y cuando su parentesco se encuentre establecido en la ley.

Para efectos de seleccionar a qué grupo corresponde el pensionado y asignar el 0.75% o el 1.01%, resulta necesario tener un monto base de referencia. Es aquí donde surgen dos escenarios:

Monto total por distribuir entre los beneficiarios (100% jubilación que le correspondía al causante).

Monto total que se distribuyó entre los beneficiarios (100% o un porcentaje menor de la jubilación que le correspondía al causante).

Lo anterior se ejemplifica a continuación:

Una persona que gozaba de una jubilación de ¢1.000.000 y al morir, se distribuye la suma de ¢500.000 entre sus padres, puede generar distintas posiciones para escoger el porcentaje que le corresponde, ya que se puede tomar en cuenta el monto del causante (¢1.000.000), con lo cual el aumento sería un 0.75%, o bien, tomar el monto distribuido y aplicar un 1.01%.

Monto base considerando estado de los beneficiarios.

Para determinar el porcentaje de costo de vida que se debe asignar a un beneficiario, la Unidad de Jubilaciones suma las pensiones distribuidas entre las personas de un mismo causante para establecer un monto de referencia, de forma que no se asigna por beneficio individual.

En virtud de lo anterior, se presentan otros escenarios de decisión, debido a que existen varios estados tales como: activo, suspendido y excluido, propiciando diversas alternativas a considerar a la hora de sumar los beneficios:

Sólo lo devengado por las personas pensionadas activas.

Montos devengados por activos, suspendidos y excluidos.

Montos devengados por activos y suspendidos.

Montos devengados por activos y excluidos.

Valga aclarar que las pensiones de personas excluidas o suspendidas, actualmente no se les cancela costo de vida por el estado en el que se encuentran, pero si afectan en la selección del porcentaje para las vigentes.

Parámetro de referencia.

Si bien en el acuerdo donde se dispuso el aumento por costo de vida se define un parámetro para diferenciar a quienes se otorgará uno u otro porcentaje, estipulándose que la asignación mensual sea menor al cargo de Jefe Administrativo 1, no se especifica si se debe considerar uno o varios componentes del salario de ese puesto, lo cual se puede prestar para crear diversos escenarios de decisión. En este caso la Unidad de Jubilaciones tomó el salario base.

Sobre el particular, la Ley de Control Interno en el artículo 15 establece lo siguiente:

“Actividades de control. Respecto de las actividades de control, serán deberes del jerarca y de los titulares subordinados, entre otros, los siguientes:

a) Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, las normas y los procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones.”

Asimismo, en el apartado 5.5 de las “Normas de Control Interno para el Sector Público” se menciona la necesidad de que los jerarcas y los titulares subordinados implanten, comuniquen y perfeccionen políticas y procedimientos de archivo apropiados para la preservación de información que la institución deba conservar en virtud de su utilidad o por requerimiento técnico o jurídico.

Se consultó a los encargados de la Unidad de Jubilaciones, quienes manifiestan que no se había considerado necesario tener documentado los criterios en vista que los aumentos de costo de vida generalmente eran uniformes sin tomar en cuenta un rango, a la fecha se dispone de un documento de costo de vida sobre cómo se desarrollan las actividades en el sistema y un flujograma del proceso, pero este no aborda lo requerido en los incisos 1, 2 y 3.

Lo anterior, trae como resultado la posibilidad de que se materialice el riesgo financiero, por información incorrecta, específicamente en lo que respecta a la posibilidad de que los cálculos lleven errores, al existir diferentes interpretaciones de cómo realizarlo.

[bookmark: _Toc513126878][bookmark: _Toc512869987][bookmark: _Toc46162295]Aspectos subsanados durante la ejecución de la auditoría.

En la evaluación se detectó un error en el dato que se tomó de referencia para el cálculo de costos de vida a jubilados, ya que se utilizó información del salario base del Jefe Administrativo 1 del índice salarial del II semestre del 2016 por ¢629.400, siendo lo correcto el del I semestre 2017 por ¢634.600. Esto provocó una inconsistencia en los beneficios que oscilaban entre ¢629.400 y ¢634.600.

La Unidad de Jubilaciones y Pensiones procedió a ajustar el dato y desarrolló nuevos cálculos a los afectados en la segunda quincena de octubre 2017 mediante los reajustes 320RA2017, 321RA2017, 322RA2017, 323RA2017, 324RA2017, 325RA2017, 326RA2017, 327RA2017, 328RA2017, 329RA2017.

Lo anterior, desde una perspectiva de uniformidad, sin demérito de lo expuesto en el inciso 3 del apartado 2.1.
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De conformidad con los resultados obtenidos, en la revisión del aumento por costo de vida del segundo semestre del 2017 para jubilados y pensionados, se determinó una deficiencia de control en cuanto a la falta de un criterio documentado, con el debido fundamento, donde se defina la forma de proceder ante los distintos escenarios que se pueden presentar en la aplicación de dicho proceso.

Si existe un cumplimiento de la normativa en cuanto a que se aplicó el mismo porcentaje que la Corte fijó para los funcionarios de la institución, a los jubilados y pensionados.
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RECOMENDACIONES DEL ESTUDIO.

Al Jefe de Gestión Humana.

Solicitar criterio a la Dirección Jurídica en relación con los puntos planteados en el apartado 2.1 con el fin de concluir y fundamentar si la forma en que se aplicó el aumento por costo de vida del segundo semestre fue correcta.

Plazo de implementación: un mes.

Establecer una forma de archivo y divulgación de criterios en el proceso de aumento por costo de vida, de tal forma que sea de conocimiento del personal actual y futuro que le corresponda aplicarlos, para una adecuada gestión del conocimiento.

Plazo de implementación: un mes.

Documentar el análisis de los diferentes escenarios que pueden afectar el cálculo de costo de vida de futuros aumentos, así como las acciones pertinentes, para determinar cuál es la forma correcta de aplicación y contar con un criterio debidamente fundamentado.

Plazo de implementación: un mes.”

- 0 -

Se acordó: Tener por rendido el informe N° 506-18-SAFJP«Staff_type»-2018, del 30 de abril de 2018, suscrito por el licenciado Roy Díaz Chavarría, Subauditor Judicial, relacionado con el informe final correspondiente al Estudio denominado “Evaluación sobre el costo de vida del segundo semestre del 2017” y acoger sus recomendaciones, en consecuencia deberá el Director de Gestión Humana: a.) Solicitar criterio a la Dirección Jurídica en relación con los puntos planteados en el apartado 2.1 con el fin de concluir y fundamentar si la forma en que se aplicó el aumento por costo de vida del segundo semestre fue correcta. Plazo de implementación: un mes. b.) Establecer una forma de archivo y divulgación de criterios en el proceso de aumento por costo de vida, de tal forma que sea de conocimiento del personal actual y futuro que le corresponda aplicarlos, para una adecuada gestión del conocimiento. Plazo de implementación: un mes. c.) Documentar el análisis de los diferentes escenarios que pueden afectar el cálculo de costo de vida de futuros aumentos, así como las acciones pertinentes, para determinar cuál es la forma correcta de aplicación y contar con un criterio debidamente fundamentado. Plazo de implementación: un mes…”

- 0 -
En relación con lo anterior, el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, la máster Argili Gómez Siu, en su orden, Director jurídico interino y Subdirectora jurídica interina, mediante oficio N° DJ-C-443-2020 del 15 de julio de 2020, comunicaron:

“Por este medio se procede a dar respuesta a la solicitud de criterio remitida por la Secretaría General de la Corte mediante oficio N° 4906-18 de fecha 14 de mayo del 2018, lo que se hace en los términos siguientes:

1. Antecedentes

Mediante oficio N° 4906-18 de fecha 14 de mayo del 2018, la Secretaría General de la Corte hace de conocimiento de esta Dirección Jurídica lo dispuesto por el Consejo Superior, en el artículo XXI de la sesión número 39-18 de fecha 10 de mayo de 2018, referente al informe de Auditoría Interna denominado “Informe de auditoría para el mejoramiento del sistema de control interno en el proceso de aplicación del aumento por costo de vida del II semestre 2017”, del mes de abril de 2018, contenido dentro del oficio número 506-18-SAFJP«Staff_type»-2018 de fecha 30 de abril de 2018, suscrito por el señor Roy Díaz Chavarría, en su condición de Sub Auditor Judicial a. i., respecto del que, en atención a una “recomendación auditora”, se dispuso: “a.) Solicitar criterio a la Dirección Jurídica en relación con los puntos planteados en el apartado 2.1 con el fin de concluir y fundamentar si la forma en que se aplicó el aumento por costo de vida del segundo semestre fue correcta” (ver folio 8 del oficio 4906-18).

En ese sentido, la Dirección de Gestión Humana remitió a esta Dirección Jurídica el oficio número 2292-AP-2018 SICE 8431-2018 de fecha 17 de mayo de 2018, a propósito de la solicitud de criterio que recomendó la Auditoría Interna, para efectos de dar alguna explicación de cómo fue que operativizaron el aumento de costo de vida en el II semestre del año 2017 para el ámbito de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial donde, entre otras cosas, manifestaron que: “3. Se revisó el índice salarial y se determinó que el salario de referencia para este costo de vida es el de Jefe Administrativo I ¢641.600,00 (seiscientos cuarenta y un mil seiscientos colones con 00/100), clase de puesto que inicia el estrato profesional. 4. Teniendo claro lo anterior, a todos los beneficios de jubilación y pensión menores al salario base mencionado en el punto 3, se les incrementó un 1.01% y al resto un 0.75%” (ver folios 1 y 2 del citado oficio 2292-AP-2018 SICE 8431-2018).

1. Criterio de esta Dirección Jurídica

De previo a la emisión de la respuesta formal, se estima oportuno recordar que, en aplicación de lo dispuesto en el Reglamento de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, contenido en la circular 251-2017, aprobado por la Corte Plena de la Corte Suprema de Justicia en el artículo XXXIII de la sesión número 47-14, celebrada el día 06 de octubre de 2014, debe entenderse que esta Dirección cumple funciones de asesoría jurídica en términos generales respecto de los alcances de la legislación vigente y no sustituye la valoración de cada caso concreto que legalmente compete al órgano administrativo decisor, en virtud de lo cual, este acto constituye una orientación jurídica general sobre la base de la información y solicitud que se plantea, sin que se prejuzgue sobre ningún caso concreto. 

Es importante tener presente que la labor de la asesoría legal en materia de criterios y opiniones jurídicas, es orientar en los alcances legales del ejercicio administrativo, pero un límite legal y ético de quienes ejercen una adecuada asesoría jurídica, es no sustituir a los órganos competentes en el ejercicio de su decisión, sino tan solo ofrecer elementos para su valoración o de lo contrario, los órganos de decisión quedarían vaciados de su autoridad, sus competencias y responsabilidades y quedarían tan solo como simples repetidores o ejecutores de lo que el abogado diga, lo que haría que, en la práctica, sea el asesor jurídico quien ostente el poder institucional, a contrapelo de la decisión de la sociedad expresada en la legislación que otorga y deslinda las competencias públicas.

El informe auditor

El tema consultado, en esencia, fue determinado en el apartado 2.1 del precitado informe auditor, que dice:
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En la revisión efectuada por esta Auditoría sobre la aplicación del aumento por costo de vida del segundo semestre del 2017 a los jubilados y pensionados, se visualizaron diferentes escenarios para llevar a cabo el cálculo, sin que se encontrara un criterio documentado, donde se defina el proceder correcto, con el debido fundamento, lo cual representa una deficiencia en esta actividad.

Según el acuerdo tomado en la sesión del Consejo Superior N° 29-17, artículo XV, se dispuso que el aumento del periodo precitado sería de 0.75% para las personas jubiladas y pensionadas asociadas a los cargos profesionales y 1.01% para los puestos de la clase no profesional, cuya asignación mensual es menor al cargo de Jefe Administrativo 1.

De lo anterior se desprende que el porcentaje de aumento establecido no fue uniforme para toda la población, lo cual propicia la necesidad de tener claridad y definir ciertos aspectos para su aplicación, siendo que en dicho proceso surgen diferentes opciones, según se detalla a continuación:

1. Monto base para la designación del porcentaje 

Cuando un funcionario o jubilado muere, se calcula un beneficio para sus familiares, el cual puede ser el 100% de lo que le correspondía al causante según las variables establecidas o bien, un porcentaje que defina el Consejo Superior. Este derecho puede ser ejercido por uno o varios familiares, siempre y cuando su parentesco se encuentre establecido en la ley.

Para efectos de seleccionar a qué grupo corresponde el pensionado y asignar el 0.75% o el 1.01%, resulta necesario tener un monto base de referencia. Es aquí donde surgen dos escenarios:

1. Monto total por distribuir entre los beneficiarios (100% jubilación que le correspondía al causante) 

1. Monto total que se distribuyó entre los beneficiarios (100% o un porcentaje menor de la jubilación que le correspondía al causante)

Lo anterior se ejemplifica a continuación:

Una persona que gozaba de una jubilación de ¢1.000.000 y al morir, se distribuye la suma de ¢500.000 entre sus padres, puede generar distintas posiciones para escoger el porcentaje que le corresponde, ya que se puede tomar en cuenta el monto del causante (¢1.000.000), con lo cual el aumento sería un 0.75%, o bien, tomar el monto distribuido y aplicar un 1.01%.

1. Monto base considerando estado de los beneficiarios
Para determinar el porcentaje de costo de vida que se debe asignar a un beneficiario, la Unidad de Jubilaciones suma las pensiones distribuidas entre las personas de un mismo causante para establecer un monto de referencia, de forma que no se asigna por beneficio individual. 

En virtud de lo anterior, se presentan otros escenarios de decisión, debido a que existen varios estados tales como: activo, suspendido y excluido, propiciando diversas alternativas a considerar a la hora de sumar los beneficios:

1. Sólo lo devengado por las personas pensionadas activas.

1. Montos devengados por activos, suspendidos y excluidos.

1. Montos devengados por activos y suspendidos.

1. Montos devengados por activos y excluidos.

Valga aclarar que las pensiones de personas excluidas o suspendidas, actualmente no se les cancela costo de vida por el estado en el que se encuentran, pero si afectan en la selección del porcentaje para las vigentes.

1. Parámetro de referencia

Si bien en el acuerdo donde se dispuso el aumento por costo de vida se define un parámetro para diferenciar a quienes se otorgará uno u otro porcentaje, estipulándose que la asignación mensual sea menor al cargo de Jefe Administrativo 1, no se especifica si se debe considerar uno o varios componentes del salario de ese puesto, lo cual se puede prestar para crear diversos escenarios de decisión. En este caso la Unidad de Jubilaciones tomó el salario base.

Sobre el particular, la Ley de Control Interno en el artículo 15 establece lo siguiente:

“Actividades de control. Respecto de las actividades de control, serán deberes del jerarca y de los titulares subordinados, entre otros, los siguientes:

a) Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, las normas y los procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones.”

Asimismo, en el apartado 5.5 de las “Normas de Control Interno para el Sector Público” se menciona la necesidad de que los jerarcas y los titulares subordinados implanten, comuniquen y perfeccionen políticas y procedimientos de archivo apropiados para la preservación de información que la institución deba conservar en virtud de su utilidad o por requerimiento técnico o jurídico.

Se consultó a los encargados de la Unidad de Jubilaciones, quienes manifiestan que no se había considerado necesario tener documentado los criterios en vista que los aumentos de costo de vida generalmente eran uniformes sin tomar en cuenta un rango, a la fecha se dispone de un documento de costo de vida sobre cómo se desarrollan las actividades en el sistema y un flujograma del proceso, pero este no aborda lo requerido en los incisos 1, 2 y 3. 

Lo anterior, trae como resultado la posibilidad de que se materialice el riesgo financiero, por información incorrecta, específicamente en lo que respecta a la posibilidad de que los cálculos lleven errores, al existir diferentes interpretaciones de cómo realizarlo” (ver folios 2 a 4 del citado informe auditor).

Acuerdo de la Corte Suprema sobre aumento de costo de vida del II Semestre 2017

Por acuerdo de la Corte Suprema, en sesión número 29-17 de fecha 4 de setiembre de 2017, se dispuso: “Aprobar la recomendación de la Dirección de Gestión Humana y, en consecuencia, decretar un aumento por costo de vida de 0.75% para las personas jubiladas y pensionadas asociadas a los cargos profesionales y en 1,01% para los puestos asociados a la clase no profesional, cuya asignación mensual es menor al cargo de Jefe Administrativo l. Lo anterior, rige a partir del segundo semestre del año en curso".

El aumento de las pensiones del II Semestre del año 2017

Las jubilaciones y pensiones del régimen judicial, al igual que las del resto de regímenes del sector público y privado, son susceptibles de incrementar en virtud del aumento del costo de vida y en aquel entonces, le correspondía a la Corte Plena la competencia para fijar el modo y monto de aplicación de dicho ajuste. 

Hay que recordar que, en la nomenclatura propia de este régimen, jubilada es la persona trabajadora judicial que ha cumplido los requisitos necesarios y obtiene el derecho de retirarse gozando de la respectiva tasa de reemplazo. 

Entre tanto, pensionada es la persona que, sin haber trabajado para el Poder Judicial, recibe un beneficio de pago mensual en virtud de ser sobreviviente (cónyuge o conviviente de la persona servidora judicial fallecida), por orfandad (hijos que dependieran económicamente del causante) o en su defecto, por haber sido los padres de la persona jubilada ya fallecida.[footnoteRef:1][1] [1: [1] Artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente. a] 


Para el segundo semestre del año 2017, en ejercicio de sus competencias, la Corte Suprema de Justicia, decidió autorizar un ajuste o aumento a las jubilaciones o pensiones por costo de vida, sobre la base de un porcentaje diferenciado, reconociendo -de una manera muy razonable- un mayor aumento a las jubilaciones y pensiones provenientes de puestos no profesionales y uno menor a las provenientes de puestos profesionales. 

Ahora bien, según la inquietud expresada por la Auditoría Interna, hay que recordar que las pensiones se dan sobre la base del monto que recibía como tasa de reemplazo la persona jubilada y que, a prorrata, se distribuye la totalidad de pensión entre la cantidad de beneficiarios que en cada caso concreto corresponda. 

Por lo anterior debe entenderse, fuera de toda duda, que para efectos de aplicar el ajuste de por costo de vida a las pensiones para el segundo semestre del año 2017, debía revisarse si la jubilación cuya tasa de reemplazo es la base de la pensión que se otorga, correspondía a un puesto profesional o no y, dependiendo de ello, así se debería aplicar el porcentaje de aumento por costo de vida al monto de pensión global, de forma tal que acrecentará en la proporción equitativa, a cada uno de los beneficiarios o pensionados. 

De lo dicho hasta ahora, pueden surgir dos incógnitas adicionales: 

1.  En el informe de auditoría, pareciera mencionarse que sí, dentro del grupo de beneficiarios pensionistas de una persona jubilada concreta, ha habido algún beneficio de pensión que se haya extinguido por alguna razón legalmente atendible, entonces debía entenderse que el monto de pensión global ha disminuido para efectos del cálculo de aplicación del costo de vida. 

La respuesta que se impone aquí es que no, porque debe recordarse que la base para fijar el monto de pensión, lo es siempre la jubilación que la antecede, en virtud de lo cual, el hecho de que se haya disminuido una persona beneficiara como pensionista y acrecenté ese dinero a favor del Fondo común del régimen, es independiente de la valoración respecto de que las otras personas beneficiarias pensionistas activas de una persona jubilada en particular, se derivan de que la persona jubilada cuando estuvo activa haya servido un puesto profesional o uno no profesional, que es la regla que introdujo la Corte Suprema y que debe atenderse siempre como parte del bloque de legalidad aplicable en la materia. Es decir, la motivación del acto es la condición del jubilado como tal y no de las personas beneficiarias a partir de él, no existiendo norma que avale interpretación en contrario. 

1. Que la implementación de la disposición de aumento ordenada por la Corte Plena se satisfaga, únicamente, con determinar entre el monto de jubilaciones y pensiones, los montos que correspondan al salario del puesto de Jefe Administrativo I, para que las pensiones que estén en la franja de alcanzar esa suma o mayor, se consideren profesionales y se les aplique el porcentaje aprobado de ajuste del 0.75% y para todas aquellas pensiones quienes reciban una suma menor, se les considere beneficiarios de pensión por puestos no profesionales y se les aplique el 1.01% de aumento por costo de vida. 

En este sentido hay que aclarar que la pertinencia de esta práctica, deberá valorarla el órgano consultante de la Administración Activa a la luz de las circunstancias particulares de cada caso, toda vez que, eventualmente, podría darse el hecho de que la cantidad de dinero que corresponda a una persona jubilada en un puesto no profesional, sea más alta por múltiples aspectos que hayan engrosado sus ingresos jubilatorios en el caso particular o que, una persona jubilada profesional, no alcance esa suma mínima de “corte” para presumirla como de puesto profesional, pero sí lo era y así deberá entenderse para efectos de determinar el porcentaje aplicable. 

En consecuencia, esa descripción que hace la Corte Plena del ingreso del Jefe Administrativo I deberá tomarse, ab initio, como una referencia orientadora, pero no enerva la responsabilidad de los órganos encargados de aplicar el ajuste, de garantizar un estudio claro de cada caso, para que se asegure que se ha aplicado el criterio diferenciador del ajuste, a saber: que la pensión derive de una jubilación de un puesto profesional o un puesto no profesional. 

Una mención especial 

Por último, cabe mencionar que la Auditoría Interna hacía alusión a que solo se ha tomado para el cálculo del ajuste “el salario base” y no los otros componentes salariales.

En relación con este tema, debe tenerse presente que el estudio se orienta a hablar de las pensiones y no así de ajustes salariales por costo de vida, en el entendido de que en el ámbito de las jubilaciones y pensiones, no puede hablarse de la existencia de salario (que es la suma de la base más sus otros componentes, porque todos son de naturaleza salarial) sino que se habla más propiamente de la tasa de reemplazo y en ese sentido, debe considerarse, integralmente, la tasa de reemplazo que se deriva del salario que recibía la persona jubilada cuando estaba como persona servidora judicial activa. 

En cada caso particular, debía valorarse si la pensión se derivaba en última instancia de una jubilación alcanzada por un puesto profesional o por un puesto no profesional y en ese sentido, el monto de la jubilación que da pie a la concesión de pensiones a sobrevivientes, debe ser tomado en cuenta en su totalidad, sin que se llegue a crear una división ficticia de “salario base” y de otros “componentes salariales”, porque la base de cálculo de la pensión no es ningún salario, sino una tasa de reemplazo cuya naturaleza jurídica es distinta a la del salario[footnoteRef:2][2]. [2: [2] El salario es la contraprestación económica que se paga a la persona servidora judicial activa a cambio del trabajo efectivo que realiza, mientras que la jubilación corresponde con la tasa de reemplazo que corresponde con el monto de dinero que -según las reglas jurídicas aplicables- se le debe reconocer como sustitución de sus ingresos a la persona que ya ha dejado de laborar por acogerse a su retiro sea por vejez, invalidez, etc. La tasa de reemplazo es una sola unidad de dinero recibida por un solo concepto que es el auxilio económico a que tiene derecho con su retiro por haber cotizado y cumplido las condiciones del régimen jubilatorio específico, sin que cuente con alguna división o estructura interna, como sí lo tiene el salario, que se divide en salario base, pago de prohibición, carrera profesional, riesgo, etc. A su vez, la pensión se calcula sobre el monto de jubilación, con lo cual, tampoco tiene una división interna de componentes, porque tampoco es salario.] 


De ahí que, si se hubiera dado el escenario de que la tasa de reemplazo base para el otorgamiento de pensiones y determinación del porcentaje de ajuste por costo de vida a aplicar, se hubiera seccionado de manera ficticia entre “salario base” y “otros componentes salariales”, se sugiere revisar lo decidido en cada caso particular porque, eventualmente, podrían haberse tomado decisiones ilegales, contrarias al interés público y al uso racional y eficiente de los recursos públicos. 

Los derechos adquiridos y las situaciones jurídicas consolidadas

Dice el artículo 34 de la Constitución Política que “A ninguna ley se le dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna, o de sus derechos patrimoniales adquiridos o de situaciones jurídicas consolidadas”. 

Derivado del artículo anterior, se desarrolla la teoría de los llamados derechos adquiridos y de las situaciones jurídicas consolidadas. Para clarificar estos conceptos, es oportuno traer a colación lo dicho por la Sala Constitucional, en el sentido de que: “Los conceptos de “derecho adquirido” y de “situación jurídica consolidada” aparecen estrechamente relacionados en la doctrina constitucionalista. Es dable afirmar que, en términos generales, el primero denota a aquella circunstancia consumada en la que una cosa -material o inmaterial- trátese de un bien previamente ajeno o de un derecho antes inexistente- ha ingresado (o incidido sobre) la esfera patrimonial de la persona, de manera que ésta experimenta una ventaja o beneficio constatable. Por su parte, la “situación jurídica consolidada” representa no tanto un plus patrimonial, sino un estado de cosas definido plenamente en cuanto a sus características jurídicas y a sus efectos, aun cuando éstos no se hayan extinguido aún (…)” (Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, voto número 1119-1990, de las 14:00 horas del 18 de setiembre de 1990)[footnoteRef:3][3]. [3: [3] En este mismo sentido, también pueden consultarse los votos número 1318-99, 2843-99, 1395-00 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.] 


Es así como puede afirmarse que los derechos adquiridos son actos realizados que aportan un bien, facultad o provecho al patrimonio de una persona. Mientras que las situaciones jurídicas consolidadas, implican una condición de la persona definida en términos legales, por lo que, si se cumple con los requerimientos y características jurídicas establecidas en el ordenamiento, entonces, se tiene una situación jurídica ya consolidada e invariable por acto presente o futuro. 

Claramente, un acto administrativo firme que haya autorizado y otorgado un reajuste por costo de vida del monto de pensión constituye un acto jurídico que ha otorgado derechos adquiridos a favor de una persona y que, solo por vía de excepción y siguiendo los protocolos de actuación establecidos en la ley, podría ser anulado en perjuicio de la persona pensionada.[footnoteRef:4][4]  [4: [4] "III.- Los actos administrativos cuentan con una presunción "iuris tantum" de legalidad, por lo que una vez que son tomados por la Administración y debidamente comunicados, se presume que son legítimos y eficaces, y por lo tanto, ejecutorios (artículos 146 y 147 de la Ley General de la Administración Pública). Esta presunción, opera en favor de la Administración, pero también puede beneficiar al administrado, ya que por aplicación de la doctrina de los actos propios, si la Administración considera que un acto suyo se encuentra viciado de nulidad, absoluta o relativa, no puede simplemente alegar esa invalidez para desconocerlo, desaplicarlo, derogarlo o dejarlo sin efecto, sino que debe necesariamente recurrir a los mecanismos establecidos por la ley para lograr su eliminación”
] 


Sobre la posibilidad de anular un acto que haya concedido un derecho adquirido o establecido una situación jurídica determinada 

Como la regla general, la administración no puede modificar o eliminar un acto administrativo que haya generado derechos adquiridos o definidos situaciones jurídicas consolidadas, en virtud del principio de intangibilidad de los actos propios. 

La excepción a esa regla se ofrece cuando se haya dictado un acto contrario al ordenamiento y haya que anularlo, para lo cual, se deberá seleccionar o el procedimiento administrativo por nulidad absoluta, evidente y manifiesta (cuando eso sea procedente) o el proceso judicial contencioso de lesividad, ello en defensa de la garantía fundamental del debido proceso. 

Sin embargo, para poder anular, con efecto retroactivo, un acto administrativo generador de derechos subjetivos en perjuicio de las personas, en aplicación del principio de certeza y seguridad jurídicas, existe un plazo de caducidad establecido en ley, de forma tal que, si no se realiza en ese plazo, entonces, no se podrá afectar la esfera de derechos retroactivamente. 

Ese plazo es de un año, ya sea para la anulación oficiosa por el procedimiento administrativo por nulidad absoluta, evidente y manifiesta (artículo 173.4 de la Ley General de la Administración Pública)[footnoteRef:5][5], como para la interposición del proceso judicial contencioso de lesividad, igualmente es de un año (artículos 34.1 y 39.2 del Código Procesal Contencioso Administrativo). [5: [5] Este inciso dice que: “4. La potestad de revisión oficiosa consagrada en este artículo caducará en un año, a partir de la adopción del acto, salvo que sus efectos perduren”. ] 


Ese año se cuenta desde que el acto fue emitido o a partir del momento en que cesen sus efectos y en este sentido, es importante aclarar que los actos que reconocen tiempo de servicio a favor de personas funcionarias judiciales, son de efecto inmediato, ya que incorporan ese derecho en el patrimonio de las personas de forma instantánea, por lo que el plazo anual tendrá como su diez a quo -fecha de inicio de cómputo del plazo-, el momento en que el acto es debidamente notificado a la persona interesada. 

Entonces, por pasado el plazo de caducidad de un año, ¿no se puede anular un acto administrativo, aunque sea contrario a derecho? La respuesta correcta es que sí se puede, porque no se puede mantener un contrasentido de que el ordenamiento jurídico permita que algo antijurídico perviva. Sin embargo, la diferencia estará en los efectos.

El accionar del procedimiento de anulación o del proceso contencioso de lesividad dentro del plazo del año, permite que se retrotraigan todos los efectos del acto absolutamente nulo, incluso enervando los derechos que se hubieren generado con él desde un inicio, en virtud de lo cual, verbigracia, si una persona había recibido un pago por algún componente salarial amparado en el acto que se declara nulo, deberá devolver el dinero recibido por ese concepto. 

Si ha pasado el plazo de caducidad del año, por certeza y seguridad jurídicas, no podrá dársele efecto retroactivo a la anulación, lo que implica que la persona podrá conservar los beneficios económicos que hubiera recibido al amparo del acto nulo, pero se podrá anular, para efectos futuros, el acto viciado de nulidad, lo que posibilita que a partir de la declaratoria formal firme de nulidad, la persona no percibirá más los beneficios económicos que derivara del acto nulo (artículo 40 del Código Procesal Contencioso Administrativo). 

Es importante recordar que, independiente de si la anulación se pretende con efecto retroactivo o para efectos futuros, deberá siempre seguirse el respectivo procedimiento (si es en sede administrativa) o proceso (si es en sede judicial) en resguardo de la garantía fundamental del debido proceso que le asiste a la persona beneficiaria pensionista. 

1. Conclusiones y Recomendaciones

Con base en todo lo expuesto, se puede concluir que: 

1. Las jubilaciones y pensiones del régimen judicial, al igual que las del resto de regímenes del sector público y privado, son susceptibles de incrementar en virtud del aumento del costo de vida.

1. Para el segundo semestre del año 2017, en ejercicio de sus competencias, la Corte Suprema de Justicia, decidió autorizar un ajuste o aumento a las jubilaciones o pensiones por costo de vida, sobre la base de un porcentaje diferenciado, reconociendo -de una manera muy razonable- un mayor aumento a las jubilaciones y pensiones provenientes de puestos no profesionales y uno menor a las provenientes de puestos profesionales.

1. De conformidad con el bloque de legalidad aplicable, las pensiones se dan sobre la base del monto que recibía como tasa de reemplazo la persona jubilada y que, a prorrata, se distribuye la totalidad de pensión entre la cantidad de beneficiarios que en cada caso concreto corresponda. 

1. Por tanto, debe entenderse, fuera de toda duda, que para efectos de aplicar el ajuste de por costo de vida a las pensiones para el segundo semestre del año 2017, debe revisarse si la jubilación cuya tasa de reemplazo es la base de la pensión que se otorga, correspondía a un puesto profesional o no y, dependiendo de ello, así se debería aplicar el porcentaje de aumento por costo de vida al monto de pensión global, de forma tal que acrecentará en la proporción equitativa, a cada uno de los beneficiarios pensionistas. En ese sentido, la Dirección de Gestión Humana debe analizar si la aplicación de ese ajuste es correcta o no a la luz de las circunstancias particulares de cada caso en concreto.

1. En caso de que hubiera algún caso en que se determinara que, presumiblemente, se aplicó el ajuste contrario a derecho, debe recordarse que deberá acudirse a un procedimiento administrativo por nulidad absoluta, evidente y manifiesta (cuando eso sea procedente) o a un proceso judicial contencioso de lesividad, ello en defensa de la garantía fundamental del debido proceso y en respeto de los derechos adquiridos y situaciones jurídicas consolidadas de las personas pensionadas. 

De esta manera se deja rendido el criterio legal solicitado.

	Advertencias:

· El presente criterio se funda en un razonamiento técnico jurídico con base en la aplicación del ordenamiento jurídico administrativo y el supletorio aplicable a la materia, cualquier valoración de oportunidad y conveniencia que sea necesario realizar, es competencia de las unidades decisoras y ejecutoras correspondientes.

· El presente criterio se emite con base en la información suministrada por la unidad requirente del mismo, mediante el oficio N° 4906-18 de 14 de mayo del 2018 de la Secretaría General de la Corte. Por lo anterior, no le corresponde a esta unidad asesora la responsabilidad por la veracidad de dicha información. 

· Cualquier traslado del presente criterio a terceros no involucrados en los procesos de análisis y toma de decisiones con respecto al objeto de este, deberá ser realizado previa despersonalización de cualquier dato sensible que se haya consignado en dicho documento.

· No se advierte incompatibilidad o conflicto ético para la emisión del presente criterio, en tanto que los temas indicados no inciden en los derechos subjetivos de los suscribientes, ni hay vínculos de ningún tipo con la persona sobre la cual gira el análisis del informe.

· El presente criterio se emite con base a la consulta realizada, por lo que es responsabilidad de la unidad requirente precisar y delimitar la o las consultas formuladas a esta Dirección.



…”
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Manifiesta la máster Romero Jenkins: “En este caso a mí me parece que debería comunicársele a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, porque en realidad el Consejo no es competente para resolver nada en lo relativo a las jubilaciones y pensiones”.

Analizado por este Consejo Superior el criterio rendido por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, la máster Argili Gómez Siu, en su orden, Director Jurídico interino y Subdirectora Jurídica interina, mediante oficio N° DJ-C-443-2020 del 15 de julio de 2020, se acordó: 1.) Tener por rendido el criterio, relativo al apartado 2.1 del informe N° 506-18-SAFJP «Staff_type»-2018, relacionado con el informe final correspondiente al Estudio denominado “Evaluación sobre el costo de vida del segundo semestre del 2017” y trasladarlo a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Auditoría, de la Dirección de Gestión Humana y al Departamento Financiero Contable.”
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Por unanimidad, se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio N° 7536-2020, emitido por la Secretaría General de la Corte, mediante el cual hace de conocimiento de esta Junta Administradora el criterio de la Dirección Jurídica N° DJ-C-443-2020, relacionado con el informe N° 506-18-SAFJP-2018, correspondiente al estudio denominado “Evaluación sobre el costo de vida del segundo semestre del 2017.” 2.) Previo a definir lo que corresponda, solicitar a la Dirección de Gestión Humana que, en el plazo de un mes a partir del comunicado del presente acuerdo, remita a esta Junta Administradora un informe técnico indicando si el aumento del segundo semestre de 2017 se aplicó conforme al criterio emitido por la Dirección Jurídica, en caso de ser así, se deberá realizar una valoración para determinar si existen a la fecha sumas pagadas en demasía. 3.) La Dirección de Gestión Humana y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para los fines correspondientes. 
ARTÍCULO VII
Documento N° 415-20 / 762-20.

Las licenciadas Olga Guerrero Córdoba y Leda Córdoba Montero, así como el licenciado Carlos Lizano Alfaro, por su orden, Subdirectora interina, Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones y Jefe interino de Administración de Personal, todos de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-AP-3135-2020 de 12 de agosto de 2020, comunicaron lo siguiente:
“En atención al oficio N° 469-2020 mediante el cual comunican el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, tomado en la sesión N° 24-2020 celebrada el 13 de julio del 2020 artículo VII, en el que se dispone lo siguiente:
“…1.) Acoger en todos sus extremos el criterio jurídico N° DJ-AJ-C-413-2020 del 3 de julio de 2020, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino y la máster Argili Gómez Siu, Sub Directora Jurídica interina, en consecuencia, solicitar a la Dirección de Gestión Humana que continúe con el estudio de los cálculos correspondientes, informe que presentara a esta Junta Administradora para resolver lo que estime pertinente. 2.) Indicar a le persona interesada que en cuanto a la solicitud de la albacea de depositar en su cuenta corriente, se indica que de proceder, se depositará en la cuenta corriente según se disponga notarial o jurisdiccionalmente.”
I.	Origen y Antecedentes.
Al respecto resulta importante acotar, que la gestión tiene origen por la solicitud recibida en esta Dirección en fecha 30 de agosto de 2018, en la cual la señora Liliette Herrera Zamora, solicitó que se efectuara un estudio del monto de su asignación mensual de jubilación, con la finalidad de establecer si el mismo estaba correctamente valuado, tomando en consideración el plus salarial denominado “Índice Gerencial” el cual rige a partir del 1° de setiembre 2008.
Debido a la solicitud de la señora Herrera Zamora, la Dirección de Gestión Humana remitió para conocimiento del Consejo Superior el informe 4455-AP-2018, con la finalidad de que el órgano superior, dentro de las potestades que en ese momento le confería el artículo 81 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, adoptara la decisión que estimara pertinente, sobre este caso particular. 
En sesión N° 90-18, celebrada el 17 de octubre 2018, el Consejo Superior conoció el informe de cita, acordando lo siguiente:
“Trasladar el presente acuerdo a la Dirección Jurídica para que realice un estudio e informe a este Consejo cual procedimiento jurídico le es aplicable en la situación de la señora Liliette Herrera Zamora, Jubilada judicial.”
Posteriormente, en la sesión 034-2019, celebrada el 23 de abril 2019, el Consejo Superior conoce el criterio jurídico DJ-AJ-473-2019, rendido por la Dirección Jurídica y sobre el mismo dispuso:
“Acoger el criterio de la Dirección Jurídica, suscrito por la máster Argili Gómez Siu, Subdirectora Jurídica y el licenciado Jorge E. Kepfer Chinchilla, Coordinador Área Análisis Jurídico, mediante el oficio N° DJ-AJ-473-2019 del 4 de abril de 2019, en consecuencia: 1.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana, realice los cálculos respectivos al monto de la jubilación de la señora Liliette Herrera Zamora, para determinar si el monto que recibe está correctamente valuado e informe lo pertinente a este Consejo.”
En acatamiento al acuerdo anterior, se comunica al Consejo Superior mediante oficio N° PJ-DGH-AP-4398-2019 de fecha 23 de setiembre de 2019 lo siguiente:
“…se le informa al Consejo Superior que se procedió a realizar los cálculos respectivos para la determinación del nuevo monto de jubilación de la señora Herrera Zamora, labor para la cual se inicia con la consulta del monto actual que devenga la jubilada, encontrando en su registro de prontuario, que la exservidora falleció el pasado 4 de abril de 2019, ósea 19 días antes de que el Consejo Superior conociera el informe de la Dirección Jurídica y ordenara a la Dirección de Gestión Humana la elaboración de los cálculos por el reajuste pretendido.
Por lo anterior, se le informa al Consejo Superior que el lamentable deceso de la señora Lidieth Herrera Zamora, imposibilita la generación de un reajuste sobre su monto de beneficio. Así mismo, qué de acuerdo con la verificación de las solicitudes de pensión presentadas ante la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, no se registra a la fecha ningún reclamo tendiente a la aprobación de un derecho de pensión, razón por la cual no existen a esta fecha sumas por liquidar.”
El informe anterior fue conocido por el Consejo Superior en la sesión N° 86-19 celebrada el 03 de octubre de 2019 y se acuerda:
“…Tener por rendido el informe presentado por la Dirección de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-AP- 4398-2019 de 23 de setiembre de 2019…”
Posteriormente, en fecha 20 de marzo de 2020 se recibió en la Dirección de Gestión Humana el documento denominado “Solicitud de Estudio, Acreditación de Albacea y solicitud de entrega de fondos”, suscrito por Grettel Alexandra Azofeifa Herrera en condición de albacea propietaria, con facultades suficientes para este acto, del proceso sucesorio de quien en vida fuera María Cecilia Liliette Herrera Zamora.
En virtud de que en esta Dirección las solicitudes para pagos pendientes a funcionarios o jubilados fallecidos provienen de una autoridad judicial competente, solicitamos a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones mediante oficio PJ-DGH-AP-1907-2020 del 14 de mayo de 2020, señalar como proceder en este caso en razón de que la solicitud del pago pendiente de cancelar a la señora Liliette Herrera Zamora proviene su albacea.
Como respuesta de lo anterior, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, dispuso en sesión 19-2020 celebrada el 08 de junio del 2020, artículo X, que de previo a resolver lo referente a la consulta realizada en el oficio mencionado en el párrafo anterior, sobre la ejecución de los montos, solicitaría criterio a la Dirección Jurídica. 
Atendiendo lo solicitado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino y la máster Argili Gómez Siu, Sub Directora Jurídica interina, emiten el criterio jurídico N° DJ-AJ-C-413-2020 de fecha 03 de julio de 2020, el cual se conoció en la sesión N° 24-2020 celebrada el 13 de julio del 2020 y cuyo acuerdo genera el presente informe.
Como antecedente resulta importante indicar que, el reajuste en el beneficio de la jubilación por el Índice Gerencial realizado a los señores Álvaro Ulate Ramírez y Álvaro Gallardo Araujo, quienes también se desempeñaron en el puesto de Jefe de Personal de este Poder de la República, se aprobó a partir del 08 de noviembre de 2010, esto debido a que a partir de esta data la Corte Plena dispuso adicionar el índice gerencia al salario base de los puestos de dicho estrato, significando esta fecha el momento a partir del cual se revalora el salario base del puesto que sirvió de base para el cálculo de la jubilación de la señora Herrera Zamora.

II.	Estimación del monto de reajuste.
Así las cosas, esta Dirección procedió a realizar los cálculos correspondientes para determinar la diferencia que se le adeudó a doña Liliette por el plus denominado Índice Gerencial. Dicho cálculo se detalla a continuación:
(dato)
 
Una vez determinado el monto anterior, se procedió a aplicar los correspondientes incrementos por costo de vida a partir del 08 de noviembre de 2010 hasta el 04 de abril de 2019, fecha en que fallece la señora Liliette Herrera Zamora, estableciéndose que a doña Liliette se le adeuda la suma de ¢15,517,125.71 (quince millones quinientos diecisiete mil ciento veinticinco colones con 71/100), por concepto de índice Gerencial, monto que se definió de la siguiente manera:
(dato)
Por lo anterior, se procede a efectuar un reajuste del beneficio de jubilación de doña Liliette, estableciendo que el monto correcto de jubilación al momento de su fallecimiento sería de ¢1,354,014.59 (un millón trescientos cincuenta y cuatro mil catorce colones con 59/100).

A tenor de lo dispuesto en la sesión N° 24-2020, celebrada el 13 de julio del 2020, artículo VII, se traslada el presente informe a la Junta de Jubilaciones y Pensiones, para su conocimiento y fines consiguientes”.
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En sesión N°24-2020 celebrada el 13 de julio del 2020, artículo VIII, esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, acordó acoger en todos sus extremos el criterio jurídico N° DJ-AJ-C-413-2020 del 3 de julio de 2020, en consecuencia, se solicitó a la Dirección de Gestión Humana que continuara con el estudio de los cálculos correspondientes, e informara lo correspondiente a esta Junta.
Luego, en sesión N°27-2020 celebrada el 10 de agosto del 2020, artículo XII, esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, acordó en lo conducente tener por conocida la gestión de Grettel Alexandra Azofeifa Herrera, en su condición de albacea propietaria de quien en vida se llamó María Cecilia Liliette Herrera Zamora y estar a la espera de los cálculos que se solicitaron a la Dirección de Gestión Humana, en el artículo VIII de la sesión N° 24-2020.
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Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por rendido el oficio N° PJ-DGH-AP-3135-2020, de la Dirección de Gestión Humana, mediante el que remite el informe correspondiente al ajuste que se debe aplicar a la jubilación de quien en vida se llamó María Cecilia Liliette Herrera Zamora, por la aplicación “Índice Gerencial”. 2.) Aprobar el giro del monto indicado en el informe de la Dirección de Gestión Humana a la albacea propietaria Grettel Alexandra Azofeifa Herrera, por la suma de (dato), por concepto de Índice Gerencial. 3.) Conforme lo señalado por la albacea Grettel Alexandra Azofeifa Herrera en su escrito de fecha 31 de julio de 2020, estar a la espera de que se solicite por medio del notario donde se lleva el proceso sucesorio notarial, el giro de los recursos. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc50044438]ARTÍCULO VIII
Documento N° 229-2020 / 755-2020.
[bookmark: _Toc36126398]En sesión número 10-2020 celebrada el 30 de marzo del 2020, artículo XIII, de conformidad con lo que establece el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se dispuso, reactivar el beneficio de pensión al joven Antonio Emmanuel González Sandoval, a partir del 29 de febrero de 2020.
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En oficio número 1123-TE-2020 del 20 de agosto de 2020, la máster Floribel Campos Solano, la licenciada Emma López Ramírez y la máster Andrea Valerín Arroyo, por su orden, Jefa de Macroproceso Financiero Contable, Jefa de Proceso de Tesorería y Jefa de Subproceso Egresos, remitieron el siguiente informe:
“Para su estimable conocimiento, en lo relacionado con el beneficio de pensión del joven Antonio Emmanuel González Sandoval, número de cédula [dato], en forma atenta se indica:

· Que el 05 de agosto de 2020 el pensionado estudiante González Sandoval cumpliendo con las fechas establecidas para la presentación de documentos de estudio, remitió a esta oficina vía correo electrónico la información de la matrícula del II semestre de 2020.

· Que esta oficina una vez verificada la información brindada por el joven Antonio González, procedió a solicitarle el 10 de agosto de 2020 vía correo electrónico las calificaciones correspondientes al I semestre 2020, de conformidad con lo establecido en el Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. El mismo día el pensionado estudiante envía las calificaciones de las materias matriculadas en el I semestre 2020, determinándose que de las tres materias cursadas una fue reprobada.

· Que el Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial aprobado por la Junta Administradora, en el artículo N° 26, para lo que interesa señala:

“[…] deberán las personas gestionantes demostrar que se encuentran matriculadas en un centro de estudios y que obtienen buenos rendimientos en las materias cursadas, para lo cual la Junta Administradora del Fondo requerirá la información que considere oportuna, encontrándose en la obligación la persona beneficiada de proveerla dentro del plazo razonable estimado por la Junta, bajo la advertencia de la suspensión del beneficio de pensión.

En el supuesto de que la persona estudiante no apruebe las materias o cursos matriculados, la Junta Administradora podrá suspender el beneficio, en aras de mantener un buen uso de los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, de conformidad con el principio pro-fondo.” (subrayado no es del original)

· Que lo anterior, dejaría sin efecto el criterio vertido por la Dirección Jurídica en el oficio N° DJ-AJ-3787-2018, el cual para lo que interesa señala:

“[…] se concluye que a partir de la entrada en vigencia de la reforma, es decir, del 22 de mayo del 2018 (fecha de la publicación), en el caso de las hijas y los hijos mayores de 18 y menores de 25 años que realizan estudios, no se puede exigir como requisito para el pago de la pensión por orfandad, que las personas obtengan buenos rendimientos. De manera que, únicamente deberá acreditarse la edad y las constancias de que se encuentran matriculados realizando estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora.”

· Que el monto bruto del beneficio de pensión mensual que recibe el joven Antonio Emmanuel González Sandoval es por la suma de [dato].

Por lo antes expuesto, se traslada la presente comunicación a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con el fin de que si a bien lo estima, se indique si se debe suspender el beneficio de pensión al joven González Sandoval y a partir de qué fecha, en virtud de que reprobó una de las tres materias matriculadas en el I semestre del 2020.”
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Por unanimidad, se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio N° 1123-TE-2020, del Macroproceso Financiero Contable, mediante el que remite informe de estudios del pensionado estudiante Antonio Emmanuel González Sandoval. 2.) Hacer de conocimiento del Macroproceso Financiero Contable que en razón que el pensionado estudiante aprobó dos de las tres materias matriculadas, esta Junta Administradora acuerda mantener el beneficio de pensión al señor González Sandoval. 3.) Hacer una instancia al joven González Sandoval, para que se mantenga estudiando y obtenga buenos rendimientos, para lo cual se dará el seguimiento respectivo, con fundamento en el inciso f) del artículo 242, que indica: “La Junta Administradora emitirá un reglamento general del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, el cual deberá ser aprobado por la Superintendencia de Pensiones (Supén), y contemplará necesariamente lo siguiente: … f) Todos los otros elementos que se consideren necesarios para la correcta administración del Fondo (el subrayado no es del original). Se declara acuerdo firme.

[bookmark: _Toc50044441]ARTÍCULO IX

Documento N° 807-20 / 818-2020

	Mediante sistema de correspondencia del VES se comunicó el 2 de setiembre de 2020, el acuerdo SP-A-226-2020, suscrito por la señora Rocío Aguilar, Superintendente de Pensiones, disponible en el siguiente vínculo 
https://ves.supen.fi.cr/Formularios-COR/COR_Lis_Recibidos.aspx?accion=abrir&correo=17089, a saber:
“SP-A-226-2020

Superintendencia de Pensiones, al ser las catorce horas del día veintiséis de agosto de 2020.

CONSIDERANDO:

1. La Superintendencia de Pensiones, en fecha 20 de mayo de 2004, emitió el Acuerdo SP-A-048. Disposiciones acerca de la comunicación de los perfiles de requisitos y beneficios de los regímenes de pensiones creados por leyes especiales y regímenes públicos sustitutos al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte.

1. El citado acuerdo regula la forma y contenido de la información que las entidades deben remitir a los afiliados y a la Superintendencia de Pensiones, relativa a los perfiles de requisitos y beneficios de los regímenes de pensiones creados por leyes especiales y regímenes públicos sustitutos al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte administrado por la Caja Costarricense de Seguro Social, de conformidad con lo establecido en el artículo 12 del Reglamento para la Regulación de los Regímenes de Pensiones creados por Leyes Especiales y Regímenes Públicos Sustitutos al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte, publicado en el diario oficial La Gaceta No. 75, del 19 de abril del 2004.

1. El Artículo 3 del Acuerdo SP-A-048, establece que el actuario encargado del estudio que respalda el cambio en los perfiles de requisitos y beneficios de los regímenes colectivos y de capitalización individual, deberá refrendar la comunicación de los mismos a los afiliados y a la Superintendencia de Pensiones, señalando que es fiel reflejo de su recomendación y del estudio, utilizando, para ello, el formato previsto en el Anexo 4. 

Debido a que el órgano de dirección tiene la facultad de apartarse de las recomendaciones del actuario, siempre que lo haga con la debida motivación, no resulta razonable exigir el refrendo antes indicado, donde debe hacer constar que el cambio en el perfil de requisitos y beneficios es fiel reflejo de su recomendación y del estudio que lo respalda. 

1. En el Anexo 4 del acuerdo se incluye, además, un formulario para cada régimen en los que se indica el perfil de requisitos y beneficios de cada uno de ellos, según la regulación vigente al momento de su emisión. Estos formularios se han ido desactualizando con el paso del tiempo y tampoco resultan necesarios ya que, la comunicación de los perfiles de requisitos y beneficios debe realizarse utilizando los formularios contenidos en los Anexos 1) y 2) del SP-A-48, según lo establece su propio Artículo 2.

1. Por otra parte, la norma transitoria contendida en el Artículo 4. Disposiciones transitorias, ya cumplieron su cometido, lo mismo que el Artículo 5. Vigencia de estas disposiciones, este último considerando que el artículo 140 de la Ley General de la Administración Pública establece que el acto administrativo surte efecto a partir de su comunicación, salvo que, evidentemente, disponga otra cosa o si le concede únicamente derechos al administrado, en cuyo caso lo producirá desde que se adopte.

1. Se prescinde de la consulta establecida en el artículo 361 de la Ley General de la Administración Pública ya que la reforma al Acuerdo SP-A-048. Disposiciones acerca de la comunicación de los perfiles de requisitos y beneficios de los regímenes de pensiones creados por leyes especiales y regímenes públicos sustitutos al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte, implementada a través de este acuerdo, tiene como objeto la eliminación de requisitos y de disposiciones que no resultan razonables o que ya cumplieron su cometido, así como la eliminación de formularios que no solamente no son necesarios sino que, además, contienen información relativa a los perfiles de requisitos y beneficios que ya no se corresponden con los actualmente vigentes.

POR TANTO:

Se dejan sin efecto el párrafo segundo del Artículo 3; el Artículo 4. Disposiciones transitorias; el Artículo 5. Vigencia de estas disposiciones, así como el anexo 4) todos del Acuerdo SP-A-048, Disposiciones acerca de la comunicación de los perfiles de requisitos y beneficios de los regímenes de pensiones creados por leyes especiales y regímenes públicos sustitutos al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte.

Rige a partir de su comunicación.

Comuníquese.”
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[bookmark: _Toc50044443]Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por conocido el SP-A-226-2020, suscrito por la señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones en el que comunica que se dejan sin efecto el párrafo segundo del Artículo 3; el Artículo 4. Disposiciones transitorias; el Artículo 5. Vigencia de estas disposiciones, así como el anexo 4) todos del Acuerdo SP-A-048, Disposiciones acerca de la comunicación de los perfiles de requisitos y beneficios de los regímenes de pensiones creados por leyes especiales y regímenes públicos sustitutos al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte. 2) Hacer este documento de conocimiento del Máster Raúl Hernández González, para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO X

Documento N° 549-2020 / 749-2020

Mediante el oficio número 539 -2020 de fecha 10 de agosto de 2020, la licenciada Ana Lucrecia Ruiz Rojas, Secretaria interina de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, solicitó a la licenciada Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, una prórroga al plazo de atención del SP 880-2020, para ser remitido en 30 días naturales adicionales al plazo original, por lo que se estimó que dicho detalle sería remitido a la SUPEN antes del viernes 11 de septiembre del 2020.
En oficio número SP-1062-2020, del 13 de agosto de 2020, el licenciado Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Supervisión de Regímenes Colectivos, remitió la siguiente gestión:
“Se recibió su oficio N°539-2020, del 10 de agosto de 2020, mediante el cual solicita una prórroga de 30 días naturales, para atender los requerimientos comunicados mediante el SP-880-2020 del 01 de julio del año en curso.

Al respecto, considerando lo indicado en su oficio N°539-2020, se concede la ampliación de plazo para la atención de los requerimientos hasta el 11 de setiembre de 2020.”
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En relación con lo anterior, en correo electrónico del 18 de agosto de 2020, la licenciada Ana Lucrecia Ruiz Rojas, Secretaria interina de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, consultó lo siguiente:
“El día de hoy, a las 3:51 pm recibí notificación de la Sra. María José Alfaro de la Secretaría de la Corte sobre el ingreso de un oficio nuevo por parte de Supen. Le había pedido el favor de que cuando ingresara algo de la Supen me lo remitiera de inmediato, dado los plazos de atención. Sólo a ella como administradora del correo de la Junta le llegan esas notificaciones de oficios nuevos o recibidos por parte de esa Entidad.

El día que recibo ese comunicado procedo a bajar de la VES el oficio y remitirlo a los destinatarios que indica en las copias.

Sin embargo, ya me ha pasado en 2 ocasiones que doña Claudia Castro de la Dirección Ejecutiva ingresa antes que yo al sistema y le da estado tramitado al oficio. Desconozco si copia los oficios a los interesados o lo envía al correo oficial de la Junta.

Cuando yo voy a revisar los oficios a la bandeja de entrada ya no están, sino que se ubican en archivados.

Considero que esto pierde la trazabilidad de los oficios de la Supen, se está duplicando esa labor y se nos podría traspapelar alguno de urgencia como ya sucedió.

Les adjunto el último oficio enviado por la Supen, el SP-1062-2020.

Además, les consulto si continúo haciendo esa labor, o lo realizará doña Claudia u otro funcionario?

(…).

[image: ]

(…).”
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Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por recibidas las manifestaciones de la integrante Ana Lucrecia Ruiz Rojas, relacionadas con las gestiones en la Ventanilla Electrónica de Servicios de la Superintendencia de Pensiones. 2) Comisionar al Máster Oslean Mora Valdez para que gestione los accesos a la Ventanilla Electrónica de Servicios, para dar mayor trazabilidad a los documentos de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Se declara acuerdo firme.

[bookmark: _Toc50044446]ARTÍCULO XI

Documento N° 112-20 / 770-20

En sesión 26-2020 celebrada el 3 agosto del 2020, artículo XXII, esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tuvo por rendido por rendido el informe de la Dirección de Gestión Humana, presentado en oficio N° PJ-DGH-AP-2690-2020, relacionado con el costo de vida de la población jubilada y pensionada para el segundo semestre del 2020, dicho documento informaba que no correspondía aplicar debido a que el indicador económico refleja una deflación en la economía del país. Lo anterior se hizo de conocimiento de las personas jubiladas y pensionadas por medio del Departamento Financiero Contable.
Mediante correo electrónico de 25 de agosto de 2020, el señor Juan Ignacio Muñoz Chinchilla Jubilado del Poder Judicial, presentó:
“Por su medio, interpongo una reconsideración y apelación ante el superior en alzada, contra el acuerdo que deniega el aumento para el segundo semestre del 2020, en las jubilaciones y pensiones de sus beneficiarios en el Poder Judicial, por existir deflación en la economía nacional. Por cuanto, esta deflación viene de décadas atrás y en los últimos 2 gobiernos por las horrendas prácticas fiscales y la pandemia del COVIC-19, y siempre los aumentos en el costo de vida se otorgan y en las pensiones y jubilaciones, que incluyen a las del Poder Judicial, que no tienen ningún vínculo en su financiamiento interno y de las cuotas de sus empleados activos, y las inconstitucionales cuotas rebajadas por ley de creación de nuestro fondo de pensiones judiciales, por lo que el real colapso de la economía nacional producto de las deficientes administración y actuaciones antijurídicas en el gasto público, las famosas mordidas que van y vienen todos los años en los presupuestos nacionales y municipales, y concretamente las que tienen vínculo con el Estado y sus instituciones públicas, que no son causales de impedimento para que los aumentos del costo de vida próximo del semestre de este año para los jubilados y pensionados se aprueben, y en su lugar debe de reconsiderarse por razones de legalidad y concederlo estricto sensu. Se espera que todas las personas agremiadas del Poder Judicial externen criterios negativos contra este acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del PJ, que es ilegal e inconstitucional y antijurídico, para que sea anulado y en su lugar se declare con lugar, sin descartar para mayor presión la organización de otro tipo de medidas.”
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Por unanimidad, se acordó: 1.) Tener por conocida la gestión presentada por el jubilado judicial Juan Ignacio Muñoz Chinchilla, en correo electrónico del 25 de agosto de 2020, en la que interpone reconsideración y apelación ante el superior en alzada, contra el acuerdo de la Junta Administradora de sesión 26-2020 celebrada el 3 agosto del 2020, artículo XXII, que deniega el aumento para el segundo semestre del 2020, en las jubilaciones y pensiones de sus beneficiarios en el Poder Judicial, por existir deflación en la economía nacional. 2.) Denegar el recursos presentado y mantener el acuerdo de la Junta Administradora. Al respecto, se hace de conocimiento del jubilado judicial que la Ley 9544, que reforma el régimen de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, en su artículo 225 indica: “[…]. El monto de las pensiones y las jubilaciones en curso de pago y las que se otorguen en el futuro se reajustará por variaciones en el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC).”. Por lo indicado y conforme lo expuesto por la Dirección de Gestión Humana en el oficio N° PJ-DGH-AP-2690-2020, “[…] ha procedido a verificar conforme a la normativa vigente que, de acuerdo con los datos generados por el Instituto Nacional de Estadística y Censos, el Índice de Precios del Consumidor muestra que, al 30 de junio 2020, el indicador económico de la inflación acumulada es del -0,24%. Por lo anterior, debido a que el indicador económico refleja una deflación en la economía del país, no corresponde aplicar sobre las jubilaciones y pensiones activas al 01 de julio 2020, ajuste alguno de incremento por costo de vida para el segundo semestre 2020.” Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc50044448]ARTÍCULO XII

Documento N° 767-20

Mediante correo electrónico de 25 de agosto de 2020, el doctor Juan Carlos Segura Solís, Juez Coordinador del Tribunal de Trabajo del Primer Circuito Judicial de San José, y como integrante suplente de la Junta.
“Les adjunto jurisprudencia de relevancia para los casos de pensión donde pese a tener una pensión propia el cónyuge supérstite tiene derecho a la de su esposo/a difunto.
Saludos”







[bookmark: _MON_1661157691]
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Por unanimidad, se acordó: 1.) Tener por recibida la jurisprudencia presentada por el doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante suplente de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Agradecer al doctor Segura Solís por los documentos presentados y considerar para remitir a la asesoría jurídica en los casos que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc50044450]ARTÍCULO XIII

Documento N° 345-20 / 490-20

En sesión N°15-2020 del 11 de mayo último, artículo II, donde se acordó por unanimidad lo siguiente: 
“1.) Tener por presentada la exposición y aprobar la metodología expuesta por el integrante Villalta Fallas. 2.) Remitir el presente acuerdo al Departamento de Trabajo Social y Psicología, con la finalidad de apliquen en los estudios que se encuentran pendientes la metodología aprobada anteriormente. 3.) Trasladar el presente acuerdo a la Integrante Moya Aguilar con la finalidad de que tramite lo que corresponda para actualizar el “Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”. 4.) Delegar a los integrantes Montero Zúñiga y Villalta Fallas, para que coordinen una reunión con el Departamento de Trabajo Social y Psicología, con la finalidad de que expongan la implementación de la metodología aprobada en el presente acto. 5.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que actualice el formulario de solicitudes de pensiones con la información supracitada.”
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Mediante correo electrónico de 17 de junio de 2020 la máster Alba Gutiérrez Villalobos, jefa del Departamento de Trabajo Social y Psicología, remitió:
“Buen día estimados don Carlos y don Mauricio, atentos saludos. 
Tal como lo acordamos en la reunión del pasado 10 de junio, les remito adjunto la propuesta para el formulario de declaración jurada para las personas solicitantes del beneficio de pensión del Fondo del Poder Judicial. 
Lo señalado en amarillo son aspectos que se deberán fundamentar desde lo legal. 
Asimismo, pueden hacer los cambios que estimen pertinentes y quedamos anuentes a reunirnos para ver la versión final si a bien lo tienen.”
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Por unanimidad, se acordó: 1.) Tener por presentada la gestión de la máster Alba Gutiérrez Villalobos, jefa del Departamento de Trabajo Social y Psicología, con correo electrónico de 17 de junio de 2020, mediante el cual adjunta propuesta de declaración jurada para las personas solicitante del beneficio de pensión al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Trasladar a la Dirección de Gestión Humana el formulario propuesto por el Departamento de Trabajo Social y Psicología, para su valoración y observaciones, por lo cual, deberá informar lo pertinente ante esta Junta Administradora. Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc50044452]ARTÍCULO XIV

Documento N° 758-20

En sesión N° 26-2020, celebrada el 3 de agosto de 2020, artículo V, se tuvo por conocido el oficio N° 439-FC-2020 del Departamento Financiero Contable, mediante el cual solicita el criterio de la Junta Administradora respecto a las situaciones que se presentan con los traslados de cuotas por reconocimiento de tiempo servido de otro régimen hacia el Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Asimismo, se autorizó la contratación de la licenciada Karol Monge Molina, para que se refiera a la legalidad y forma correcta de aplicar la normativa, para resolver las inquietudes del Departamento Financiero Contable, en el plazo de 15 días hábiles.
Mediante correo electrónico de 21 de agosto de 2020, el jubilado judicial máster Luis Alonso Bonilla Guzmán, indicó:
“Su servidor, Luis Alonso Bonilla Guzmán, cédula (dato), jubilado del Poder Judicial desde el 16 de mayo de 2019, con acentuado respeto, pero con vehemencia planteo lo siguiente: 
El Consejo Superior del Poder Judicial, acordó aprobar solicitud por mí incoada, de reconocimiento de tiempo servido en otra institución, mediante artículo XXXVII, de la sesión del Consejo Superior 14-19, celebrada el día 19 de febrero de 2019, en los siguientes términos:
 "...La licenciada Olga Guerrero Córdoba, Sub Directora interina de Gestión Humana, la máster Adriana Steller Hernández, Jefa interina del Subproceso Administración Salarial y la licenciada Lizleydi Cedeño Yanes, Coordinadora interina de la Unidad de Componentes Salariales, en oficio Nº 0281-UCS-AS-2019, del 8 de febrero de 2019, comunicaron lo siguiente:

“Reconocimiento de Tiempo Servido en Otras
Instituciones del Estado para efectos de:
ANUALES Y JUBILACIÓN 
	NOMBRE:
	LUIS ALONSO DE JESUS BONILLA GUZMAN
	 
	 

	N° CEDULA:
	(dato)
	 
	 

	PUESTO:
	FISCAL
	 
	 

	OFICINA:
	FISCALÍA GENERAL
	 
	 

	LUGAR PARA NOTIFICACIONES:
	Tiene asignado en Outlook.
	 
	 

	FECHA DE PRESENTACION DE LA GESTIÓN:
	13/12/2016.
	 
	 

	FECHA EN QUE COMPLETA LA GESTIÓN:
	13/12/2016.
	 
	 

	RESULTADO DE ESTUDIO DE RECONOCIMIENTO DE TIEMPO SERVIDO EN OTRAS INSTITUCIONES DEL ESTADO PARA EFECTOS DE ANUALES Y JUBILACIÓN:
	N° DE RTFJP:
	2018021
	 
	 

	
	TIEMPO A RECONOCER:
	1 año, 8 meses y 29 días.
	 
	

	
	
	
	
	 

	
	MONTO A REINTEGRAR:
	(dato)
	 
	 

	
	INSTITUCIÓN DONDE LABORÓ:
	Ministerio de Hacienda
	 
	 

	OBSERVACIONES:
	· El Monto total a Reintegrar se calcula a valor presente de conformidad a lo establecido en el Reglamento para el Reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus Instituciones para efectos del Pago de Anualidades y Jubilación en el Poder Judicial, artículos 12 y 13.
· En la comunicación de la deuda se le hace ver a la persona solicitante que el reintegro se realiza en un 10% del salario bruto mensual hasta cancelar la totalidad del monto adeudado.
· Asimismo, se le indica que una vez aprobado el reconocimiento de tiempo servido por parte del Consejo Superior, este no podrá dejarse sin efecto.
	 
	 

	RESUMEN RESPUESTA DE LA PERSONA SOLICITANTE A LA COMUNICACIÓN DE LA DEUDA:
	 
La persona solicitante no manifiesta objeción con el estudio realizado.
	 
	 


 
Previo a la aprobación de mi jubilación, cancelé la suma de (dato), para el reconocimiento de tiempo servido en otra institución.
Según consulta realizada a la Licenciada Liz Cedeño, de la Unidad de componentes salariales, respecto a los rubros que cubría el pago que realicé, se obtuvo la siguiente respuesta: 
 
“Buen día,
El cálculo del monto a reintegrar corresponde a los aportes obrero, patronal y estatal de cada período reconocido.
Cabe indicar que de este monto se rebajan las cotizaciones del régimen jubilatorio al cual usted había cotizado. Le traslado la consulta a Vanessa Mesén para que ella le indique a cuanto equivale ese traslado.
Saludos …” (El subrayado y destacado no son del original; ver seguidilla de correos electrónicos).
Después de más de un año de insistir ante las oficinas del IVM de la CCSS, para que realizaran el reintegro del dinero, por fin, en el mes de junio de 2020 ingresó el monto correspondiente a una cuenta del Poder Judicial, sin embargo, no se me reintegró porque se decidió consultar la procedencia ante la Junta del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, lo cual me sorprendió, dado que, desde que pagué la suma de (dato), dicho monto ingresó en las arcas del Fondo de Pensiones del Poder Judicial y, como ha sido la tónica en casos similares, debía reintegrarse el monto correspondiente a mi persona (por supuesto, no me refiero a la suma superior a veinte millones, sino a la cantidad reintegrada por la oficina del IVM de la CCSS, dado que tuve que pagar por adelantado los rubros a los que se refirió la Licenciada Liz Cedeño en el correo electrónico de cita). En otros términos, desde mi perspectiva, no es resorte de la Junta de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial la decisión del traslado del reintegro a mi favor, dado que para pagar el monto antes mencionado tuve que adquirir deudas, que pretendo saldar con este reintegro, de ahí que, la prolongación injustificada de la resolución de este asunto me está causando un gran perjuicio, no solo económico sino moral. 
Así las cosas, solicito con todo respeto se responda pronto la consulta realizada por el Departamento Financiero Contable del Poder Judicial, para que se me pueda reintegrar el monto depositado por la oficina del IVM de la CCSS.
Para Notificaciones: (…)”
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Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por conocida la gestión del jubilado judicial máster Luis Alonso Bonilla Guzmán, presentada con correo electrónico de 21 de agosto de 2020, en la que solicita se le reintegre el monto depositado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones por la oficina de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social, por traslado de cuotas por reconocimiento de tiempo servido en otras Instituciones del Estado para efectos de jubilación. 2.) Comunicar al máster Bonilla Guzmán que esta Junta se encuentra a la espera de un criterio jurídico respecto a las situaciones que se presentan con los traslados de cuotas por reconocimiento de tiempo servido de otro régimen hacia este Fondo. 3.) Previo a brindar respuesta al jubilado Bonilla Guzmán, hacer instancia a la licenciada Karol Monge Molina, para que remita el criterio solicitado en sesión N° 26-2020, del 03 de agosto de 2020, artículo V. 
El Departamento Financiero Contable tomará nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc50044454]ARTÍCULO XV

Documento N° 112-20 / 785-20

El servidor Erick Tenorio Rojas, Técnico Supernumerario del Departamento Financiero Contable, en correo electrónico de 31 de agosto de 2020, traslado el correo de 31 misma fecha suscrito por el jubilado judicial Bernardo Amador Arias, a saber:
“Con las mayores consideraciones, le pido con ocasión de comunicador y enlace de los jubilados y pensionados judiciales, con la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en su cargo de Técnico Supernumerario, creado con la reforma legal, y creación del cargo de técnico supernumerario que ocupa, y de acuerdo a la normas 1, 11 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública, 11, y concordantes de la Carta Magna, le informo de la obligación de esta Junta de conocer y resolver el recurso de reconsideración y otro, interpuesto, por su medio, su correo electrónico, según el nuevo “sistema de teletrabajo”, e incorporar a los jubilados y pensionados que se han adherido tácitamente a esta impugnación o materia recursiva, por haberse denegado el aumento del costo de vida para este segundo semestre y reposición de los anteriores debidos, con intereses legales, con un fondo muy sólido, de más de 150 mil millones de colones, y aportes: 
Estatal: 1.41%, patronal: 14.36 y 13% de los jubilados y pensionales, desde enero en que se aumentó a este porcentaje, más las inversiones realizadas en bancos públicos, porcentaje a jubilados que es inconstitucional su aporte creado por ley, porque este ya cotizó durante su vida laboral activa y no se le podría rebajar de su jubilación, por ninguna circunstancia, ni al IVM de la CCSS, en lo que respecta al rubro de invalidez o de pensión, por cancelarse cuotas al fondo judicial y no es una complementaria con este régimen de la CCSS que no se reintegra al jubilado o pensionado judicial. Hay todo un equipo académico interno en materia de inversiones del Fondo, en los últimos 20 años, que es la mejor, por cuanto, sin necesidad de pagar consultoría externas, por innecesarias, se debió de invertirse en banco del Estado más rentables, más claro, que cancelen mayores intereses, de conocimiento público, como ejemplo, con el Banco Central (BCCR), y sus sistemas de bonos a 20 años, eurobonos u otros, como ofertan los bancos estatales de mayores réditos y en donde el Estado es responsable, nunca en inversiones privadas por estar prohibidas dentro de nuestro Ordenamiento Jurídico, en cuenta la Contraloría General de la República, de forma vinculante, la SUGEF, las auditorías internas y asesoría legal interna, quienes se apegan siempre a la legalidad y que en el caso del Poder Judicial en estas dos últimas décadas, deben de revisarse, por hechos públicos y notorios de desmejora el Fondo, y que tienen ninguna relación con el “hueco fiscal o la pandemia del COVID-19). 
Dentro del estudio del derecho comparado, expuse recomendaciones y comentarios de las 
“tradiciones jurídicas: anglosajona y románicas germánicas de la Comunidad Europea”, en donde, independientemente de si son o no países en desarrollo o pobres, al igual que en las demás legislaciones, deben ser iguales en esa materia, por la forma de cotización, patronal, del obrero y estar, similares, durante 25 años, como un plazo máximo de pagos mensuales, que debe de reformarse en Costa Rica, además de que una vez, cumplido el plazo de pagos mensuales, de este cuarto de siglo, la pensión o jubilación se cancela mensualmente completa al trabajador, sin rebajas o cargas sociales inconstitucionales como la que ocurren en este Fondo Judicial y demás regímenes de pensiones, que deben de derogarse vía reforma de ley con las devoluciones respectivas con intereses de ley al 6% como lo regula el Código Civil. 
Don Erick, con el respeto que merece, considero que tiene la obligación, por razones jurídicas expuestas, de dar en conocimiento de esta junta de pensiones y jubilaciones judiciales, de esta materia recursiva que se le presenten que al caso concreto sería , en línea, de los jubilados judiciales, más que se adhieran al recurso o presenten nuevo, como están llegando cada día y que puse en conocimiento. No hay excusa para que se obvien o se aplique “miopía jurídica” en lo impugnado que debe de resolver esta Junta con sus asesores o auxilio de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, para que no se tenga que invertir en posibles gastos de consultorías externas” tan impopulares. El Fondo es muy sólido y ahí debe de permanecer, en la sede judicial. Se espera una mayor participación recursiva en más de los jubilados, repito: “no debemos de ser siervos menguados”, como en el pasado, con derecho y la verdad jurídica se puede impugnar. Porque las agremiadas internamente, hacen esfuerzos mínimos o nada, por el mejoramiento de la liquidez de jubilados, con muy bajo aporte mensual líquido, inferiores a los cincuenta o cien mil colones, y algunos de menos de diez mil colones, debido a su endeudamiento del algo costo de vida no recuperado en sus derechos de pensiones y liquidados a nivel nacional, por la nueva “ley de usura”, que no permite que sean sujetos de crédito o tarjetahabientes a los ingresos mensuales de activos o jubilados de 700 mil colones, que constituye más pobres, hombruna y gran anemia”. Que no ayuda la administración pública en general, aunque se violenten los derechos humanos, tan desmejorados en nuestro país. 
Fraternalmente, ”
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Por unanimidad, se acordó: 1.) Tener por conocida la gestión presentada por el jubilado judicial Bernardo Amador Arias, con correo electrónico del 31 de agosto de 2020, en la que interpone recurso de reconsideración por haberse denegado el aumento del costo de vida para este segundo semestre. 2.) Denegar el recurso de reconsideración y mantener el acuerdo de la Junta Administradora. Al respecto, se hace de conocimiento del jubilado judicial que la Ley 9544, que reforma el régimen de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, en su artículo 225 indica: “[…]. El monto de las pensiones y las jubilaciones en curso de pago y las que se otorguen en el futuro se reajustará por variaciones en el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC).”. Por lo indicado y conforme lo expuesto por la Dirección de Gestión Humana en el oficio N° PJ-DGH-AP-2690-2020, “[…] ha procedido a verificar conforme a la normativa vigente que, de acuerdo con los datos generados por el Instituto Nacional de Estadística y Censos, el Índice de Precios del Consumidor muestra que, al 30 de junio 2020, el indicador económico de la inflación acumulada es del -0,24%. Por lo anterior, debido a que el indicador económico refleja una deflación en la economía del país, no corresponde aplicar sobre las jubilaciones y pensiones activas al 01 de julio 2020, ajuste alguno de incremento por costo de vida para el segundo semestre 2020.” Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc50044456]ARTÍCULO XVI

Documento N° 735-20

En la sesión N° 16-2020 celebrada el 18 de mayo del 2020, artículo X, se tuvo por conocido el acuerdo del Consejo Superior de sesión N° 39-2020 celebrada el 21 de abril del 2020, artículo LI y estar a la espera del criterio jurídico solicitado para efectos de reconocer el tiempo servido en la Universidad de Costa Rica. En ese momento, se hizo este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana.
[bookmark: _Toc42180793]Posteriormente, en sesión N° 19-2020 celebrada el 08 junio del 2020, artículo VI, se dispuso a tener por conocido y acoger el criterio jurídico presentado por la Dirección Jurídica del Poder Judicial, para efectos de reconocer el tiempo servido en la Universidad de Costa Rica, para fines jubilatorios. Asimismo, se hizo este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana.
El servidor Álvaro Ortuño Méndez, Auxiliar Administrativo de la Auditoría Judicial, en correo electrónico de 18 de agosto de 2020, remitió lo siguiente:
“Señoras y Señores de la Junta Administradora del Poder Judicial buena tarde: Quiero conocer en qué condición se encuentra la resolución Nº 4171-20 emitida por el Consejo Superior con copia a ustedes. Ya que hasta la fecha no he recibido una respuesta final al respecto. Con relación a la forma de pago en cómo pretendo cancelar el monto por el año de tiempo servido fuera del Poder Judicial es la totalidad del mismo. Anuente a su respuesta les agradezco me la hagan saber a través de este medio. Gracias ”
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Por unanimidad, se acordó: Tener por conocida la gestión del servidor judicial Álvaro Ortuño Méndez, Auxiliar Administrativo de la Auditoría Judicial, en correo electrónico de 18 de agosto de 2020, mediante el que solicita conocer la resolución de la Junta Administradora con respecto al oficio N° 4171-2020, acuerdo del Consejo Superior de sesión N° 39-2020 del 21 de abril del 2020, artículo LI. Al respecto, se hace de conocimiento del servidor Ortuño Méndez, que esta Junta Administradora conoció y acogió en sesión N° 19-2020 celebrada el 08 junio del 2020, artículo VI, el criterio N° DJ-C-280-2020 de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, para efectos de reconocer el tiempo servido en la Universidad de Costa Rica, para fines jubilatorios. Asimismo, se hizo este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc50044458]ARTÍCULO XVII
Documento N° 790-2020.
[bookmark: _Toc11939420]En sesión de Consejo Superior número 57-19 celebrada el 25 de junio del 2019, artículo XXIV, se conoció el oficio N° DJ-AJ-190-2019 del 13 de junio de 2019, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico y la licenciada Silvia Calvo Solano, Coordinadora interina del Área de Análisis Jurídico.
En esa oportunidad se dispuso, de conformidad con el Transitorio I de la Ley N° 9544, artículo 81 inciso 12) de la Ley Orgánica del Poder Judicial y el acuerdo adoptado por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, por mayoría, tener por rendido el informe de la Dirección Jurídica en relación con la reactivación del beneficio de pensión de los jóvenes Paula Daniela Calvo Rojas y Edwin Alberto Mora Rojas, lo anterior, siempre y cuando el Departamento Financiero Contable, corroborara que los jóvenes se encuentran estudiando, a partir de la fecha en que presentaron la solicitud al beneficio, conforme lo establece el artículo 228, inciso 1), sub inciso 1.2) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, según reforma introducida mediante la ley N° 9544.
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En nota del 31 de agosto de 2020, el licenciado Alfredo Jones León, remitió la siguiente consulta:
“Nuevamente me presento ante ustedes para mostrar mi preocupación, por cuanto a pesar de dos acuerdos de esa Junta acogiendo la tesis de la publicidad y transparencia de las actuaciones y de que conocieran el criterio de la Dirección Jurídica ( DJ-C-561-2019 del 28 de noviembre del 2019) en cuanto a que los datos del nombre de las personas jubiladas o pensionadas o de las que adquieren esta condición así como del monto de la jubilación y pensión son públicos y por ende deben consignarse en las actas de la Junta, se continua despersonalizando, es decir, no se consigan los nombres ni montos de las jubilaciones y pensiones aprobadas, modificadas, o suprimidas en las actas que se publican. Igual sucede con los reconocimientos de tiempo servido u otras gestiones que se conocen sobre jubilaciones y pensiones. En el informe de cita de la Dirección Jurídica, está más que claro cuáles son los datos que son sensibles y por ende se deben ubicar despersonalizados.

Desconozco qué persona o personas están elaborando las actas y las suben a la página Web, lo que sí es un hecho es que el archivo ubicado en Internet indica que es despersonalizado. Incluso se ha caído en el absurdo de despersonalizar los nombres (primer o segundo nombre) de los integrantes de la Junta, de quienes suscriben los informes que se conocen o de servidores y servidoras de la Secretaría de la Corte que comunicaron algún acuerdo.

Por lo anterior, ruégales girar las instrucciones claras y precisas que estimen pertinentes, para que las actas cumplan con los principios de publicidad y transparencia (incluso corregir las que ya se encuentran en la Web) y de esa forma evitar tener que recurrir a otras instancias, en resguardo de los derechos de quienes pertenecemos al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de conocer la forma en la Junta está administrando el Fondo.

En otro orden de ideas, aunque reconozco que lo decidido pretende proteger los intereses del Fondo y la aplicación del principio pro fondo, estimo que el artículo 26 del Reglamento General del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es contrario al ordenamiento jurídico, al establecer vía reglamento un requisito que el artículo 228 inciso 1.2 de la Ley 9544 no establece, violando por ende, el artículo 6 de la Ley General de la Administración Pública en cuanto la jerarquía de las normas. Sustento mi afirmación en el criterio de la Dirección Jurídica Nº DJ-AJ-190-2019 del 13 de junio del 2019 y que fuera conocido por el Consejo Superior en sesión celebrada el 25 de junio del 2019, artículo XXIV (Se adjunta al oficio).

Finalmente, no por menos importante, reseño nuevamente mi preocupación por lo establecido en el inciso a) y b) del artículo 11 del Reglamento o proyecto de Reglamento para el otorgamiento de créditos a instituciones bancarias del Estado, Cooperativas, Cajas de Ahorro, Asociaciones y Sindicatos de personas servidoras judiciales y de la población jubilada y pensionada y al Poder Judicial con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (artículo 240 bis, ley 9544). Indico reglamento o proyecto por cuanto, no obstante, que, en varios artículos de algunas de las actas publicadas de la Junta, se hace referencia a este reglamento, no queda claro si ya fue aprobado en definitiva y si la versión definitiva o final, ha sido comunicada a toda la población activa, jubilada y pensionada mediante circular.

En cuanto al inciso a) del referido artículo, este tipo de préstamo es perjudicial para los intereses del Fondo, por cuanto, a título de ejemplo, la concesión de un crédito de mil millones a treinta años plazo con cancelación del principal al finalizar el plazo, genera incertidumbre de que cualquier cosa puede pasar, sin que exista una garantía suficiente y adecuada que responda y no dañe las finanzas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Basta investigar en el mercado financiero, si existe alguna institución sólida, que otorgue este tipo de crédito y la respuesta simple es no. Por tal motivo, solicito expresamente eliminar este tipo de préstamo.

Por su parte, en cuanto al inciso b) de este artículo no queda claro cuáles son las condiciones en que se otorgará este tipo de crédito devolutivo, por lo que, estimo conveniente y necesario, adicionar el reglamento con los artículos e incisos necesarios, que establezcan claramente las condiciones en que se otorgará.”
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Se acordó: 1.) Tomar nota de lo comunicado por el licenciado Alfredo Jones León, Jubilado Judicial, mediante nota del 31 de agosto de 2020. 2.) De conformidad con las observaciones presentadas por el señor Jones León, es menester indicar lo siguiente: a.) Respecto al tema de la despersonalización de datos, como los nombres de las personas y montos de las jubilaciones, es imperativo mencionar que el actuar de esta Junta Administradora está apegado al ordenamiento jurídico, debido a que lo relativo a la protección de datos está regulado en la Ley N° 8968 denominada “Protección de la Persona frente al tratamiento de sus datos personales”, sobre el tema en concreto, el artículo 9 de la citada Ley estipula las categorías particulares de los datos, en su punto 2 literalmente indica: “…Datos personales de acceso restringido: Datos personales de acceso restringido son los que, aun formando parte de registros de acceso al público, no son de acceso irrestricto por ser de interés solo para su titular o para la Administración Pública. Su tratamiento será permitido únicamente para fines públicos o si se cuenta con el consentimiento expreso del titular. En ese sentido, al no ser las jubilaciones y pensiones salarios públicos, sino más bien parte de los aportes personales de las personas interesadas, se categoriza como datos que solo son de interés de la persona beneficiaria y no así del público en general, aunado a lo anterior, para que este órgano colegiado pueda publicar los datos de referencia, es fundamental contar con el consentimiento expreso del titular, así normado en el artículo anteriormente escrito. b.) En cuanto a las observaciones relacionadas con el “Reglamento para el otorgamiento de créditos a instituciones bancarias del estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de personas servidoras judiciales y de la población jubilada y pensionada y al poder judicial con recursos del fondo de jubilaciones y pensiones del poder judicial,” se agradecen las manifestaciones realizadas, sin embargo, se le hace de conocimiento al licenciado Jones León que esta Junta Administradora analizó en todos sus extremos los alcances legales para que el actuar esté dentro del marco de legalidad, asimismo, el Reglamento fue remitido a la Superintendencia de Pensiones para su respectiva revisión, siendo el ente rector de las actuaciones de esta Junta Administradora. 3.) Hacer el presente acuerdo de conocimiento del licenciado Alfredo Jones León, Jubilado Judicial.
[bookmark: _Toc50044460]ARTÍCULO XVIII
Documento N° 686-2020.
En nota del 4 de agosto de 2020, la Sala Constitucional comunicó la resolución dictada a las catorce horas con cincuenta y cuatro minutos del tres de agosto de dos mil veinte, dentro del expediente número 20-013486-0007-CO, interpuesto por el recurrente Marco Antonio Castro Alvarado en contra del Ministerio de Hacienda y el Poder Judicial, que seguidamente se adjunta:
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Por unanimidad, se acordó: Tener por conocida la resolución dictada a las catorce horas con cincuenta y cuatro minutos del tres de agosto de dos mil veinte, dentro del expediente número 20-013486-0007-CO, interpuesto por el recurrente Marco Antonio Castro Alvarado en contra del Ministerio de Hacienda y el Poder Judicial. Esta Junta Administradora se refirió al recurso de amparo en tiempo y forma presentando el escrito correspondiente ante la Sala Constitucional, bajo la asesoría legal externa de la Máster Karol Monge. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc50044464]ARTÍCULO XIX
Documento N° 776-2020.
En oficio número 322-PI-2020, del 28 de agosto de 2020, la máster Floribel Campos Solano y el licenciado Fabián Salas Fernández, por su orden, Jefa interina de Macroproceso Financiero Contable y Jefe interino de Proceso Inversiones, remitieron el siguiente informe:
“El MBA Ubaldo Carrillo Cubillo, director de la Administración de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social (C.C.S.S.), con oficio N.º GP-DAP-528-2020, solicitó el traslado de las cuotas aportadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones Judiciales, del ex funcionario judicial Asdrúbal Carvajal Porras, tal y como se detalla a continuación:

[image: ]


Procedimientos de cálculo y normativa aplicable 

El monto requerido por la C.C.S.S. incluye un factor de actualización de las cuotas a liquidar, computadas a “valor presente”, de acuerdo con los cálculos de liquidación actuarial efectuados por la Dirección Actuarial de dicha Institución, según oficio PE-DAE-0501-2020 del 27 de mayo de 2020, remitido a este Macroproceso mediante oficio GP-DAP-528-2020. 

Para hacer efectivo el traslado de cuotas se considera lo establecido en el artículo N.° 46 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte; así como el criterio emitido por la Subgerencia Jurídica de esa Entidad mediante oficio S.J.9848-20018 de fecha 16 de diciembre de 2008, así como el artículo N.º 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual indica: 

“Artículo 234- Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente. En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial.” Lo marcado no corresponde al original. 

De acuerdo con lo anterior y con fundamento en lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial N.º 9544, este Macroproceso realizó el estudio de traslado de aportes, considerando los siguientes aspectos: 
1. Reporte Salarios 

Certificación N°0137-2020 del 29 de enero de 2020 extendida por Contabilidad Nacional del Ministerio de Hacienda.

2. Porcentaje de aportes 

Para el cálculo de los aportes obrero, patronal y estatal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se utilizaron los siguientes parámetros:
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3. Herramienta liquidación actuarial, valor presente 
El uso de la herramienta de cálculo de la liquidación actuarial fue aprobado por el Consejo Superior en sesión 85-18 del 27 de setiembre de 2018, artículo XXIII. Así mismo, de conformidad con lo comunicado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) con oficio CNS-1507-09 de fecha 29 de julio del 2019 y oficio SP-898-2019 remitido por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) del 18 de setiembre del 2019 y con el aval de la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial con base en el oficio 3795-DE-2019, la herramienta fue actualizada en virtud de las tasas de mortalidad. 

De acuerdo con los puntos citados anteriormente, se obtuvieron los siguientes resultados:

I. Tabla resumen de la liquidación actuarial: 

(dato)

II. Resumen del monto a trasladar: 

(dato)

Por lo antes expuesto y conforme lo señalado, agradecemos interponer sus buenos oficios a efecto de contar con la resolución respectiva, de forma que se pueda continuar con el proceso de traslado de cuotas, gestionadas por la Caja Costarricense del Seguro Social.”

-0-
Considerado el informe remitido por el Departamento Financiero Contable, mediante oficio número 322-PI-2020, del 28 de agosto de 2020, se acordó por unanimidad: 1.) Tener por conocida la gestión de traslado de cuotas a favor del señor Asdrúbal Antonio Carvajal Porras, al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM) de la Caja Costarricense de Seguro Social y aprobarla, por la suma de (dato) y remitir al Departamento Financiero Contable, para el trámite correspondiente. 2.)  Asimismo, se autoriza el traslado de las cuotas correspondientes al Régimen de Pensiones Obligatorias, por el monto de (dato). Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc50044466]ARTÍCULO XX
Documento N° 780-2020.
[bookmark: _Toc48660596]En oficio número 8108-2020 del 31 de agosto de 2020, el licenciado Eduardo Chacón Monge, Prosecretario General interino de la Secretaría General de la Corte, remitió el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 82-2020 celebrada el 20 de agosto del 2020, artículo LIV, que literalmente dice:
“En sesión Nº 47-20 celebrada el 14 de mayo de 2020, artículo XXI, se acogió el criterio jurídico rendido en oficio N° DJ-C-213-2020 del 4 de mayo de 2020, Asimismo se comisionó a la Dirección de Gestión Humana en el caso de los funcionarios judiciales activos y al Departamento Financiero Contable por parte de los jubilados y pensionados judiciales, para que, en el plazo de un mes, establezcan el protocolo correspondiente para cumplir con el citado criterio jurídico, lo anterior en el entendido que hasta tanto no se cuente con los citados protocolos, se mantendrá el procedimiento actual de deducción automática por planilla. 

- 0 -

Mediante correo electrónico de 10 de agosto de 2020, la señora María Luisa Colomer Rivera, jubilada judicial, remitió la siguiente solicitud:

“Sirva la presente para saludarles y a la vez para solicitarles respetuosamente de conformidad con el ordinal 44 de la Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor, número 7472 el 20 de diciembre de 1994, adicionado por el ordinal cuarto de la denominada Ley contra la Usura, número 9859 del 11 de junio del 2020, se me garantice el salario mínimo intangible, vital intocable e inembargable.

Al respecto, establece dicho ordinal 44 ter ibid., lo siguiente:

Los trabajadores tienen derecho a solicitar la retención por parte del patrono de las cuotas para el pago de sus créditos, siempre y cuando exista acuerdo entre el trabajador, y el patrono y la entidad acreedora. El Banco Central de Costa Rica a través del Sistema Nacional de Pagos Electrónicos (SINPE), debe implementar un sistema para realizar las deducciones.

No podrán hacerse deducciones del salario del trabajador que afecten el salario mínimo intangible e inembargable, al que se refiere el artículo 172 de la Ley 2, Código de Trabajo, de 27 de agosto de 1943. Se exceptúan de esta disposición lo que corresponda a la pensión alimentaria.

Cualquier persona física o jurídica, se dispone que no podrán hacerse deducciones del salario del trabajador que afecten el salario mínimo intangible e inembargable al que se refiere el párrafo primero del artículo 172 de Trabajo será sujeta a la sanción considerada como infracción muy grave, de acuerdo con el inciso a) del artículo 155 de la Ley 7558, Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, de 3 de noviembre de 1995.

A tenor del dicho ordinal, se dispone que no podrán hacerse deducciones del salario del trabajador que afecten el salario mínimo intangible e inembargable, al que se refiere el artículo 172 de la Ley 2, Código de Trabajo, 27 agosto de 1943.

Actualmente, mi salario líquido es inferior al mínimo vital, debido a lo cual solicito encarecidamente con base en dicho precepto y mandato del legislador, que se giren las instrucciones al Departamento de Gestión Humana con el objeto de que mi salario líquido se ajuste al mismo.”
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Analizada por este Consejo la solicitud presentada por la señora María Luisa Colomer Rivera, jubilada judicial, se acordó: Trasladar la presente gestión a la Junta Administradora del Fondo del Poder Judicial para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.”
-0-
Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por conocida la gestión de la jubilada judicial María Luisa Colomer Rivera, mediante correo electrónico de 10 de agosto de 2020 y hacer de su conocimiento que el procedimiento de aplicación de las deducciones a las personas jubiladas y pensionadas está basado en la “Norma Operativa para el Servicio de Deducciones Automáticas y Recuperación de Sumas a favor del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, donde se establecen los deberes y responsabilidades de las entidades deductoras para aplicar rebajos a las jubilaciones y pensiones, por lo que la gestión para la no aplicación de deducciones, debe realizarla con la entidad deductora. 2) Hacer este acuerdo de conocimiento del Departamento Financiero Contable. Se declara acuerdo firme.

[bookmark: _Toc50044470]ARTÍCULO XXI
Documento N° 784-20 / 771-20 / 784-2020

La máster Floribel Campos Solano, jefa interina de Macroproceso Financiero Contable y el licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe interino de Proceso de Inversiones, mediante oficio N° 319-PI-2020 del 26 de agosto de 2020, comunicaron lo siguiente:
“La licenciada Damaris Jaén Rodríguez, jefa del Área Cuenta Individual y Control de Pagos de la Caja Costarricense del Seguro Social (C.C.S.S.), con oficio N.º ACICP-TC-043-2020, solicitó el traslado de las cuotas aportadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones Judiciales, del exfuncionario judicial Carlos Núñez Thompson, tal y como se detalla a continuación:

[image: ]

Procedimientos de cálculo y normativa aplicable 
El monto requerido por la C.C.S.S. incluye un factor de actualización de las cuotas a liquidar, computadas a “valor presente”, de acuerdo con los cálculos de liquidación actuarial efectuados por la Dirección Actuarial de dicha Institución, según oficio DAE-0196-2020 del 04 de marzo de 2020, remitido a este Macroproceso mediante oficio ACICP-TC-043-2020. 
Para hacer efectivo el traslado de cuotas se considera lo establecido en el artículo N.° 46 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte; así como el criterio emitido por la Subgerencia Jurídica de esa Entidad mediante oficio S.J.9848-20018 de fecha 16 de diciembre de 2008, así como el artículo N.º 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual indica: 
“Artículo 234- Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente. En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial.” Lo marcado no corresponde al original. 
De acuerdo con lo anterior y con fundamento en lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial N.º 9544, este Macroproceso realizó el estudio de traslado de aportes, considerando los siguientes aspectos: 
1. Reporte Salarios 
Certificación del 06 de noviembre de 2019 extendida por Contabilidad Nacional del Ministerio de Hacienda y oficio N.° 4258-AP-2019 de fecha 13 de setiembre de 2019 extendida por la Dirección de gestión Humana del Poder Judicial.
2. Porcentaje de aportes 
Para el cálculo de los aportes obrero, patronal y estatal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se utilizaron los siguientes parámetros:
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3. Herramienta liquidación actuarial, valor presente 
El uso de la herramienta de cálculo de la liquidación actuarial fue aprobado por el Consejo Superior en sesión 85-18 del 27 de setiembre de 2018, artículo XXIII. Así mismo, de conformidad con lo comunicado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) con oficio CNS-1507-09 de fecha 29 de julio del 2019 y oficio SP-898-2019 remitido por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) del 18 de setiembre del 2019 y con el aval de la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial con base en el oficio 3795-DE-2019, la herramienta fue actualizada en virtud de las tasas de mortalidad. 
De acuerdo con los puntos citados anteriormente, se obtuvieron los siguientes resultados:
(dato)
II. Resumen del monto a trasladar: 
(dato)
Por lo antes expuesto y conforme lo señalado, agradecemos interponer sus buenos oficios a efecto de contar con la resolución respectiva, de forma que se pueda continuar con el proceso de traslado de cuotas, gestionadas por la Caja Costarricense del Seguro Social.”
-0-
En correo electrónico del 31 de agosto de 2020, el licenciado Carlos Luis Núñez Thompson, remitió la siguiente consulta:
“Me dirijo a ustedes respetuosamente para consultarles cómo se encuentra mi situación relacionado con el traslado de cuotas, que en fecha 22 de abril del año en curso por medio de correo electrónico, oficio ACICP-TC-043-2020, de las Oficinas Centrales de la Caja Costarricense del Seguro Social les fue enviado, ya que el tiempo transcurrido de varios meses se me ha ocasionado una situación económicas desesperantes, siendo que el departamento de pensiones de la C. C. S. S., cuenta con el estudio respectivo, en espera del traslado de las cuotas para que se me otorgue la pensión.

(…).”
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Considerado el informe remitido por el Departamento Financiero Contable, mediante oficio número 319-PI-2020, del 26 de agosto de 2020, se acordó por unanimidad: 1.) Tener por conocida la gestión de traslado de cuotas a favor del señor Carlos Núñez Thompson, al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM) de la Caja Costarricense de Seguro Social y aprobarla, por la suma de (dato) y remitir al Departamento Financiero Contable, para el trámite correspondiente. 2.) Asimismo, se autoriza el traslado de las cuotas correspondientes al Régimen de Pensiones Obligatorias, por el monto de (dato).
El Departamento Financiero Contable tomará nota para los fines correspondientes.
[bookmark: _Toc50044473]ARTÍCULO XXII
Documento N° 772-20.

La máster Floribel Campos Solano, Jefa interina de Macroproceso Financiero Contable y el licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe interino de Proceso de Inversiones, mediante oficio N° 321-PI-2020 del 27 de agosto de 2020, comunicaron lo siguiente:
[bookmark: _Hlk49922405]“La licenciada Damaris Jaén Rodríguez, jefa del Área Cuenta Individual y Control de Pagos de la Caja Costarricense del Seguro Social (C.C.S.S.), con oficio N.º ACICP-TC-046-2020, solicitó el traslado de las cuotas aportadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones Judiciales, de la ex funcionaria judicial Leila Álvarez Ross, tal y como se detalla a continuación: 
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 Procedimientos de cálculo y normativa aplicable
El monto requerido por la C.C.S.S. incluye un factor de actualización de las cuotas a liquidar, computadas a “valor presente”, de acuerdo con los cálculos de liquidación actuarial efectuados por la Dirección Actuarial de dicha Institución, según oficio DAE-0242-2020 del 17 de marzo de 2020, remitido a este Macroproceso mediante oficio ACICP-TC-046-2020. 
Para hacer efectivo el traslado de cuotas se considera lo establecido en el artículo N.° 46 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte; así como el criterio emitido por la Subgerencia Jurídica de esa Entidad mediante oficio S.J.9848-20018 de fecha 16 de diciembre de 2008, así como el artículo N.º 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual indica: 
“Artículo 234- Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente. En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial.” Lo marcado no corresponde al original. 
De acuerdo con lo anterior y con fundamento en lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial N.º 9544, este Macroproceso realizó el estudio de traslado de aportes, considerando los siguientes aspectos: 

1. Reporte Salarios 

Certificación N°4716-2019 del 17 de octubre de 2019 extendida por Contabilidad Nacional del Ministerio de Hacienda. 
2. Porcentaje de aportes 
Para el cálculo de los aportes obrero, patronal y estatal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se utilizaron los siguientes parámetros:
(dato)
3. Herramienta liquidación actuarial, valor presente 
El uso de la herramienta de cálculo de la liquidación actuarial fue aprobado por el Consejo Superior en sesión 85-18 del 27 de setiembre de 2018, artículo XXIII. Así mismo, de conformidad con lo comunicado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) con oficio CNS-1507-09 de fecha 29 de julio del 2019 y oficio SP-898-2019 remitido por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) del 18 de setiembre del 2019 y con el aval de la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial con base en el oficio 3795-DE-2019, la herramienta fue actualizada en virtud de las tasas de mortalidad. 
De acuerdo con los puntos citados anteriormente, se obtuvieron los siguientes resultados:

I. Tabla resumen de la liquidación actuarial: 
(dato)
II. Resumen del monto a trasladar: 
(dato)
Por lo antes expuesto y conforme lo señalado, agradecemos interponer sus buenos oficios a efecto de contar con la resolución respectiva, de forma que se pueda continuar con el proceso de traslado de cuotas, gestionadas por la Caja Costarricense del Seguro Social.”

(dato)
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Considerado el informe remitido por el Departamento Financiero Contable, mediante oficio número 321-PI-2020, del 27 de agosto de 2020, se acordó por unanimidad: Tener por conocida la gestión de traslado de cuotas a favor de la señora Leila Álvarez Ross, al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM) de la Caja Costarricense de Seguro Social y aprobarla, por la suma de (dato) y remitir al Departamento Financiero Contable, para el trámite correspondiente. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc50044475]ARTÍCULO XXIII
Documento N° 13-20 / 787-20.
El máster Floribel Campos Solano y el licenciado Fabián Salas Fernández, por su orden, Jefa interina de Macroproceso Financiero Contable y Jefe interino del Proceso de Inversiones, en oficio N° 291-PI-2020 de 28 de agosto de 2020, remitieron lo siguiente:
“En atención a lo dispuesto por el Consejo Superior, en sesiones N.º 33-14 del 10 de abril de 2014, artículo XCIX y N.º 53-14 del 10 de junio de 2014, artículo XCIV y lo consignado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.°18-2020 del 01 de junio de 2020 artículo VI, se remite el análisis comparativo de títulos valores entre los estados de cuenta suministrados por los entes bancarios, con respecto a los registros que se llevan en este Macroproceso Financiero Contable, relativo a las cuentas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, así como las cuentas Administrativas del Poder Judicial, con corte al 31 de julio de 2020, de lo cual es importante indicar: o La conciliación de las cuentas administrativas del Poder Judicial (otras dependencias administrativas), no presentan diferencias en los montos consignados, ni mayores problemas en su formato. 
 
o Como se mencionó en informes anteriores, el formato y contenido del estado de cuenta para las inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial que remite mes a mes la custodia del BCR, mantiene inconsistencias para realizar la conciliación de títulos valores. 
 
La situación anterior ha implicado que: 
 
➢ Para que el Poder Judicial realice la conciliación requiere manipular los datos del estado de cuenta remitidos por el Custodio, para lograr conciliar la información con los datos generados en los reportes del Sistema de Inversiones del Poder Judicial.

➢ Para algunas de las operaciones no ha sido posible conciliar los cupones uno a uno, por cuanto el estado de cuenta del Custodio los agrupa por fecha de vencimiento, al respecto se está solicitando al BCR corregir dicha situación. 
 
➢ Algunas operaciones no se mostraban en el estado de cuenta del Custodio, situación que se reportó al BCR; las demás diferencias presentadas en las conciliaciones de los meses anteriores fueron comunicadas y a la fecha no se cuenta con la respuesta correspondiente. 
 
➢ Se mantuvo reunión con los representantes de la Custodio del BCR el pasado 12 de agosto de 2020, en la cual se detallaron las diferencias, siendo que el citado custodio se comprometió a dar respuesta a los oficios que se han remitido desde noviembre 2019 y que a la fecha no han sido respondidos, de lo cual en el momento que se obtenga mayor información se estará comunicando. 
 
Así las cosas, se procedió a extraer del estado de cuenta la información correspondiente a los principales de los Títulos Valores y sus cupones en dólares, colones, UDES y participaciones en Fondos de Inversión, los cuales se revisaron y coinciden con los registros del Poder Judicial, a excepción de las situaciones descritas anteriormente, las cuales están siendo presentadas a la Custodia del BCR para su atención y corrección.”




- 0 -

Se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio N° 291-PI-2020 de 28 de agosto de 2020, suscrito por la máster Floribel Campos Solano y el licenciado Fabián Salas Fernández, por su orden, Jefa interina de Macroproceso Financiero Contable y Jefe interino del Proceso de Inversiones, en el que remiten el análisis comparativo de títulos valores entre los estados de cuenta suministrados por los entes bancarios, con respecto a los registros que se llevan en este Macroproceso Financiero Contable, relativo a las cuentas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, así como las cuentas Administrativas del Poder Judicial, con corte al 31 de julio de 2020. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Comité de Inversiones y de Auditoría para el respectivo seguimiento. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc50044477]ARTÍCULO XXIV
Documento N° 789-20.
El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión 47-2020 de fecha 14 de mayo de 2020, artículo XXI, en lo conducente, se acogió el criterio remitido por la Dirección Jurídica del Poder Judicial en oficio N° DJ-C-213-2020 del 4 de mayo de 2020, así como sus recomendaciones. Asimismo; se comisionó al Departamento Financiero Contable, para que estableciera el protocolo correspondiente para los jubilados y pensionados del Poder Judicial; en el entendido que hasta tanto se cuente con la herramienta, se mantendría el procedimiento actual.
[bookmark: _Toc45136363]Posteriormente, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 24-2020 celebrada el 13 de julio del 2020, artículo VI, en lo conducente, comunicó el acuerdo indicado en ese momento, al Departamento Financiero Contable indicando que no es necesario la aprobación de un protocolo, debido a que la normativa es clara en cuando a los procedimientos que se deben aplicar para los casos de estudio.
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La licenciada Katherine Zamora Murillo, Profesional II del Departamento Financiero Contable, en correo electrónico de 31 de agosto de 2020, con instrucciones superiores de la máster Floribel Campos Solano, Jefa del Macroproceso Financiero Contable, remitió el oficio Nº 1158-TE-2020 correspondiente a la Respuesta a la resolución del expediente N° 20-002442-0031-DI jubilado judicial Fernando Ruiz Elizondo, a saber:
“En atención a lo ordenado en resolución de la Inspección Judicial de las veintiún horas y treinta y seis minutos del 24 de agosto de 2020, dictada dentro del expediente N° 20-002442-0031-DI queja establecida por el jubilado judicial Fernando Ruiz Elizondo y recibida en el Macroproceso Financiero Contable el día 26 de agosto de 2020, en forma atenta se indica: 
 
1. Que según verificación en el sistema SIGA-Fondo al señor Fernando Ruiz se le rebajó de su beneficio de jubilación la suma de ¢10.000,00, correspondiente a la deducción enviada el día 04 de agosto de 2020 por COOPENAE, para aplicar la suma de ¢5.000,00 en la primera y segunda quincena del mes de agosto del presente año. 
 
2. Que según información brindada por el funcionario de plataforma de servicios de este Macroproceso Erick Tenorio Rojas se indicó vía telefónica al señor lo siguiente: 
 
“Con relación al caso de don Fernando Ruiz Elizondo indico lo siguiente: El señor llamó indicando que una cooperativa le estaba haciendo una deducción que no correspondía que se la hicieran, solicitaba que nosotros no se la aplicáramos. 
 
Se le indicó, como a todos los jubilados y pensionados que indican que tienen ese problema, que esto debería de trasladarlo a la entidad que le estaba haciendo este rebajo, ya que ellos eran los que debían hacer el estudio y devolverle el dinero, y posteriormente no aplicarle dicho rebajo.” 
 
3. Que efectivamente tal y como indica don Fernando Ruiz en su nota, el procedimiento que se encuentra establecido por parte del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es aplicar de forma quincenal las deducciones que envía mensualmente de manera automática, cada una de las Entidades Deductoras que mantienen convenio, al respecto es de aclarar que para tal efecto se estableció la “Norma operativa para el Servicio de Deducciones Automáticas y Recuperación de sumas a favor del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, en la que se establecen las responsabilidades del Fondo y de cada una de las Entidades Deductoras. 
 
4. Que de conformidad con dicha norma operativa, en la cláusula VI se establece la responsabilidad de las Entidades Deductoras por la aplicación de deducciones en los beneficios de las personas jubiladas y pensionadas judiciales: 
 
“[…] a. La Entidad Deductora será la responsable por el contenido de los datos e información cargada en el sitio Web. El Departamento Financiero Contable facilitará el servicio de aplicar las propuestas de deducciones solicitadas por las entidades deductoras sobre las asignaciones que perciben los jubilados y pensionados del Poder Judicial, que resulten procedentes luego de aplicar las deducciones autorizadas por ley. 
 
b. Asimismo, la Entidad Deductora será la responsable por la información cargada en el portal que para tal efecto se ha definido, referente a los montos fijos o porcentuales que legalmente le corresponde rebajar a los beneficiarios jubilados y pensionados... 
 
c. En caso de presentarse errores en cuanto a las sumas, porcentajes y/o sujetos, la Entidad Deductora deberá responder ante el perjudicado, por los inconvenientes y daños causados, siendo la Entidad Deductora la responsable de atender y resolver el reclamo de manera directa. 
 
d. La Entidad Deductora será responsable de comprobar que las deducciones que solicita aplicar son las establecidas por los estatutos o contratos respectivos. Para tal efecto, la Entidad Deductora será la responsable de resguardar toda la documentación que respalde los rebajos solicitados... 
 
e. La Entidad Deductora se obliga a deducir solamente aquellas retenciones que hayan sido debidamente autorizadas por el interesado, que se refieren a obligaciones contraídas entre el Jubilado o Pensionado Judicial y la Entidad Deductora.” 
 
5. Que de acuerdo con consulta realizada a la Dirección Ejecutiva sobre un caso análogo, dicha Dirección trasladó la gestión a la Dirección Jurídica. Sobre el caso particular, con oficio DJ-AJ-117-2015, la Licda. Karol Monge Molina en ese entonces Subdirectora Jurídica a.í., remitió el criterio AJ-C16-2015 de fecha 16 de marzo de 2015, en el cual indica para lo que interesa: 

“[...] 5.- Por todo lo anterior, concluye esta Dirección, que las deducciones voluntarias automáticas que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial ejecuta a la planilla de las personas jubiladas o pensionadas, no se realizan de forma oficiosa ni mucho menos arbitrariamente por parte de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones del Subproceso de Egresos, sino que se realizan a solicitud y responsabilidad de las Entidades Deductoras o financieras que como acreedoras así lo gestionan.” 
 
6. Que el Consejo Superior conoció en sesión N° 47-2020 celebrada el 14 de mayo de 2020, artículo XX, el criterio DJ-C-213-2020 del 4 de mayo de 2020 emitido por la Dirección Jurídica, que en entre otros indica: 
 
I. Conclusiones y recomendaciones 
 
9. En lo relativo a la solicitud sindical respecto de las personas jubiladas o pensionadas a cargo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en respeto de las competencias legalmente asignadas, se sugiere remitirla a la Junta Administradora de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para que resuelvan lo que en derecho corresponda (artículo 239 de la Ley Orgánica del. Poder Judicial). No obstante, en términos generales se puede decir que el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, establece que las jubilaciones y pensiones a cargo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial no son susceptibles de embargo, venta, cesión o cualquier otra forma de traspaso. 
 
7. Que además en dicho acuerdo el Consejo Superior acordó, lo siguiente: 
 
“[…] 2) Comisionar a la Dirección de Gestión Humana en el caso de los funcionarios judiciales activos y al Departamento Financiero Contable por parte de los jubilados y pensionados judiciales, para que, en el plazo de un mes, establezcan el protocolo correspondiente para cumplir con el citado criterio jurídico, lo anterior en el entendido que hasta tanto no se cuente con los citados protocolos, se mantendrá el procedimiento actual de deducción automática por planilla.” (subrayado no es del original). 
 
8. Que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 24-2020, celebrada el 13 de julio de 2020, artículo VI, conoció el oficio N° 834-TE-2020 con el que este Macroproceso solicitó a la Junta emitir criterio respecto a la aplicación del salario mínimo inembargable en pensiones y jubilaciones, a fin de establecer el protocolo solicitado, por lo que la Junta acordó para lo que interesa: 
 
“[…] 3.) Comunicar el presente acuerdo al Departamento Financiero Contable e indicarle que no es necesario la aprobación de un protocolo, debido a que la normativa es clara en cuando a los procedimientos que se deben aplicar para los casos de estudio.” 

En razón de lo expuesto, se aclara que la persona jubilada o pensionada judicial debe coordinar con la entidad correspondiente cualquier situación presentada como retención en el beneficio de jubilación o pensión, así como la aplicación futura de deducciones y la devolución de cuotas rebajadas, ya que esta oficina está realizando el pago de la planilla de personas jubiladas y pensionadas judiciales en apego a la normativa vigente, siendo que la aplicación de las deducciones se realiza de forma automática según los archivos que cargan las entidades deductoras quienes son responsables de los datos, considerando además la gran cantidad de deducciones que se aplican a dicha población por parte de las diferentes Entidades Deductoras y el tiempo limitado con que se cuenta para generación de las planillas de pago de beneficios de jubilación y pensión. 
 
Cabe aclarar que, en vista de lo externado por el señor Fernando Ruiz, el día 28 de agosto de 2020, se solicitó a COOPENAE mediante correo electrónico confirmar lo citado por el jubilado judicial y en caso de ser correcto lo que indica el señor Ruiz Elizondo, se coordine a la mayor brevedad posible la devolución de los ¢10.000,00 rebajados. En respuesta a dicha solicitud la entidad deductora señaló el mismo día lo siguiente: 
 
“Le informamos que del señor Ruiz Elizondo, se afilió a la cooperativa para realizar una inversión. Sin embargo, por una inconsistencia se generó el monto indicado. El señor se presentó en sucursal Paseo de las flores indicando cual había sido el motivo de la deducción, se brindó la explicación de lo ocurrido y se procedió a realizar las correcciones necesarias. La devolución ya se encuentra disponible para retiro del señor, y para el mes de setiembre no se generó la deducción.“ 

Adicionalmente esta oficina mediante oficio reiterará a la entidad deductora COOPENAE, la responsabilidad que tiene por la aplicación de deducciones en los beneficios de las personas jubiladas y pensionadas judiciales, según lo establecido en la “Norma operativa para el Servicio de Deducciones Automáticas y Recuperación de sumas a favor del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”. 
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Se acordó: 1.) Tener por conocido el oficio N° 1158-TE-2020 de 31 de agosto de 2020, suscrito por la máster Floribel Campos Solano, la licenciada Emma López Ramírez y la máster Andrea Valerín Arroyo, por su orden, Jefa de Macroproceso Financiero Contable, Jefa del Proceso de Tesorería y Jefa de Subproceso de Egresos y remitido por la licenciada Katherine Zamora Murillo, Profesional II del Departamento Financiero Contable, en correo electrónico de 31 de agosto de 2020, en el que atienden la resolución del Tribunal de la Inspección Judicial de las veintiún horas y treinta y seis minutos del 24 de agosto de 2020, dictada dentro del expediente N° 20-002442-0031-DI, queja establecida por el jubilado judicial Fernando Ruiz Elizondo. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Tribunal de la Inspección Judicial y del jubilado judicial Fernando Ruiz Elizondo. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc50044479]ARTÍCULO XXV
Documento N° 167-2020 / 739-2020.
En correo electrónico del 19 de agosto de 2020, la máster Floribel Campos Solano, Jefa interina del Macroproceso de Financiero Contable, remitió la Información del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al 31 de Julio de 2020, que dice:
“Información del 
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
Al 31 de Julio de 2020

	Fecha de Fundación 
	Creado el 9 de junio de 1939, que modifica la Ley No. 8 del 9 de septiembre de 1937, para incluir el título: “De las Jubilaciones y Pensiones Judiciales”. Fue posteriormente reformada por la ley No. 7333 del 5 de mayo de 1993 y más recientemente por la Ley N°9544 del 22 de mayo de 2018, publicada en la Gaceta N° 89 – 2018. 

	[bookmark: _Hlk521678049]Personas beneficiarias actuales
	Al 31 de julio 2020, tiene un total de 4,261 personas beneficiarias. De los cuales son 3,492 son personas jubiladas y 769 personas pensionadas.

	Cotizantes
	· 13,554 Personal activo
·  3,492 Personas Jubiladas
·  769 Personas Pensionadas

	Financiamiento


























	
	Por medio de aportes, compuesto de la siguiente manera:
· 13,00% de aporte obrero([footnoteRef:6]) [6:  El porcentaje del aporte obrero aumenta a un 13%, a partir del 22/05/2018, según la reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, publicado en la Gaceta N° 89-2018, del 22/05/2018.
] 

· 14.36% de aporte patronal([footnoteRef:7]) [7:  El porcentaje indicado se ajusta según el estudio de Auditoria N°972-62-SAFJP-2016, procedimiento avalado por la Procuraduría General de la República dictamen 127-2016 y aprobación de Corte Plena en la sesión N°30-2016, celebrada el 3 de octubre de 2016.
] 

· 1.41 % de aporte del Estado ([footnoteRef:8]) [8:  Según la directriz DGPN-SD-0242-2019 del 12 de abril de 2019, el porcentaje del aporte estatal cambia a 1.41% a partir de enero 2020.

] 

Notas:
· El aporte de las personas trabajadoras (obrero) está compuesto por el aporte mensual de las servidoras y los servidores activos, aporte por Reconocimiento de Tiempo Servido fuera del Poder Judicial y la estimación del aporte por Salario Escolar. 

· El aporte patronal y estatal se compone de los aportes realizados por el Poder Judicial como patrono y estado y la estimación del aporte por salario escolar, del personal activo.

· A partir del 22/05/2018, se aplica el aumento al 13% de aporte obrero, así como la contribución solidaria especial, solidaria y redistributiva a las personas jubiladas y pensionadas.

· Según la directriz DGPN-SD-0242-2019 del 12 de abril de 2019, el porcentaje del aporte estatal cambia a 1.41% a partir de enero de 2020.

Al cierre del mes de julio 2020, estas son las cifras:
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	[bookmark: _Hlk521752148]Planilla emitida al 31 de julio de 2020
	A esta fecha la planilla de personas jubiladas y pensionadas ascendió:
[image: ]



	¿Cuál es el patrimonio del Fondo y cuánto se percibió por concepto de intereses en el último periodo? 
	· El saldo de la cuenta “Provisión para Pensiones en Curso de Pago” asciende a ¢602,887,964,084.

· De conformidad con los estados financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, este percibió como ingreso por intereses en julio de 2020 los siguientes rubros:
· Inversiones: ¢3,669,930,060.
· Cuentas Corrientes: ¢35,795,672.


Fuente: Balance de Comprobación al 31 de julio 2020. Elaborados por el Macroproceso Financiero Contable.”
-0-
Por unanimidad, se acordó: Tomar nota de la información contable del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con corte al 31 de Julio de 2020 y solicitar al Departamento de Prensa y Comunicación la divulgación mediante correo masivo a la población activa y al Departamento Financiero Contable a la población jubilada y pensionada y la publicación en la página Web del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc50044482]ARTÍCULO XXVI
Documento N° 791-20.
En sesión de Consejo Superior N° 105-19 celebrada el 3 de diciembre de 2019, artículo XXXVIII, ese órgano tomó el siguiente acuerdo:
“(…)

Tomando en consideración la competencia que aún conserva transitoriamente este Consejo para conocer de los asuntos relacionados con la Administración del Fondo de Pensiones y Jubilaciones, según lo establecido en el Transitorio I de la Ley N° 9544, y en concordancia con el artículo 81 inciso 12) de la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley N° 7333) y lo dispuesto por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, y 45-19 celebrada el 28 de octubre de 2019, artículo V, donde se dispuso que el funcionamiento de la Junta de Administración inicia para febrero de 2020, por mayoría, se acordó: 1.) Tener por rendido el informe N° PJ-DGH-AP-5321-2019 del 12 de noviembre de 2019, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora interina, el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe interino de Administración de Personal y la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de Gestión Humana, referente a la valoración médica de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez, realizado a la licenciada Lisbeth Carit Paniagua, Abogada de la Oficina Defensa Civil de la Víctima del Primer Circuito Judicial de San José, en el que se concluye que no se encuentra inválida. 2.) En razón del Informe sobre el resultado de la valoración médica practicada a la licenciada Lisbeth Carit Paniagua, Abogada de la oficina Defensa Civil de la Víctima, se traslada a la Fiscalía General de la República para que valore su reubicación.”

(…)” 
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	La licenciada Olga Guerrero Córdoba y el licenciado Carlos Lizano Alfaro, por su orden, Subdirectora General y Jefe Administrativo 4, ambos de la Dirección de Gestión Humana, en oficio Nº 065CJ-2020 de 28 de agosto de 2020, remitieron lo siguiente:
INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN 

En atención al oficio recibido por parte de la Fiscalía General n° FGR-636-2020, mediante el cual se menciona notificación del Juzgado de Seguridad Social del Primer Circuito Judicial de San José, en la que emplazó al estado con el fin de pronunciarse sobre el dictamen médico número 2020-0001618 cuya conclusión indica: "Para fines de Pensión por Invalidez (Fondo Jubilatorio de Pensiones del Poder Judicial),considero que la evaluada si tiene más de las dos terceras (2/3) partes de pérdida de la capacidad para desempeñar su labor habitual u otra compatible con su capacidad residual.” torno a la situación de salud y laboral de la funcionaria LIZBETH MARIA CARIT PANIAGUA procedemos a presentar el informe de la separación por Incapacidad Absoluta y Permanente a la señora Carit Paniagua, cédula Nº [dato], a partir del 16 de septiembre del 2020.

Al 15 de septiembre del 2020, la señora LIZBETH MARIA CARIT PANIAGUA habrá laborado para este Poder por espacio de 28 años, 2 meses, 2 días. 

TOTAL TIEMPO SERVIDO: 28 años, 2 mes(es), 2 día (s). 

TOTAL TIEMPO RECONOCIDO:0 años, 0 mes(es), 0 día (s). 

TOTAL GENERAL:28 años, 2 mes(es), 2 día (s). 

EDAD: 48 años, 6 mes(es), 4 día (s). 

ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD: ABOGADO DEFENSA CIVIL DE LA VÍCTIMA, OFICINA DE DEFENSA CIVIL DE LA VICTIMA

NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD: 364081	

ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO: ABOGADO DEFENSA CIVIL DE LA VÍCTIMA, OFICINA DE DEFENSA CIVIL DE LA VICTIMA

PUESTO(S) DE REAJUSTE: ABOGADO DEFENSA CIVIL DE LA VÍCTIMA, 100.00 %

Datos de referencia:

ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: ¢ [Valor 1]

TERCERA PARTE DEL SALARIO BASE DEL PUESTO MAS BAJO PAGADO EN EL PODER JUDICAL :	[Valor 2] (Monto mínimo establecido en el artículo 225 Ley Orgánica del Poder Judicial 9544)

SALARIO PROMEDIO:	[Valor 3]

NORMA LEGAL: “Cálculos realizados según lo dispuesto en el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 9544."	

FÓRMULA APLICADA:	

28 años, 2 meses , 2 días (240 salarios mensuales) + % salario escolar (fechas que corresponda) * variaciones en el Índice de Precios al Consumidor en cada uno de los meses / 240 = Salario Promedio

Salario Promedio * 83% = Salario de referencia

 Total del tiempo servido / 35 años que estipula la ley actual = Porcentaje de beneficio

Salario de referencia * Porcentaje de beneficio = Monto de jubilación

MONTO DE JUBILACIÓN:	¢ [Valor 4]

PORCENTAJE DE JUBILACIÓN:	80.49%	

Información adicional:

El pago por auxilio de cesantía y vacaciones se estará remitiendo al Departamento de Financiero Contable para su debido diligenciamiento.

Se adjunta certificación aportada por el Departamento de Financiero Contable, donde se indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda ante dicho Departamento.

Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.

Se adjunta certificación en estricto apego a lo normado en el artículo 586 del Código de Trabajo.

Se anexa hoja Dictamen Médico Legal 

Notificaciones:	(…)

Consideraciones relevantes:	

Permiso(s) sin goce de salario	Periodo: 01/03/04 09/05/04	
Permiso(s) sin goce de salario	Periodo: 10/05/04 09/05/05	
separación por incapacidad absoluta y permanente 

Conforme al acuerdo de Consejo Superior, se comunica el resultado de la valoración en conjunto con el dato de la jubilación proyectada.

Se modifica el monto y porcentaje por cuanto el sistema calcula sobre 24 mejores salarios y porcentaje de sobre 30 años, siendo lo correcto sobre 240 salarios indexados y 35 años, ley 9544.

Conforme al índice de salarios vigente, el salario más bajo cancelado corresponde a la clase “Auxiliar de Servicios Generales 1”, que registra un monto de ¢ [Valor 5], con lo cual, según lo establecido por la ley 9544, el tope mínimo para efectos de jubilación correspondería a la tercera parte del salario indicado, estableciendo el monto en ¢ [Valor 6].	

Para efectos del cálculo del monto de jubilación la ley 9544 establece en su artículo 227: “a) Se determina el ochenta y tres por ciento (83%) del promedio de los salarios ordinarios devengados en los últimos veinte años de su vida laboral o los que hubiera disponibles…”

Para el presente caso, la señora Lisbeth Carit Paniagua, cuenta con 28 años, 2 meses y 2 días, laborados en el poder Judicial quedando el cálculo con 240 salarios. no se omite indicar que la señora Carit cuenta con un tiempo reconocido en el Ministerio de la Presidencia de la República de 2 años, 2 meses y 15 días, de los cuales aún mantiene la deuda activa, razón por la cual dicho tiempo NO fue considerado dentro del cálculo. 

La señora Carit Paniagua de acuerdo con la información aportada por la Inspección Judicial, no registra causas disciplinarias en trámite”.
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Por unanimidad, se acordó: 1.) Aprobar la jubilación por incapacidad absoluta y permanente de la licenciada Lisbeth Carit Paniagua, Abogada de la Oficina Defensa Civil de la Víctima del Primer Circuito Judicial de San José, cuya asignación mensual bruta será de ¢ [Valor 4], menos las deducciones de Ley, a partir del 16 de setiembre de 2020, lo anterior de conformidad con el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley 9544). 2.) Se le previene a la señora Carit Paniagua, que en razón de haber sido acordada su jubilación por invalidez, se le suspenderá el goce del beneficio cuando se tenga noticia que está realizando cualquier labor remunerativa, lo anterior de conformidad con lo señalado en el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley 9544). 3.) Asimismo, se previene a la señora Carit Paniagua, que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante el Departamento Financiero Contable, con la advertencia de que, de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior.
La Fiscalía General de la República, la Dirección de Gestión Humana y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc50044484]ARTÍCULO XXVII
Documento N° 738-2020.
En oficio número 062CJ-2020 del 18 de agosto de 2020, la licenciada Olga Guerrero Córdoba y el licenciado Carlos Lizano Alfaro, por su orden, Subdirector General 1 y Jefe Administrativo 4, de la Dirección de Gestión Humana, remitieron el siguiente informe:
“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN 

Solicitud de Jubilación presentada por MARITZA FRANCISCA ZAMORA SOLIS, cédula [dato], a partir del 16 de septiembre del 2020.

Al 15 de septiembre del 2020, la señora MARITZA FRANCISCA ZAMORA SOLIS habrá laborado para este Poder por espacio de 32 años, 3 meses, 11 días.

TOTAL TIEMPO SERVIDO: 32 años, 3 mes(es), 11 día (s).

TOTAL TIEMPO RECONOCIDO: 0 años, 0 mes(es), 0 día (s).

TOTAL GENERAL: 32 años, 3 mes(es), 11 día (s).

EDAD: 53 años, 9 mes(es), 7 día (s).

ÚLTIMO CARGO: JUEZ 1

NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD: 6101

ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO: JUEZ 1, JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS DE HEREDIA

PUESTO(S) DE REAJUSTE: JUEZ 1, 100.00 %

Datos de referencia:

ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: [dato]

TERCERA PARTE DEL ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: ¢ 1,227,308.71 (Monto mínimo establecido por la Ley 33,33%)

SALARIO PROMEDIO:

[dato]
NORMA LEGAL:
"Cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas."

[image: ]
														
MONTO DE JUBILACIÓN: [dato] (89.62% del salario promedio de los veinticuatro mejores salarios)

Información adicional:

El pago por auxilio de cesantía y vacaciones se estará remitiendo al Departamento de Financiero Contable para su debido diligenciamiento.

Se adjunta certificación aportada por el Departamento de Financiero Contable, donde se indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda ante dicho Departamento.

Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.

Se adjunta certificación en estricto apego a lo normado en el artículo 586 del Código de Trabajo.

Notificaciones:

(…).

POZOS DE SANTA ANA, RESIDENCIAL DOÑA JULIETA, CASA 4 A, SITO FRENTE IGLESIA CATOLICA.

Consideraciones relevantes:

La señora Zamora Solís de acuerdo con la información aportada por la Inspección Judicial, no registra causas disciplinarias en trámite.”

-0-
Adjunta el oficio número 1052-IJ-2020 del 3 de agosto de 2020, mediante el cual el Tribunal de la Inspección Judicial certifica que la señora Maritza Zamora Solís no registra procesos disciplinarios en trámite.
Asimismo, adjunta oficio PJ-DGH-CAP-279-2020 del 6 de agosto de 2020, mediante el cual la Dirección de Gestión Humana certifica que la señora Maritza Zamora Solís, no mantiene compromisos vigentes por concepto de becas y capacitación.
Además, se adjunta el oficio número 0280-PI-2020 del 3 de agosto de 2020, en que el Departamento Financiero Contable certifica que la funcionaria judicial Maritza Zamora Solís, no presenta deudas pendientes en la cuenta N° 20192-8 (Contaduría Judicial), por concepto de “cuotas ordinarias no aportadas al Fondo de Socorro Mutuo” por reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial, o sumas pagadas de más por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

- 0 -

Se acuerda por unanimidad: 1.) Aprobar la jubilación de la licenciada Maritza Francisca Zamora Solís, Jueza del Juzgado de Pensiones Alimentarias de Heredia, cuya asignación mensual bruta será de [dato] menos las deducciones de Ley correspondientes, a partir del 16 de setiembre de 2020. 2.) Se previene a la señora Maritza Francisca Zamora Solís, que en el eventual caso que llegare a laborar para otro ente público, se le suspenderá el goce de la jubilación durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo, según lo establece el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Además, se le informa que tiene imposibilidad de laborar para el sector público, de conformidad con lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo. 3.) Asimismo, se previene a la licenciada Zamora Solís, que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante el Departamento Financiero Contable, con la advertencia que de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior.
La Dirección de Gestión Humana y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc50044486]ARTÍCULO XXVIII
Documento N° 546-20 / 717-20.

[bookmark: _Hlk46909145]En sesión 24-2020 celebrada el 13 julio del 2020, artículo XXI, esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por mayoría acogió la solicitud de pensión de la señora Cecilia Acuña Centeno, en consecuencia, cuya asignación mensual será equivalente al 80 % del monto de la jubilación que recibía el jubilado judicial Fournier Estrada al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan, a partir del 12 de diciembre de 2019.
- 0 -

Mediante correo electrónico de 11 de agosto de 2020, la señora Cecilia Acuña Centeno, en calidad de esposa del jubilado judicial fallecido Jorge Antonio Fournier Estrada, solicitó lo siguiente:
“Me refiero a la solicitud de pensión N°92-2020 presentada a finales del 2019 y trasladada a la Junta Administradora el 1° de julio. El 6 de agosto me comuniqué con la Unidad de Jubilaciones y Pensiones con el propósito de conocer si ya se contaba con el pronunciamiento de la Junta, pero me informan que, a esa fecha, no habían recibido notificación alguna.
Por lo anterior, respetuosamente solicito analizar la posibilidad de informarme el avance de esta gestión.
De antemano agradezco la atención y comprensión que se sirvan prestar”.
-0-

[bookmark: _Toc50044489]Se acordó: Informarle a la señora Cecilia Acuña Centeno, que la gestión de solicitud de pensión fue conocida y aprobada por esta Junta en sesión 24-2020 celebrada el 13 julio del 2020, artículo XXI y el pago de su pensión se hará efectiva en la primera quincena del mes de setiembre de 2020. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXIX
Documento N° 757-2020
Las licenciadas Olga Guerrero Córdoba y Leda Córdoba Montero, así como el licenciado Carlos Lizano Alfaro por su orden, subdirectora interina, coordinadora de Unidad de Jubilaciones y Pensiones y jefe interino de Administración de Personal de la Dirección de Gestión Humana, remitieron el oficio N° PJ-DGH-AP-3160-2020 del 14 de agosto de 2020, que literalmente dice:
[bookmark: _Hlk48326857][bookmark: _Hlk48665780]“Para los efectos de su conocimiento, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada el señor William Verny Venegas Bustamante, en calidad de esposo de la servidora judicial fallecida Sandra Pérez Obando, cuyo deceso acaeció el 27 de febrero de 2020.
I.	Origen.
Esta Dirección en fecha 5 de marzo de 2020, recibió la gestión del señor William Venegas Bustamante, mediante la cual solicita se le otorgue la pensión por el fallecimiento de doña Sandra.
Consecuentemente, en fecha 11 de marzo de 2020 se remitió el oficio PJ-DGH-AP-1122-2020 dirigido al Departamento de Trabajo Social y Psicología, donde se solicita la valoración socioeconómica del petente.
II.	Valoración socioeconómica practicada. 
(…)

IV.	Normativa atinente al caso.
Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:
“Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:
a)	El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento.”

 “Artículo 229- 
El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante.” 

V.	Conclusiones.
•	El informe socioeconómico que se le practicó al señor William Venegas Bustamante, evidencia que las obligaciones financieras del núcleo familiar eran asumidas en su mayoría por doña Sandra, razón por la cual, se puede establecer en el tema económico una dependencia entre el valorado y su esposa, destacando que don William o sus hijos, no registran condiciones físicas o de salud que les impidan procurar la generación de recursos económicos que requiere la familia.
•	Según la consulta realizada por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones al Sistema de Pensiones del Magisterio Nacional y al Régimen de Pensiones de Invalidez Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social, don William no cuenta con una pensión de ninguno de los dos regímenes estatales, lo cual, sumado a su trabajo en la plataforma UBER, determinan que no percibe un ingreso mínimo y estable para afrontar sus obligaciones económicas.
•	El peritaje realizado muestra que ciertamente la situación económica del señor Venegas Bustamante se ha visto desmejorada con el fallecimiento de doña Sandra, esto debido a su rol financiero e ingreso fijo; sin embargo, puntualiza sobre la desorganización financiera que impera en el grupo familiar, la cual claramente acciona en detrimento de su economía. 
•	La dinámica del núcleo familiar demuestra que, sobre la señora Sandra Pérez Obando recaía una fuerte obligación como principal proveedora, obligación que ahora asume el señor Venegas Bustamante; no obstante, es claro inferir que un alto porcentaje de sus gastos son el resultado de la manutención de hijos que debido a su edad deberían representar una opción de apoyo a la economía del hogar, pero que a la fecha solo aportan gastos en la ecuación financiera.
VI.	Datos de interés.
•	Para el caso en concreto, es importante señalar que al momento del deceso la señora Sandra Pérez Obando, mantenía una condición de servidora activa. Por lo anterior, para efectos del trámite de pensión, de previo es necesario estimar el monto de jubilación que hubiera recibido conforme a sus antecedentes de tiempo servido y salarios devengados. De los cálculos efectuados, se establece que a la señora Pérez Obando, conforme las disposiciones de la Ley 9544, le asistiría un monto en bruto de [dato] mensuales.
[bookmark: _Hlk49862975]•	Conforme a la normativa que regula la materia de jubilaciones y pensiones, el porcentaje máximo que le correspondería al señor William Verny Venegas Bustamante, sería del 80% del monto bruto de jubilación que hubiese devengado la servidora judicial fallecida Sandra Pérez Obando, el cual equivaldría a [dato] mensuales.
•	En cuanto a la presentación de la solicitud de pensión, la gestión se recibe en la Unidad de Jubilaciones y Pensiones el 05 de marzo de 2020; un total de 7 días naturales posteriores al fallecimiento de la servidora judicial Pérez Obando. Lo anterior para que se sirva ser valorado por la Junta Administradora del Fondo, para que, en caso de aprobarse el beneficio, se considere en el establecimiento de la fecha de rige del mismo.
Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas”.
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Una vez analizadas la solicitud de pensión incoada por la solicitud de pensión incoada por el señor William Verny Venegas Bustamante, en calidad de cónyuge sobreviviente de la servidora judicial fallecida Sandra Pérez Obando, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el informe número PJ-DGH-AP-3160-2020 del 14 de agosto de 2020, suscrito por la licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, Subdirectora interina, Jefe interino de Administración Personal y Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de la Dirección de Gestión Humana, por lo anterior, de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se acuerda por unanimidad: Acoger la solicitud de pensión formulada por el señor William Verny Venegas Bustamante, cuya asignación mensual será equivalente del 80% del monto de la jubilación que recibía la servidora judicial al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 28 de febrero de 2020.

Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y del Departamento Financiero Contable. Se declara acuerdo firme.


ARTÍCULO XXX
Documento N° 783-20

	La licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, Subdirectora interina, Jefe interino de Administración de Personal y Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, en oficio N° PJ-DGH-AP-3189-2020 de 24 de agosto de 2020, remitieron lo siguiente:	
“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, esta Dirección en fecha 13 de agosto de 2020, recibió la gestión de la señora Ana Virginia Delgado Vargas, mediante la cual solicita se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su esposo el Funcionario Judicial fallecido Harold Gerardo Astúa Conejo, por lo que a continuación se procede a detallar:
	
1. Información personal y laboral del señor Harold Gerardo Astúa Conejo.

· De conformidad con la información sustraída del Registro Civil, al momento de su deceso el servidor Astúa Conejo contaba con 50 años, 11 meses y 0 días de edad.

· Estado civil, casado.

· Condición de nombramiento en el Poder Judicial, propietario.

· Tiempo servido, 16 años, 7 meses y 21 días.

1. Normativa que regula la gestión.

Ley N° 9544, Reforma al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, artículo 224:

“Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años.” (Énfasis agregado).

Artículo 229:

[…] “En caso de muerte de un servidor activo, la cuantía de la pensión por viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que hubiera recibido el fallecido de acuerdo con el cumplimiento de requisitos en el momento de la contingencia…”. (Énfasis agregado).

1. Conclusión.

Conforme la normativa que regula la materia de jubilaciones y pensiones la solicitud de la señora Delgado Vargas y del análisis de los antecedentes laborales y personales del señor Harold Gerardo Astúa Conejo al momento de su deceso, se verifica que el exservidor no cumplía con alguno de los requisitos establecidos en el artículo 224 para aprobar un derecho de jubilación, lo cual por consiguiente; no permite desde el componente legal de la solicitud, acceder a la determinación de un monto de pensión. 

De esta forma, se pone en conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, la gestión presentada por la señora Ana Virginia Delgado Vargas, para su atención de acuerdo con las potestades de ley conferidas al órgano.

Con toda consideración,”
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[bookmark: _Toc50044494]Se acordó: 1.) Tener por recibido el oficio N° PJ-DGH-AP-3189-2020 de 24 de agosto de 2020, suscrito por la licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, Subdirectora interina, Jefe interino de Administración de Personal y Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, referente a la solicitud de pensión de la señora Ana Virginia Delgado Vargas, por el fallecimiento de su esposo el funcionario judicial fallecido Harold Gerardo Astúa Conejo. 2.) Una vez analizado por esta Junta Administradora el oficio supra, así como la normativa que regula la materia de jubilaciones y pensiones, denegar la solicitud de pensión de la señora Delgado Vargas, en razón que el señor Harold Gerardo Astúa Conejo al momento de su deceso, no cumplía con alguno de los requisitos establecidos en el artículo 224 para aprobar un derecho de jubilación, lo cual no permite el otorgamiento de un beneficio de pensión. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la gestionante.
La Dirección de Gestión Humana, tomará nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXXI
Documento N° 768-20.

Mediante copia de oficio número 7944-20 del 25 de agosto de 2020, el Consejo Superior del Poder Judicial, hace de conocimiento el acuerdo tomado en sesión N° 77-2020 celebrada el 05 de agosto del 2020, artículo XIV que dice:
“En sesión N° 94-19 celebrada el 29 de octubre del 2019, artículo XXX, entre lo que interesa, se solicitó a las Direcciones de Planificación y Jurídica, que colaboraran con la definición de estructuras y revisión de reglamentos que requiera la Junta Administradora, ya designada por la Corte y el Colectivo Judicial, a fin de facilitar el inicio de sus labores el próximo mes de febrero de 2020, tal y como lo dispuso la Corte en sesión N° 45-18 del 28 de octubre de 2019, artículo VI.
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Jefa interina de la Dirección de Planificación, mediante oficio N° 1112-PLA-2020 del 24 de julio de 2020, comunico:
“Mediante el oficio 12877-19, del 5 de diciembre de 2019, la Secretaría General de la Corte transcribió el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión 94-19 celebrada el 29 de octubre de 2019, artículo XXX, donde se acordó:

[bookmark: _Hlk46478022]“7.) Solicitar a las Direcciones de Planificación y Jurídica, que colaboren con la definición de estructuras y revisión de reglamentos que requiera la Junta Administradora, ya designada por la Corte y el Colectivo Judicial, a fin de facilitar el inicio de sus labores el próximo mes de febrero de 2020, tal y como lo dispuso la Corte en sesión N° 45-18 del 28 de octubre de 2019, artículo VI.”.

[bookmark: _Hlk46478498]Se informa que la Dirección de Planificación, ha participado en sesiones de trabajo convocadas por el Sr. Gary Amador Badilla para tratar temas relacionados con el traspaso de las funciones a la nueva Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones. Entre los temas que se abordaron y comunicaron, por el Máster Carlos Montero Zúñiga, en su condición de Integrante y Presidente de la Junta Administradora del Fondo, es la contratación de una empresa consultora externa para proponer la estructura de recurso humano que requiere el Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial. 

Por consiguiente, se hace de conocimiento de la Secretaría General de la Corte lo indicado, para que se proceda con la respectiva cancelación de la solicitud de estudio a la Dirección de Planificación (comunicada con el oficio 12877-19) y se actualicen los registros de asuntos pendientes a su cargo. La información preliminar recopilada sobre este tema fue remitida al Sr. Carlos Montero Zúñiga, para que se valorara considerar como insumo y antecedentes para la empresa consultora si a bien correspondía.

Se adjuntan los siguientes documentos: 

	N°
	Nombre del Documento
	Archivo

	1
	Oficio 12877-19 de la Secretaría General de la Corte
	[image: ]

	2
	Correo electrónico del 19 de junio de 2020, remitido por Doña Nacira Valverde Bermúdez a los Integrantes del Consejo Superior.

	

	3
	Correo electrónico del 10 de julio de 2020, remitido a la Sra. Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación.
	



…”
- 0 -
Manifiesta el integrante Montero Zúñiga: “Solo para comentarles, originalmente como parte del Convenio se le había solicitado a la Dirección de Planificación, que nos ayudara con definir la estructura, pero con todo esto que ha habido y con algunos atrasos, se contrató a una empresa para que nos ha haga ese trabajo, ya incluso, creo que a la máster Romero Jenkins y a otros directores los está entrevistando la empresa que contratamos, entonces conversé con la licenciada Nacira Valverde y por eso la nota de dejar sin efecto el estudio. Me abstengo de votar, es solo informativo para que ustedes sepan porqué se está dejando sin efecto”.
Analizada por este Consejo Superior la presente gestión, se acordó: 1.) Tomar nota de lo comunicado por la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación. 2.) Dejar sin efecto el estudio solicitado en sesión N° 94-19 celebrada el 29 de octubre de 2019, artículo XXX, donde se le solicitó a la Dirección de Planificación que colaborara con la definición de estructuras que requiriera la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
 El integrante Montero Zúñiga se abstiene de votar.”

-0-
[bookmark: _Toc50044496]Se acordó: Tomar nota del acuerdo adoptado por el Consejo Superior en sesión N° 77- 20 celebrada el 05 de agosto de 2020, artículo XIV, sobre dejar sin efecto el estudio solicitado a la Dirección de Planificación en sesión N° 94-19 celebrada el 29 de octubre de 2019, artículo XXX, relativo a la colaboración para la definición de estructuras que requiriera esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXXII
Documento N° 91-2020 / 748-2020.
Mediante el oficio número 548-2020 del 20 de agosto de 2020, dirigido al licenciado Adrián Arroyo Acosta, Presidente de CAPREDE, la licenciada Ana Lucrecia Ruiz Rojas, Secretaria interina de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, informó:
“Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, en atención a los oficios CAP-GG-141-2020 con fecha 27 de abril del 2020 y CAP-GG-209-2020 con fecha 11 de junio del 2020, mediante los cuales se aborda la opinión legal que avala su representada sobre la posibilidad de acceder al préstamo de recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) conforme a lo autorizado por la Ley N°. 9544 artículo 240 bis, respetuosamente se indica:

1. Que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es oficialmente conformada hasta el día 27 de enero del año 2020, fecha a partir de la cual se inician las gestiones y trámites de alineamiento normativo requerido; resultando que en la actualidad, no cuenta con personal propio para la ejecución de todas sus funciones, razón por la cual se prioriza la atención de aquellas que posean plazo normativo de cumplimiento.

2. Que conforme lo indica la Ley N°. 9544, en su artículo 240 bis, se regula las posibles opciones de inversión de los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, conforme se aprecia en el siguiente detalle:

“Artículo 240 bis- La Junta Administradora, bajo su responsabilidad, invertirá los recursos acumulados del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en las mejores condiciones de mercado, de manera tal que prevalezcan los criterios de seguridad, liquidez y rentabilidad.

Dicha Junta está autorizada para colocar los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en las siguientes posibilidades de inversión:

a) Hasta un veinticinco por ciento (25%) del Fondo, en operaciones de crédito por intermedio de instituciones bancarias del Estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de servidores, jubilados o pensionados del Poder Judicial, que cuenten con la plataforma que les permita administrar dichos recursos y estén supervisadas y autorizadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef), lo anterior para financiar préstamos para construcción o mejoramiento de vivienda y otros de carácter social para sus asociados, según el reglamento que al efecto debe dictarse, así como para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial, conforme a la reglamentación que se emita al efecto.

b) Al menos un treinta por ciento (30%) del Fondo, en títulos emitidos por el sector público.

c) En instrumentos financieros emitidos por fideicomisos:

1) Con entidades financieras, públicas o privadas, para colocar recursos destinados a préstamos personales de microempresas y vivienda.

2) Con entidades financieras, públicas o privadas, para la participación en el desarrollo de proyectos productivos y de infraestructura de interés nacional o social.

d) Valores de oferta pública inscritos en el Registro Nacional de Valores e Intermediarios, o en valores emitidos por las entidades financieras supervisadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef).

La Junta Administradora deberá realizar, anualmente, un estudio de su cartera crediticia según los parámetros de la Sugef, el cual deberá ser aprobado por la Junta Directiva y enviado a la Supen, para las labores de supervisión y regulación respectivas.” ** El resaltado no es del original. **

3. Que conviene destacar de la Ley Constitutiva de la Caja de Empleados del Poder Judicial, Ley N°. 2028, los artículos N°. 8 y N° 17, de dicho cuerpo normativo, los cuales establecen:

“ARTÍCULO 8º.- Para la cabal realización de los propósitos indicados, la Caja queda facultada para ejecutar además las siguientes operaciones:
a) Descontar o traspasar en garantía directamente o en calidad de colateral, los documentos de crédito o las órdenes de retención otorgadas a su favor;

b) Realizar toda clase de operaciones de crédito con los Bancos del Sistema Bancario Nacional y demás instituciones del Estado, así como con el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, para cuyo efecto queda expresamente autorizada la Corte Suprema de Justicia; y

c) Recibir en depósito los fondos que pertenezcan a la Asociación Nacional de Empleados Judiciales.

[…]

ARTÍCULO 17.- La Oficina de Cooperativas del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social tendrá a su cargo la fiscalización correspondiente.” ** El resaltado no es del original. **

4. Que conforme se indica en los citados oficios, en los cuales se adjunta la opinión legal emanada por el Lic. Robert Christian Van Der Putten Reyes, mediante la cual se soporta la solicitud efectuada por CAPREDE, se extraen las siguientes conclusiones:

· • La Ley, en su artículo 240 Bis, inciso a), y el Proyecto de Reglamento excluyen a Caprede del acceso al crédito, contrario a lo que permite expresamente su Ley Constitutiva.

· • A pesar de la naturaleza jurídica de Caprede según su Ley Constitutiva, como “caja de ahorros” y “unión cooperativa de créditos” por disposición de su ley, tanto Ley como su proyecto de Reglamento omiten referirse a ésta como excepción a la definición de “entidades autorizadas” para acceder al crédito de la Junta de Jubilaciones con recursos del Fondo.

· • El Reglamento omite por completo referirse al inciso c) del artículo 240 Bis con respecto a los fideicomisos para acceder al crédito, bajo el cual consideramos que Caprede podría tener acceso a los créditos del Fondo.
· • Sugef ha emitido criterios en los que Caprede es un sujeto que realiza intermediación financiera cerrada, excluida su autorización y supervisión. Sin embargo, consideramos que su criterio más reciente se limita a la inscripción bajo el artículo 15 Bis de la Ley 7786, y que existe aún la posibilidad de solicitar la supervisión ante Sugef, encasillarla dentro del acceso al crédito previsto por la Ley y su Reglamento, con lo cual podemos apoyarles.

5. Que conforme a los anexos presentados en el oficio CAP-GG-141-2020, se observa la nota de la Superintendencia General de Entidades Financieras (SUGEF) N°. SGF-1780-2019 emitida el 14 de junio 2019 y firmada por el Lic. Rafael Coto Alfaro, Director del Departamento de Análisis y Cumplimiento de la Ley 8204, en la cual se establece lo que a continuación se destaca:

“[…]

2) Se encuentra inscrita y sujeta a fiscalización ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social como una organización social especial, bajo los términos indicados en la Ley Constitutiva de la Caja de Prestamos y Descuentos de los Empleados del Poder Judicial N°. 2028.” ** El resaltado no es del original. **

6. Que para la atención de la solicitud emanada por CAPREDE, se procede en primera instancia a solicitar un análisis y criterio jurídico independiente, contratando para dicha tarea al despacho KEM Soluciones Jurídicas a cargo de la Licda. Karol Monge Molina, quien en su estudio destaca lo siguiente:

➢ En el conflicto normativo que se presenta entre la Ley n° 6360 y la Ley n° 9544, en cuanto al otorgamiento de créditos con recursos del FJPPJ en favor de CAPREDE, se estima que aplicando el criterio de los Principios de Cronología y Especialidad, la norma que prevalece es la contenida en la Ley n° 9544.

➢ La prevalencia de la Ley n° 9544 no excluye a CAPREDE como potencial sujeto de crédito de los dineros del FJPPJ, pues por así disponerlo su Ley Constitutiva, tiene naturaleza cooperativa.

➢ CAPREDE deberá cumplir con todos los requisitos dispuestos tanto en el artículo 240 bis de la Ley n° 9544 como el Reglamento de otorgamiento de créditos con recursos del FJPPJ, para poder optar por el beneficio de los dineros del régimen de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial.

➢ Si bien el Reglamento de otorgamiento de créditos con recursos del FJPPJ, dispone en su artículo 21, que lo no regulado en ese articulado, será resuelto por la Junta, es necesario que se regulen por esa vía los créditos que bajo la figura del fideicomiso y las otras formas de crédito permite la Ley n° 9544, esto para que la Junta cumpla con el mandato legal que le fue impuesto, en el sentido de emitir la respectiva reglamentación en materia de créditos con recursos del FJPPJ y para situarse junto con los interesados, en un plano de certeza y seguridad jurídica. ** El resaltado no es del original. **

7. Que una vez analizados los criterios jurídicos respectivos y conforme corresponde, los integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial llegan a las siguientes conclusiones: a. Conforme a los principios de cronología y especialidad, lo dispuesto por la Ley N°. 9544 del 22 de mayo 2018 prevalece sobre lo indicado en la Ley 2028 de junio de 1956 (reforma mediante Ley 4075 de enero de 1968 y Ley 6063 de julio de 1977).

1 b. La Ley N°. 9544 establece requisitos ineludibles para considerar a una Entidad como “autorizada” para préstamos con recursos del FJPPJ, los cuales se detallan: i. Contar con la plataforma que les permita administrar dichos recursos.

1 ii. Estar supervisada y autorizada por la SUGEF.

1 c. Según se desprende del análisis efectuado, CAPREDE actualmente incumple el segundo requisito establecido por Ley para acceder al préstamo de recursos del FJPPJ, dado que no es supervisada en estos momentos por la SUGEF, sino por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.

1 d. En el caso particular de los fideicomisos, se destaca que la posibilidad de acceder a recursos del FJPPJ, se da únicamente por medio de aquellos fideicomisos que emitan instrumentos financieros, es decir, que cumplan con los requisitos de emisión normados por los entes reguladores respectivos.

De tal forma, en estos momentos CAPREDE no podría acceder al crédito deseado, salvo que (a entero trámite de dicha entidad), proceda a realizar la negociación correspondiente para obtener la certificación respectiva de autorización y supervisión directamente con la Superintendencia General de Entidades Financieras (SUGEF).

Conforme a lo anterior y al considerar los procesos internos respectivos, se estima atendida la consulta efectuada por CAPREDE, sobre la posibilidad de acceder a créditos con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en atención a sus oficios GG-141-2020 y CAP-GG-209-2020.”

-0-
Por unanimidad, se acordó: Tomar nota del oficio número 548-2020 del 20 de agosto de 2020, dirigido al licenciado Adrián Arroyo Acosta, Presidente de CAPREDE, suscrito por la licenciada Ana Lucrecia Ruiz Rojas, Secretaria interina de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, sobre la posibilidad de acceder al préstamo de recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) conforme a lo autorizado por la Ley N°. 9544 artículo 240 bis. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc50044499]ARTÍCULO XXXIII
Documento N° 347-20.
[bookmark: _Toc40369767]En la sesión N° 16-2020 celebrada el 18 de mayo del 2020, artículo XI, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“La Caja Costarricense de Seguro Social, mediante correo electrónico del 8 de mayo de 2020, remite planilla correspondiente al periodo ABRIL 2020 del número patronal 2-03007792932-001-001.

[image: ]

- 0 -

La licenciada Ingrid Moya Aguilar, en su condición de integrante de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante correo electrónico del 7 de mayo de 2020, comunicó:

“Soy integrante de la Junta Administradora y estamos haciendo un trámite por medio del Departamento Financiero Contable para la inscripción de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones como patrono en la Caja Costarricense de Seguro Social.

Me podría verificar si se recibió un correo de SICERE, con una clave y usuario.”

- 0 -

Seguidamente, se adjunta una seguidilla de correos en relación a la apertura de un número patronal de la citada Junta

[image: ]

- 0 -

Se acordó por unanimidad: 1.) Tomar nota del acuerdo del Consejo Superior de sesión N° 28-2020 celebrada el 26 de marzo de 2020, artículo XIII y siendo que el estudio que antecede corresponde al cruce de bases de datos del III Trimestre del año 2018, considera esta Junta que lo oportuno es solicitar al Departamento Financiero Contable el Informe de Cruce de Bases de Datos con la CCSS del I Trimestre de 2020, con el fin de tomar decisiones más ajustadas respecto de estos casos. 2.) Con base en el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, solicitar criterio a la Dirección Jurídica, en cuanto a lo que se entiende como actividades o labores remunerativas. Se declara acuerdo firme.”

- 0 -

Informa la Secretaría General de la Corte, que revisados los registros que esta lleva, se encuentra pendiente el informe solicitado en la sesión supra.

- 0 -

Por unanimidad, se acordó: Informar a la Dirección Jurídica y al Departamento Financiero Contable, que esta Junta Administradora deja sin efecto lo solicitado en sesión número 16-2020 celebrada el 18 de mayo del 2020, artículo XI, por lo que no es necesario que remitan los informes solicitados en la citada sesión. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc50044501][bookmark: _Hlk50556999]ARTÍCULO XXXIV
Documento N° 300-20

[bookmark: _Toc39173990]En la sesión N° 14-2020 celebrada el 04 de mayo del 2020, artículo XI, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“El licenciado Ricardo Calderón Fernández, Prosecretario General interino de la Secretaría General de la Corte, mediante oficio N° 3765-20 del 23 de abril de 2020, remitió el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 27-2020 de 24 de marzo de 2020, artículo XLVI, que dice:

“La servidora Hazel María Rojas Víquez, Investigadora de la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Pococí y Guácimo, mediante nota del 16 de marzo de 2020, solicitó lo siguiente:

“(…)

expongo y solicito lo siguiente:

Primero:

Ingresé a laborar para el Poder Judicial, propiamente al Organismo de Investigación Judicial de Pococí y Guácimo, como Investigadora, en fecha 01 de julio del 2015. Siendo mi anterior trabajo, en el Ministerio de Salud, con el programa de Centros de Nutrición y Atención Integral, conocidos como CEN CINAI. Ello, por un período de 09 años, 08 meses y 29 días. -

Segundo:

Al ingresar al Poder Judicial, me comentaron varios compañeros que, si quería tener derecho a pensión del cien por ciento, como toda la población judicial activa del Poder Judicial; cumpliendo 30 años de servicio, debía equiparar las cuotas correspondientes al Fondo de Jubilación, del tiempo servido en el Ministerio de Salud, por ello, me comunique con personal de Gestión Humana, para realizar dicha gestión, pues el fin era jubilarme y/o pensionarme con los 30 años de servicio y/o 50 años de edad; partiendo que tenía casi 10 años laborando para el Ministerio de Salud (mismo patrono Estado). Ante ello, autoricé, el rebajo adicional a mi salario, por un monto del diez por ciento en relación a cada salario recibido.

Se incluye captura de pantalla del desglose de planilla quincenal, el cual hace efectivo el pago aquí indicado.



Tercero:

No obstante, y como es de conocimiento público, en fecha 22/05/2018 (Gaceta N° 89), entró en vigencia la Ley N° 9544, que reformó la Ley Orgánica del Poder Judicial (7333), propiamente el artículo 224.

Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años.

Lo cual significó, que, con tal reforma, mi expectativa de una jubilación con los 30 años de servicio y 50 de edad, desapareció, siendo ahora de 65 años de servicio, o en su defecto 62 años, siempre y cuando tenga los 35 años de servicio público. -

Por lo que, no hay necesidad hoy día de mi parte, de equiparar el fondo de pensión; puesto que con los años demás que tengo que laborar, se solventará el pago para la pensión. 

Sin dejar de lado, que ya no voy a gozar del 100% de pensión, cuando me jubile, como se pretendía. Tal y como estaba la ley, cuando ingresé a laborar al Poder Judicial y, se me indicó por parte de Gestión Humana. Razones, además, por las cuales autoricé el rebajo demás a mi salario, para ponerme al día con el Régimen de Pensiones del Poder Judicial, existente en ese momento. -

Petitoria:

En razón de lo esbozado, solicitó a los miembros del Honorable Consejo Superior, se ordene cesar el cobro, en relación al dinero por pago para compensar pensión; ya que, con la reforma a la ley, no sólo, no voy a recibir el 100% de la pensión estipulada en ese momento; sino, además, se me obliga cotizar hasta los 65 años de edad, para obtener mi derecho a pensión. Cuando esa expectativa era de 30 años de servicio y 50 años de edad.

Solicito, además, se me reintegre el monto cancelado hasta el momento, para equiparar dicho rubro siendo que ya no gozo de la posibilidad de obtener el cien por ciento de la pensión al momento de mi jubilación. 
 
Beneficio que quedó descartado, desde el momento de entrada en vigencia de la ley citada y, que, en mi caso particular, se me debió dejar de cobrar, con la sola entrada en vigencia; pero que aún se me sigue cobrando. -”

- 0 –

El servidor Jason Trejos González, Investigador Judicial de la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Pococí y Guácimo, mediante nota del 16 de marzo de 2020, gestionó lo siguiente: 

“(…)

expongo y solicito lo siguiente:

Primero:

Ingresé a laborar para el Poder Judicial, propiamente al Organismo de Investigación Judicial de Pococí y Guácimo, como Investigador Judicial, en fecha 02 de mayo del 2016. Siendo mi anterior trabajo, en el Ministerio de Seguridad Pública, como oficial de policía de Fuerza Pública. Ello, por un período de 07 años, 01 meses y 16 días. -

Segundo:

Al ingresar al Poder Judicial, por personal de Gestión Humana, se me informó, que, si quería tener derecho a pensión, como toda la población judicial activa del Poder Judicial; cumpliendo 30 años de servicio, debía equiparar las cuotas correspondientes al Fondo de Jubilación, del tiempo servido en el Ministerio de Seguridad Pública. Para lo cual, accedí, pues el fin era jubilarme y/o pensionarme con los 30 años de servicio y/o 49 años de edad; partiendo que tenía más de 7 años laborando para el Ministerio de Seguridad Pública. Ante ello, autoricé, el rebajo adicional a mi salario, por un monto mensual porcentual de un 10%.

Tercero:

No obstante, y como es de conocimiento público, en fecha 22/05/2018 (Gaceta N° 89), entró en vigencia la Ley N° 9544, que reformó la Ley Orgánica del Poder Judicial (7333), propiamente el artículo 224.

Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años.

Lo cual significó, que, con tal reforma, mi expectativa de una jubilación con los 30 años de servicio y 49 de edad, desapareció, siendo ahora de 65 años de servicio, o cuando tenga los 35 años de servicio público. -

Por lo que, no hay necesidad hoy día de mi parte, de equiparar el fondo de pensión; puesto que con los años demás que tengo que laborar, se solventará el pago para la pensión. 

Sin dejar de lado, que ya no voy a gozar del 100% de pensión, cuando me jubile, como se pretendía. Tal y como estaba la ley, cuando ingresé a laborar al Poder Judicial y, se me indicó por parte de Gestión Humana. Razones, además, por las cuales autoricé el rebajo demás a mi salario, para ponerme al día con el Régimen de Pensiones del Poder Judicial, existente en ese momento. 

Petitoria:

En razón de lo esbozado, solicitó a los miembros del Honorable Consejo Superior, se ordene cesar el cobro, en relación al dinero por pago para compensar pensión; ya que, con la reforma a la ley, no sólo, no voy a recibir el 100% de la pensión estipulada en ese momento; sino, además, se me obliga cotizar hasta los 65 años de edad, para obtener mi derecho a pensión. Cuando esa expectativa era de 30 años de servicio y 49 años de edad.

Solicito, además, se me reintegre lo cancelado de más, hasta la fecha de hoy, para equiparar el monto de pensión con mis años de servicio fuera del Poder Judicial. Ya que no gozaré, de los beneficios que se me comunicó Gestión Humana y acepté. 

Beneficio que quedó descartado, desde el momento de entrada en vigencia de la ley citada y, que, en mi caso particular, se me debió dejar de cobrar, con la sola entrada en vigencia; pero que aún se me sigue cobrando. -”

- 0 –

En sesión N° 21-16 celebrada el 3 de marzo de 2016, artículo XV, se reconoció para efectos de anualidades y jubilación a la licenciada Hazel María Rojas Víquez, Investigadora de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, nueve años, dos meses y veintiocho días, laborados para el Ministerio de Salud, a partir del 29 de julio de 2015, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢14,832,133.32 (catorce millones ochocientos treinta y dos mil ciento treinta y tres colones con treinta y dos céntimos), que se le deducirá de su salario en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total, además, previa coordinación con el Departamento Financiero Contable; remitirá solitud al Fondo mencionado el traslado de cuotas correspondientes, para cuyos efectos se le enviará copia de los informes elaborados por la Dirección de Gestión Humana.

Posteriormente, en sesión N° 3-17 celebrada el 17 de enero de 2017, artículo XXXV, se reconoció para efectos de anualidades y jubilación al servidor Jason Trejos González, Investigador de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, 7 años, 1 mes y 16 días, laborados para el Ministerio de Seguridad Pública, a partir del 14 de julio de 2016, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢11,698,087.47 (Once millones seiscientos noventa y ocho mil ochenta y siete colones con cuarenta y siete céntimos), que se le deducirá de su salario bruto en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total.

Se acordó: 1.) Trasladar la gestión presentada a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo de su cargo, por ser un tema de su competencia. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la servidora Hazel María Rojas Víquez, así como del servidor Jason Trejos González, ambos Investigadores de la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Pococí y Guácimo.”

-0-

Se acordó: 1) Tener por conocido el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 27-2020 de 24 de marzo de 2020, artículo XLVI, en que se conocieron las solicitudes de los servidores judiciales Hazel María Rojas Víquez, así como del servidor Jason Trejos González, ambos Investigadores de la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Pococí y Guácimo, respectivamente. 2) Acoger parcialmente la solicitud de los gestionantes en cuanto a aprobar el cese de la deducción que se realiza como obligación por el reconocimiento de tiempo servido. 3) Comunicar a los servidores judiciales que no es posible reintegrar los montos que hasta la fecha se han cancelado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones ya que forman parte del tiempo reconocido e ingresó a las arcas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial no obstante, el tiempo servido que se encuentre cancelado será reconocido para efectos de jubilación. 4) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y del Departamento Financiero Contable para lo que a cada uno corresponda. 5) Solicitar al actuario Raúl Hernández González, valore el impacto que significaría para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones el cese de esta cuenta por cobrar. Se declara este acuerdo firme.”


- 0 -

Informa la Secretaría General de la Corte, que revisados los registros que esta lleva, se encuentra pendiente el informe solicitado al actuario Raúl Hernández González, en la sesión supra.
Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación realizada por la Secretaría General de la Corte. 2.) Reiterar al actuario Raúl Hernández González; la necesidad de disponer del informe solicitado en la sesión N° 14-2020 celebrada el 04 de mayo del 2020, artículo XI, referente al impacto que significaría para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones el cese de esta cuenta por cobrar, a esos efectos, se otorga el plazo de 15 días hábiles para su rendición.
El Departamento Financiero Contable tomará nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc50044503]ARTÍCULO XXXV

Documento N° 188-20

En la sesión N° 25-2020 celebrada el 20 de julio del 2020, artículo VII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
[bookmark: _Hlk517342525]“En sesión N° 15-2020 celebrada el 11 de mayo del 2020, artículo III, se tomó el acuerdo que literalmente dice:

“En sesión N° 8-2020 celebrada el 16 de marzo de 2020, artículo XI, se tomó el acuerdo que literalmente dice:

“El servidor David Castillo Mora, Asistente Administrativo 2 de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones de la Dirección de Gestión Humana, en correo electrónico del 11 de marzo de 2020, gestionó:

“Para los efectos de su conocimiento, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora María Ester Jiménez Barletta, en calidad de esposa del jubilado judicial fallecido Alfonso Eduardo Chaves Ramírez, cuyo deceso acaeció el 11 de agosto de 2019.

1. Origen.

Esta Dirección en fecha 4 de setiembre de 2019, recibió la gestión de la señora María Ester Jiménez Barletta, mediante la cual solicita se le otorgue la pensión por el fallecimiento de don Alfonso.

Consecuentemente, en fecha 16 de setiembre de 2019 se remitió el oficio N° 4221-AP-2019 dirigido al Departamento de Trabajo Social y Psicología, donde se solicita la valoración socioeconómica de la petente.

1. Valoración socioeconómica practicada. 

(…)

1. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social.

(…)

1. Normativa atinente al caso.

Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:
“Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento.”

“Artículo 229- 

El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante.” 

1. Conclusiones.

 El informe socioeconómico practicado a la señora María Ester Jiménez Barletta, demuestra que en el ámbito financiero las obligaciones del núcleo familiar eran asumidas por ambos cónyuges, con mayor grado de aporte en el caso del señor Chaves Ramírez debido a que su beneficio de jubilación era superior, pero si es clara la participación de la señora Jiménez Barletta conforme a su ingreso por pensión. Por lo anterior, se puede establecer una dependencia económica parcial entre ella y su esposo, situación establecida en el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y por la cual la solicitante se convierte en sujeto del derecho reclamado.

 Según la consulta realizada por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones al Sistema de Pensiones del Magisterio Nacional, la señora Jiménez Barletta cuenta con pensión por un monto mensual bruto de [datos] y un monto liquido [datos].

 El estudio socioeconómico reveló que a pesar de que los hijos de doña María Ester trabajan y tienen vidas independientes, ella sigue asumiendo por estos, gastos correspondientes a marchamos, seguros, alimentación entre otros. 

 De lo expuesto por la Trabajadora Social en el informe presentado, la señora Jiménez Barletta no presenta insatisfacción de necesidades básicas ya que lleva un estilo de vida alto.

1. Aunque ciertamente la situación económica de doña María Ester se ha visto impactada con el fallecimiento de don Alfonso, no se han realizado a nivel familiar ajustes mínimos, que puedan contribuir a reducir o eliminar erogaciones pueden catalogarse no vitales para su subsistencia aún con calidad de vida, como por ejemplo que los grupos familiares logren independizarse económicamente en ciertas áreas en las cuales ella asume actualmente. Con esto doña María Ester mejoraría su estilo de vida por medio de una distribución equitativa de los gastos que tienen que ver con sus hijos. 

1. Si bien es cierto, uno de los principios más destacables del Fondo de Jubilaciones y Pensiones es ser solidario, no puede obviarse el hecho de que los beneficios de pensión que se otorgan están destinados para la satisfacción de las necesidades básicas del posible beneficiario y que de esta forma su sobrevivencia en condiciones dignas no se vea amenazada, no obstante, el informe de la Trabajadora Social clarifica que la señora Jiménez Barletta, ha destinado parte de sus ingresos para satisfacer las necesidades de terceras personas, situación en la cual el Fondo no tiene injerencia alguna.

1. Datos de interés.

· De la revisión del maestro de jubilados, se establece que el señor Chaves Ramírez percibía al momento de su deceso la suma en bruto de [datos] mensuales de jubilación.

· [bookmark: _Hlk30499294]Conforme a la normativa que regula la materia de jubilaciones y pensiones, el porcentaje máximo que le correspondería a la señora Jiménez Barletta sería del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba el jubilado Chaves Ramírez, el cual equivaldría a [datos] mensuales. 


· En cuanto a la presentación de la solicitud de pensión, la gestión se recibe en la Unidad de Jubilaciones y Pensiones el 04 de septiembre 2019; un total de 24 días naturales posteriores al fallecimiento del exjubilado Alfonso Chaves Ramírez. Lo anterior para que se sirva ser valorado por la Junta Administradora del Fondo, para que, en caso de aprobarse el beneficio, se considere en el establecimiento de la fecha de rige del mismo.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

(…)”

-0-

Se acordó: 1) Tener por rendido el informe de la Dirección de Gestión Humana. 2.) Denegar el beneficio de pensión solicitado por la señora María Ester Jiménez Barletta, cónyuge sobreviviente del causante Alfonso Chaves Ramírez, por cuanto de conformidad con los elementos señalados en el estudio socioeconómico realizado no se logra acreditar la dependencia económica de su esposo. Se declara este acuerdo firme.”

- 0 -

El acuerdo anterior fue debidamente notificado a la interesada mediante resolución N° 4-20 por el Técnico en Comunicaciones Judiciales; Diego Andrés Mendoza Ramírez, quien hizo constar que a las diez horas doce minutos del treinta y uno marzo del dos mil veinte, notificó la resolución de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial Nº04-2020 de las diez horas cero minutos del veintiséis de marzo de dos mil veinte, la cual dirigió a la señora María Ester Jiménez Barletta, por medio del correo electrónico [datos], de conformidad con el artículo 45 de la Ley de Notificaciones N° 8687.- Asimismo, adjunto el comprobante respectivo.- Por consiguiente se dio por practicada la diligencia.-

[bookmark: _Hlk46395622][bookmark: _Hlk46395611]Mediante correo electrónico del 30 abril de 2020 el licenciado Rodrigo Chaves Jiménez, Abogado y Notario Público, remitió el siguiente recurso de Revocatoria con Apelación en Subsidio, Reposición, así como Nulidad Absoluta de Actuaciones, conforme lo siguientes argumentos: 

“La suscrita MARÍA ESTHER JIMÉNEZ BARLETTA, mayor, viuda una vez, Pensionada, vecina de Curridabat, Lomas de Ayarco, Condominio Tierras del Este y portadora de la cédula de identidad: 1407-1075, conocida en autos como SOLICITANTE, por éste medio y con el debido respeto me doy por notificada en este acto de la resolución número 4-2020 emitida por este despacho a las 10 horas del 26 de marzo de 2020 e interpongo RECURSO DE REVOCATORIA CON APELACIÓN EN SUBSIDIO, REPOSICIÓN, así como NULIDAD ABSOLUTA DE ACTUACIONES en contra de dicha resolución donde se incluye el artículo XI, acuerdo tomado en sesión número 8-2020 celebrada el 16 de marzo de 2020, con base en lo siguiente: NOTIFICACIÓN:

· La notificación del acuerdo recurrido donde se me niega el derecho a heredar la pensión de mi esposo, el Funcionario Judicial Jubilado ALFONSO EDUARDO CHAVES RAMÍREZ, opera en este momento ya que ni en la DECLARACIÓN JURADA ni en el documento de SOLICITUD DE PENSIÓN POR MUERTE existe un acápite específico donde se señale medio para recibir notificaciones. En la Declaración Jurada se consigna información personal (nombre completo, identificación, fecha de emisión de la declaración, correo, teléfono de habitación, teléfono celular, dirección exacta del domicilio); en la Solicitud piden, a la persona solicitante, datos como: nombre completo, identificación, fecha de nacimiento, sexo, edad, estado civil, dirección del domicilio, correo electrónico, teléfono y apartado postal.

· Ambos documentos son formularios elaborados por el Poder Judicial (PJ) y deben ser completados por el solicitante tal y como se indica; en ninguno de los documentos se señala expresamente un medio para recibir notificaciones por causas atribuibles únicamente al PJ, razón por la que NO puede interpretarse en perjuicio del administrado.

· Al NO existir señalado un medio para recibir notificaciones, por razones achacables al PJ, lo correspondiente sería que la notificación se practicara en mi domicilio ya que la dirección consta en el expediente.

· NO se puede dejar de lado que la notificación además debe contener el texto íntegro del acto con indicación de los recursos procedentes, del órgano que los resolverá, de aquél ante el cual deben interponerse y del plazo para interponerlos.

· Información que NO se me ha brindado por parte de la autoridad competente.

El artículo 247 de la Ley General de Administración Pública (LGAP) indica: "1. La comunicación hecha por un medio inadecuado, o fuera del lugar debido, u omisa en cuanto a una parte cualquiera de la disposición del acto, será absolutamente nula y se tendrá por hecha en el momento en que gestione la parte o el interesado, dándose por enterado, expresa o implícitamente, ante el órgano director competente... "

PROCEDENCIA DE AMBOS RECURSOS:

· Nos encontramos frente a una resolución recurrible ya que es un acto administrativo final que NO cumple con los requisitos de forma y fondo que establece la LGAP.

· Al NO existir reglamentación vigente que regule este procedimiento administrativo en específico, debe regirse según lo dispone la LGAP.

FUNDAMENTACIÓN DEL RECURSO:

· La resolución recurrida incumple con requerimientos básicos establecidos por nuestra legislación ya que NO indica las personas que emitieron dicho documento, se extraña la firma de los miembros de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JAFJP) que tomó esta decisión, únicamente se consigna el nombre de la Secretaria -ni siquiera la firma-. Tampoco se indica quiénes participaron en la sesión donde se tomó el acuerdo, cuál fue el resultado de la votación o si la decisión fue unánime. Estas omisión es tiñen de nulidad la resolución recurrida y evitan que pueda consolidarse, teniendo que revocarse. Es importante recordar que la falta o defecto de algún requisito del acto administrativo, expresa o implícitamente exigido por el ordenamiento jurídico constituirá un vicio de éste y ese acto será inválido.

El artículo 217 de LGAP indica que: "Las partes tendrán derecho a conocer el expediente con las limitaciones de esta Ley y a alegar sobre lo actuado para hacer valer sus derechos o intereses, antes de la decisión final de conformidad con la ley" (subrayado no es del original). 

NO se me puso en conocimiento del Dictamen Socioeconómico número 19-001626-0725-TS confeccionado por el Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial ni del Informe de pensión de la señora María Esther Jiménez Barleta número PJ-DGH-AP-3702020 elaborado por la Dirección de Gestión Humana, Subproceso Administración de Personal. NO sólo es un derecho del administrado referirse a ambos documentos antes de la decisión final que tomó la JAFJP sino que además era vital en el caso que nos ocupa ya que ambos documentos contienen información incorrecta: el informe de Trabajo Social principalmente confunde la realidad de las cosas respecto de los vehículos que pertenecían al núcleo familiar conformado por mi esposo y mi persona (placas CHJ-234 y MCH148), el uso de la propiedad de Playa Herradura (pertenece a mi esposo y mi persona, es utilizado por toda la familia, incluyéndonos). El informe de Gestión Humana interpreta subjetivamente y sin fundamentación alguna el informe de Trabajo Social e incurre en una serie de incongruencias y equivocaciones, principalmente cuando ignora que el núcleo familiar conformado por mi esposo y mi persona tiene dos vehículos (placas CHJ234 y MCH-148) y asume que el vehículo placas MCH-148 es utilizado por mi hija LAURA (ella nos vendió el vehículo en mayo de 2018, venta que se encuentra respaldada por una transferencia de dinero de nuestra cuenta a la de nuestro yerno, sin embargo, no se ha hecho el traspaso por la relación familiar existente, incluso se puede observar que el vehículo soporta una anotación por colisión que se tramitó en el Juzgado de Tránsito de Cartago bajo el expediente: 194531496TR, en dicha sumaria se puede observar que la conductora soy yo. Ella y su esposo -Daniel Meza Conejo- son propietarios de los vehículos placas: CL410115 y MCH-197, NO utilizan el que nos vendieron y precisamente nos vendieron ese vehículo para comprar el placas MCH-197), de igual manera se contradice ya que determina que existe una dependencia económica parcial entre mi persona y mi esposo (sin dejar de lado que esa dependencia era bastante alta ya que la diferencia entre la pensión de él y la mía es sustancial y que el nivel de vida que vivimos se debe principalmente a su ingreso). Subjetiva e incorrectamente afirman que yo asumo gastos correspondientes a marchamos, seguros, alimentación, entre otros, de mis hijos(as), lo que es FALSO, el único gasto que asumíamos mi esposo y yo es el pago del seguro del vehículo que utilizan los nietos hijos de nuestro difunto hijo mayor GERARDO ARTURO (NO sólo como un acto de amor y solidaridad para con ellos sino que también está claro que puede existir una obligación legal). Cuando mis hijos(as) vienen a mi casa, me acompañan en la noche o en el almuerzo lógicamente les comparto alimentación, pero en ningún momento los mantengo o les pago rubros que tengan que ver con su vida independiente. NO es cierto que yo destino parte de mis ingresos para satisfacer las necesidades de terceras personas ni tampoco es aceptable que se me obligue a negarles alimento a mis hijos(as) y nietos(as) cuando vienen a visitarme, a pasar tiempo conmigo, a acompañarme en las noches.

Sin dejar de lado que existen algunas equivocaciones en el Informe de Trabajo Social, se acreditó que: "...la señora María Esther Jiménez Barleta, presenta indicadores de dependencia económica hacia su cónyuge, el señor Alfonso Eduardo Chaves Ramírez..." De dicho informe se extraen puntos de importancia que fueron ignorados en la resolución recurrida, que serán expuestos en este recurso y que comprueban que el estilo de vida que gozaba con mi esposo se sufragaba, en un porcentaje mayoritario, con la jubilación de él. Este informe es rendido por una profesional en la materia que trabaja en el PJ y contiene una valoración especializada de acuerdo a los conocimientos de la funcionaria dedicada a dicha función

El artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) señala: "Tienen derecho a pensión por sobrevivencia: a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento..." La normativa citada en ningún momento habla de dependencia económica para sufragar gastos básicos o esenciales como lo interpreta incorrectamente el Informe de Gestión Humana. De la lectura de ese artículo así como de las disposiciones del título IX de LOPJ, NO se puede arribar a la conclusión que: " los beneficios de pensión que se otorgan están destinados para la satisfacción de las necesidades básicas del posible beneficiario y que de esta forma su sobrevivencia en condiciones dignas no se vea amenazada..." La resolución recurrida extraña principios básicos esenciales que rigen en normativa de pensiones alimentarias -aplicables por analogía a este caso ya que regulan situaciones jurídicas similares- donde NO sólo debe tenerse en cuenta las necesidades básicas sino que también debe mantenerse el estilo de vida al que estaban acostumbrados los beneficiarios al momento del acaecimiento del evento que originó el cambio. También dejan de lado la jurisprudencia emanada de la Sala Constitucional, Sala Segunda y Consejo Superior del Poder Judicial que señalan que: "...para determinar la dependencia económica de una persona es necesario tomar en cuenta la calidad de vida y el nivel socioeconómico de la persona solicitante cuando el senador o jubilado estaba en vida ... 'I . No se debe dejar de lado que: "...el beneficio, surge del cumplimiento de ciertas condiciones dentro de una relación laboral, y no se trata, de una gratuidad, liberalidad o dádiva del patrono. Es producto de la concepción de un fondo, que tiene como objetivo, darle garantías a los trabajadores y a sus familias, al finalizar la etapa productiva de sus vidas...Nuestra sociedad está concebida para que los individuos se desarrollen dentro de un núcleo -la familia- que subsiste por el apone que los miembros de ella, con capacidad puedan hacer...en la actualidad, son numerosos los hogares donde la madre también aporta su fuerza laboral, en el ámbito extrafamiliar, la familia, como unidad, cuenta entonces, con un ingreso que le permite ocupar una determinada situación económica, dentro de la sociedad en la cual se desenvuelve.. Sin lugar a dudas la dependencia económica debe: "...interpretarse relacionándolos necesariamente con los recursos materiales indispensables para el desarrollo físico y psíquico de la persona, y con la capacidad de mantener, con recursos propios, el mismo nivel de vida que la familia ostentaba o, al menos, uno que no menoscabe grandemente la situación económica del grupo...el fondo de pensiones no es un sistema de caridad, mediante el cual se puedan propiciar situaciones de desequilibrio o de enriquecimientos sin justificación...tampoco esto quiere decir, que las condiciones económicas de los beneficiarios, o su capacidad de producir, no deban incidir en el monto de los beneficios. Son importantes, pero deben ajustarse a las realidades del grupo familiar dependiente del trabajador, a su nivel de vida y, por ello, la simple existencia de otros ingresos o recursos no autoriza para eliminar el derecho.”

1 Consejo Superior del Poder Judicial, artículo LXII, documento #11165-19, Sesión del 10 de octubre de 2019. 2 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, Resolución #360-94 emitida a las 9:30 horas del 4 de noviembre de 1994.

Las posibilidades con que cuenta su autoridad para decidir si otorga una pensión, así como el monto: "...no pueden permitir el uso de esa discrecionalidad para desvirtuar la naturaleza contributiva del sistema de pensión, atribuyéndole características de caridad, y permitiendo determinar, al simple arbitrio, el disfrute o no del derecho. Tampoco puede ser el mecanismo para castigar al cónyuge sobreviviente, que durante su vida matrimonial ha contribuido a la familia, o bien que tomó la libre decisión de dar su aporte social, no sólo mediante el trabajo hogareño, sino también, prestando sus servicios a la sociedad. Con respecto a la dependencia económica se ha establecido: "...no es justo privar a la viuda del derecho a suceder a su marido en la pensión que aquel recibía y, de ese modo, sustituir la ayuda que en vida recibía de él...En otras palabras, en el matrimonio o en la unión de hecho, los ingresos de sus integrantes se unifican, para sufragar las necesidades familiares y de ese ingreso conjunto (co)depende la pareja. No resulta lógico interpretar, con base en el mutuo auxilio, que cada cónyuge o conviviente atiende con sus ingresos sólo sus propias necesidades. La Sala Constitucional ha dicho, con respecto a la dependencia económica: "no debe entenderse como una de carácter absoluto o total. La dependencia económica...se determina con base en las obligaciones de cooperación y mutuo auxilio establecidas en el artículo 11 del Código de Familia, así como lo dispuesto en los artículos 34 y 35 de ese mismo cuerpo normativo. -De estas normas se puede interpretar que la dependencia económica tiene relación con la cooperación, el mutuo auxilio, la regulación conjunta de los asuntos domésticos, la educación de los hijos, etc. No obstante, de la relación de esas normas, no se logra desprender que para que exista "dependencia económica" debe darse en grado absoluto de un cónyuge respecto de otro. Por el contrario, dichas normas establecen como obligación de ambos cónyuges, contribuir a los gastos familiares...Partiendo de las consideraciones esbozadas, se concluye que la finalidad de la pensión por viudez...es proteger al cónyuge sobreviviente y al núcleo familiar por la disminución de ingresos producto de la supresión del aporte económico que realizaba el asegurado fallecido, con independencia de si éste es el único o mayor al proveído por el cónyuge supérstite...basta con que el interesado demuestre que el fallecido realizaba alguna aportación económica para la manutención de los gastos del núcleo familiar... . El Consejo Superior del Poder Judicial resolvió un caso bastante similar al mío considerando: "...pues inclusive los criterios emitidos por ambos entes técnicos resultan contradictorios, al señalar que el fallecimiento de la señora Ching Vargas ha incidido en el estilo de vida del cónyuge supérstite, pues la mayor carga económica la asumía la jubilada fallecida .el señor Cortés Ramírez además de sus ingresos propios, también posee bienes muebles e inmuebles de alto valor económico, ello, no puede ser un motivo suficiente para suprimir el derecho que le asiste, pues los mismos precisamente fueron adquiridos con el ingreso económico que tenía su núcleo familiar antes del fallecimiento de su esposa...debe valorarse que para el otorgamiento de la pensión resulta irrelevante que el fallecimiento cree o no un estado de necesidad...pues lo que debe procurarse es que ese nivel de vida que la familia ostentaba se mantenga o al menos uno que no menoscabe grandemente la situación económica del grupo ... "

Como se puede observar, la LOPJ señala que debe existir dependencia económica del solicitante para con el jubilado al momento de su fallecimiento, en ningún momento establece qué tipo de dependencia o el grado de dependencia.

Como se ha demostrado, y se va a reiterar, existe dependencia económica de mi parte hacia mi esposo ya que él era el principal aporte de nuestra familia.

El ingreso que siempre ha tenido mi núcleo familiar se compone de los salarios, inicialmente, y pensiones, posteriormente, que recibimos tanto mi esposo como yo. Al mes de agosto de 2019 yo devengaba una pensión, neta, de [datos], mensuales, y al mes de julio de 2019 mi esposo recibía una pensión, neta, de [datos], es decir la totalidad del ingreso del núcleo familiar era de [datos], mi esposo aportaba un OCHENTA POR CIENTO (80%) de dicho ingreso y yo un VEINTE POR CIENTO (20%), esto evidencia que en nuestro núcleo familiar existía una dependencia económica de mi parte para con mi esposo, contrario a la interpretación subjetiva realizada por este despacho en la resolución recurrida (antes de que entrara en vigencia la Ley #9544 el ingreso del núcleo familiar era mucho mayor y mi esposo aportaba mucho más del ochenta por ciento que aportaba al momento de su fallecimiento).

Tampoco podemos dejar de lado que como núcleo familiar y estando en vida mi esposo tuvimos que ajustar nuestro nivel de vida ya que la Ley #9544 generó una reducción adicional a la pensión de mi esposo, denominada "contribución especial, solidaria y redistributiva de los pensionados y jubilados" que significó una deducción de más de [datos], monto que, junto a los aportes que hizo desde 1975 y hasta el momento de su fallecimiento [datos] han servido para consolidar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial que hoy día me niega un beneficio al que tengo derecho y por el que mi esposo cotizó en vida... NO es un acto de caridad ni un gesto o concesión por parte de la JAFJP. 

Los tres apartamentos que tenemos NO deben tomarse como un ingreso fijo y tampoco la totalidad del monto del alquiler, ya que NO siempre están alquilados (por ejemplo en este momento sólo uno está ocupado y de hecho el arrendatario ya me comunicó la imposibilidad de pagar este mes debido a la situación que está generando el COVID-19), debemos pagar impuesto sobre la renta, honorarios de Contador, costo del sistema de facturación y tenemos que destinar fondos para pagar impuestos municipales, mantenimiento y reparaciones que requieran.

Los apartamentos de Barrio Luján fueron una herencia que recibió mi esposo al fallecer mis suegros, son dos apartamentos construidos hace más de CUARENTA años, por lo que requieren un mantenimiento bastante importante; cuando están alquilados se utiliza el ingreso para eso y cuando alguno está desocupado, ese mantenimiento se tiene que pagar de nuestro bolsillo así como los gastos comunes ya que los apartamentos se encuentran en una propiedad donde hay otros dos apartamentos que pertenecen a familiares de mi esposo, entonces hay que pagar agua y electricidad común (no es un condominio sino una propiedad en derechos lo que genera un obstáculo importante de venta, por esta razón y por el valor sentimental que tienen es que NO se han podido vender).

El apartamento de Torres del Sol fue un apartamento que compramos con los ahorros familiares que hicimos a partir de nuestros ingresos como núcleo familiar (los salarios de mi esposo y mío inicialmente, las pensiones de ambos cuando nos jubilamos). Si bien es cierto este apartamento es más nuevo que los que heredó mi esposo y, por ende, requiere menos mantenimiento siempre hay que dárselo, hacerle algunas reparaciones y pagar la cuota de mantenimiento del condominio donde se ubica, esta cuota la pagamos nosotros del alquiler que nos ingresa y mientras NO esté ocupado hay que pagarla de nuestro bolsillo.

Mis ingresos significaban un VEINTE POR CIENTO (20%) de los ingresos del núcleo familiar y evidentemente NO son suficientes para mantener el nivel de vida que ostentábamos cuando mi esposo estaba con vida. NO está dentro de las atribuciones de la JAFJP determinar cuánto dinero necesito para sufragar mis necesidades, mucho menos definirlas que son básicas o la forma en la que debo gastar mis ingresos, NO existe mandato legal ni existe la posibilidad de interpretar la ley en perjuicio de mi persona.

El informe de Gestión Humana y la resolución que se recurre hacen un especial señalamiento al nivel de vida que tengo y que tenía cuando mi esposo se encontraba vivo, también señalan que NO tengo deudas y dan especial importancia a la casa donde habito. Justamente estos puntos se lograron gracias al aporte de ambas pensiones, la de mi esposo -en mayor medida- y la mía. Parece ser que se me está juzgando o castigando por haber tenido la virtud de encaminar correctamente los ingresos que teníamos mi esposo y yo y haber logrado prepararnos para vivir nuestra etapa de adultos mayores sin preocupaciones y garantizando el nivel de vida por el que trabajamos muchos años y por el que nos dedicamos a ahorrar y a invertir nuestro dinero de manera responsable y concienzuda. Sin haber tenido el ingreso de mi esposo jamás hubiera podido lograr tener este nivel de vida, vivir en la casa que actualmente habito ni tener los bienes y comodidades de los que gozo y gozamos cuando él NO había fallecido. Resulta iluso pensar que, en virtud de la interpretación sesgada y subjetiva de esta autoridad, deba cambiar mi estilo de vida, ajustar mis posibilidades a un VEINTE POR CIENTO (20%) de los ingresos que teníamos como núcleo familiar y a tener que verme en la necesidad de vender bienes para poder ajustarme a lo que Gestión Humana o la JAFJP considera que son mis necesidades básicas. Según este razonamiento hubiera sido mejor tener deudas, NO haber sido ordenados en nuestra vida, NO haber ahorrado, NO haber pensado en el futuro ni haber programado nuestra vida para vivir a plenitud nuestra etapa de adultos mayores; o bien haberme divorciado de mi esposo para que existiera una obligación alimentaria que cumplir...

La jurisprudencia citada da importancia al nivel de vida que se tenía cuando el fallecido se encontraba con vida, de forma inexplicable la JAFJP se aparta de estos criterios y decide que debo vivir con un VEINTE POR CIENTO (20%) del ingreso que tenía mi núcleo familiar cuando mi esposo vivía, sin justificación, sin fundamentación, sin argumentación válida; únicamente da credibilidad a una afirmación -ayuna de fundamentación y totalmente subjetiva- de la Dirección de Gestión Humana que se debe velar por la sostenibilidad del fondo, considerando el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera.

El único aporte que hacíamos mi esposo y yo -y que pretendo seguir haciendo-es a nuestros nietos Sebastián y Viviana, hijos de nuestro hijo GERARDO ARTURO que falleció en agosto de 2010 a la edad de 38 años. A la viuda de mi hijo se le entrega la suma de [datos] mensuales para que sufrague gastos ya que la pensión de mi hijo es muy baja debido a que cotizó por un espacio corto, de diez años aproximadamente. Aunado se le paga el seguro del vehículo donde se trasladan, NO sólo se hace por un acto de solidaridad y amor hacia mis nietos, lo único que nos dejó nuestro hijo sino que su autoridad pasa por alto que el artículo 169 inciso 3 del Código de Familia establece la obligación que tienen los abuelos de proveer alimento a los nietos menores. 

La JAFJP tiene por acreditado que la solicitud de pensión fue presentada VEINTICUATRO días después del fallecimiento de mi esposo y de manera altamente cuestionable (hasta podría verse como inhumana), considera que en ese tiempo he podido hacer ajustes en mis gastos para eliminar los "no vitales" para mi subsistencia (insisten con el tema de la subsistencia y pasan por alto el nivel de vida que tenía cuando mi esposo vivía). ¿Qué pretenden? ¿Que en medio del duelo, dolor y sufrimiento que implica perder al compañero de vida durante prácticamente CUARENTA Y NUEVE años, comience a deshacerme de bienes que ellos consideran son gastos no vitales? O que ahora, apenas habiendo transcurrido OCHO MESES Y MEDIO de su fallecimiento me vea en la obligación de vender bienes que fueron adquiridos por mi esposo y mi persona como inversión y así garantizamos vivir el último trayecto de nuestras vidas tranquilos o de los que fueron adquiridos para uso y disfrute del núcleo familiar [por supuesto que cuando hablo del núcleo familiar nos incluye pero también a nuestros hijos(as) y nietos(as)]. ¿Será que consideran que debo vender la casa que mi esposo y yo decidimos construir para vivir nuestros últimos años y tener que trasladarme a un lugar más pequeño o más acorde con lo que creen cumple con mis necesidades básicas?
 
Desde que murió mi esposo he tenido que completar el faltante de los ingresos del núcleo familiar -hoy unipersonal debido al fallecimiento de él- con los ahorros que teníamos y que pudimos generar gracias al ingreso que teníamos como ese núcleo, ahorros que NO fueron pensados para sufragar necesidades diarias sino para cubrir situaciones particulares y específicas de la edad adulta mayor como tratamientos, terapias, cirugías, etc. También he tenido que utilizar dineros que me fueron otorgados a raíz del fallecimiento de mi esposo por el Fondo de Socorro Mutuo del Poder Judicial, COOPEJUDICIAL, R.L. Vale la pena resaltar que en ambas instancias NO era la única beneficiaria, también nuestros hijos lo eran y ellos me cedieron los dineros, prueba de que son independientes económicamente y que NO cubro sus necesidades.

Se entiende que la JAFJP deba velar por la sostenibilidad del fondo pero esa obligación NO da luz verde a que pisoteen mi derecho a recibir ese beneficio por el que mi esposo cotizó por CUARENTA Y CUATRO años de su vida, tampoco que se pretenda destruir el plan de vida que mi esposo y yo construimos durante nuestra etapa productiva pensando en vivir una vejez sin carencias económicas y con la mayor tranquilidad posible ya que en esta etapa de la vida se necesitan recursos para pagar consultas médicas, medicamentos, tratamientos terapias, dietas especiales, suplementos alimenticios, etc. Tampoco da luz verde para que se limite a una adulta mayor, viuda con dependencia económica de su esposo fallecido (tal y como lo comprobó el Informe de Trabajo Social) y se le obligue a variar el estilo de vida al que se acostumbró su núcleo familiar cuando mi esposo vivía, los argumentos dados por este despacho son discriminatorios a todas luces.

Una muestra de la ausencia de fundamentación de la resolución recurrida es que NO señalan la normativa en la que se apoyan para negar mi solicitud de pensión. Más allá de una serie de afirmaciones subjetivas, sesgadas y que deforman la realidad de las cosas, NO existe un fundamento normativo o legal que los faculte a resolver como lo hicieron.

NULIDAD ABSOLUTA:

Se tiene claro que quien emite una resolución puede apartarse del criterio técnico especializado, sin embargo, en la misma resolución deben quedar claras las razones por las que se decide apartarse de ese criterio y en la resolución recurrida NO se cumple con esa obligación de fundamentar la postura. Aunado a esto, la JAFJP también decide apartarse de la solicitud que hace el Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión celebrada el 10 de octubre de 2019. Esta falta de fundamentación es causal de una nulidad absoluta de la resolución recurrida y así debe declararse.

De igual forma la Dirección de Gestión Humana incurre en una nulidad absoluta cuando emite el informe PJ-DGH-AP-379-2020 ya que dicho informe decide apartarse del criterio técnico del Departamento de Trabajo Social y recomendar algo totalmente diferente, sin que en dicho informe se plasmen las razones por las que se decidió tomar ese camino, es decir, se extraña una debida fundamentación. Más grave es el hecho de que deciden deformar la realidad de las cosas, de lo indicado en el dictamen de Trabajo Social, interpretar subjetiva y tendenciosamente para arribar a conclusiones falsas, desatendiendo la solicitud que hace el Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión celebrada el 10 de octubre de 2019[footnoteRef:9] . [9:  Finalmente, se solicita tanto al Departamento de Trabajo Social como a la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial, que, en futuros estudios socioeconómicos para efectos de fijar los montos de pensión, deberán aplicar correctamente los criterios jurisprudenciales valorados en el presente asunto, a fin de que los informes resulten razonables y proporcionales a cada caso en particular.] 


Igualmente. la JAFJP tampoco fundamenta las razones por las que deciden adoptar lo dicho por Gestión Humana por encima de lo dicho por Trabajo Social, es decir, se decantan por un informe elaborado por una oficina que NO es la especializada y que incluso a nivel de LOPJ NO tiene la atribución de emitir este tipo de informes.

En caso de que la JAFJP o la Dirección de Gestión Humana hubiesen tenido alguna duda acerca de los hechos acreditados en el informe de Trabajo Social, pudieron haberlos verificado en la forma más fiel y completa posible ya que la LGAP les da la posibilidad de adoptar todas las medidas probatorias pertinentes o necesarias, aún si no han sido propuestas por las partes y aún en contra de la voluntad de éstas últimas.

NO haberme puesto en conocimiento del expediente en su totalidad ni del Dictamen Socioeconómico número 19-001626-0725-TS confeccionado por el Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial o del Informe de pensión de la señora María Esther Jiménez Barleta número PJ-DGH-AP-3702020 elaborado por la Dirección de Gestión Humana, Subproceso Administración de Personal, constituye una nulidad de lo actuado debido a que se incumplió con una formalidad del procedimiento, se me causó una indefensión y haberme dado la oportunidad de referirme acerca de dichos informes hubiera cambiado la decisión final.

Es importante resaltar que la Ley #9544 todavía NO cuenta con Reglamento aprobado, es decir, NO cuenta con la herramienta esencial y necesaria para poder ponerse en práctica. Si bien es cierto dicha ley indica que comienza a regir a partir de su publicación NO puede ser aplicada ya que NO cuenta con el reglamento correspondiente, razón por la que la toma de decisiones a la luz de esta nueva normativa es absolutamente nula y así debe ser declarada. Mientras NO exista reglamentación que permita la aplicación de la Ley #9544, las solicitudes de pensión NO pueden resolverse con base en esa normativa.

PRUEBAS
DOCUMENTAL:

Copia del cuadro de resumen de la cuenta del Banco BAC Credomatic número 700321037 perteneciente a mi yerno (Daniel Meza Conejo), del mes de mayo de 2018, donde se consigna que el 2 de mayo de 2018 mi esposo y yo hicimos el pago del vehículo placas MCH-148 a nuestra hija.

Información emitida por el Registro Nacional donde se indica que mi yerno Daniel Meza Conejo es propietario de los vehículos placas CL-410115 y MCH-197 y que este último fue adquirido el 4 de junio de 2018 (el vehículo les fue entregado en mayo de 2018 y en junio se firmó la escritura).

Copia de la sentencia número 2020001049 emitida por el Juzgado de Tránsito de Cartago a las 8:54 horas del 17 de marzo de 2020, donde se acredita que yo conducía el vehículo placas MCH-148 el día de la colisión.

Factura número 0299772 de SUPER BATERÍAS a nombre de Alfonso Chaves Ramírez, donde se demuestra que el 23 de julio de 2018 ya nos pertenecía el vehículo placas MCH-148 y le cambiamos la batería.

Solicítese al Fondo de Socorro Mutuo del Poder Judicial que indique a quién le depositó el dinero correspondiente al CAUSANTE ALFONSO EDUARDO CHAVES RAMÍREZ y a quiénes había designado como BENEFICIARIOS de dicho fondo.

Solicítese al COOPEJUDICIAL R.L. que indique a quién 'le depositó el dinero correspondiente al asociado ALFONSO EDUARDO CHAVES RAMÍREZ y a quiénes había designado como BENEFICIARIOS.

TESTIMONIAL:

LAURA CHAVES JIMÉNEZ, mayor, casada una vez, Profesora de Educación Especial, vecina de Montes de Oca, San Rafael y portadora de la cédula de identidad: [datos].

JAVIER CHAVES JIMÉNEZ, mayor, casado una vez, Arquitecto, vecino de Heredia, San Pablo y portador de la cédula de identidad: [datos].

IRENE MARÍA JIMÉNEZ BARLETTA, mayor, divorciada una vez, Abogada, vecina de Curridabat, La Colina y portadora de la cédula de identidad: [datos].

Los testigos declararán sobre los hechos de este recurso que les consten.
PRETENSIÓN

En vista de lo expuesto solicito que:

-Se admita este recurso de revocatoria y/o reconsideración, se declare con lugar, se revoque y deje sin efecto el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en el artículo XI de la Sesión número 4-2020 celebrada a las 10 horas del 26 de marzo de 2020, en su lugar se declare con lugar la solicitud de pensión derivada de la muerte del Jubilado Judicial ALFONSO EDUARDO CHAVES RAMIREZ, quien fuera mi esposo y se me otorgue el porcentaje que se considere necesario para poder preservar el nivel de vida que tenía cuando mi esposo se encontraba vivo.

[image: ] En caso de que su autoridad considere que el pronunciamiento se encuentra dictado conforme a derecho, se tenga por presentado el recurso de apelación y se remita al superior para que lo conozca y emita pronunciamiento.

[image: ] Si se considera que el pronunciamiento se encuentra dictado conforme a derecho y que NO procede el recurso de apelación, se conozca la nulidad interpuesta, se declare con lugar la misma ya que la resolución recurrida presenta omisión de formalidades sustanciales, emitiéndose nuevo pronunciamiento apegado a los requisitos legales correspondientes.

-Si se considera que el pronunciamiento se encuentra dictado conforme a derecho y que la nulidad es improcedente, se tenga por agotada la vía administrativa para proceder.

FUNDAMENTO DE DERECHO

Artículos:128 a 130, 134, 136, 158 a 160, 163.1, 166, 169 a 172, 174, 175, 180, 181, 183.1, 214 a 217, 221, 223, 224, 229, 239, 240.1, 243, 245, 247, 256, 259, 297, 2982, 301.2, 3021, 334, 335, 342, 343, 345, 346.1, 347 incisos 2 y 3, 348 a 352, 356 y concordantes de la Ley General de la Administración Pública.

-228 inciso a, 229, 239 y concordantes de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Jurisprudencia:

-Resolución número 360-94 emitida por la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia a las 9:30 horas del 4 de noviembre de 1994.

-Resolución número 718-2010 emitida por la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia a las 16:08 horas del 20 de mayo de 2010.

-Resolución número 4808-2010 emitida por la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia a las 14:52 horas del 10 de marzo de 2010.

Artículo LXII, documento número 11165-19 emitido por el Consejo Superior del Poder Judicial en Sesión celebrada el 10 de octubre de 2019.

NOTIFICACIONES

Seguiré oyendo notificaciones en el fax: [datos], subsidiariamente en el correo electrónico…”



-0- 


Considera esta Junta Administradora, que es menester aclararle a la gestionante, que si bien es cierto, alega que no había aportado medio de notificación, el artículo 10 de la Ley de Notificaciones Judiciales estipula que se tendrá por notificada la parte o la tercera persona interesada que, sin haber recibido notificación formal alguna, o recibida de manera irregular, se apersone al proceso, independientemente de la naturaleza de su gestión. En ese sentido, al haber presentado el escrito anterior, la notificación se da por realizada.

Aunado a lo anterior, se le aclara a la gestionante que los informes emitidos por el Departamento de Trabajo Social y Psicología, así como cualquiera que emita algún órgano técnico con la finalidad de aportar información en una toma de decisiones de esta Junta Administradora, son catalogados como actos preparatorios, tales actos no poseen efectos jurídicos directos propios, por lo anterior, no es necesario hacerlos de conocimiento a las personas interesadas de las gestiones de previo a que esta Junta Administradora los conozca en el pleno de una sesión, véase el criterio jurídico N° DJ-C-481-2019 del 23 de octubre de 2019, conocido por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 95-19 celebrada el 31 de octubre de 2019.


- 0 -

Una vez analizado el fondo de la gestión presentada por el licenciado Rodrigo Chaves Jiménez, Abogado y Notario Público, en representación de la señora María Esther Jiménez Barletta y de conformidad con el “Convenio específico de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial” aprobado por esta Junta Administradora en sesión N° 4-2020 celebrada el 27 de enero de 2020, artículo III, se acuerda por unanimidad: Previamente a resolver lo que corresponda, solicitar a la Dirección Jurídica que remita criterio jurídico sobre las formalidades indicadas en el escrito presentado por el licenciado Rodrigo Chaves Jiménez, Abogado y Notario Público, en representación de la señora Jiménez Barletta.”

- 0 -

[bookmark: _Hlk512515858][bookmark: _Hlk535504738][bookmark: _Hlk40261506][bookmark: _Hlk529951868]El máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino y la licenciada Silvia Calvo Solano, Coordinadora interina del Área de Análisis Jurídico, mediante oficio Nº DJ-AJ-2318-2020 del 13 de julio de 2020, informaron:

[bookmark: _Hlk517188894][bookmark: _Hlk42242424]“En relación al oficio 291-2020 de 21 de mayo del 2020, suscrito por la licenciada Ana Lucrecia Ruiz Rojas, Secretaria de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial, mediante el cual comunicó el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 15-2020 celebrada el 11 de mayo del 2020, artículo III, en que se acordó solicitar a la Dirección Jurídica que remita criterio jurídico sobre las formalidades indicadas en el escrito presentado por el licenciado Rodrigo Chaves Jiménez, Abogado y Notario Público, en representación de la señora María Ester Jiménez Barletta, la Dirección Jurídica señala lo siguiente:

En la citada sesión, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, conoció el correo electrónico del 30 de abril de 2020, mediante el cual el licenciado Rodrigo Chaves Jiménez, Abogado y Notario Público, remitió el recurso de revocatoria con Apelación en Subsidio, reposición y la nulidad absoluta de actuaciones de la resolución número 4-2020 emitida por Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, donde se incluye el artículo XI, a saber, el acuerdo tomado en la sesión número 8-2020 celebrada el 16 de marzo de 2020.

En virtud de lo anterior, de la manera más respetuosa, nos permitimos hacer de su estimable conocimiento, que mediante el oficio N° 6144-2020 del 30 de junio del 2020, se comunicó el acuerdo tomado por el Consejo Superior, en la sesión N° 55-2020 celebrada el 4 de junio de 2020, artículo XXI, en el cual se conoció el oficio de la Dirección Jurídica N° DJ-AJ-1974-2020 de 26 de mayo de 2020. En este oficio, se expusieron formalmente las razones de legalidad, por las cuales la Dirección Jurídica, a pesar de nuestra voluntad de colaboración con las funciones de la Junta, considera que no puede atender las solicitudes de recursos contra actos originados con base en los criterios jurídicos emitidos por esta Dirección, con motivo de la función que realiza la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

Además, la Dirección Jurídica hizo del conocimiento del Consejo Superior y de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el eventual riesgo que representa, que la Dirección Jurídica atienda los recursos que interpongan las personas ante la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Asimismo, la Dirección Jurídica recomendó que cada órgano tenga sus asesores en derecho; con la finalidad de lograr una mejor organización y evitar toda duda en cuanto a la ética y la probidad de las personas servidoras que realizan la función asesora. Al respecto, el Consejo Superior dispuso lo siguiente:

“Se acordó: Acoger el criterio del máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico, en oficio N° DJ-AJ-1974-2020 del 26 de mayo de 2020 y hacerlo de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial.”

De manera que, conforme a lo dispuesto por el Consejo Superior, estimamos que el criterio jurídico requerido debe ser emitido por la asesoría legal contratada por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y no por esta Dirección Jurídica…”

- 0 -

Se acordó: Tomar nota del oficio Nº DJ-AJ-2318-2020 del 13 de julio de 2020 de la Dirección Jurídica, y con base en lo informado, trasladar a conocimiento de la asesoría legal que contrate la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, recurso de revocatoria con Apelación en Subsidio, reposición y la nulidad absoluta de actuaciones, presentado por el licenciado Rodrigo Chaves Jiménez, Abogado y Notario Público, en representación de la señora María Ester Jiménez Barletta, en contra de la resolución número 4-2020 emitida por la referida Junta Administradora, donde se transcribe el acuerdo tomado en sesión N° 8-2020 celebrada el 16 de marzo de 2020, artículo XI. Lo anterior, con el fin que se realice un estudio e informe lo que corresponda en el plazo de diez días hábiles a partir de la comunicación del presente acuerdo. Se declara este acuerdo firme.”

- 0 -

Informa la Secretaría General de la Corte, que revisados los registros que esta lleva, se encuentra pendiente el informe solicitado a la asesoría legal, en la sesión supra.

- 0 -

Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación realizada por la Secretaría General de la Corte. 2.) Aclarar que la gestión anterior se resolvió en Sesión extraordinaria 29-2020, artículo VII, donde se tuvo por rendido el informe presentado por el licenciado Fernando Lara Gamboa y con base en él se revocó el acuerdo tomado en la sesión N° 8-2020 celebrada el 16 de marzo de 2020, artículo XI, y en su defecto se otorgó la pensión a la señora María Ester Jiménez Barletta en un 80% del monto que le hubiera correspondido al causante. En razón de lo anterior, se deberá proceder archivar el asunto pendiente.
La Secretaría General de la Corte tomará nota para lo de su cargo.

[bookmark: _Toc50044505][bookmark: _Hlk50637069]ARTÍCULO XXXVI
Documento N° 106-20

[bookmark: _Toc47033678]En la sesión N° 26-2020 celebrada el 03 de agosto del 2020, artículo XXVII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“En sesión N° 22-2020 celebrada el 29 de junio del 2020, artículo XVII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:

“La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 5-2020 celebrada el 24 de febrero del 2020, artículo VII, tomo el acuerdo que literalmente dice:

“El MPM, Oslean Mora Valdez, jefe del Proceso de Inversiones, solicitó a la Unidad de Sistemas Administrativos de la Dirección de Tecnología de la Información, tramitar una mejora para Sistema SCI, debido a que la Auditoría Externa le está dando seguimiento a la mejora planteada, sin embargo, el servidor Juan Diego Víquez Oviedo, Coordinador de la Unidad de Sistemas Administrativos, mediante correo electrónico del 17 de febrero de 2020, le remitió la siguiente respuesta: 

“Buenos días estimado Oslean, con instrucciones superiores se aclara que según el Convenio establecido entre el Poder Judicial y la Junta Administradora en el documento N° 693-2020 se indica lo siguiente:

En relación con los sistemas de información del Fondo de Jubilaciones, Contabilidad y Sistema de Inversiones, la Dirección de Tecnología brindará el soporte, atención de incidentes y las mejoras estrictamente necesarias, las cuales deberán ser elevadas a la Comisión Gerencial de Tecnología para su respectiva valoración, deberá ser considerado la disponibilidad del recurso. Sin embargo, si se requiere de mejoras o migración a nuevas plataformas el financiamiento de estos cambios deberá ser suplido por la Junta Administradora del Fondo, y previa aprobación del Consejo Superior, como autoridad encargada de la política administrativa del Poder Judicial, según lo regula la Ley Orgánica del Poder Judicial, donde se deberá valorar la disponibilidad del recurso humano de la Dirección de Tecnología de la Información.

En este momento no se cuenta con recurso disponible para la atención de mejoras en el Sistema de Inversiones, por lo que deben realizar la solicitud ante el Comité Gerencial de Tecnología, para evaluar su vialidad.

(…)” 

- 0 -

En razón de lo anterior, el MPM. Oslean Mora Valdez, remitió correo electrónico a esta Junta Administradora indicando lo siguiente: 

“Don Juan Diego, tomo nota de su comunicado y procedo a elevar la posición adoptada por la Dirección que representa sobre la atención de los requerimientos del Sistema Integrado de Carteras de Inversión. Al respecto es importante destacar que esta mejora es de vieja data, así constatado por el informe de seguimiento de la Auditoría Externa al cual se hace referencia, de igual forma es destacable que la atención de esta mejora típicamente se consideraba un ajuste de rápida y sencilla solución.

Agradezco indicar por este medio el procedimiento necesario para remitir la solicitud ante el Comité Gerencial de Tecnología, dado que como usuarios típicamente no mantenemos acceso a dicho comité, limitando la acción de nuestras solicitudes por medio del registro del GIS de referencia.

Quedo a la espera de sus comentarios.

(…)”

- 0 -

Por unanimidad se acuerda: 1.) Tomar nota de la comunicación realizada por el MPM. Oslean Mora Valdez, jefe del Proceso de Inversiones del Departamento de Financiero Contable. 2.) Es importante contar con un inventario de necesidades en las mejoras para los sistemas atinentes al Fondo de Jubilaciones y Pensiones, con la finalidad de mejorar la gestión en cuanto al servicio que se brinda a las personas del colectivo judicial, jubiladas y pensionadas, por lo anterior, se solicita a la Dirección de Gestión Humana y al Departamento Financiero Contable, informen a esta Junta Administradora cuales son las prioridades de mejora en los sistemas, para valorar a futuro cuales se implementarán con antelación, una vez que se tenga conformado el aparato administrativo para hacer frente a dichas erogaciones.

Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y del Departamento Financiero Contable.”

- 0 -

Informa la Secretaría General de la Corte, que revisados los archivos y registros que al efecto se llevan en esa oficina, se determinó que a la fecha no se ha tenido respuesta alguna sobre lo solicitado a la Dirección de Gestión Humana y al Departamento Financiero Contable.

La integrante Moya Aguilar manifiesta que el Departamento Financiero Contable con oficio N° 89-PI-2020, del Proceso de Inversiones había remitido el informe correspondiente, el cual fue conocido en sesión N° 11 del 23 de marzo de 2020, artículo IV y se quedó a la espera del informe de la Dirección de Gestión Humana.

Por unanimidad se acordó: 1.) Tomar nota de lo informado por la Secretaría General de la Corte. 2.) Tener por conocido lo indicado por la integrante Moya Aguilar, respecto al informe del Departamento Financiero Contable. 3.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, en el plazo de 10 días hábiles, contados a partir de la comunicación de este acuerdo, rendir el informe solicitado en sesión N° 5-2020 celebrada el 24 de febrero del 2020, artículo VII, dado que se requiere para la reunión prevista con la Comisión de Traspaso del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia, con el fin de que se tenga por presentado lo solicitado por la Junta Administradora al Departamento Financiero Contable. Se declara acuerdo firme.”

-0-

Informa la Secretaría General de la Corte, que revisados los archivos y registros que al efecto se llevan en esa oficina, se determinó que a la fecha no se ha tenido respuesta alguna sobre lo solicitado a la Dirección de Gestión Humana.

Se acordó: Solicitar a la Dirección de Gestión Humana, que a la brevedad remita la información solicitada en diversas ocasiones por parte de esta Junta Administradora, con el fin de que se puedan tomar las acciones necesarias respecto a las mejoras y requerimientos en los sistemas informáticos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en un plazo máximo de 10 días hábiles. Se declara este acuerdo firme.”

- 0 -

Informa la Secretaría General de la Corte, que revisados los registros que esta lleva, se encuentra pendiente el informe solicitado a la Dirección de Gestión Humana, en la sesión supra.

- 0 -

Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación realizada por la Secretaría General de la Corte. 2.) Reiterar a la Dirección de Gestión Humana la necesidad de disponer con el informe solicitado en sesión N° 22-2020 celebrada el 29 de junio del 2020, artículo XVII, referente a las acciones necesarias respecto a las mejoras y requerimientos en los sistemas informáticos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a esos efectos, se otorga el plazo de 15 días hábiles para su rendición. 
La Dirección de Gestión Humana tomará nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Hlk50556927]ARTÍCULO XXXVII
Documento N° 372-20

En la sesión N° 14-2020 celebrada el 4 de mayo del 2020, artículo XX, se solicitó al licenciado Raúl Hernández González, Asesor externo de la Junta Administradora de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que elaborara la hoja de ruta para el nuevo estudio actuarial del 2020 y que considere las observaciones ha hecho la Superintendencia de Pensiones sobre los estudios anteriores, y la viabilidad de crear un fondo especial para el pago del seguro de salud de los pensionados y jubilados.

- 0 -

Informa la Secretaría General de la Corte, que revisados los registros que esta lleva, se encuentra pendiente el informe solicitado en la sesión supra.
Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación realizada por la Secretaría General de la Corte. 2.) Reiterar al licenciado Raúl Hernández González, Asesor externo de la Junta Administradora de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la necesidad de disponer del informe solicitado en ° 14-2020 celebrada el 4 de mayo del 2020, artículo XX, referente a la hoja de ruta para el nuevo estudio actuarial del 2020, a esos efectos, se otorga el plazo de 15 para su rendición. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc50044509]ARTÍCULO XXXVIII
Documento N° 363-20.
En la sesión N° 15-2020 celebrada el 11 de mayo del 2020, artículo IV, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
 “En sesión N° 14-20 celebrada el 4 de mayo de 2020, artículo X, por unanimidad, se tuvo por conocido el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 27-2020 celebrada el 24 de marzo del 2020, artículo XXIX, en que se conoció el oficio N° PJ-DGH-AP-1073-2020 de la Dirección de Gestión Humana, con relación al Consejo Nacional de Personas con Discapacidad, conocido como “CONAPDIS”. Asimismo, se aprobó la recomendación de la Dirección de Gestión Humana, por lo que se estableció que el CONAPDIS sea la institución que certifique para los casos de solicitud de pensión por orfandad, para mayores de edad y con condición de invalidez e incapacidad para desempeñar actividades remuneradas. En ese momento, se delegó a la integrante Moya Aguilar para que actualizara el Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones.

En razón de lo acordado por esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial; mediante sesión N° 14-20 celebrada el 4 de mayo de 2020, artículo X, se acuerda por unanimidad: Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que proceda a coordinar un convenio con el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (CONAPDIS) e informe a este órgano para su respectiva aprobación.

La Dirección Jurídica tomará nota para los fines consiguientes.”


- 0 -

Informa la Secretaría General de la Corte, que revisados los registros que esta lleva, se encuentra pendiente lo solicitado en la sesión supra.

- 0 -

Por unanimidad, se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación realizada por la Secretaría General de la Corte. 2.) Hacer de conocimiento de la Secretaría General de la Corte, que esta Junta Administradora recibió en audiencia al doctor Jimmy Mauricio Méndez Vargas, del Consejo Nacional de Personas con Discapacidad, en sesión N° 28-2020 del 2 de agosto de 2020, artículo I y se acordó que cuando se presenten casos de personas gestionantes de pensión que indiquen invalidez, se entreguen los requisitos de CONAPDIS para obtener la certificación correspondiente por parte de ese ente y continuar con el trámite de pensión por parte de la Dirección de Gestión Humana y del Departamento de Trabajo Social para el estudio socioeconómico, por lo que deberá dar por finiquitado el informe pendiente.
La Dirección Jurídica tomará nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXXIX 
Documento N° 818-2020
La Integrante Lucrecia Ruiz Rojas, Secretaría de esta Junta Administradora, mediante correo electrónico del 3 de septiembre de 2020, remitió lo siguiente:
“CIRCULAR EXTERNA
SGF-2985-2020 SP-1120-2020 SGS-C-0013-2020 SGV-1534
02 de setiembre 2020

Dirigida a: 

a) Supervisados por SUGEF:

1. Bancos comerciales del Estado;
2. Bancos creados por ley especial;
3. Bancos privados;
4. Empresas financieras no bancarias;
5. Organizaciones cooperativas de ahorro y crédito;
6. Mutuales de ahorro y préstamo y
7. Caja de ahorro y préstamos de la ANDE;

b) Supervisados por SUGEVAL:

1. Puestos de Bolsa y Sociedades Administradoras de Fondos de Inversión;
2. Bolsas de Valores;
3. Sociedades de compensación y liquidación;
4. Proveedores de Precio;
5. Entidades que brindan servicios de custodia;
6. Centrales de Valores;
7. Sistemas de Anotación Electrónica en Cuenta, y
8. Sociedades titularizadoras y fiduciarias.

c) Supervisados por SUGESE:

1. Entidades Aseguradoras y Sociedades Reaseguradoras;
2. Sucursales de entidades aseguradoras extranjeras.

d) Supervisados por SUPEN:

1. Operadoras de Pensiones Complementarias;
2. Fondos complementarios creados por leyes especiales o convenciones colectivas;
3. Regímenes públicos sustitutos del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social.


Asunto: Informar al Sistema Financiero Nacional sobre las fechas y grupos de entidades para el envío del Perfil Tecnológico del Acuerdo SUGEF 14-17 “Reglamento para la Gestión de Tecnologías de Información”.

Los Superintendentes Generales de Entidades Financieras, Pensiones, Valores y Seguros,

Considerando que:

1. El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) aprobó el “Reglamento General de Gestión de la Tecnología de Información”, mediante los artículos 9 y 11 de las actas de las sesiones 1318-2017 y 1319-2017, celebradas el 13 y el 20 de marzo del 2017, respectivamente.

2. Los Lineamientos Generales del Reglamento General de Gestión de la Tecnología de Información fueron emitidos el 28 de marzo de 2017.

3. El artículo 9 Perfil Tecnológico del Reglamento en referencia, señala que cada entidad supervisada debe elaborar y mantener actualizado su perfil tecnológico y que cuando la unidad de TI es corporativa se debe remitir un único perfil y coordinar que ese perfil tecnológico se ajuste al marco de gestión de TI. Además, establece que el perfil tecnológico debe identificar las particularidades de cada una de las entidades integrantes del grupo o conglomerado financiero a las cuales les aplica.

4. El numeral 2 Perfil Tecnológico (Artículo 9) de los Lineamientos Generales del Reglamento General de Gestión de la Tecnología de Información, establece que el formato del archivo del perfil tecnológico y su medio de remisión, serán comunicados por la respectiva Superintendencia.

5. El artículo 10 de los “Lineamientos Generales al Reglamento General de Gestión de la Tecnología de Información,” establece que el perfil tecnológico debe ser remitido anualmente.

6. Las entidades supervisadas requieren conocer los aspectos a cumplir en la preparación del archivo de remisión del Perfil Tecnológico.

7. El Sistema de Captura, Verificación y Carga de Datos (SICVECA) desarrollado por SUGEF, es el medio para la recepción del Perfil Tecnológico definido en el Acuerdo SUGEF 14-17, excepto para el caso de las entidades supervisadas por SUGESE.

8. A las entidades de Pensiones se comunicaron las disposiciones para la remisión del Perfil Tecnológico mediante el oficio SP-A-189-2017 del 31 de octubre del 2017.

Disponen:

Emitir los siguientes aspectos referentes a la preparación del archivo de remisión del Perfil Tecnológico y la definición de grupos de entidades para su envío.

1. La estructura y archivos necesarios para la completitud del Perfil Tecnológico se encuentran disponibles en el sitio Web de cada Superintendencia, a saber:

	Superintendencia
	Sitio Web

	SUGEF
	https://www.sugef.fi.cr/informacion_relevante/manuales/manual_de_informacion_sicveca.aspx

	SUGEVAL
	www.sugeval.fi.cr

	SUGESE
	www.sugese.fi.cr 
https://www.sugese.fi.cr/seccion-marco-legal/acuerdos-superintendente/acuerdos-conjuntos-superintendencia

	SUPEN
	www.supen.fi.cr



2. La estructura de los archivos tipo XML para el formato del Perfil Tecnológico está diseñada sobre archivos XSD. Las entidades podrán utilizar la herramienta Infopath para el llenado de la información requerida.

3. El archivo tipo XLSX es el formato del Perfil Tecnológico para las entidades supervisadas por SUGESE.

4. Para SUGEF, SUGEVAL y SUPEN, el medio de remisión del Perfil Tecnológico es el sistema SICVECA, utilizando la clase de datos 24 “Perfil Tecnológico”.

5. [bookmark: _Hlk46914639]Para SUGESE, las entidades supervisadas, deberán realizar la remisión oficial del Perfil Tecnológico considerando los lineamientos establecidos en el SGS-0678-2019 del 28 de junio de 2019, lo anterior, sin perjuicio de que el Superintendente General de Seguros defina a futuro mediante acuerdo general otro medio de remisión.

6. Las fechas y grupos de entidades para la remisión del Perfil Tecnológico, se detallan en el Anexo 1. Estas fechas y grupos de entidades podrán ser modificadas ante variaciones en las prioridades de supervisión, mediante carta de la respectiva Superintendencia en el caso de entidades con gestión de TI individual.

7. Para efectos de la remisión del Perfil Tecnológico, en lo relativo al tipo de gestión de TI, se reitera que, si la gestión de TI de las entidades es individual, deberán remitir un perfil tecnológico por cada entidad supervisada, excepto que se haya autorizado la solicitud para que su gestión sea considerada corporativa, en cuyo caso deben remitir un único Perfil Tecnológico para las entidades del grupo o conglomerado a las cuales se autorizó la gestión corporativa.

Rige a partir del 4 de enero del 2021.

(…)”

Anexos:
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Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por recibida la circular externa N° SGF-2985-2020 / SP-1120-2020 / SGS-C-0013-2020 / SGV-1534 del 2 de septiembre de 2020, emitida por las diferentes Superintendencias adscritas al Banco Central, en lo concerniente a esta Junta Administradora, la Superintendencia de Pensiones. 2.) Hacer el presente acuerdo de conocimiento de la Dirección de Tecnología de la Información y del Departamento Financiero Contable.
SALE DE LA SESIÓN EL INTEGRANTE PRESIDENTE CARLOS MONTERO ZÚÑIGA, EN SU LUGAR, PRESIDE LA PRESENTE SESIÓN EL INTEGRANTE ARNOLDO HERNANDEZ SOLANO.
ARTÍCULO XL 
Documento N° 814-2020 / 828-2020
Mediante oficio N° 3205-DE-2020 del 7 de septiembre de 2020, la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, remitió el oficio N ° SP-1136-2020 de fecha 3 de setiembre em curso, suscrito por el señor Mauricio Soto Rodríguez, director de la División de Supervisión de Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), que literalmente indica:
“Se recibió el oficio N° 494-2020 del 3 de agosto de 2020, donde se comunica el acuerdo de la Junta Administradora, en el cual se da por conocido el oficio SP-952-2020 del 14 de julio de 2020 y se traslada al Asesor Actuarial, Raúl Hernández. Sobre el particular, en el oficio SP-952-2020, se había solicitado el envío de la información en un plazo de 20 días hábiles, el cual venció el pasado 13 de agosto de 2020, sin que de previo se presentara una solicitud de prórroga, ampliación de plazo o justificación para la no atención de lo requerido.

Por lo tanto, se comunica que su representada se encuentra en estado de incumplimiento por la falta de atención de los requerimientos solicitados en el SP-952-2020 y se insta a que el Fondo regularice la situación planteada y remitan a la brevedad la información solicitada”.

(…)”
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Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por recibido el oficio N° 3205-DE-2020 del 7 de septiembre de 2020, suscrito la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en donde remitió el oficio N ° SP-1136-2020 de fecha 3 de setiembre em curso, suscrito por el señor Mauricio Soto Rodríguez, director de la División de Supervisión de Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN). 2.) Se deja constancia en el presente acuerdo que esta Junta Administradora realizó en tiempo todas las actuaciones necesarias para la efectiva comunicación de lo solicitado por la Superintendencia de Pensiones, sin embargo, por otros factores no se pudo comunicar dentro del plazo establecido.
ARTÍCULO XLI 
Documento N° 815-2020 / 818-2020
Mediante oficio N° SP-1137-2020 del 3 de septiembre de 2020, el señor Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Supervisión de Regímenes Colectivos, remitió lo siguiente:
“Se recibió su oficio N° 0564-2020 del 24 de agosto de 2020, mediante el cual solicita una mayor gradualidad para la adopción de la normativa aplicable al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial; así como, una prórroga para atender los requerimientos de los oficios SP-439-2020, SP-489-2020 y el SP-626-2020.

Sobre la primera petitoria, no es posible establecer una gradualidad para la adopción de la normativa vigente, entre la cual se encuentra el Reglamento sobre Gobierno Corporativo que en sus artículos 5 establece lo siguiente:

“…El Órgano de Dirección es el responsable de la estrategia, de la gestión de riesgos, de la solidez financiera o solvencia, de la organización interna y estructura de Gobierno Corporativo de la entidad regulada. Delega la administración de las tareas operativas, pero no la responsabilidad y debe rendir cuentas por la gestión de los recursos y por el seguimiento de las acciones de sus delegados y de los comités…”.

Además, en su artículo 8 entre las responsabilidades del Órgano de Dirección se indica:

“… Aprobar la selección y remoción de los funcionarios de la Alta Gerencia, y de los responsables de los Órganos de Control…”.

Por lo anterior y siendo responsabilidad de esa Junta Administradora el aprobar la estructura organizacional y funcional del Fondo; así como, el proporcionar los recursos necesarios para el cumplimiento de sus responsabilidades, aunque se conocen sus particularidades, no es posible otorgar una prórroga para el nombramiento del Director Ejecutivo, Función de Auditoría y Función de Cumplimiento, requerimientos que se comunicaron en los oficios referenciados en la segunda petitoria, y se les insta a que se ajusten a la normativa en el menor plazo posible.

En cuanto a la tercera petitoria sobre ampliar el plazo de atención a los requerimientos relacionados con tecnologías de información, comunicados en el oficio SP-489-2020, considerando los argumentos expuestos, se aprueba la prórroga solicitada al 24 de febrero de 2021. Sin embargo, se debe remitir a más tardar al 04 de diciembre del año en curso, un informe sobre el avance de las actividades ejecutadas para el cumplimiento de lo requerido por este ente supervisor”.
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Precedente Administrativo de interés:



- 0 -

Se acordó: 1.) Tener por recibido el oficio N° SP-1137-2020 del 3 de septiembre de 2020, suscrito por el señor Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Supervisión de Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones. 2.) Solicitar una audiencia presencial o virtual a la Superintendente de Pensiones, licenciada Rocío Aguilar Montoya, con la finalidad de que esta Junta Administradora pueda exponer la situación actual de la estructura organizativa de este órgano, así como los avances que se han realizado sobre el tema. Asimismo, es menester mencionar que actualmente se está a la espera de una consulta realizada a la Procuraduría General de la República referente a los alcances de la desconcentración máxima otorgada por ley a esta Junta Administradora como órgano perteneciente al Poder Judicial.
ARTÍCULO XLII
Documento N° 809-2020
Mediante oficio N° 1178-TE-2020 del 2 de septiembre de 2020, el máster Miguel Ovares Chavarría, la máster Floribel Campos Solano, Jefa del Proceso de Tesorería y la máster Andrea Valerín Arroyo, Jefa del Subproceso de Egresos, remitieron lo siguiente:
“En virtud de la publicación en el diario oficial La Gaceta el 18 de julio de 2020 del Decreto Legislativo N° 9875 “para Trasladar los feriados a los lunes, con el fin de promover la visita interna y el turismo durante los años 2020 al 2024”, que para lo que interesa señala:

“ARTÍCULO ÚNICO-Se adiciona un transitorio al artículo 148 de la Ley 2, Código de Trabajo, de 27 de agosto de 1943. El texto es el siguiente: 

Artículo 148- 

[…] 

Transitorio al artículo 148- 

Por única vez, el disfrute del feriado correspondiente a las fechas 25 de julio y 15 de agosto de 2020 se trasladará al día lunes inmediato posterior; el correspondiente a las fechas 15 de setiembre y 1 de diciembre de 2020, al día lunes inmediato anterior.” (subrayado no es del original)

En razón de lo anterior se informa que, el día 14 de setiembre de 2020 y el día 30 de noviembre de 2020, se encuentran establecidas como las fechas de pago de la primera quincena de setiembre 2020 y la segunda quincena de noviembre 2020 respectivamente, en el calendario de pagos respectivo.

Por lo que, verificadas las fechas de traslado de los feriados del 15 de setiembre de 2020 y el 1° de diciembre de 2020, se determina que fueron trasladados al día 14 de setiembre de 2020 y 30 de noviembre de 2020, fechas en que se cancelarían por parte de esta oficina los beneficios de jubilación y pensión.

En consulta efectuada vía correo electrónico al Ejecutivo de Cuenta del Banco de Costa Rica que brinda atención a este Macroproceso, el Licenciado Carlos Sibaja Morales, señala que de existir inconsistencias al aplicar los pagos durante esos días en el Sistema BCR Comercial (14 de setiembre de 2020 y 30 de noviembre de 2020), las mismas serían atendidas hasta el día hábil siguiente (15 de setiembre de 2020 y 1° de diciembre de 2020).

Por lo antes expuesto, esta oficina de manera atenta y respetuosa hace de conocimiento de esa Junta Administradora que, se modificarán las fechas de pago de la primera quincena de setiembre de 2020 y la segunda quincena de noviembre de 2020, de la siguiente forma:

[image: ]

Lo anterior, con el fin de que el mismo día que se cancelan los beneficios de jubilación y pensión, las inconsistencias puedan ser atendidas por la entidad bancaria Banco de Costa Rica y no causar inconvenientes a las personas beneficiarias”.
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Se recibe al máster Miguel Ovares Chavarría, en condición de jefe del Departamento Financiero Contable quien expone el contenido del oficio N° 1178-TE-2020 del 2 de septiembre de 2020. Manifiesta que se coordinó con la Dirección de Gestión Humana, así como con el personal ejecutivo correspondiente del Banco de Costa Rica con la finalidad de cancelar la planilla de la primera quincena de septiembre de 2020, el día 11 de septiembre y no como estaba establecido en el cronograma de pagos ni como se indicó en el oficio de cita. 
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Se acordó de forma unánime: 1.) Tomar nota de las manifestaciones realizadas por el máster Miguel Ovares Chavarría, jefe del Departamento Financiero Contable. 2.) Solicitar que se realicen los esfuerzos necesarios en coordinación con la Dirección de Gestión Humana para que el pago de las jubilaciones y pensiones de la primera quincena de septiembre se realice el día 11 de septiembre de 2020. En caso de que no se logre tramitar lo que corresponda para que se cancele en la fecha citada por temas logísticos con dichas entidades y ante el eventual riesgo de no poder cancelar de forma correcta, como segunda opción se autoriza para que se ejecute lo solicitado mediante oficio N° 1178-TE-2020 del 2 de septiembre de 2020, remitido por el Departamento Financiero Contable. 
La Dirección Ejecutiva y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota par los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XLIII
Documento N° 875-2020
Antecedentes de interés:
1.) En sesión N° 22-2020 del 29 de julio de 2020, artículo V, en lo conducente, se acordó que se procediera con el ajuste en el Reglamento General del Régimen para incluir fecha de vigencia del beneficio a partir de la presentación de la gestión cuando se realiza posterior a 15 días hábiles después al fallecimiento de la persona causante.
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[bookmark: _Hlk12203430][bookmark: _Hlk42696808][bookmark: _Hlk43904116]2.) Posteriormente, en sesión N° 24-2020 del 13 de julio del 2020, artículo XXII, se conoció la solicitud de pensión presentada el 21 de noviembre de 2018 por el señor Juan Warnes Ulate García, en calidad de padre del servidor judicial fallecido Henrry Warner Ulate Aguilar, cuyo deceso acaeció el 29 de octubre de 2018, en el citado acto administrativo esta Junta Administradora acordó lo siguiente:
“(…)
Una vez analizadas las gestiones presentada por el señor Juan Warnes Ulate García, en calidad de padre del servidor judicial fallecido Henrry Warner Ulate Aguilar, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el informe número PJ-DGH-AP-2497-2020 de 23 de junio de 2020 suscrito por la licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, Subdirectora interina, Jefe interino de Administración Personal y Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de la Dirección de Gestión Humana, por lo anterior, de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se acuerda por unanimidad: Acoger la solicitud de pensión que formula el señor Ulate García, cuya asignación mensual será equivalente al 80 % del monto de la jubilación que le correspondería al servidor judicial fallecido al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 30 de octubre de 2018.
Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y del Departamento Financiero Contable. Se declara acuerdo firme.
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[bookmark: _Hlk2502170][bookmark: _Hlk44004664][bookmark: _Hlk44074423][bookmark: _Hlk44012318]3.) Finalmente, en la misma sesión pero en su artículo XXIII, se conoció solicitud de pensión presentada 4 de febrero de 2020 por el señor Caleb Barrantes Núñez, en calidad de representante legal de su hermana Raquel Barrantes Núñez hija con discapacidad de la jubilada judicial fallecida Lidieth Núñez Blanco, cuyo deceso acaeció el 12 de enero de 2020, en el citado acuerdo, este órgano dispuso lo siguiente:
“(…)
Por unanimidad se acordó: 1.) Tener por recibido el oficio N° PJ-DGH-AP-2515-2020 de 15 de junio de 2020, de la Dirección de Gestión Humana, y N°20-000101-0726-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología referente al caso de la señora Raquel Barrantes Núñez, en calidad de hija en estado de invalidez, de la pensión de la señora Lidieth Núñez Blanco, jubilada judicial fallecida. 2.) Aprobar la pensión de la señora Barrantes Núñez, cuya asignación mensual será equivalente al 80 % del monto de la jubilación que disfrutaba la señora Núñez Blanco, a partir del 13 de enero de 2020. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y del Departamento Financiero Contable, para el respectivo trámite. Se declara acuerdo firme”.
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Manifiesta la integrante Ingrid Aguilar que en conversación con la asesora jurídica externa, licenciada Karol Monge Molina, con base en lo acordado en la sesión N° 22-2020 del 29 de julio de 2020, artículo V, las pensiones otorgadas en la sesión 24-2020 del 13 de julio de 2020, artículos XXII y XXIII, debían ser aprobadas a partir del momento de la presentación de la gestión, debido a que se realizó después de 15 días hábiles del deceso de los causantes, sin embargo, valorando el costo-beneficio de modificar los acuerdos, es más favorable dejar las fechas de rige tal y como se acordaron en su momento.
Por lo anterior, por unanimidad se acuerda lo siguiente: 1.) Mantener las fechas de rige de las pensiones otorgadas 24-2020 del 13 de julio de 2020, artículos XXII y XXIII. 2.) En aclaración a lo anterior, es menester ratificar lo siguiente: a.) Cuando la solicitud de pensión se recibe en la Dirección de Gestión Humana, dentro de los primeros quince días hábiles después del fallecimiento del causante, en caso de proceder, la pensión se aprobará a partir del día siguiente del fallecimiento. b.) Cuando la solicitud de pensión se presente después de los primeros quince días hábiles a partir del fallecimiento del causante, en caso de proceder la solicitud, se aprobará a partir de la fecha de presentación de la gestión.
La Dirección de Gestión Humana y el Departamento Financiero Contable tomará nota para los fines correspondientes.
---o0o---
A las 12:55 horas terminó la sesión.
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Sala Segunda de la Corte
Resolucion N° 00223 - 2002

Fecha de la Resoluciéon: 14 de Mayo del 2002

Expediente: 98-002216-0166-LA

Redactado por: Alvaro Fernandez Silva

Clase de Asunto: Proceso ordinario laboral

Analizado por: CENTRO DE INFORMACION JURISPRUDENCIAL

Sentencias Relacionadas

Contenido de Interés:

Temas (descriptores): Pension por viudez

Subtemas (restrictores): Otorgamiento pese a percibir pension propia mayor a la del causante, Analisis sobre la dependencia
econodmica reciproca que se dio entre los convivientes

Tipo de contenido: Voto de mayoria

Rama del derecho: Derecho Laboral

"Il. Esta acreditado que, la sefiora Miryam Pastor Saenz, contrajo matrimonio con el sefior Alejandro Saborio Aguilar el 11 de enero
de 1.958 y que convivieron hasta la fecha en que este ultimo fallecio, el 8 de junio de 1.997 (folios 4 y 5). Asimismo quedo
demostrado que, el fallecido, desde el 11 de enero de 1.993 y hasta la fecha de su muerte, disfrutdé de una pension por vejez, del
Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte, administrado por la Caja Costarricense de Seguro Social; cuyo monto ascendia, a la fecha
del deceso, a la cantidad de ¢ 25.458,15. Cuando su conyuge fallecio, la sefiora Pastor Saenz solicitd6 que se le concediera una
pension por viudez, gestion que le fue denegada administrativamente, por considerarse que no dependia econémicamente del
causante, pues percibia una pension del Régimen del Magisterio Nacional, cuyo monto era muy superior del que recibia su conyuge
(folio 7). Disconforme con lo resuelto, la petente apeld lo resuelto ante la Gerencia de la Division de Pensiones, pero por resolucion
N° 14.318, del 2 de octubre de 1.997, se confirmé lo resuelto; dandose por agotada la via administrativa (folio 6). La demanda fue
planteada, entonces, para que se le concediera la pension pretendida, desde el momento en que se gestion6 administrativamente y
hacia el futuro, para que se impusiera el pago de los intereses legales, sobre las cuotas adeudadas; asi como el de ambas costas.
La representacion de la demandada opuso las excepciones de falta de derecho y la genérica de “sine actione agit’. Procede,
entonces, determinar si la actora cumple o no los requisitos reglamentarios, para poder obtener la pension que reclama. lll.- El
texto del inciso 1. a), del articulo 9 del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte, vigente a la fecha en que la actora realizd su
gestion administrativa, en lo que al caso atafe, disponia: “Tiene derecho a pensién por viudez: / 1. El conyuge del asegurado
fallecido o de la causante segun las siguientes condiciones: / a) El conyuge sobreviviente que haya convivido en forma continua y
bajo el mismo techo y ademas haya dependido econémicamente del fallecido, mientras no contraiga nuevas nupcias, ni entre en
union libre”. Administrativamente, s6lo se eché de menos el requisito de la dependencia econémica, pues se estimo que, al contar,
la actora, con una pension propia, inclusive mayor a la del causante, quedaba demostrado que no dependia econémicamente de su
conyuge. El representante de la demandada, en sede judicial, aparte de la razon indicada, ahora también sefiala que no se valord
el hecho de que la accionante vive con un hijo; pudiendo, éste, colaborar en su manutencién. Analizados los reproches hechos,
por el recurrente, a la sentencia del Ad-quem, la Sala estima que los integrantes del Tribunal no incurrieron en los yerros de
valoracion que se acusan. De conformidad con la prueba evacuada se tiene que, actora y causante, convivieron en matrimonio
aproximadamente cuarenta afos. Las declaraciones de las personas que se presentaron a atestiguar, fueron contestes en el
sentido de que la sefiora Pastor Saenz y el fallecido, convivieron por muchos afios, en la casa de habitacion que les pertenecia y
que ambos, en forma conjunta, le hacian frente a sus necesidades (Ver declaraciones de Flor Maria Flores Leon, al folio 22; de
Maria Eugenia Montoya Lascarez, al folio 23; y, de Mayela Retana Carmona, al folio 24). El argumento esencial, utilizado por la
demandada, para denegar la pension solicitada, radica en el hecho de que la actora percibe una pensién, del Régimen del
Magisterio Nacional, cuyo monto es superior al que percibia el causante; sin embargo, a criterio de la Sala, esa no es razén valida
ni suficiente, por si sola, para denegarle a la demandante, el derecho que reclama. En efecto, esta claro que la actora y el
causante, en forma conjunta, utilizaban el monto de sendas exiguas jubilaciones, para hacerle frente a sus necesidades
personales. La testigo Retana Carmona, en ese sentido, declaro: “.. ella unicamente recibe una pension del Magisterio, creo que
es poca porque no sé cuanto recibe, pero como tiene un préstamo es menor. Ella dependia econémicamente del sefior Alejandro
Saborio, él le pagaba la luz, el teléfono, le daba para la comida, porque no le alcanzaba con lo de ella, entre los dos hacian los
pagos”(folio 24). Por otra parte, de la documental que ha sido aportada a los autos, se tiene que la pension que recibe la actora,
asciende a un monto aproximado de cincuenta y siete mil colones; cantidad que, sin lugar a dudas, resulta insuficiente para que la
accionante pueda velar por todas sus necesidades. La pensiéon que percibia su conyuge era de aproximadamente veintiséis mil
colones; por lo que, aun la suma de ambos montos, resulta ser baja y, a la fecha, sin tomar en cuenta los posibles aumentos, no
supera el salario minimo vigente, fijado en el correspondiente Decreto (N° 29.951-MTSS, publicado en La Gaceta, N° 220, del
15 de noviembre del 2.001). Luego, el otro argumento del recurrente —para tratar de escamotearle su derecho, a la actora, como
conducta injusta del “no pagar”-, en el sentido de que la demandante vive con un hijo y que seguramente éste ayuda a solventar





sus necesidades, aparte de que no fue un argumento utilizado administrativamente, para denegarle la pension, tampoco puede
servir aqui para sustentar esa tozuda y generalizada posicién denegatoria; pues no existe prueba de que asi sea; aparte de que ha
quedado acreditada la dependencia reciproca, entre la actora y su esposo muerto, que es el requisito previsto en la norma. Un
asunto con visos semejantes al que ahora se analiza, ya fue resuelto por la Sala, en la sentencia nimero 176, de las 16:10 horas,
del 31 de mayo de 1.995, en los siguientes términos: “.. Considera esta Sala que el concepto de "vivir a expensas”, no debe
entenderse en términos absolutos, y denegarse tal beneficio en los casos en que, como el subjudice, la petente cuente con
una pension propia, cuyo monto no es suficiente por si mismo, para satisfacer necesidades vitales de una persona... Los
unicos medios economicos de subsistencia con que ambos contaban eran con sus respectivas pensiones, sin que pueda decirse
que éstas eran utilizadas en forma aparte e independiente, contrario a los principios que sustentan un vinculo de convivencia
marital, sobre todo tomando en cuenta la edad de los convivientes y lo estable de su relacién. No cabe duda a esta Sala de
la dependencia econdémica reciproca que se dio entre los convivientes, toda vez que si tal convivencia se prolongé por mas
de cuarenta afios, satisfaciendo en conjunto sus necesidades con sus escualidas pensiones, ..., no puede ahora en esta etapa de
su vida, negarsele el derecho a la actora de seguir gozando de la pension de la cual se beneficiaba en vida de su compafiero.” (La
negrita no esta en el original)."

... Ver menos

Texto de la Resolucion

Exp: 98-002216-0166-LA
Res: 2002-00223
SALA SEGUNDA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las nueve horas cincuenta minutos del catorce de mayo de
dos mil dos.
Proceso ordinario establecido ante el Juzgado de Trabajo, Segundo Circuito Judicial de San José por MIRYAN PASTOR SAENZ,
Educadora pensionada, viuda, vecina de San José contra CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL, representada por el
licenciado José Miguel Barquero Méndez, casado, Abogado, vecino de Heredia. Figura como Apoderado Especial Judicial de la
actora el licenciado Juan Carlos Sanchez Contreras, casado, abogado. Todos mayores.
RESULTANDO:

1.- El apoderado de la actora, en escrito de fecha dieciocho de junio de mil novecientos noventa y ocho, solicité que en sentencia
se declare: “El otorgamiento de una pension de viudez. Concretamente, solicita se obligue a la accionada a conceder a su favor
una pensién por sucesion o por Viudez, la que debe ser efectiva retroactivamente a partir de la fecha en que inicio los tramites
administrativos de solicitud de pension, asi como el pago de ambas costas e intereses sobre las sumas adeudadas desde la fecha
de inicio de la pensién y hasta su efectivo pago, los que deben ser fijados al tipo de interés que paga el Banco Nacional de Costa
Rica, para los depositos a seis meses plazo, tal y como lo establece el articulo 1163 del Cédigo Civil”.

2.- El apoderado de la accionada contestd la demanda en los términos que indica en memorial presentado en fecha diez de
agosto de mil novecientos noventa y ocho y opuso las excepciones de falta de derecho y la genérica de sine actione agit.

3.- La Jueza, licenciada Jenny Saborio Calderén, por sentencia de las ocho horas cincuenta y cinco minutos del siete de
marzo de dos mil, dispuso: 2De conformidad con lo expuesto y normas legales citadas, se declara con lugar la demanda de Miryan
Pastor Saenz contra la Caja Costarricense de Seguro Social, representada por José Miguel Barquero Méndez. Debe otorgar la
accionada a la actora una pensién por la muerte de su esposo Alejandro Saborio Aguilar, asimismo, debera pagarle las
mensualidades caidas o atrasadas por concepto de pensién por viudez, retroactiva a la fecha de la solicitud de la misma, sea,
desde el dia veintitrés de agosto de mil novecientos noventa y siete y hasta la fecha de la Ultima mensualidad adeudada,
contemplandose en la liquidacion total, los eventuales aumentos mensuales que hayan o debieron haber operado para tal pension.
Sobre rentas adeudadas, debera pagar la demandada intereses de ley, (articulo 1163 del Cédigo Civil) conforme hubiere surgido la
obligaciéon por cada mensualidad. Se rechazan las excepciones de falta de derecho y la genérica de sine actione agit. Son ambas
costas a cargo de la parte accionada, fijandose la personales en el veinte por ciento de total de la condenatoria”.

4.- El representante de la demandada apel6 y el Tribunal de Trabajo, Seccién Cuarta, Segundo Circuito Judicial de San
José, integrado por los licenciados Alvaro Moya Arias, Manuel Sancho Madrigal, Zaira Sevilla Mora por sentencia de las dieciséis
horas cincuenta minutos del catorce de febrero de dos mil dos, resolvié: 2Asi las cosas se confirma la sentencia venida en grado
en todos sus extremos”.

5.- El apoderado de la demandada formula recurso para ante esta Sala, en memorial presentado en fecha dos de abril de dos mil
dos, el cual fundamenta en las razones y motivos que de seguido se diran en la parte considerativa.
6.- En los procedimientos se han observado las prescripciones de ley.
Redacta el Magistrado Fernandez Silva; y,
CONSIDERANDO:
I. El apoderado especial judicial de la Caja Costarricense de Seguro Social, muestra disconformidad con la sentencia de la Seccién
Cuarta, del Tribunal de Trabajo de San José, confirmatoria de la emitida por el A-quo, que acogié las pretensiones de la accionante
y le concedié la pension por viudez que solicitd; asi como los pagos dejados de cancelar, desde la fecha de la solicitud
administrativa, los intereses legales sobre los adeudados y ambas costas; fijando, las personales, en el veinte por ciento de la
condenatoria. A juicio del recurrente, en las instancias precedentes no se valoro, adecuadamente, la documentacion aportada, de
donde se desprende que la actora vive con un hijo, sin que se haya considerado que éste aporta ingresos para la manutencion de
la demandante. Por otra parte, sostiene que recibe un monto por pension mayor al que percibia su conyuge, razon por la cual, este





ultimo no satisfacia sus necesidades; y, por consiguiente, estima que no cumple el requisito indispensable de dependencia
econdémica, que prevé la norma. El segundo motivo de disconformidad, radica en la condenatoria en costas que se fij6
porcentualmente; pues, en su criterio, debe ser fijada en una suma prudencial. Con base en esos argumentos, pretende la
revocatoria de lo fallado; y, subsidiariamente, de mantenerse lo resuelto por el fondo, que la fijacién de las costas se haga de
manera prudencial.

Il. Esta acreditado que, la sefiora Miryam Pastor Sadenz, contrajo matrimonio con el sefior Alejandro Saborio Aguilar el 11 de enero
de 1.958 y que convivieron hasta la fecha en que este ultimo fallecid, el 8 de junio de 1.997 (folios 4 y 5). Asimismo quedo
demostrado que, el fallecido, desde el 11 de enero de 1.993 y hasta la fecha de su muerte, disfruté de una pensién por vejez, del
Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte, administrado por la Caja Costarricense de Seguro Social; cuyo monto ascendia, a la fecha
del deceso, a la cantidad de ¢ 25.458,15. Cuando su cényuge fallecio, la sefiora Pastor Saenz solicité que se le concediera una
pensioén por viudez, gestion que le fue denegada administrativamente, por considerarse que no dependia econémicamente del
causante, pues percibia una pension del Régimen del Magisterio Nacional, cuyo monto era muy superior del que recibia su conyuge
(folio 7). Disconforme con lo resuelto, la petente apel6 lo resuelto ante la Gerencia de la Division de Pensiones, pero por resolucion
N° 14.318, del 2 de octubre de 1.997, se confirmé lo resuelto; dandose por agotada la via administrativa (folio 6). La demanda fue
planteada, entonces, para que se le concediera la pension pretendida, desde el momento en que se gestion6 administrativamente y
hacia el futuro, para que se impusiera el pago de los intereses legales, sobre las cuotas adeudadas; asi como el de ambas costas.
La representacion de la demandada opuso las excepciones de falta de derecho y la genérica de “sine actione agit’. Procede,
entonces, determinar si la actora cumple o no los requisitos reglamentarios, para poder obtener la pension que reclama.

lll.- El texto del inciso 1. a), del articulo 9 del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte, vigente a la fecha en que la actora

realizd su gestion administrativa, en lo que al caso atafie, disponia: “Tiene derecho a pensién por viudez: / 1. El conyuge del
asegurado fallecido o de la causante segun las siguientes condiciones: / a) El conyuge sobreviviente que haya convivido en forma
continua y bajo el mismo techo y ademas haya dependido econémicamente del fallecido, mientras no contraiga nuevas nupcias, ni
entre en union libre”. Administrativamente, s6lo se echd de menos el requisito de la dependencia econémica, pues se estimd que,
al contar, la actora, con una pension propia, inclusive mayor a la del causante, quedaba demostrado que no dependia
economicamente de su cényuge. El representante de la demandada, en sede judicial, aparte de la razon indicada, ahora también
sefiala que no se valor6 el hecho de que la accionante vive con un hijo; pudiendo, éste, colaborar en su manutencion. Analizados
los reproches hechos, por el recurrente, a la sentencia del Ad-quem, la Sala estima que los integrantes del Tribunal no incurrieron
en los yerros de valoracion que se acusan. De conformidad con la prueba evacuada se tiene que, actora y causante, convivieron
en matrimonio aproximadamente cuarenta afios. Las declaraciones de las personas que se presentaron a atestiguar, fueron
contestes en el sentido de que la sefiora Pastor Saenzy el fallecido, convivieron por muchos afios, en la casa de habitacion que les
pertenecia y que ambos, en forma conjunta, le hacian frente a sus necesidades (Ver declaraciones de Flor Maria Flores Leon, al
folio 22; de Maria Eugenia Montoya Lascarez, al folio 23; y, de Mayela Retana Carmona, al folio 24). El argumento esencial,
utilizado por la demandada, para denegar la pensién solicitada, radica en el hecho de que la actora percibe una pension, del
Régimen del Magisterio Nacional, cuyo monto es superior al que percibia el causante; sin embargo, a criterio de la Sala, esa no es
razon valida ni suficiente, por si sola, para denegarle a la demandante, el derecho que reclama. En efecto, esta claro que la actora
y el causante, en forma conjunta, utilizaban el monto de sendas exiguas jubilaciones, para hacerle frente a sus necesidades
personales. La testigo Retana Carmona, en ese sentido, declar6: “.. ella tnicamente recibe una pensién del Magisterio, creo que
es poca porque no sé cuanto recibe, pero como tiene un préstamo es menor. Ella dependia econoémicamente del sefior Alejandro
Saborio, él le pagaba la luz, el teléfono, le daba para la comida, porque no le alcanzaba con lo de ella, entre los dos hacian los
pagos” (folio 24). Por otra parte, de la documental que ha sido aportada a los autos, se tiene que la pension que recibe la actora,
asciende a un monto aproximado de cincuenta y siete mil colones; cantidad que, sin lugar a dudas, resulta insuficiente para que la
accionante pueda velar por todas sus necesidades. La pension que percibia su conyuge era de aproximadamente veintiséis mil
colones; por lo que, aun la suma de ambos montos, resulta ser baja y, a la fecha, sin tomar en cuenta los posibles aumentos, no
supera el salario minimo vigente, fijado en el correspondiente Decreto (N° 29.951-MTSS, publicado en La Gaceta, N° 220, del
15 de noviembre del 2.001). Luego, el otro argumento del recurrente —para tratar de escamotearle su derecho, a la actora, como
conducta injusta del “no pagar’-, en el sentido de que la demandante vive con un hijo y que seguramente éste ayuda a solventar
sus necesidades, aparte de que no fue un argumento utilizado administrativamente, para denegarle la pensién, tampoco puede
servir aqui para sustentar esa tozuda y generalizada posicion denegatoria; pues no existe prueba de que asi sea; aparte de que ha
quedado acreditada la dependencia reciproca, entre la actora y su esposo muerto, que es el requisito previsto en la norma. Un
asunto con visos semejantes al que ahora se analiza, ya fue resuelto por la Sala, en la sentencia numero 176, de las 16:10 horas,
del 31 de mayo de 1.995, en los siguientes términos:
“.. Considera esta Sala que el concepto de "vivir a expensas”, no debe entenderse en términos absolutos, y denegarse tal
beneficio en los casos en que, como el subjudice, la petente cuente con una pensién propia, cuyo monto no es suficiente
por si mismo, para satisfacer necesidades vitales de una persona... Los tunicos medios econdémicos de subsistencia con que
ambos contaban eran con sus respectivas pensiones, sin que pueda decirse que éstas eran utilizadas en forma aparte e
independiente, contrario a los principios que sustentan un vinculo de convivencia marital, sobre todo tomando en cuenta la edad
de los convivientes y lo estable de su relacion. No cabe duda a esta Sala de la dependencia econémica reciproca que se
dio entre los convivientes, toda vez que si tal convivencia se prolongd por mas de cuarenta afios, satisfaciendo en conjunto sus
necesidades con sus escualidas pensiones, ..., no puede ahora en esta etapa de su vida, negarsele el derecho a la actora de
seguir gozando de la pension de la cual se beneficiaba en vida de su compafiero.” (La negrita no esta en el original).

IV.- En cuanto al reclamo por las costas, se estima que si lleva razén el representante de la demandada; pues, de conformidad con
lo previsto en el articulo 495 del Cédigo de Trabajo, la fijacion debe hacerse en forma prudencial; dado que se esta en presencia
de un asunto inestimable; en el tanto en que, lo concedido, consiste en una prestacion periddica y vitalicia; y, por ende,
indeterminable. (En igual sentido pueden consultase, entre otras, las sentencias numeros 241, de las 9:10 horas, del 3 de





noviembre de 1.993; y, 188, de las 14:50 horas, del 14 de julio de 1.999). Asi las cosas, lo procedente es revocar el fallo en cuanto
fij6 las costas porcentualmente, para fijarlas en una suma prudencial de cien mil colones.

POR TANTO:
Se revoca la sentencia recurrida, Unicamente, en cuanto fij6 las costas porcentualmente y se fijan en la suma prudencial de cien mil
colones. En todo lo demas, se confirma el fallo impugnado.

Zarela Maria Villanueva Monge

Alvaro Fernandez Silva Jorge Hernan Rojas Sanchez

Bernardo van der Laat Echeverria Juan Carlos Brenes Vargas
fre/m.

Clasificacién elaborada por CENTRO DE INFORMACION JURISPRUDENCIAL del Poder Judicial. Prohibida su reproduccién ylo
distribucion en forma onerosa.

Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 25-08-2020 11:21:06.
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Expediente: 10-000310-0679-LA

Redactado por: Orlando Aguirre Gomez

Clase de Asunto: Proceso de riesgo del trabajo
Analizado por: SALA SEGUNDA
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Sentencia con datos protegidos, de conformidad con la normativa vigente

Contenido de Interés:

Temas (descriptores): Costas del proceso laboral, Riesgo del trabajo (riesgo laboral), Rentas vitalicias
Tipo de contenido: Voto de mayoria

Rama del derecho: Laboral

PROCEDENCIA DEL PAGO DE RENTAS A ESPOSO ANTE EL FALLECIMIENTO DE LA CONYUGE . Debido a la consulta de
constitucionalidad mediante la cual se anul6 el requisito del esposo de justificar que es incapaz para el trabajo, y que no tiene
bienes o rentas suficientes para su manutencion; solo se debia demostrar la dependencia econdmica, la cual fue debidamente
demostrada. Fijacion de costas en la suma prudencial de trescientos cincuenta mil colones. [1297-19]

Citas de Legislaciéon y Doctrina Sentencias Relacionadas

Texto de la Resolucion

*100003100679LA*

Corte Suprema de Justicia
SALA SEGUNDA

SALA SEGUMDA

iz Sopreands bmiica

Exp: 10-000310-0679-LA
Res: 2019-001297
SALA SEGUNDA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA San José, a las nueve horas del diecinueve de julio de dos mil
diecinueve.

Proceso riesgo del trabajo establecido ante el Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlantica, por
[Nombre 001], casado, técnico en informatica, vecino de Limén, contra el INSTITUTO NACIONAL DE SEGUROS, representado por
su apoderada general judicial la licenciada Katia Rosales Villavicencio, de otras calidades desconocidas. Todos mayores.

RESULTANDO:

1.- El actor, en escrito de demanda presentado el nueve de julio de dos mil diez, promovié la presente accién para que en
sentencia se condene al demandado a pagarle una renta a él y a su hija, intereses, dafio moral, y ambas costas del proceso.

2.- La representante del demandado contesté en los términos que indicod en el memorial fechado veinticinco de noviembre
de dos mil diez y opuso la excepcién de pago.

3.- El Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlantica, por sentencia de las catorce horas once minutos
del siete de abril de dos mil diecisiete, dispuso: "Segun las razones expuestas, leyes citadas, articulos 195, 196, 197, 265, del
Cadigo de Trabajo, ordinal 317 inciso 1) del Cédigo Procesal Civil. Se declara sin lugar en todos sus extremos petitorios la presente
demanda de Riesgo de Trabajo por Muerte establecida por [Nombre 001] contra el INSTITUTO NACIONAL DE SEGUROS contra
el INSTITUTO NACIONAL DE SEGUROS. Se declara sin lugar la excepciéon de pago. Se resuelve el presente asunto sin especial
condenatoria en costas por estimar que la parte actora litigd de buena fe..." (Sic).

4.- La parte actora apel6 y el Tribunal de Apelacion de Trabajo del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlantica, sede Limon,
por sentencia de las quince horas diecisiete minutos del diecisiete de agosto de dos mil diecisiete, resolvié : "No se advierte
omisiéon o vicio que haya podido causar la nulidad de los procedimientos. Se rechaza el recurso de apelacién interpuesto y se





confirma la sentencia venida en alzada". (Sic).
5.- El actor formul6 recurso para ante esta Sala en escrito remitido via facsimile el doce de setiembre de dos mil diecisiete, el cual
se fundamenta en los motivos que se diran en la parte considerativa.
6.- En los procedimientos se han observado las prescripciones de ley.
Redacta el Magistrado Aguirre Gémez;y,
CONSIDERANDO:

l.- RECURSO ANTE LA SALA: El actor reprocha que el juez no valoré que la contestacion de la demanda fue
extemporanea, aparte de que se omitié aceptar o rechazar los hechos, limitandose a interponer la defensa de pago, a lo que debe
agregarse que el Instituto accionado no se hizo presente a la audiencia de conciliacion. Segun el recurso, el juez tampoco valoré el
testimonio evacuado, de acuerdo con el cual después de la muerte de su esposa el accionante no quiere salir y se incapacita
constantemente por crisis nerviosas. Por ello considera se han quebrantado las reglas de la sana critica. Dice que el juez debid
hacer su estimacion del dafio moral, partiendo de la ausencia de oposicién a la demanda y el desinterés de la parte accionada.
Luego, el recurrente sostiene que el Tribunal tuvo por no demostrada la dependencia econdémica, a pesar de indicar que los
salarios de los dos (se entiende que hace referencia a los del actor y a los de su esposa fallecida) son los que “... llevan adelante
las obligaciones del hogar, nétese que los salarios de los dos no son de salarios de profesionales o jefaturas” . Seguidamente
aduce que la parte demandada no opuso ninguna negativa para el reconocimiento de la ayuda de la hija. Por ultimo, segun el
recurso, debe quedar claro que dofia [Nombre 006] muere accidentada en trayecto hacia su casa, lo que debe calificarse como un
riesgo in itinere, debiendo determinarse el alcance y extension de la responsabilidad de la parte demandada. Pide dejar sin efecto
“PARCIALMENTE lo resuelto y estimar la demanda (folios 78 a 80).

Il.- ANTECEDENTES: En la demanda el actor aleg6 que el 26 de setiembre de 2009 su esposa sufrié un accidente laboral
que le causo la muerte. Indicd que con dicha sefiora procre6 una hija. Solicité condenar al Instituto Nacional de Seguros a pagar a
su favor y el de su hija una renta; intereses legales desde su exigibilidad, dafio moral y costas (folios 1 a 3). Al trabarse la litis,
dicha entidad opuso la excepcion de pago. Aparte de ello pidié resolver el asunto sin especial condena en costas (folios 12 y 13).
Mediante resolucion de las 8:15 horas del 3 de mayo de 2011, la contestacion se declaré extemporanea (folio 20). La sentencia de
primera instancia desestimé la demanda. Resolvié el asunto sin especial condena en costas (resolucién incorporada al escritorio
virtual del Juzgado el 7 de abril de 2017). Este fallo fue confirmado por el Tribunal (voto incorporado al escritorio virtual de segunda
instancia el 17 de agosto de 2017).
lil- CUESTION PREVIA: Segtin el articulo 556 del Cédigo de Trabajo, ante este 6rgano solo pueden recurrirse las sentencias
dictadas por los Tribunales, en conflictos individuales o colectivos de caracter juridico y en los casos expresamente establecidos.
En consecuencia los agravios externados por la parte recurrente contra el fallo de primera instancia no pueden atenderse (en ese
sentido pueden consultarse, entre muchas otras, las sentencias nimeros 338, de las 11:20 horas del 25 de mayo; 383, de las
10:15 horas y 387, de las 10:35 horas, ambas del 20 de junio, todas de 2007; 424, de las 10:15 horas del 14 de mayo de 2008 y
118 de las 9:40 horas del 6 de febrero de 2009). Luego, se observa que, la parte denomina recurso de apelacion a la
impugnacién ante la Sala, pero, como también ésta contempla agravios contra la sentencia de segunda instancia, respecto de ellos
en realidad es un recurso de tercera instancia rogada. De ahi que, en aplicacion del principio de acceso a los recursos, se aprecia
de acuerdo con su verdadera naturaleza. No obstante, debe tenerse presente que el Tribunal denegé la indemnizacion a favor de
la hija del actor y de su esposa fallecida, por considerar que ella s6lo podria tener derecho si tiene menos de dieciocho afos de
edad (o mayor hasta veinticinco afos si esta cursando estudios) y dependia econémicamente de la madre, lo que no se demostré y
en todo caso, al momento de la interposicion de la demanda ya era mayor de edad, y no consta poder alguno otorgado al actor,
para el ejercicio de la accion. Ese preciso fundamento no se combate ante este 6rgano; es decir, se echan de menos los
argumentos por lo que se considera procede modificar o revocar la sentencia impugnada en ese aspecto. Por esa razon la Sala se
encuentra impedida de revisar lo fallado sobre el particular (numeral 557 del Codigo de Trabajo). En consecuencia, solo procede
avocarse al conocimiento de si al actor le asiste derecho a la indemnizacién pretendida por haber dependido econdmicamente de
su esposa fallecida.
IV.- SOBRE LA CONSULTA DE CONSTITUCIONALIDAD PLANTEADA: El articulo 243 del Cédigo de Trabajo reza: “Cuando un
riesgo del trabajo produzca la muerte al trabajador, las personas que a continuacion se sefialan, tendran derecho a una renta
anual, pagadera en dozavos, a partir de la fecha de defuncién del trabajador, o bien a partir del nacimiento del hijo péstumo
derechohabientes, calculada sobre el salario anual que se determine que percibid el occiso, en el siguiente orden y condiciones:/ a.
Una renta equivalente al 30% del salario establecido, durante un plazo de diez afios, para el conyuge supérstite que convivia con
aquél, o que por causas imputables al fallecido estuviere divorciado, o separado judicialmente o de hecho, siempre que en estos
casos el matrimonio se hubiese celebrado con anterioridad a la fecha en que ocurrid el riesgo y siempre que se compruebe que el
conyuge supérstite dependia econdmicamente del trabajador fallecido./Esta renta se elevara al 40% del salario anual, si no
existieran los beneficiarios comprendidos en el inciso b) siguiente./Si el conyuge no hubiere contraido nupcias, y demostrare una
definitiva dependencia econdmica de la renta para su manutencion, a juicio del Instituto Nacional de Seguros, el pago de la renta
podra ser prorrogado por periodos sucesivos de cinco afios al vencimiento de los mismos./ Cuando el cényuge supérstite fuere el
marido, sélo tendra derecho a rentas si justifica que es incapaz para el trabajo, y que no tiene bienes o rentas suficientes
para su manutencién;...” (énfasis suplido). En ese asunto, por resolucién de nimero 1333 de las 14:00 horas del 9 de agosto de
2018, este 6rgano consulté la constitucionalidad de la norma transcrita “... por imponer al marido requisitos mas estrictos para tener
derecho a las rentas, en comparacion con las exigencias que se establecen para la esposa supérstite”. Mediante voto de la Sala
Constitucional numero 238 de las 12:04 horas del 9 de enero de 2019, se evacu6 dicha consulta, anulando la frase que se ha
evidenciado, correspondiente a la parte final del inciso a) de ese numeral 243. Asi, después de un andlisis de la norma a la luz del
principio de igualdad y de no discriminacion, determiné la existencia de un problema de razonabilidad en la disposicion: “En este
sentido, la medida es inidénea porque discrimina al marido, restringe el derecho a una renta, en cuya cabeza recae todo el peso de
la manutencién del hogar y de los posibles hijos (as) ante la pérdida repentina de su esposa, situacion que como se indicé, hoy en
dia es necesaria. Se lesiona la igualdad de condiciones de los cényuges, asi como en la familia como unidad de la sociedad,





ambos derechos, valores y principios de la Constitucion Politica, por una disposiciéon que evidentemente reduce las oportunidades y
condiciones econoémicas de una familia por un accidente laboral, y aumenta las complejidades hasta un punto que podria ser
devastador para la economia familiar’. Partiendo de la nulidad dispuesta respecto del citado apartado del numeral 243 del Codigo
de Trabajo se analizaran los agravios de fondo planteados.

V.- SOBRE EL FONDO: Segun se desprende de la autopsia visible a folios 23 y siguientes, la sefiora [Nombre 006] fallecié el
26 de setiembre de 2009, a consecuencia de un accidente de transito (atropello). De la certificacion fechada 25 de noviembre de
2010, consta que a su nombre aparece reportado en el Instituto Nacional de Seguros un aviso de accidente de esa fecha, tramitado
al amparo del seguro obligatorio de vehiculos; sin que a esa data se hayan reportado pagos por ese concepto (folio 18). En el
expediente también se encuentra otra certificacion del 23 de noviembre de 2010, segun la cual, el caso se encuentra en suspenso
por tratarse de un riesgo laboral (folio 19). Luego, es un hecho no controvertido en esta instancia que dicho accidente constituy6
un riesgo laboral. Como se refirié, el articulo 243 del Cédigo de Trabajo, en lo de interés, literalmente expresa: “Cuando un riesgo
del trabajo produzca la muerte al trabajador, las personas que a continuacion se sefialan, tendran derecho a una renta anual,
pagadera en dozavos, a partir de la fecha de defuncién del trabajador, o bien a partir del nacimiento del hijo pdstumo
derechohabientes, calculada sobre el salario anual que se determine que percibié el occiso, en el siguiente orden y condiciones:/ a.
Una renta equivalente al 30% del salario establecido, durante un plazo de diez afios, para el conyuge supérstite que convivia con
aquél, o que por causas imputables al fallecido estuviere divorciado, o separado judicialmente o de hecho, siempre que en estos
casos el matrimonio se hubiese celebrado con anterioridad a la fecha en que ocurrié el riesgo y siempre que se compruebe que
el conyuge supérstite dependia economicamente del trabajador fallecido./Esta renta se elevara al 40% del salario anual, si no
existieran los beneficiarios comprendidos en el inciso b) siguiente./Si el conyuge no hubiere contraido nupcias, y demostrare una
definitiva dependencia econémica de la renta para su manutencion, a juicio del Instituto Nacional de Seguros, el pago de la renta
podra ser prorrogado por periodos sucesivos de cinco afios al vencimiento de los mismos./ Cuando el codnyuge supérstite fuere el
marido, sélo tendra derecho a rentas si justifica que es incapaz para el trabajo, y que no tiene bienes o rentas suficientes
para su manutencién;...”. Como lo subrayado fue anulado por la Sala Constitucional, lo que debe determinarse en este asunto es
si el conyuge supérstite comprob6é que dependia econdmicamente de la persona trabajadora fallecida. El Tribunal deneg6 el
derecho indemnizatorio pretendido por el actor por considerar que éste no acredité dicha dependencia econdmica respecto de su
esposa, aludiendo a que existe prueba de que tenia salario con el cual proveia los gastos de manutencion de la casa, en conjunto
con los ingresos de su conyuge. En el recurso se alega, precisamente, que no se tuvo por cumplido el requisito de la dependencia
econdmica, a pesar de indicarse que los salarios de los dos (se entiende que hace referencia a los del actor y a los de su esposa
fallecida) son los que “... llevan adelante las obligaciones del hogar, notese que los salarios de los dos no son de salarios de
profesionales o jefaturas”. Lleva razon la parte recurrente en sus alegatos. Este érgano, por sentencia numero 379 de las 10:10
horas del 30 de abril de 2008, en relacion con la codependencia econémica entre los conyuges, considerd: “ Elrégimen de
seguridad social, mediante las pensiones por muerte, busca paliar precisamente esa situacion, al garantizarle a los contribuyentes
el amparo econémico de sus dependientes, quienes, de alguna manera, organizan su esquema de vida con base en el ingreso
econoémico percibido por el asegurado, por lo cual su condicion se torna dependiente de las ganancias propiciadas, en vida, por
este. En otras palabras, en el matrimonio, los ingresos de sus integrantes se unifican, para sufragar las necesidades familiares y de
ese ingreso conjunto (co) depende la pareja. No resulta I6gico interpretar, con base en el mutuo auxilio matrimonial, que cada
conyuge atiende con sus ingresos solo sus propias necesidades...”. En este asunto, del expediente se desprende que tanto la
causante como el actor eran asalariados (ver constancia del Instituto Nacional de Seguros de folio 18 y declaracion del compafiero
de trabajo del actor [Nombre 007], en folios 51y 52) y, como no hay prueba en contrario, debe partirse de que ambos contribuian a
los gastos del nucleo familiar, en la medida de sus posibilidades, interpretacién que se impone en aras del mutuo auxilio. Esto se
evidencia también en la relacion estable de pareja, descrita por el deponente [Nombre 007]. Por ello, para la Sala, esta claro que
los ingresos de la familia y particularmente los del esposo, se vieron afectados ante el fallecimiento de la conyuge. Y de ahi que, le
asista razon a la parte recurrente en su alegato.

VI.- CONSIDERACION FINAL: Conforme con lo que viene expuesto la sentencia recurrida debe revocarse. En su lugar,
procede estimar parcialmente la demanda y condenar al accionado a cancelar al sefior [Nombre 001] una renta anual, pagadera en
dozavos, a partir de la fecha de defuncion de su esposa conforme lo establecido en el numeral 243 del Cédigo de Trabajo; junto
con los intereses legales desde que cada renta debid cancelarse. Se debe desestimar la pretension de dafio moral por no tener
asidero probatorio. Por ultimo, procede condenar en costas al demandado y fijar las personales en la suma prudencial de
trescientos cincuenta mil colones.

POR TANTO:
Se revoca la sentencia recurrida. En su lugar, se estima parcialmente la demanda y se condena al accionado a cancelar al sefior
[Nombre 001] una renta anual, pagadera en dozavos, a partir de la fecha de defuncién de su esposa conforme lo establecido en el
numeral doscientos cuarenta y tres del Codigo de Trabajo; junto con los intereses legales desde que cada renta debid cancelarse.
Se desestima la pretension de dafio moral. Se imponen las costas al demandado y se fijan las personales en la suma prudencial de
trescientos cincuenta mil colones.

Orlando Aguirre Gémez

Julia Varela Araya Luis Porfirio Sanchez Rodriguez





Jorge Enrique Olaso Alvarez Roxana Chacén Artavia
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Sentencia Relevante

Sentencia con datos protegidos, de conformidad con la normativa vigente

Contenido de Interés:

Temas (descriptores): Pension por viudez
Tipo de contenido: Voto de mayoria
Rama del derecho: Laboral

PENSION POR SUCESION DEL REGIMEN DE PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. ESPOSO DE LA CAUSANTE TIENE DERECHO A
LA PENSION. La designacion se habia hecho a favor de los hijos pero estos habian cumplido 25 afios, por lo que ya habian
sobrepasado la edad legal para dicho efecto. Luego, la causante manifestd ante testigos su voluntad de que su marido quedara
como beneficiario y aunque su solicitud no fue formalmente dirigida al Consejo Superior, se estima adecuada para las condiciones
concretas que rodearon el caso; ademas de que su esposo se encuentra en una situacion economica dificil debido a sus
padecimientos de salud. Se considera entonces que existe un motivo razonable como el que exige la ley para cuando no exista
designacion expresa de beneficiario o cuando la ya realizada no coincida con la voluntad del causante; de manera que se cumple el
presupuesto del parrafo tercero del articulo 232 de la Ley Organica del Poder Judicial. [540-11]

... Ver menos

Texto de la Resolucion

"060001240163CA*

Corte Suprema de Justicia

SALA SEGUNDA

Exp: 06-000124-0163-CA
Res: 2011-000540

SALA SEGUNDA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las diez horas diez minutos del treinta de junio de dos mil
once.

Proceso ordinario establecido ante el Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José, por R.J.B.G., viudo y
fundidor, contra el ESTADO, representado por su procurador adjunto, el licenciado German Luis Romero Calderén, casado. Figura
como apoderado especial judicial del actor, el licenciado Manuel Enrique Jiménez Jiménez, divorciado y vecino de Heredia. Todos
mayores y vecinos de San José, con la excepcion indicada.

RESULTANDO:

1.- El actor, en escrito presentado el siete de febrero de dos mil siete, promovi6 la presente accion para que en sentencia se
declarara como derechohabiente de la pensidn que en vida tuvo su esposa, asi como a cancelar las rentas dejadas de percibir
desde el inicio del procedimiento administrativo, dafios y perjuicios, intereses y ambas costas del proceso.





2.- El personero estatal contesté en los términos que indicé en el memorial de fecha seis de setiembre de dos mil seis y
opuso la excepcion de falta de derecho.

3.- La jueza, licenciada Leila Shadid Gamboa, por sentencia de las trece horas treinta y dos minutos del cinco de junio de
dos mil neuve, dispuso: Con fundamento en los argumentos y citas legales expuestas, se declara SIN LUGAR la demanda de
pension por viudez presentada por R.J.B.G., con cédula de identidad namero [...], contra el ESTADO, representado por su
procurador licenciado German Luis Romero Calderén, acogiéndose la excepcion de falta de derecho. Se resuelve sin sancion en
costas. Se advierte a las partes que, esta sentencia admite el recurso de apelacion, el cual debera interponerse ante este juzgado
en el término de tres dias. En ese mismo plazo y ante este érgano jurisdiccional también deberan exponer, en forma verbal o
escrita, los motivos de hecho o de derecho en que la parte recurrente apoya su inconformidad, bajo el apercibimiento de declarar
inatendible el recurso. (Sic).

4.- El actor apel6 y el Tribunal de Trabajo, Seccién Primera, del Segundo Circuito Judicial de San José, integrado por los
licenciados Silvia Elena Vargas Soto, Luis Fernando Salazar Alvarado y Silvia E. Arce Meneses, por sentencia de las nueve horas
diez minutos del veintiocho de setiembre de dos mil diez, resolvié: No se observan defectos u omisiones que puedan acarrear
nulidad o indefensién alguna a ninguna de las partes, y en lo que es objeto del recurso, se revoca la sentencia y en su lugar se
declara parcialmente con lugar, debiendo el Estado representado por German Luis Romero Calderdn, otorgar al sefior
R.J.B.G., cédula [...], la pension por viudez de la exfuncionaria judicial P.A.A., a partir del fallecimiento de esta, debiendo
cancelarse las rentas vencidas asi como los intereses sobre dicho montos desde la fecha en que se otorga y hasta su efectivo
pago. En cuanto a la solicitud por dafios y perjuicios se rechaza por improcedente. Son ambas costas a cargo de la parte
demandada y se fijan las personales en la suma de doscientos mil colones. (Sic).

5.- El representante estatal formuld recurso para ante esta Sala en memorial de data ocho de abril de dos mil once, el cual se
fundamenta en los motivos que se diran en la parte considerativa.

6.- En los procedimientos se han observado las prescripciones de ley.
Redacta la Magistrada Camacho Vargas;y,
CONSIDERANDO:

l.- ANTECEDENTES: El actor indico en la demanda que estuvo casado con la sefiora P.A.A., actualmente fallecida y quien en vida
disfruté de una pension del régimen del Poder Judicial. Sefaldé que después del deceso de su esposa, solicité que se le adjudicara
a él la pension, en su calidad de conyuge supérstite, pero su peticion fue denegada. Informd que la sefiora P.A.A. habia designado
a sus dos hijos como beneficiarios en el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial cuando aquellos eran menores de
edad, pero que a la fecha del fallecimiento ambos ya superaban los veinticinco afios. Menciond que antes de su muerte, su
conyuge manifestdé en documento privado y ante testigos su voluntad de cederle el derecho a la pensiéon que ella disfrutaba, toda
vez que sus hijos ya no lo requerian. Solicité que se le declarara como derechohabiente de la pension que en vida tuvo su esposa y
que se condenara al Estado al pago de las rentas dejadas de percibir desde el inicio del procedimiento administrativo, los dafios y
perjuicios, asi como los intereses moratorios hasta el dia en que se haga efectivo el pago. Requirié que se condenara al Estado al
pago de ambas costas. (Folios 16-18). El representante estatal contestdé negativamente. Sefialé que el accionante no fue
designado como beneficiario en los términos que dispone el articulo 232 de la Ley Organica del Poder Judicial, de manera que, en
virtud del principio de legalidad, es imposible otorgar lo pretendido. Alega que la forma como se procedi6 en este caso no es la
manera correcta para designar a un beneficiario, pues la peticion debe hacerse por escrito ante el Consejo Superior y la ultima
manifestacién de voluntad de la causante fue designar como tales a sus dos hijos. Opuso la excepcién de falta de derecho. (Folios
28-31). En primera instancia se declar6 sin lugar la demanda y se resolvi6 el asunto sin especial condena en costas (folios 59-60).
El accionante apel6 lo resuelto (folios 62-64). La Seccién Primera del Tribunal de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José
revoco el fallo y acogié parcialmente las pretensiones del actor. Condené al Estado a pagarle al demandante la pensién por viudez
de la ex funcionaria judicial a partir del fallecimiento de esta, ademas de las rentas vencidas y los intereses legales desde esa
misma fecha y hasta su efectivo pago. Le impuso al demandado el pago de ambas costas Yy fij6 las personales en la suma de
doscientos mil colones. (Folios 70-74).

Il.- LOS AGRAVIOS DEL RECURRENTE: El representante del Estado muestra disconformidad con la sentencia del tribunal. Acusa
una errbénea interpretacion de los requisitos establecidos en el numeral 232 de la Ley Organica del Poder Judicial para el
otorgamiento de una pension por viudez del régimen de pensiones del Poder Judicial. Considera que esa errada valoracién fue lo
que provoco la estimacién de la demanda y el otorgamiento de la pension por parte del tribunal. Segun expone, el 6rgano de alzada
afirmé que al momento del fallecimiento de dofia P.A.A., la designacion hecha a favor de sus hijos carecia ya de vigencia, por ser
estos mayores de edad. Apunta que los juzgadores de instancia consideraron desacertadamente, con base enla prueba
testimonial, que el deseo de la causante era designar como beneficiario al actor y que si se estaba en el supuesto del parrafo
tercero del indicado numeral. Sefiala que no es con prueba testimonial como se demuestra la designacién de los beneficiarios, sino
que esa condicién se debe establecer por solicitud escrita ante el Consejo Superior. Expone que ya en este caso la beneficiara
habia cumplido con esa exigencia legal y si su voluntad hubiera sido cambiar esa designacién, debié haberlo hecho mediante el
envio de una nota al Consejo. Agrega que al no haberse realizado de esa forma, la designacion a favor de sus hijos se mantuvo,
circunstancia que no fue tomada en cuenta por el tribunal. Concluye que precisamente esa situacion fue la que motivd que en sede
administrativa se resolviera denegar la pension al accionante. Solicita que se revoque la resolucién recurrida y se declare sin lugar
la demanda (folios 82-85).





lil.- SOBRE EL DERECHO DE PENSION RECLAMADO POR EL ACTOR: En el presente asunto, el actor pidié que se le designara
como beneficiario de la pension del régimen del Poder Judicial que en vida disfruté su esposa. La parte accionada ha basado su
posicién en el proceso en el hecho de que la pensionada no designé formalmente a su esposo, sino que lo habia hecho a favor de
sus dos hijos, los cuales, actualmente no pueden disfrutar del beneficio por ser mayores de veinticinco afios. No obstante, segun
esa representacion, no cabe la designaciéon del actor como beneficiario porque esta no se realizd formalmente ante el Consejo
Superior y la forma como se pretende interpretar la voluntad de la causante no es la correcta. La juzgadora de primera instancia
deneg6 la demanda, pero esa decision fue revocada por el tribunal al acoger la pretensién principal del accionante. En esa
oportunidad, los juzgadores consideraron que se trataba del supuesto establecido en el parrafo tercero del articulo 232 de la Ley
Organica del Poder Judicial, de modo que el derecho del esposo debia declararse por ser el Unico beneficiario con derecho a ello y
encontrarse ademas en una situacién econémica que justifica ese otorgamiento. La norma a que se ha hecho referencia, dispone:
“En las condiciones establecidas en este Capitulo, el fallecimiento de un servidor judicial, activo o jubilado, da derecho a sus
beneficiarios a una pensién que el Consejo fijara prudencialmente, pero que no podré ser superior a las dos terceras partes de la
jubilacién que disfrutaba o pudo disfrutar ni inferior a la tercera parte del dltimo sueldo que percibié, salvo cuando se tratare del
coényuge sobreviviente, en cuyo caso el monto de la pension seré igual al monto de la jubilacion que venia disfrutando o tenia
derecho a disfrutar el exservidor. / Por beneficiarios, se entienden las personas que el servidor o exservidor judicial designe,
si se tratare de su conyuge, de su compafiero o compafiera de convivencia durante al menos dos afios, de sus hijos o de sus
padres. Tal designacién debera hacerse por escrito y dirigida al Consejo. /A falta de esa designaciéon o si la ultima, por
cualquier motivo racional, evidentemente no representare los deseos del causante, se tendra por beneficiarios a la persona
o personas dichas y se distribuira la pensién entre ellas, en la forma en que el Consejo reglamente y que se ajuste, en lo

posible, a los presuntos deseos del fallecido y a las necesidades familiares. / No podra ser beneficiario quien no forme parte del
grupo de personas a que se refiere este articulo, ni aquél que no necesite de la pensién, porque su trabajo o sus rentas le permiten

proveer sus alimentos sin ella, a no ser que el trabajo o las rentas que reciba sean insuficientes, en cuyo caso el Consejo rebajara
la pensién en el tanto que estime necesario. / Toda asignacién caducara por la muerte del beneficiario; porque éste llegue a no
necesitarla para su subsistencia, a juicio del Consejo; en cuanto a los hijos de uno u otro sexo, por la mayoridad, salvo que sean
invéalidos o que no hubieren terminado sus estudios para una profesion u oficio, mientras obtengan buenos rendimientos en ellos y
no sobrepasen la edad de wveinticinco afios. Todo sin perjuicio de las asignaciones que a la fecha de vigencia de esta Ley se
hubieran acordado. / El Consejo, previa investigacion, podra hacer los cambios o ajustes necesarios en las cuotas asignadas y
disponer respecto de los beneficiarios que lo necesitaren que sus porciones acrezcan en todo o en parte las que caducaren”. (El
subrayado no consta en el original). De conformidad con el numeral citado, si no hubiera designacion expresa o si habiéndola, esta
ultima, por cualquier motivo racional, no evidenciara los deseos del o la causante, se deberan tener por beneficiarios a la persona o
personas que puedan tener derecho como tales (conyuge, compafiero o compafera de convivencia, hijos y padres). También esa
designacion debe ajustarse, en lo posible, a los presuntos deseos del fallecido y a las necesidades familiares. Analizada el anterior
supuesto normativo y el cuadro factico objeto de este proceso, esta sala estima correcto lo resuelto por el tribunal. Si bien no existid
una solicitud formal dirigida al Consejo por parte de la sefiora P.A.A. para sustituir como beneficiarios a sus dos hijos, quienes para
el momento previo a su muerte ya habian superado la edad de veinticinco afios y, por ende, no tenian derecho de acuerdo a lo
dispuesto en ese mismo numeral, lo cierto es que en este caso concreto se dio el supuesto de excepcion establecido en el parrafo
tercero de la norma. Asi, si existian dos beneficiarios designados quienes ya no tenian derecho, la actora, debido a su condicién de
salud, realiz6 una manifestacion de voluntad ante testigos que aunque no fue formalmente dirigida al Consejo Superior, se estima
adecuada para las condiciones concretas que rodearon el caso; ademas de que entre ella y su conyuge no habia mediado
separacion ni habia habido abandono por parte de este. Antes bien, por motivos de salud, el actor estaba pasando una situacion
economica dificil que su esposa quiso paliar en parte manifestando su deseo de que él fuera el nuevo beneficiario de la pension. Lo
anterior quedo sustentado en la prueba documental y testimonial recabada durante el proceso. A folios 13, 14 y 15 aparecen varios
documentos donde constan los padecimientos de salud del actor. Asimismo, a folio 12 se encuentra copia de la manifestacion
firmada por la sefiora P.A.A. a que se ha hecho alusiéon, documento que también fue suscrito por cuatro testigos mas, donde dofia
[...] manifestd que era su deseo que el sefior R.J.B.G. quedara como beneficiario de esta una vez que ella falleciera. En lo que
respecta a la prueba testimonial, esta sirvi6 para complementar lo que ya consta en la documental y que reafirma la verdadera
voluntad de la causante. Asi, el sefior A.B.A., refirid: “Mi mama estaba enferma, siempre padecié de hipertension arterial, ella se
estuvo descompensando, estuvo muy enferma. Su ultimo deseo porque sentia que iba a morir, era que siempre nos apoyaramos,
nos ayudaramos en familia y que nunca abandonaramos a nuestro papéa ya que ella era el soporte total y econémico de la casa.
Ella es pensionada del Poder Judicial. [...] Mi papa siempre ha sido una persona muy enferma, ha padecido mucho de los
bronquios, es operado de la columna, no tiene estudios, no tiene ningtin tipo de preparacién. El lo que a veces hacia para ayudar
era hacer trabajo por aqui por alla, nada estable; es decir nunca ha tenido ingreso laboral. [...] Entonces unos dias antes de
fallecer nos dijo que siempre ayudaramos a mi papa y deseaba que la pension le quedara a él. Nosotros los hijos no queriamos
nada de ese dinero, esa fue su Ultima voluntad y que tenga su entrada para poderse mantener. Actualmente nosotros lo
mantenemos porque él no puede trabajar por lo que él padece. Ese dia que se levantd el documento estaban presentes unas
inquilinas, mi hermano, la esposa, yo y el abogado. Indico ademas que mi papa ha sido una persona depresiva. Antes de la
operacion estaba muy frustrado porque no tenia como mantenernos, la tnica entrada era la pension de mi mama. Después entro
en un episodio de locura hasta estuvo internado en Pavas. Actualmente sigue enfermo, no puede levantar cargas pesadas a raiz de
su problema en la espalda y servicales (sic) ”. (Folio 57). Por su parte, S.C.S. declaré: “Para ese tiempo yo estaba casada con su
hijo Cristian. Ella nos dijo que no dejaramos solo a don R.J.B.G. y que su voluntad era que la pension le quedara a él para que se
pudiera mantener. Este documento se firmoé en la casa, estabamos presentes mi esposo, A.B.A., también otra muchacha de nombre
V. Sé que dofia PA.A. firmé el documento de su libre voluntad, no fue presionada. Ella y su esposo siempre tuvieron una buena
relacion. En esa época el actor no trabajaba, solo se dedicaba a hacer arreglos de la casa. Sé que él estuvo enfermo del estémago
y ademas tenia un problema en la columna, por este motivo fue operado. No tenia estabilidad laboral. Actualmente por su edad y
por su problema de salud le es dificil conseguir trabajo. [...] La situacién econémica del actor estd mal’. (Folio 58). Los anteriores






testimonios corroboran que la voluntad de la sefiora P.A.A. era que su esposo siguiera disfrutando de la pensién, situacién que, en
este caso concreto, se estima como un motivo razonable como el que exige la ley para cuando no exista designacion expresa de
beneficiario o cuanto la ya realizada no coincida con la voluntad del causante, maxime que en este caso dofia P.A.A. sabia que sus
hijos ya no iban a disfrutarla por haber sobrepasado la edad legal para dicho efecto y que su conyuge requeria el ingreso
econdémico que representaba el pago de la pensién para su subsistencia. De ahi que se considere que no lleva razon el recurrente,
en el sentido de que se incumpliera la normativa legal al respecto.

IV.- CONSIDERACIONES FINALES: De conformidad con las razones expuestas, no procede acoger el recurso planteado y el fallo
recurrido debe ser confirmado.

POR TANTO:

Se confirma la sentencia recurrida.

Orlando Aguirre Gémez

Julia Varela Araya Eva Maria Camacho Vargas

Ana Luisa Meseguer Monge Fernando Bolafios Céspedes

dhv.
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Sala Segunda de la Corte


Resolución Nº 00540 - 2011 


Fecha de la Resolución: 30 de Junio del 2011

Expediente: 06-000124-0163-CA

Redactado por: María Alexandra Bogantes Rodríguez

Analizado por: SALA SEGUNDA

Indicadores de Relevancia


Sentencia Relevante


Sentencia con datos protegidos, de conformidad con la normativa vigente


Contenido de Interés:


Temas (descriptores): Pensión por viudez

Tipo de contenido: Voto de mayoría

Rama del derecho: Laboral

PENSIÓN POR SUCESIÓN DEL RÉGIMEN DE PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. ESPOSO DE LA CAUSANTE TIENE DERECHO A LA PENSIÓN. La designación se había hecho a favor de los hijos pero estos habían cumplido 25 años, por lo que ya habían sobrepasado la edad legal para dicho efecto. Luego, la causante manifestó ante testigos su voluntad de que su marido quedara como beneficiario y aunque su solicitud no fue formalmente dirigida al Consejo Superior, se estima adecuada para las condiciones concretas que rodearon el caso; además de que su esposo se encuentra en una situación económica difícil debido a sus padecimientos de salud. Se considera entonces que existe un motivo razonable como el que exige la ley para cuando no exista designación expresa de beneficiario o cuando la ya realizada no coincida con la voluntad del causante; de manera que se cumple el presupuesto del párrafo tercero del artículo 232 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. [540-11]¡Error! Referencia de hipervínculo no válida. 

Texto de la Resolución
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Exp: 06-000124-0163-CA 


Res: 2011-000540


SALA SEGUNDA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las diez horas diez minutos del treinta de junio de dos mil once.

          Proceso ordinario establecido ante el Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José, por R.J.B.G., viudo y fundidor, contra el ESTADO, representado por su procurador adjunto, el licenciado German Luis Romero Calderón, casado. Figura como apoderado especial judicial del actor, el licenciado Manuel Enrique Jiménez Jiménez, divorciado y vecino de Heredia.  Todos mayores y vecinos de San José, con la excepción indicada.


RESULTANDO:


           1.- El actor, en escrito presentado el siete de febrero de dos mil siete, promovió la presente acción para que en sentencia se declarara como derechohabiente de la pensión que en vida tuvo su esposa, así como a cancelar las rentas dejadas de percibir desde el inicio del procedimiento administrativo, daños y perjuicios, intereses y ambas costas del proceso.


           2.- El personero estatal contestó en los términos que indicó en el memorial de fecha seis de setiembre de dos mil seis y opuso la excepción de falta de derecho.


           3.- La jueza, licenciada Leila Shadid Gamboa, por sentencia de las trece horas treinta y dos minutos del cinco de junio de dos mil neuve, dispuso: Con fundamento en los argumentos y citas legales expuestas, se declara SIN LUGAR la demanda de pensión por viudez presentada por R.J.B.G., con cédula de identidad número […], contra el ESTADO, representado por su procurador licenciado German Luis Romero Calderón, acogiéndose la excepción de falta de derecho. Se resuelve sin sanción en costas. Se advierte a las partes que, esta sentencia admite el recurso de apelación, el cual deberá interponerse ante este juzgado en el término de tres días. En ese mismo plazo y ante este órgano jurisdiccional también deberán exponer, en forma verbal o escrita, los motivos de hecho o de derecho en que la parte recurrente apoya su inconformidad, bajo el apercibimiento de declarar inatendible el recurso. (Sic).


           4.- El actor apeló y el Tribunal de Trabajo, Sección Primera, del Segundo Circuito Judicial de San José, integrado por los licenciados Silvia Elena Vargas Soto, Luis Fernando Salazar Alvarado y Silvia E. Arce Meneses, por sentencia de las nueve horas diez minutos del veintiocho de setiembre de dos mil diez, resolvió: No se observan defectos u omisiones que puedan acarrear nulidad o indefensión alguna a ninguna de las partes, y en lo que es objeto del recurso, se revoca la sentencia y en su lugar se declara parcialmente con lugar, debiendo el Estado representado por Germán Luis Romero Calderón, otorgar al señor R.J.B.G., cédula […], la pensión por viudez de la exfuncionaria judicial P.A.A., a partir del fallecimiento de esta, debiendo cancelarse las rentas vencidas así como los intereses sobre dicho montos desde la fecha en que se otorga y hasta su efectivo pago. En cuanto a la solicitud por daños y perjuicios se rechaza por improcedente. Son ambas costas a cargo de la parte demandada y se fijan las personales en la suma de doscientos mil colones. (Sic).


5.- El representante estatal formuló recurso para ante esta Sala en memorial de data ocho de abril de dos mil once, el cual se fundamenta en los motivos que se dirán en la parte considerativa.

           6.- En los procedimientos se han observado las prescripciones de ley.


Redacta la Magistrada Camacho Vargas; y,


CONSIDERANDO:


I.- ANTECEDENTES: El actor indicó en la demanda que estuvo casado con la señora P.A.A., actualmente fallecida y quien en vida disfrutó de una pensión del régimen del Poder Judicial. Señaló que después del deceso de su esposa, solicitó que se le adjudicara a él la pensión, en su calidad de cónyuge supérstite, pero su petición fue denegada. Informó que la señora P.A.A. había designado a sus dos hijos como beneficiarios en el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial cuando aquellos eran menores de edad, pero que a la fecha del fallecimiento ambos ya superaban los veinticinco años. Mencionó que antes de su muerte, su cónyuge manifestó en documento privado y ante testigos su voluntad de cederle el derecho a la pensión que ella disfrutaba, toda vez que sus hijos ya no lo requerían. Solicitó que se le declarara como derechohabiente de la pensión que en vida tuvo su esposa y que se condenara al Estado al pago de las rentas dejadas de percibir desde el inicio del procedimiento administrativo, los daños y perjuicios, así como los intereses moratorios hasta el día en que se haga efectivo el pago. Requirió que se condenara al Estado al pago de ambas costas. (Folios 16-18). El representante estatal contestó negativamente. Señaló que el accionante no fue designado como beneficiario en los términos que dispone el artículo 232 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, de manera que, en virtud del principio de legalidad, es imposible otorgar lo pretendido. Alega que la forma como se procedió en este caso no es la manera correcta para designar a un beneficiario, pues la petición debe hacerse por escrito ante el Consejo Superior y la última manifestación de voluntad de la causante fue designar como tales a sus dos hijos. Opuso la excepción de falta de derecho.(Folios 28-31). En primera instancia se declaró sin lugar la demanda y se resolvió el asunto sin especial condena en costas (folios 59-60). El accionante apeló lo resuelto (folios 62-64). La Sección Primera del Tribunal de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José revocó el fallo y acogió parcialmente las pretensiones del actor. Condenó al Estado a pagarle al demandante la pensión por viudez de la ex funcionaria judicial a partir del fallecimiento de esta, además de las rentas vencidas y los intereses legales desde esa misma fecha y hasta su efectivo pago. Le impuso al demandado el pago de ambas costas y fijó las personales en la suma de doscientos mil colones. (Folios 70-74). 

II.- LOS AGRAVIOS DEL RECURRENTE: El representante del Estado muestra disconformidad con la sentencia del tribunal. Acusa una errónea interpretación de los requisitos establecidos en el numeral 232 de la Ley Orgánica del Poder Judicial para el otorgamiento de una pensión por viudez del régimen de pensiones del Poder Judicial. Considera que esa errada valoración fue lo que provocó la estimación de la demanda y el otorgamiento de la pensión por parte del tribunal. Según expone, el órgano de alzada afirmó que al momento del fallecimiento de doña P.A.A., la designación hecha a favor de sus hijos carecía ya de vigencia, por ser estos mayores de edad. Apunta que los juzgadores de instancia consideraron desacertadamente, con base en la prueba testimonial, que el deseo de la causante era designar como beneficiario al actor y que sí se estaba en el supuesto del párrafo tercero del indicado numeral. Señala que no es con prueba testimonial como se demuestra la designación de los beneficiarios, sino que esa condición se debe establecer por solicitud escrita ante el Consejo Superior. Expone que ya en este caso la beneficiara había cumplido con esa exigencia legal y si su voluntad hubiera sido cambiar esa designación, debió haberlo hecho mediante el envío de una nota al Consejo. Agrega que al no haberse realizado de esa forma, la designación a favor de sus hijos se mantuvo, circunstancia que no fue tomada en cuenta por el tribunal. Concluye que precisamente esa situación fue la que motivó que en sede administrativa se resolviera denegar la pensión al accionante. Solicita que se revoque la resolución recurrida y se declare sin lugar la demanda (folios 82-85). 

III.- SOBRE EL DERECHO DE PENSIÓN RECLAMADO POR EL ACTOR: En el presente asunto, el actor pidió que se le designara como beneficiario de la pensión del régimen del Poder Judicial que en vida disfrutó su esposa. La parte accionada ha basado su posición en el proceso en el hecho de que la pensionada no designó formalmente a su esposo, sino que lo había hecho a favor de sus dos hijos, los cuales, actualmente no pueden disfrutar del beneficio por ser mayores de veinticinco años. No obstante, según esa representación, no cabe la designación del actor como beneficiario porque esta no se realizó formalmente ante el Consejo Superior y la forma como se pretende interpretar la voluntad de la causante no es la correcta. La juzgadora de primera instancia denegó la demanda, pero esa decisión fue revocada por el tribunal al acoger la pretensión principal del accionante. En esa oportunidad, los juzgadores consideraron que se trataba del supuesto establecido en el párrafo tercero del artículo 232 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, de modo que el derecho del esposo debía declararse por ser el único beneficiario con derecho a ello y encontrarse además en una situación económica que justifica ese otorgamiento. La norma a que se ha hecho referencia, dispone: “En las condiciones establecidas en este Capítulo, el fallecimiento de un servidor judicial, activo o jubilado, da derecho a sus beneficiarios a una pensión que el Consejo fijará prudencialmente, pero que no podrá ser superior a las dos terceras partes de la jubilación que disfrutaba o pudo disfrutar ni inferior a la tercera parte del último sueldo que percibió, salvo cuando se tratare del cónyuge sobreviviente, en cuyo caso el monto de la pensión será igual al monto de la jubilación que venía disfrutando o tenía derecho a disfrutar el exservidor. / Por beneficiarios, se entienden las personas que el servidor o exservidor judicial designe, si se tratare de su cónyuge, de su compañero o compañera de convivencia durante al menos dos años, de sus hijos o de sus padres. Tal designación deberá hacerse por escrito y dirigida al Consejo. / A falta de esa designación o si la última, por cualquier motivo racional, evidentemente no representare los deseos del causante, se tendrá por beneficiarios a la persona o personas dichas y se distribuirá la pensión entre ellas, en la forma en que el Consejo reglamente y que se ajuste, en lo posible, a los presuntos deseos del fallecido y a las necesidades familiares. / No podrá ser beneficiario quien no forme parte del grupo de personas a que se refiere este artículo, ni aquél que no necesite de la pensión, porque su trabajo o sus rentas le permiten proveer sus alimentos sin ella, a no ser que el trabajo o las rentas que reciba sean insuficientes, en cuyo caso el Consejo rebajará la pensión en el tanto que estime necesario. / Toda asignación caducará por la muerte del beneficiario; porque éste llegue a no necesitarla para su subsistencia, a juicio del Consejo; en cuanto a los hijos de uno u otro sexo, por la mayoridad, salvo que sean inválidos o que no hubieren terminado sus estudios para una profesión u oficio, mientras obtengan buenos rendimientos en ellos y no sobrepasen la edad de veinticinco años. Todo sin perjuicio de las asignaciones que a la fecha de vigencia de esta Ley se hubieran acordado. / El Consejo, previa investigación, podrá hacer los cambios o ajustes necesarios en las cuotas asignadas y disponer respecto de los beneficiarios que lo necesitaren que sus porciones acrezcan en todo o en parte las que caducaren”. (El subrayado no consta en el original). De conformidad con el numeral citado, si no hubiera designación expresa o si habiéndola, esta última, por cualquier motivo racional, no evidenciara los deseos del o la causante, se deberán tener por beneficiarios a la persona o personas que puedan tener derecho como tales (cónyuge, compañero o compañera de convivencia, hijos y padres). También esa designación debe ajustarse, en lo posible, a los presuntos deseos del fallecido y a las necesidades familiares.Analizada el anterior supuesto normativo y el cuadro fáctico objeto de este proceso, esta sala estima correcto lo resuelto por el tribunal. Si bien no existió una solicitud formal dirigida al Consejo por parte de la señora P.A.A. para sustituir como beneficiarios a sus dos hijos, quienes para el momento previo a su muerte ya habían superado la edad de veinticinco años y, por ende, no tenían derecho de acuerdo a lo dispuesto en ese mismo numeral, lo cierto es que en este caso concreto se dio el supuesto de excepción establecido en el párrafo tercero de la norma. Así, si existían dos beneficiarios designados quienes ya no tenían derecho, la actora, debido a su condición de salud, realizó una manifestación de voluntad ante testigos que aunque no fue formalmente dirigida al Consejo Superior, se estima adecuada para las condiciones concretas que rodearon el caso; además de que entre ella y su cónyuge no había mediado separación ni había habido abandono por parte de este. Antes bien, por motivos de salud, el actor estaba pasando una situación económica difícil que su esposa quiso paliar en parte manifestando su deseo de que él fuera el nuevo beneficiario de la pensión. Lo anterior quedó sustentado en la prueba documental y testimonial recabada durante el proceso. A folios 13, 14 y 15 aparecen varios documentos donde constan los padecimientos de salud del actor. Asimismo, a folio 12 se encuentra copia de la manifestación firmada por la señora P.A.A. a que se ha hecho alusión, documento que también fue suscrito por cuatro testigos más, donde doña [...] manifestó que era su deseo que el señor R.J.B.G. quedara como beneficiario de esta una vez que ella falleciera. En lo que respecta a la prueba testimonial, esta sirvió para complementar lo que ya consta en la documental y que reafirma la verdadera voluntad de la causante. Así, el señor A.B.A., refirió: “Mi mamá estaba enferma, siempre padeció de hipertensión arterial, ella se estuvo descompensando, estuvo muy enferma. Su último deseo porque sentía que iba a morir, era que siempre nos apoyáramos, nos ayudáramos en familia y que nunca abandonáramos a nuestro papá ya que ella era el soporte total y económico de la casa. Ella es pensionada del Poder Judicial. […] Mi papá siempre ha sido una persona muy enferma, ha padecido mucho de los bronquios, es operado de la columna, no tiene estudios, no tiene ningún tipo de preparación. Él lo que a veces hacía para ayudar era hacer trabajo por aquí por allá, nada estable; es decir nunca ha tenido ingreso laboral. […] Entonces unos días antes de fallecer nos dijo que siempre ayudáramos a mi papá y deseaba que la pensión le quedara a él. Nosotros los hijos no queríamos nada de ese dinero, esa fue su última voluntad y que tenga su entrada para poderse mantener. Actualmente nosotros lo mantenemos porque él no puede trabajar por lo que él padece. Ese día que se levantó el documento estaban presentes unas inquilinas, mi hermano, la esposa, yo y el abogado. Indico además que mi papá ha sido una persona depresiva. Antes de la operación estaba muy frustrado porque no tenía cómo mantenernos, la única entrada era la pensión de mi mamá. Después entró en un episodio de locura hasta estuvo internado en Pavas. Actualmente sigue enfermo, no puede levantar cargas pesadas a raíz de su problema en la espalda y servicales (sic) ”. (Folio 57). Por su parte, S.C.S. declaró: “Para ese tiempo yo estaba casada con su hijo Cristian. Ella nos dijo que no dejáramos solo a don R.J.B.G. y que su voluntad era que la pensión le quedara a él para que se pudiera mantener. Este documento se firmó en la casa, estábamos presentes mi esposo, A.B.A., también otra muchacha de nombre V. Sé que doña P.A.A. firmó el documento de su libre voluntad, no fue presionada. Ella y su esposo siempre tuvieron una buena relación. En esa época el actor no trabajaba, solo se dedicaba a hacer arreglos de la casa. Sé que él estuvo enfermo del estómago y además tenía un problema en la columna, por este motivo fue operado. No tenía estabilidad laboral. Actualmente por su edad y por su problema de salud le es difícil conseguir trabajo. […] La situación económica del actor está mal”. (Folio 58). Los anteriores testimonios corroboran que la voluntad de la señora P.A.A. era que su esposo siguiera disfrutando de la pensión, situación que, en este caso concreto, se estima como un motivo razonable como el que exige la ley para cuando no exista designación expresa de beneficiario o cuanto la ya realizada no coincida con la voluntad del causante, máxime que en este caso doña P.A.A. sabía que sus hijos ya no iban a disfrutarla por haber sobrepasado la edad legal para dicho efecto y que su cónyuge requería el ingreso económico que representaba el pago de la pensión para su subsistencia. De ahí que se considere que no lleva razón el recurrente, en el sentido de que se incumpliera la normativa legal al respecto.

IV.- CONSIDERACIONES FINALES: De conformidad con las razones expuestas, no procede acoger el recurso planteado y el fallo recurrido debe ser confirmado. 

POR TANTO:


          Se confirma la sentencia recurrida.   


 


Orlando Aguirre Gómez


 


Julia Varela Araya                                              Eva María Camacho Vargas


 


Ana Luisa Meseguer Monge                           Fernando Bolaños Céspedes


 


dhv. 
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Sala Segunda de la Corte
Resolucion N° 00167 - 2011

Fecha de la Resolucion: 18 de Febrero del 2011
Expediente: 08-000594-0641-LA

Redactado por: Eva Maria Camacho Vargas
Analizado por: SALA SEGUNDA

Sentencia con datos protegidos, de conformidad con la normativa vigente

Contenido de Interés:

Temas (descriptores): Pension por viudez
Tipo de contenido: Voto de mayoria
Rama del derecho: Laboral

PROCEDE PENSION POR VIUDEZ. EXISTIA INTERDEPENDENCIA ECONOMICA ENTRE ACTOR Y CAUSANTE. El actor es una
persona adulta mayor, enferma, que vivié casado con la asegurada fallecida durante mas de 32 afios. Su extinta esposa tenia un
grave padecimiento que le afectaba su salud, razén por la cual las pensiones eran utilizadas para la manutencién de ambos. Era
entonces un fondo comun que servia para sufragar los gastos de la familia. En otras palabras, en el matrimonio los ingresos de sus
integrantes se unifican para sufragar las necesidades familiares y de ese ingreso conjunto depende la pareja. No resulta légico
interpretar, con base en el mutuo auxilio matrimonial, que cada cdnyuge atiende con sus ingresos solo sus propias necesidades. No
se trata entonces de un sistema que tutela Unicamente a personas sin ingresos econdémicos, o bien, destinado a personas en
condiciones de pobreza como lo pretende hacer ver el recurrente. [167-11]

... Ver menos

Texto de la Resolucion

*080005940641LA*

Corte Suprema de Justicia
SALA SEGUNDA

Exp: 08-000594-0641-LA

Res: 2011-000167

SALA SEGUNDA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las diez horas cuarenta minutos del dieciocho de febrero de
dos mil once.

Proceso ordinario establecido ante el Juzgado de Trabajo de Cartago, por [Nombre 001], viudo y vecino de Cartago, contra la
CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL, representada por su apoderada general judicial la licenciada Emilia Duran Umania,
soltera y vecina de San José. Ambos mayores.

RESULTANDO:

1.- El actor, en acta de demanda fechada dieciocho de setiembre de dos mil ocho, promovio la presente accion para que en
sentencia se condenara a la demandada a otorgarle una pension de muerte de [Nombre 004] a partir de la fecha en que la solicitd
administrativamente, asi como al pago de intereses y ambas costas del proceso.

2.- La apoderada general judicial de la demandada contesté en los términos que indico en el memorial de fecha veintiuno de
octubre de dos mil ocho y opuso las excepciones de falta de derecho, falta de interés y prescripcion.

3.- El juez licenciado Adrian Gerardo Pérez Carpio, por sentencia de las once horas del veinte de julio de dos mil nueve,
dispuso: Se declara sin lugar la presente demanda de Pensién por Viudez establecida por [Nombre 001] contra la CAJA
COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL.- En consecuencia, se acogen la falta de derecho, y falta de interés.- Se rechaza la
prescripcién.- Dicto este fallo sin especial imposicion en costas.- Se les indica a las partes que, esta sentencia admite el recurso de
apelacion, el cual debera exponer, en forma verbal o escrita, los motivos de hecho o de derecho en que la parte recurrente apoya
su inconformidad; bajo el apercibimiento de declarar inatendible el recurso (articulos 500 y 501 incisos c) y d); (sic) votos de la Sala
Constitucional numeros 5798, de las 16:21 horas del 11 de agosto de 1998, y 1906 de las 16:27 horas del 23 de febrero de 1999, y
voto de la Sala Segunda numero 386, de las 14:20 horas del 10 de diciembre de 1999 ) (circular de la Secretaria General de la
Corte Suprema de Justicia, n° 79-2001 ).





4.- El actor apel6 y el Tribunal de Cartago, integrado por los licenciados Adriana Chacén Catalan, Fabrizio Garro Vargas y
Maria Inés Mendoza Morales, por sentencia de las quince horas cuarenta minutos del doce de noviembre de dos mil diez, resolvié
: Se declara que no hay vicios de procedimiento capaces de producir nulidad o indefensién. En lo que ha sido motivo de agravio, se
revoca la sentencia de primera instancia, se otorga el derecho a la pensién por sobrevivencia. Cancelara la accionada el pago de
los intereses legales sobre las rentas insolutas a partir de la solicitud administrativa y hasta su efectivo pago en porcentaje igual al
que cancela el Banco Nacional de Costa Rica por los depdsitos en colones a seis meses plazo, ademas ambas costas. Se fijan las
personales prudencialmente en el monto de doscientos cincuenta mil colones.
5.- La apoderada general judicial de la accionada formulé recurso para ante esta Sala en memorial de data catorce de diciembre de
dos mil diez, el cual se fundamenta en los motivos que se diran en la parte considerativa.

6.- En los procedimientos se han observado las prescripciones de ley.
Redacta el Magistrado Aguirre Gémez;y,

CONSIDERANDO:

l.- La Caja Costarricense de Seguro Social, por resolucion de la Sucursal de Cartago n° 301040999 de 6 de febrero de 2008,
declaré sin lugar la solicitud de pension por viudez presentada por el actor con motivo del fallecimiento de la sefiora [Nombre 004],
por considerar que el petente no se ajusta a lo establecido en el articulo 9, inciso a) del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte
vigente a la fecha, por cuanto no logré demostrar que dependiera econdémicamente de su conyuge fallecida, aunado a que don
[Nombre 001] contaba con un ingreso mensual liquido de ciento sesenta y dos mil quinientos setenta y ocho colones, por una
pension del magisterio (folios 46 a 47 y 111 a 112). El actor apel6 lo asi dispuesto (folios 48 y 113) y mediante resolucion n° 29.767
de fecha 22 de julio de 2008, la Gerencia de Pensiones de la Caja declard sin lugar el recurso, confirmando la denegatoria
impugnada y dando por agotada la via administrativa (folios 1, 70 y 134). Inconforme con dicha denegatoria, el demandante plante6
esta litis para que en sentencia se condene a la entidad accionada a concederle el derecho a la pensién reclamada como resultado
del fallecimiento -el 3 de octubre de 2007- de su ex-cényuge, la cual pidié le sea otorgada a partir de la fecha que la solicitd
administrativamente, con los intereses legales sobre las rentas adeudadas y ambas costas de la accién (folios 2 a 3). La demanda
fue contestada negativamente por la representacion de la entidad accionada, quien opuso las excepciones de falta de derecho,
falta de interés y prescripcion (folios 73 a 74 y 76 a 77). El juzgado deneg6 la excepcion de prescripcion y acogié las defensas de
falta de derecho y falta de interés, declaré sin lugar la demanda y resolvi6 el asunto sin especial condenatoria en costas (folios 166
a 171). El demandante apel6 lo resuelto y el tribunal lo revocé otorgandole el derecho de pensién por sobrevivencia. Le ordené a la
accionada la cancelacion de intereses legales sobre las rentas insolutas a partir de la solicitud administrativa hasta su efectivo pago
y la conden6 a pagar ambas costas, fijando las personales en la suma prudencial de doscientos cincuenta mil colones (folios 174 a
175y 182 a 183).
Il.- Ante la Sala, la apoderada general judicial de la demandada se muestra disconforme, porque se revoco el fallo del a-quo y se
estim6 en su lugar la accion, concediendo al demandante la pension derivada que reclama. Reprocha que se haya concedido el
beneficio sin tomar en cuenta que el actor no dependia econémicamente de quien en vida fue su esposa, pues él también es
pensionado y disfruta de una pension que supera el monto que recibia su ex-cényuge, por lo que no cumple con uno de los
requisitos del articulo 9 del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte, para hacerse acreedor de la pension por viudez que reclama.
Con esos argumentos pretende que se revoque el fallo impugnado y se declare sin lugar la demanda (folios 190 a 193 y 197 a
198).

lll.- El articulo 9, del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social, en su inciso 1°),
donde se contempla el derecho a la pension del cényuge supérstite de un asegurado fallecido, establece: “Tiene derecho a
pension por viudez: / 1) El conyuge del asegurado fallecido o de la causante segun las siguientes condiciones: / a) El conyuge
sobreviviente que haya convivido en forma continua y bajo el mismo techo y ademas haya dependido econémicamente del fallecido,
mientras no contraiga nuevas nupcias ni entre en union libre. / b) Cuando hubiere separacion judicial o de hecho, el conyuge
sobreviviente debera probar que el asegurado fallecido le satisfacia una pension alimenticia en una cuantia acorde con las
necesidades basicas de subsistencia. / Se entendera cumplido este requisito si se comprueba que la pension que realmente
satisfacia el causante al momento de su deceso satisfacia al menos el 50% de las necesidades del beneficiario...”. El criterio de
dependencia econémica al cual hace referencia esa norma no puede interpretarse en el sentido de que anule la proteccion que la
misma ley pretende. En la forma como lo entiende la institucion accionada se llegaria al absurdo de interpretar que un cotizante
carece de derecho a una pensién por vejez cuando se ha logrado proveer de otros ingresos econdémicos distintos al de la eventual
jubilacién. Cuando el beneficiario de esa pension es el cdényuge de la persona asegurada, opera el mismo principio pues el
beneficio a recibir estd en relacion directa con los aportes efectuados, para los cuales ambos conyuges implicitamente
contribuyeron con un esfuerzo econémico sustraido al ingreso salarial familiar. Cada cényuge, con su aporte -incluso cada uno de
ellos plenamente diferenciado- contribuye a un ingreso familiar del cual dependen reciprocamente para el sostenimiento de su
condicién de vida. No se trata entonces de un sistema que tutela Unicamente a personas sin ingresos econémicos; o bien,
destinado a personas en condiciones de pobreza, como lo pretende hacer ver el recurrente. Tampoco puede desconocerse el
hecho de que en las condiciones actuales de la economia, ambos cdnyuges se han visto obligados a laborar para, conjuntamente,
velar por las necesidades del hogar. La aplicacién del criterio de dependencia, en la forma como lo pretende la institucion
demandada, dejaria en plena desproteccion a la mayoria de los asegurados que conjuntamente contribuyen con su esfuerzo a un
ingreso con el que sustentan la economia de la familia, creando asi determinada condicién de vida para ambos.
IV.- Don [Nombre 001] es una persona adulta mayor, enferma (con diabetes mellitus y hernias inguinales), de 80 afios, que vivid
casado con la asegurada fallecida durante mas de 32 afios. Su extinta esposa tenia un grave padecimiento (cancer gastrico) que le
afectaba su salud, razén por la cual las pensiones eran utilizadas para la manutencion de ambos. Era entonces un fondo comin
que servia para sufragar los gastos de la familia. En otras palabras, en el matrimonio, los ingresos de sus integrantes se unifican,
para sufragar las necesidades familiares y de ese ingreso conjunto depende la pareja. No resulta logico interpretar, con base en el
mutuo auxilio matrimonial, que cada cényuge atiende con sus ingresos soélo sus propias necesidades. La logica y la sana critica
aconsejan que esos ingresos nunca pudieron ser fondos separados; es decir, que se dejara de atender la necesidad de uno de





ellos porque su pensién no le alcanzara. Por ello, para la Sala resulta evidente la interdependencia que existe entre dos personas
durante su vida laboral activa y ain después de jubiladas. El informe que indujo a la institucion accionada a negar el derecho al
actor incurre en multiples omisiones pues, pese a que su finalidad es ser un estudio econémico-social del solicitante, omite referirse
al entorno social, de salud y en general, de condicion de vida del petente y de su extinta esposa, para poder conocer en su
verdadera dimension la dinamica de la vida de ambos conyuges y la forma como se cubrian sus necesidades. Tales omisiones son
las que impidieron entender el criterio de interdependencia econdémica que existia entre el actor y su hoy difunta esposa. Por esta
razén, no encuentra la Sala que en la interpretacion y aplicacién de la norma reglamentaria el tribunal haya incurrido en una
incorreccion. De ahi que, la decision de acordar el derecho al actor encuentra fundamento en una interpretacién coherente de la
norma con el sistema de seguridad social, razén por la cual el fallo recurrido debe ser confirmado.
POR TANTO:
Se confirma la sentencia recurrida.

Orlando Aguirre Gémez

Julia Varela Araya Rolando Vega Robert
Eva Maria Camacho Vargas Juan Carlos Segura Solis
dhv.
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Contenido de Interés:

Temas (descriptores): Pension por viudez
Tipo de contenido: Voto de mayoria
Rama del derecho: Laboral

PROCEDE PENSION POR VIUDEZ AUNQUE SE HAYA RECONOCIDO TAMBIEN PENSION EN EL REGIMEN DE OBRAS PUBLICAS Y
TRANSPORTES. El esposo de la actora percibia pensiones por vejez, tanto del Régimen de Pensiones administrado por la CCSS
como del Régimen de Obras Publicas y Transportes. Consta que a la demandante se le reconocié la pensiéon en este ultimo
Régimen, con motivo de ese fallecimiento. La demandada le reconocié al causante el derecho a la indicada pensién. Si al hacerlo
quebrant6 o no el ordenamiento juridico, es un aspecto que no podia analizarse al resolver la pension por viudez, dado que no se
trataba de revisar la procedencia de aquel derecho, sino del derivado por la esposa a consecuencia de la muerte de su conyuge y
al amparo de las normas que rigen la pension por viudez. Debe tomarse en cuenta que para establecer la nulidad del acto mediante
el cual se le reconoci6 al causante la pension y del que en forma derivada adquirieron derecho sus causahabientes desde el
instante mismo de su muerte, debié necesariamente acudirse al proceso de lesividad, lo que no se hizo. [557-07]. Ver también [612-
04]: Si por error de la Administracion, al causante se le dieron dos pensiones (una de la Caja y otra de Hacienda) y su viuda
pretende que se le traspasen las 2, es procedente, pues si hubo algun error tenia que hacerse el proceso de lesividad. Ver también
[267-14]: Si no se siguid el procedimiento administrativo que la Ley establece (proceso de lesividad), es la propia Administracion la
que debe cargar con las consecuencias de su omision.

... Ver menos

Texto de la Resolucion

*120001251125LA* graphic

Corte Suprema de Justicia
SALA SEGUNDA

Exp: 12-000125-1125-LA

Res: 2014-000267

SALA SEGUNDA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las nueve horas cincuenta y cinco minutos del catorce de
marzo de dos mil catorce.

Proceso ordinario establecido ante el Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, sede Pérez Zeledon, por
BELISA ROJAS CASTILLO, viuda y ama de casa, contra la CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL, representada por su
apoderado general judicial el licenciado Luis Fernando Chavez Rodriguez, casado, abogado y vecino de Heredia. Ambos mayores.

RESULTANDO:

1.- La actora, en escrito presentado el treinta y uno de mayo de dos mil doce, promovi6 la presente acciéon para que en
sentencia se condenara a la demandada a otorgarle una pension por viudez, asi como al pago de intereses y ambas costas del
proceso.

2.- El representante de la accionada contest6 en los términos que indicé en el memorial de fecha veinte de agosto de dos mil
doce y no opuso excepciones.

3.- El Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, sede Pérez Zeledén, por sentencia de las nueve horas
veintidés minutos del veinticinco de abril de dos mil trece, dispuso: "De lo expuesto, jurisprudencia y citas de Ley indicadas, se
declara CON LUGAR EN TODOS SUS EXTREMOS la presente demanda de PENSION POR VIUDEZ establecida por BELISA
ROJAS CASTILLO contra de la CAJA COSTARRICENSE DEL SEGURO SOCIAL. Se condena a la demandada a pagar a la sefiora
Rojas Castillo una pensién por viudez por el régimen de Invalidez, Vejez Muerte a partir de 07 de marzo de 2012 fecha de la





resolucion administrativa que denegd la gestién por la Gerencia de Pensiones, teniendo que hacer pago retroactivo de la rentas
desde la fecha fijada y los respectivos aguinaldos. Se condena al pago de intereses legales conforme el numeral 1163 del Cédigo
Civil sobre las rentas no pagadas desde la firmeza de esta sentencia hasta su efectivo pago. Son de la accionada el pago de costas
personales y procesales fijandose las primeras en la suma de CINCUENTA MIL COLONES...". (Sic)

4.- La demandada apel6 y el Tribunal del Primer Circuito judicial de la Zona Sur, sede Pérez Zeledén, por sentencia de las
trece horas dos minutos del veintinueve de noviembre de dos mil trece, resolvié: "De conformidad con lo expuesto, se declara que
en los procedimientos no se observan vicios u omisiones causantes de nulidad o indefensién, se rechaza el recurso de apelacion
interpuesto por la Institucién demandada, y se confirma la sentencia recurrida”.

5.- La parte accionada formulé recurso para ante esta Sala en memorial de data dieciséis de diciembre de dos mil trece, el cual se
fundamenta en los motivos que se diran en la parte considerativa.

6.- En los procedimientos se han observado las prescripciones de ley.
Redacta el Magistrado Benavides Santos;y,

CONSIDERANDO:

l.- ANTECEDENTES. La actora presenté demanda indicando que es adulta mayor que vive en pobreza extrema y alto riesgo social,
ya que dependia de las pensiones de IVMy del MOPT que en vida disfruté su esposo. Indica que presentd una solicitud por viudez
del VM en el Area de Gestion de Pensiones de Pérez Zeledon, para que administrativamente se hiciera el traspaso a su favor de la
pension de su esposo. Su solicitud fue rechazada indicando que las dos pensiones fueron otorgadas tomando en cuenta el mismo
periodo y patrono y la del MOPT no fue topada, que habria sido la Unica posibilidad para que se le traspasara la pension del IVM.
También le denegaron indicando que no podia obtener un doble beneficio por las mismas cotizaciones, ya que ello le generaria un
enriquecimiento ilicito, sin embargo, no fueron a verificar su condicién socioeconémica para que vieran que la pensiéon del MOPT no
es suficiente para cubrir sus necesidades basicas. Por ello, peticiond condenar a la CCSS a otorgarle una pensién del régimen IVM
por viudez a partir de la fecha de la solicitud administrativa o a partir de la interposicion del reclamo en sede judicial; al pago de
intereses desde la fecha de exigibilidad; al pago retroactivo de las mensualidades y aguinaldos caidos por concepto de la pension
IVM; al pago de ambas costas (folios 9 a 17). La demandada contesté negativamente la accién (folios 47 a 50). Mediante sentencia
de primera instancia se declaré con lugar la demanda en todos sus extremos (folios 129 a 133). La demandada apel6 (folios 147 a
150) y el tribunal confirmé la sentencia recurrida (folios 154 a 157).
Il.- AGRAVIOS. La agraviada se manifiesta inconforme con la sentencia recurrida en el tanto considera, que el hecho de que
durante afios el titular de las pensiones las disfrutara y que ambos regimenes permitieran tal situacioén, no implica necesariamente
que al fallecer, la beneficiaria adquiriera esa titularidad por tratarse de una pension derivada de la pensién originaria que recibia el
titular. Esto va en contra del principio pro fondo y de la sostenibilidad financiera del régimen de pensiones que administra la CCSS.
Otorgar una pension utilizando las mismas cotizaciones ya contempladas en la primera pension otorgada, puede afectar en forma
negativa los regimenes del IVM y de Hacienda. Por esto, existen razones de hecho y de derecho para que la Caja tenga la
posibilidad de denegar una pensiéon cuando ya a la solicitante se le otorg6 el beneficio en otro régimen de jubilacion. Esto violenta
los principios pro fondo, equidad, solidaridad, razonabilidad, proporcionalidad, financiacion de los seguros sociales, todos los cuales
informan a todo el régimen de pensiones, por ello, en caso de duda, debe resolverse a favor del fondo. Menciona que entre los
requisitos previos de admisibilidad de la solicitud, esta que no disfrute de una pensién de otro régimen con los mismos patronos, tal
y como se da en este caso. Por ello, la Administracion tiene la potestad de establecer requisitos y denegar si no cumple con los
mismos. Asi, solicita que se revoque la sentencia impugnada y se declare sin lugar la demanda en todos sus extremos (folios 165 a
168).
lll.- SOBRE EL FONDO. Una vez analizado el asunto que se pone a conocimiento, se adelanta la confirmacion de la sentencia
recurrida. Ya en una ocasion anterior, esta Sala habia tenido la oportunidad de pronunciarse en un caso similar al presente,
compartiendo los argumentos utilizados por el juzgado y el tribunal. En aquella oportunidad se indico: “La demandada le reconocid
al causante el derecho a la indicada pensién. Sial hacerlo quebrantdé o no el ordenamiento juridico, es un aspecto que no podia
analizarse al resolver la pension por viudez, dado que no se trataba de revisar la procedencia de aquel derecho, sino del derivado
por la esposa a consecuencia de la muerte del sefior Méndez y al amparo de las normas que rigen la pension por viudez. Debe
tomarse en cuenta que para establecer la nulidad del acto mediante el cual se le reconocioé a don ... la pension y del que en forma
derivada adquirieron derecho sus causahabientes desde el instante mismo de su muerte, debié necesariamente acudirse al
proceso de lesividad, lo que no se hizo. En un caso como el presente, encuentra aplicacion el principio de intangibilidad de los
actos propios (articulo 34 constitucional); no pudiendo la Administracién suprimir por su propia voluntad el derecho a pension del
causante y, consecuentemente, el derivado de él surgido a favor de la actora en virtud de la muerte de su esposo; y si de lo que se
trataba era de la eliminacién de ese derecho subjetivo debi6 acudirse -como se djjo- al indicado proceso de lesividad (articulo 173
de la Ley General de la Administracion Publica). En ese mismo sentido, la Sala resolvié un caso semejante al presente, enfatizando
que lo que la Administracion debid hacer era analizar los presupuestos establecidos para la pensién por viudez y no revisar el acto
administrativo originario sin seguir los procedimientos establecidos por el ordenamiento juridico con ese propdsito: “En este asunto,
la Administracion al conocer de la solicitud de pension por viudez, lejos de analizar los presupuestos establecidos en la respectiva
normativa para su procedencia, pretendio revisar el acto administrativo originario mediante el cual se reconocié la pension de ... al
causante sin seguir los procedimientos establecidos para tales efectos, inobservando la normativa legal y constitucional a que se ha
hecho referencia en tales antecedentes jurisprudenciales...” (Voto numero 612 de las 11:50 horas del 21 de julio de 2004)” (Sala
Segunda de la Corte Suprema de Justicia, voto n® 557-07 de las 15:00 horas del 15 de agosto de 2007). Otro caso similar fue
resuelto en este mismo sentido mas recientemente, mediante la sentencia 442-12 de las 9:35 horas del 23 de mayo de 2012. Asi,
una vez analizado el caso de marras, en vista de que el cuadro factico coincide con el estudiado en la sentencia de cita, revisando
los argumentos que da la agraviada en su recurso, se llega a la conclusiéon de que el error que alega la Caja para denegar el
derecho a la actora no puede perjudicarla en sus derechos. Si no se siguié el procedimiento administrativo que la Ley establece
para ello (sea el proceso de lesividad), es la propia Administracién la que debe cargar con las consecuencias de su omision. De
esta manera, no se encuentran motivos para variar lo que viene resuelto en las instancias precedentes en el caso en concreto, por





lo que procede confirmar la sentencia recurrida. Tome nota la Administracion de lo aqui resuelto, con el fin de que se enderecen los
procedimientos de manera oportuna, en aras de la mejor administracion de los fondos de pensién que tienen a su cargo,
precisamente en atencién de los principios a los cuales alude la CCSS en su recurso.

POR TANTO:

Se confirma la sentencia recurrida.

Orlando Aguirre Gémez

Julia Varela Araya Diego Benavides Santos
Iris Rocio Rojas Morales Maria del Rocio Carro Hernandez
Jjjmb.-
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Propuesta declaración jurada pensiones FJPPJ.docx
DECLARACIÓN JURADA FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL





El presente formulario tiene como objetivo recopilar información acerca de la situación económica de la persona solicitante del beneficio de pensión, así como de su grupo familiar de convivencia, con el fin de determinar el grado de dependencia con respecto a la persona fallecida.

Por lo tanto, en consideración a lo indicado procedo a completar la siguiente información bajo fe de juramento de que los datos consignados son verídicos, de conformidad con … (legislación o normativa legal)





I. DATOS GENERALES DE LA PERSONA SOLICITANTE:

Primer apellido: ________________Segundo apellido: ____________ Nombre: ______________

N° de documento de identificación: _________________

Fecha de Nacimiento: _________________

Estado Civil: ________________________

Teléfono Residencia: ____________ Teléfono Celular: ___________ Teléfono Oficina: __________

Fax: ____________   Correo electrónico: ______________________

Grado Académico: _______________________

Profesión u oficio: ___________________

Dirección exacta del domicilio: ________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________



II. GRUPO FAMILIAR DE CONVIVENCIA

		Nombre Completo

		Edad

		Parentesco

		Grado Académico

		Ocupación

		Ingreso

Bruto

		Ingreso 

Líquido



		

		

		

		

		

		

		



		

		

		

		

		

		

		



		

		

		

		

		

		

		



		

		

		

		

		

		

		









III. INGRESOS:

Condición laboral (marque con una x):

1. Asalariado ( ) Lugar de trabajo: ______________________

Ingreso: bruto _______________________ líquido: _______________________

2. Labora por cuenta propia ( )

Ingreso: bruto _______________________ líquido: _______________________

Indique si declara renta y el monto: ____________________________________

3. Pensionada (o)  (   )

Ingreso: bruto _______________________ líquido: _______________________

4. Desempleado ( ) Desde qué fecha está en esa condición y porqué: ________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________

5. Indique si cuenta con certificados de depósito a plazo y el monto: ________________________________________________________________________________

6. Indique si cuenta con bonos de inversión y el monto: ________________________________________________________________________________

7. Detalle cuentas corrientes y de ahorros que posea:

7.1 Banco o Institución Financiera:

Número de cuenta IBAN:

Tipo de cuenta: ahorro ( )  corriente ( )  

7.2. Banco o Institución Financiera:

Número de cuenta IBAN:

Tipo de cuenta: ahorro ( )  corriente ( )

7.3. Banco o Institución Financiera:

Número de cuenta IBAN:

Tipo de cuenta: ahorro ( )  corriente (  )

8. Participación en sociedades o empresas:

Sí (  ), en caso de recibir beneficios económicos indique el monto ___________________

No (   )

9. Participación en cooperativas y asociaciones:

Sí (  ), en caso de recibir beneficios económicos indique el monto ____________________

No (   )



10.  Otros ingresos (explique): ________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________



IV. BIENES INMUEBLES 

1. Tenencia de vivienda (marque con una x): 

propia libre de hipoteca ( ) 

propia con hipoteca ( ) 

alquilada ( )

prestada ( )

otro ( ) explique: __________________________________________________________________

2. Otros bienes inmuebles registrados a su nombre:

2.1 Tipo de bien: _________________________________

[bookmark: _Hlk43280583]Ingreso que genera: 

2.2 Tipo de bien: _________________________________

Ingreso que genera: 

2.3 Tipo de bien: _________________________________

Ingreso que genera: 

3. Otros bienes inmuebles registrados a nombre de otros miembros del grupo familiar de convivencia:

3.1 Tipo de bien: _________________________________

Ingreso que genera: 

3.2 Tipo de bien: _________________________________

Ingreso que genera: 

3.3 Tipo de bien: _________________________________

Ingreso que genera: 

Observaciones:____________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________



V. BIENES MUEBLES DE SU PROPIEDAD SUJETOS A INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO NACIONAL:

________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________

Comentarios u observaciones adicionales:

________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________



AUTORIZACIÓN:

Consiente de la importancia de brindar información verídica, autorizo que los datos anteriormente aportados por mi persona puedan ser corroborados ante las instancias competentes, con el fin de que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial pueda tener un criterio objetivo y confiable para determinar la pertinencia o no de otorgar el beneficio de pensión que estoy solicitando. Asimismo, en caso de que se identificara falsedad en la información suministrada, que pueda inducir a error en beneficio a mis intereses económicos, estoy en conocimiento que esto podría implicar… (consecuencias)

Esta autorización se otorga con fundamento en el artículo 24 de la Constitución Política que tutela el derecho a la privacidad de los documentos e información privada; artículo 29 de la Ley sobre registro, secuestro, examen de documentos privados e intervención a las comunicaciones y sus reformas, Nro. 7425, artículo 615 del Código de Comercio, artículo 117 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, artículos 132 y 133 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica y sus reformas, Nro. 7558 y lo dispuesto por la Ley 8204, para la regulación de transacciones en dinero en efectivo.

En plena comprensión de lo anterior firmo:

Nombre completo: ___________________________________________________

N° de identificación: __________________________________________________

Firma: ____________________________

Fecha: ____________________________
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                    Corte Suprema de Justicia[image: ]



                           Secretaría General

San José, 06 de mayo del 2020

N° 4171-20

Al contestar refiérase a este # de oficio





[bookmark: _Hlk36820332]Señor

MSc. Rodrigo Campos Hidalgo 

Director Jurídico interino





Estimado señor:





Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión extraordinaria de presupuesto N° 39-2020 celebrada el 21 de abril del 2020, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc37948377]“ARTÍCULO LI



DOCUMENTO N° 4255-2020



La máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora interina de Proceso de Administración Humana y la licenciada Mauren Siles Mata, Jefa interina de Subproceso de Administración Salarial, en oficio N° PJ-DGH-SAS-1374-2020 del 12 de marzo de 2020, comunicaron lo siguiente:



“El Consejo Superior en sesión n° 66-13 del 27 de junio del 2013, conoce el informe de la Auditoria Judicial relacionado con el proceso de Reconocimiento de Tiempo, teniendo dentro de sus recomendaciones de aplicación inmediata:



“… realizar un análisis jurídico cada vez que se presenta una nueva institución para reconocimiento, con el fin de que se incorpore en el listado oficial y se documente el sustento jurídico sobre la procedencia del reconocimiento para los efectos que corresponda.”



[bookmark: _Hlk11678440]De ahí que, para resolver una gestión presentada ante esta Dirección, es necesario contar con un Criterio Legal de la Dirección Jurídica donde se indique si procede o no reconocer el tiempo servido para la Universidad de Costa Rica según lo que establece la Ley Orgánica del Poder Judicial en el artículo 226.



Cabe indicar, que la persona servidora que realiza la gestión depende del reconocimiento de este tiempo para poder disfrutar su derecho a la jubilación, de ahí que el criterio requerido se solicita con prioridad alta para no atrasar el trámite jubilatorio que se pretende.



Se omite remitir la documentación del caso en concreto, ya que según lo indica la misma Dirección Jurídica en sus criterios legales no se pueden referir a casos específicos, “en aplicación de lo dispuesto en el Reglamento de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, contenido en la circular 251-2017, aprobado por la Corte Plena de la Corte Suprema de Justicia en el artículo XXXIII de la sesión número 47-14, celebrada el día 06 de octubre de 2014, debe entenderse que esta Dirección cumple funciones de asesoría jurídica en términos generales respecto de los alcances de la legislación vigente y no sustituye la valoración de cada caso concreto que legalmente compete al órgano administrativo decisor consultante, en virtud de lo cual, este acto constituye una orientación jurídica general sobre la base de la información y pregunta que se plantea, sin que se prejuzgue sobre ningún caso concreto”.”



- 0 -



Analizada por este Consejo Superior la presente gestión, se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio N° PJ-DGH-SAS-1374-2020 del 12 de marzo de 2020 de la Dirección de Gestión Humana y con base en lo anterior; solicitar a la Dirección Jurídica, para que los criterios solicitados por la Dirección de Gestión Humana sean atendidos con prioridad alta, para no atrasar el trámite jubilatorio que se pretende por parte de la persona servidora que realiza la gestión quien depende del reconocimiento de este tiempo para poder disfrutar su derecho a la jubilación. 2.) Trasladar la gestión anterior a conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para lo que estime pertinente de acuerdo con sus competencias.  



La Dirección Jurídica y la Auditoría, tomarán nota para los fines consiguientes.”



Atentamente, 









Lic. Ricardo Calderón Fernández 

Prosecretario General interino

Corte Suprema de Justicia





 

c: 	Auditoría 

	Dirección de Gestión Humana

	Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

	Diligencias / Refs: (4255-20) 



Andrea 





Teléfonos: 2295-3008 // 2295-3711	 Correo: secrecorte@poder-judicial.go.cr Fax: (506) 2295-3706 Apdo: 1-1003 San José
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SAN JOS , a las ngB hrs del Sector: 80

Notificando: PRESIDENTE DE LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO

e et frrrr S

o

Provincia: SAN JOSE,

Cantdn; SAN JOS, Distrito: SALA CONSTIT. - SECTOR 1, Barrio: GONZALEZ LAHMAN
(SURESTE).

Direccion: PRESIDENTE DE LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDQO DE PENSIONES Y
JUBILACIONES DEL PODER JUDICIAL.

Horario: Dentro de Jornada Laboral.

Notifigué mediante cédula, la resolucion de las catorce horas con cincuenta y cuatro minutos del
tres de Agosto de 2020 del SALA CONSTITUCIONAL

Expediente: 20-013486-0007-CO  Forma de Notificacidn: OTROS

Copias: NO

Entregado a:

Partes de! proceso: MARCO ANTONIO GERARDO CASTRO ALVARADO, PRESIDENTE DE LA
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE PENSIONES Y JUBILACIONES DEL PODER
JUDICIAL , PRESIDENTE DEL PODER JUDICIAL , MINISTRO DE HACIENDA .

Se hace saber:

RESOLUCION:






A 0 O A A
EXPEDIENTE: No. 20-013486-0007-CO

PROCESO: RECURSO DE AMPARO
RECURRENTE: MARCO ANTONIO CASTRO ALVARADO
RECURRIDO: MINISTERIO DE HACIENDA Y EL PODER JUDICIAL

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San
José, a las catorce horas y cincuenta y cuatro minutos del tres de agosto de dos mil
veinte.

Visto el recurso de amparo que se tramita en el expediente No. 20-013486-
0007-CO, interpuesto por MARCO ANTONIO CASTRO ALVARADO, cédula
de identidad 0900290185, contra el MINISTERIO DE HACIENDA Y EL
PODER JUDICIAL, se resuelve: en los términos de los articulos 43, 44 y 45 de la
Ley de la Jurisdicciéon Constitucional, informen el ministro de Hacienda, el
presidente de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones
del Poder Judicial y el presidente del Poder Judicial, sobre los hechos alegados
por el recurrente, en resumen: que es pensionado del Fondo de Pensiones y
Jubilaciones del Poder Judicial. Reclama que la Ley para Redisefiar y Redistribuir
los Recursos (Ley n° 9796), afecta sus derechos fundamentales. Acusa que el 15 de
julio de 2020, se le hizo una incautacion indebida de 104.000,00 colones al monto
de su jubilacion, por concepto de impuesto solidario, suma que se le seguird
rebajando quincenalmente. Considera que ese rebajo es arbitrario y atenta contra
su derecho establecido en la Ley Organica del Poder Judicial n°® 7333, que le
otorgd una jubilacion digna y para la cual cotizo a lo largo de 30 afios. Reclama
que la Ley n® 9796 es regresiva y afecta a las personas que tienen una pension
inferior a los cuatro millones de colones mensuales. Solicita que se declare con
lugar el recurso, que se ordene el cese inmediato del cobro injusto y que se le
restituyan las sumas rebajadas de forma indebida a su jubilacion. El informe debera
rendirse una_sola vez, en cualquiera de los formatos que se especifican mas
adelante, dentro de los TRES DIAS HABILES siguientes a la notificacion de esta

EXPEDIENTE N° 20-013486-0007-CO
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resoluciéon, CON REMISION DE LA COPIA CERTIFICADA,
DEBIDAMENTE IDENTIFICADA, FOLIADA Y EN ESTRICTO ORDEN
CRONOLOGICO DE LA DOCUMENTACION, ASI COMO CUALQUIER
TIPO DE SOPORTE ELECTRONICO, INFORMATICO, MAGNETICO,
OPTICO, TELEMATICO O PRODUCIDO POR NUEVAS
TECNOLOGIAS, RELACIONADOS ESTRICTAMENTE CON EL
OBJETO DE ESTE RECURSO, CUYOS ORIGINALES SIEMPRE_SE
MANTENDRAN BAJO CUSTODIA DE LA ADMINISTRACION,
ASIMISMO SE DEBERA APORTAR EL NUMERO DE TELEFONO
DONDE PUEDE SER HABIDA LA PARTE RECURRIDA, bajo la

prevencion que, conforme a lo dispuesto en los articulos 44, parrafo 2°, y 45 de la

ley citada, se considerardA dado bajo juramento, de manera que cualquier
inexactitud o falsedad hara incurrir a los informantes en las penas del perjurio o del
falso testimonio, segun la naturaleza de los hechos contenidos en €l y que la
omisién en informar causard que se tenga por ciertos los hechos y se pueda
declarar con lugar el recurso, para cuyos efectos deberan rendirlo personalmente y
no por medio de apoderado. El informe y las pruebas pertinentes deberan ser

presentados por la autoridad recurrida una tinica vez, utilizando sclo uno de los

siguientes medios: documentacion fisica presentada directamente en la Secretaria
de la Sala; el sistema de fax; documentacién electrénica por medio del Sistema de
GESTION EN LINEA; o bien, a la direccién de correo electrénico Informes-
SC@poder-judicial.go.cr, la cual es correo exclusivo dedicado a la recepcion de
informes. En cualquiera de los casos, el informe y demds documentos deberdn
indicar de manera expresa el nimero de expediente al cual van dirigidos. El o los
informes que se rindan por medios electronicos, deberdn consigpar la firma del
funcionario que lo rinde, ya sea digitalizando el documento fisico que contenga su
firma, o por medio de la firma digital, segun las disposiciones establecidas en la
Ley de Certificados, Firmas Digitales y Documentos Electrénicos, No. 8454, a
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efectos de acreditar la autenticidad de la gestion. Se advierte que los documentos
generados electronicamente o digitalizados que se presenten por el Sistema de
Gestién en Linea o por el correo electronico sefialado, no deberan superar los 3
Megabytes. Se advierte a los recurridos que solamente se les notificardn las
resoluciones futuras si sefialan nimero de fax si lo tuvieren o, en su defecto casa u
oficina, dentro del perimetro judicial de esta Sala, de conformidad con lo dispuesto
en los articulos 19 y 34 de la Ley de Notificaciones Judiciales, o, igualmente, los
recurridos podran sefialar para dichos efectos una direccion de correo electrénico o
cualquier otro medio tecnoldgico que permita el acto de comunicacion, siempre y
cuando haya solicitado de previo a ello la acreditaciéon de esos medios para que se
realice su notificacion (articulos 18, 34 y 39 de la referida Ley de Notificaciones
Judiciales). Notifiquese. Para la tramitacién de este recurso se designa instructor al

magistrado Jorge Araya Garcia, a quien por turno corresponde.-

MWMNMMWMMMWWM

ML
BNYBXYYAVXSE1
FERNANDOQ CASTILLO VIQUEZ - PRESIDENTE/A
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Analisis Comparativo Titulos Valores Poder Judicial julio 2020

|. INFORMACION GENERAL.

En atencién a lo dispuesto por el Consejo Superior, en sesiones 33-14 del 10 de abril
de 2014, articulo XCIX y 53-14 del 10 de junio de 2014, articulo XCIV y lo
consignado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones
del Poder Judicial en sesion N.°18-2020 del 01 de junio de 2020 articulo VI, el
Macroproceso Financiero Contable (FICO) realizé el analisis comparativo de titulos
valores de las inversiones relativas a las dependencias administrativas del Poder
Judicial y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con los estados
remitidos por los entes bancarios y custodia, que comprende las siguientes cuentas:

e Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
¢ Fondo de Socorro Mutuo

¢ Fondo de Emergencias

¢ Ingresos sobre Cuentas Corrientes Judiciales

El procedimiento que se realiza consiste en constatar los instrumentos financieros, que
respaldan las inversiones con titulos valores desmaterializados!, asi como los titulos
valores fisicos, relativos a las negociaciones directas efectuadas con recursos
econdémicos de las diferentes carteras que se administran. Lo anterior, contiene la
informacién con corte al 31 de julio de 2020.

En cuanto a los cupones de igual forma se realizaron varios intentos con el propdsito
de determinar el método mas adecuado para ejecutar la conciliacién de éstos, lo cual
genero la inversion de tiempo y esfuerzo dado la complejidad de la estructura de la
informacion contenida en el estado de cuenta, producto de lo cual se identific6 que no
todos los cupones se reflejaban en dicho estado, gue algunos se muestran agrupados
por numero de ISIN y fecha de vencimiento por lo gue no es factible conciliarlos uno a
uno, asi mismo se identific6 que algunos cupones presentan tasas y montos de interés
que difieren a los registrados por el Poder Judicial.

Las diferencias citadas en el punto anterior, algunas obedecen a que, en los estados
de cuenta suministrados por el Custodio del Banco de Costa Rica, se incluye el calculo
de tasas variables, con la tasa del cup6n anterior, la cual no se actualiza
mensualmente, como ocurre en el sistema de carteras de inversion (SCI) del Poder
Judicial; no obstante, al efectuar la cancelacion de vencimientos se verifica el monto
correspondiente.

Dado lo anterior, a continuacién, se presentan los anexos donde se muestra el analisis
realizado:

1Son anotaciones en cuenta que carecen de un documento fisico.

| 0





Analisis Comparativo Titulos Valores Poder Judicial julio 2020

I.I. FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL

Anélisis comparativo de Titulos Valores
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
Al 31 de julio del 2020

| COLONES | DOLARES | UDES | Participaciones Fl {2) |
Natas | LIBROS | BANCOS | LIBROS | BANCOS | LIBROS | BANCOS | LIBROS [ BANCOS |
Principales 388 409 965 200,057 ¢338 400 965 193,01 582022 444,13 582022442 52 108447 68393 108 447 683,93 2922800 2922300
Intereses 205 970 560 568,22 204 988 319 639,57 15 683 387,10 15 685 360,12 171920823 1629 537,96
Total registrado [ #594 380 525768,27 _ ¢593 398 284 837,58 $97 705831,23  $97 707 802,74 110 166 892,16 110 077 221,89 | 29 228,00 29 228,00 |
Movimiento a aplicar
Banco de Costa Rica
Diferencia por metodologia
Diferencia en intereses
Diferencias de redondeo 0,06
Consultas efectuadas
BCR Custodio
Diferencia en principales
Diferencia en compras fisicas cupones
Diferencias de redondea 2,04 1,51
Consultas Efectuadas 1 982 240 928,65 ($1973,08) 89 670,27
Diferencia por metodologia
Inversiones de otras dependencias
saldos ajustados [__#594 380 525 768,27 | 594 380 525 768,27 | _$97 705831,23] _$97 705831,23] 11016689216 | _110166892,16 | 29 228,00 | 29 228,00 |
Diferencia [ 0,00 ] 0,00 T 50,00 [ $0,00 50,00 [ 50,00 [ 50,00 $0,00

MNotas:

(1) Mensualmente, se reportan las diferencias a las entidades bancarias y a la Unidad de Inversiones para los ajustes correspondientes. Estas diferencias obedecen principalmente a
cupones en colones y los UDES, de los cuales el Banco no refleja la informacidn en el estado de cuenta. Respecto a la diferencia presentada en ddlares ($1,973.08) se compone de
informacion no reflejada en el estado de cuenta del banco como cupones en el cual los montos no coinciden con respecto a la informacidn del banco respecto a los que arroja el sistema de

(2) se refiere a los Fondos de inversidn cerrados adquiridos a través de las sociedades administradoras de Fondos de inversidn (SAFI).

Para el mes de julio de 2020, en el analisis comparativo de la informacién brindada por
los emisores y ente custodio, con los controles que para los efectos se llevan de los
instrumentos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en forma
atenta, se indican las siguientes observaciones:

Operaciones reportadas por el Custodio BCR:

1. Se presenta una diferencia entre el dato del Poder Judicial y la informacion
remitida por el custodio en cupones por la suma de ¢982,240,928.65,
$1,973.08 'y 89,670.27 en UDES, las cuales obedece a las siguientes razones:

a. No se incluyeron en el estado de cuenta algunos cupones de interés.

b. Se muestran operaciones agrupadas por numero de ISIN y fecha de
vencimiento y no por operacion de compra conforme lo registra el Poder
Judicial y se detallaba anteriormente por el Custodio.

c. Se mantienen diferencias por la metodologia del calculo en cuanto a la
actualizacién de tasas de interés (tasa basica).

I CUENTAS ADMINISTRADAS PODER JUDICIAL

En el andlisis de las cuentas administrativas del mes de julio de 2020, no se anotan
observaciones, ya que corresponden a instrumentos emitidos por los mismos entes
financieros.






Analisis Comparativo Titulos Valores Poder Judicial julio 2020

Analis comparative de Titulos Valores
Cuentas administrativas Poder Judicial
Al 31 de julio 2020

SCI

Principales
Intereses
Total registrado en libros

Informacion Estados Bancarios
Banco de Costa Rica

Principales

Intereses

Consultas efectuadas
Ajustes porredondeo
Diferencia cupones por fe
Consultas efectuadas

Total informacion Estado:

Diferencia

Il. SEG

Fondo Socorro Mutuo Fondo Socorro Mutuo Cta, intereses sobre Cte, Judiciales Fondo de Emergencia
Notas  Colones UDES Participaciones Colones UDES Colones
28 000,00 219 667 485,99 20 612 667,37 3312 247 000,00
420,00 1858 575,50 60 538 915,22
€28 420,00 219 667 499,99 0,00 $22 471 242 87 3372786 915,22
28 000,00 219 667 500,00 20612 667,37 3 312 247 000,00
42117 1858 575,50 60530 915,22
(1.17) (0,01)
cha
s Bancarios - 28 420,00 219 667 499,99 219 667 499,99 - 22 471 242,87 3372786 915,22

UIMIENTO Y CONCLUSIONES

En términos generales se considera que los resultados del analisis comparativo de

instrum

entos son satisfactorios, con excepcion de la conciliacion de los cupones que

corresponden a operaciones contenidas en el estado de cuenta remitido por el BCR,

siendo que las diferencias més significativas en el Fondo de Jubilaciones y Pensiones
se debe a:

e EIl Custodio del Banco de Costa Rica (BCR), remite estado de cuenta que no
contienen toda la informacién necesaria para conciliar con el sistema de cartera
de inversiones (SCI), por lo que el Poder Judicial realiza la conciliacion de
manera distinta.

e En algunos cupones que se lograron conciliar, se presentan diferencias entre el

monto del Poder Judicial y el contenido en los estados de cuenta del BCR.

Asimismo, como seguimiento se remite comunicacién a las entidades bancarias,

respect
emisor

o0 del andlisis comparativo individual de informe presentado por cada ente
y custodio.

Conforme al analisis al informe se determiné que las diferencias encontradas son
justificables.

CGS/BCH

C: Unidad

FAB'AN SALAS Firmado digitalmente

por FABIAN SALAS

FERNANDEZ  FERNANDEZ (FIRMA)
Fecha: 2020.08.28

(FIRMA) 18:40:28 -06'00"

Lic. Fabian Salas Fernandez
Jefe a.i. Proceso de Inversiones

de Gestién y Desarrollo de la Calidad.
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Aporte ordinario (Mensual)
Aportes
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Jubilados y Pensionados
Contribucion Solidaria

Total Aportes

Salario Escolar (Mensual)

Aportes
Trabajadores
Patrono
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Anexo



Distribución y fechas de recepción del Perfil Tecnológico



Grupo 1: ENERO 

		Fecha

		 Descripción

		Entidades



		



















Primeros 10 días hábiles de

ENERO

		Mutuales de Ahorro y Crédito



Conglomerado Financiero Grupo Mutual Alajuela – La Vivienda de Ahorro y Préstamo 









Mutual Cartago de Ahorro y Préstamo 

		

1. Grupo Mutual Alajuela – La Vivienda de Ahorro y Préstamo (SUGEF)

2. Mutual Sociedad de Fondos de Inversión S.A. (SUGEVAL)

3. Mutual Valores Puesto de Bolsa S.A.(SUGEVAL)







1. Mutual Cartago de Ahorro y Préstamo (SUGEF)





		

		

Otras Entidades Financieras 



Conglomerado Financiero Caja de Ahorro y Préstamos de la ANDE 



		

1. Caja de Ahorro y Préstamos de la ANDE (SUGEF)

2. Vida Plena Operadora de Planes de Pensiones Complementarias S.A. (SUPEN)

3. Caja de Ande Seguros Sociedad Agencia de Seguros, S.A.





		

		Bancos Creados Por Leyes Especiales 



Conglomerado Financiero Banco Popular y de Desarrollo Comunal

		

1. Banco Popular y de Desarrollo Comunal (SUGEF)

2. Operadora de Planes de Pensiones Complementarias del Banco Popular y de Desarrollo Comunal S.A.(SUPEN)

3. Popular Sociedad de Fondos de Inversión S.A.(SUGEVAL)

4. Popular Valores Puesto de Bolsa S.A. (SUGEVAL)





		

		Bancos Privados



Grupo Financiero Davivienda  









Grupo Financiero Citibank 







Grupo Financiero Improsa











Grupo Financiero Lafise



		



1. Banco Davivienda (Costa Rica) S.A (SUGEF)

2. Davivienda Puesto de Bolsa (Costa Rica) S.A. (SUGEVAL)

3. Davivienda Seguros Costa Rica, S.A.  (SUGESE)





1. Banco CMB (Costa Rica) S.A. (SUGEF)

2. Citi Valores Accival S.A.(SUGEVAL)





1. Banco Improsa S.A. (SUGEF)

2. Improsa Sociedad Administradora de Fondos de Inversión S.A. (SUGEVAL)

3. Improsa Valores Puesto de Bolsa S.A. (SUGEVAL)





1. Banco LAFISE S.A. (SUGEF)

2. Seguros Lafise Costa Rica S.A. (SUGESE)

3. LAFISE Valores Puesto de Bolsa S.A. (SUGEVAL)





		

		Regímenes de Capitalización Colectiva



Fondos complementarios creados por leyes especiales o convenciones colectivas





		





1. Fondo de Empleados del ICE.

1. Fondo del Banco Nacional de Costa Rica.





		

		Aseguradoras 



Best Meridian Insurance Company 





Triple- S Blue Inc. (Atlantic Southern Insurance Company-Sucursal En Costa Rica)  





Aseguradora Sagicor Costa Rica S.A.







Grupo INS 



		



1. Best Meridian Insurance Company  (SUGESE)







1. Triple- S Blue Inc. (Atlantic Southern Insurance Company-Sucursal en Costa Rica)  (SUGESE)







1. Aseguradora Sagicor Costa Rica S.A.  (SUGESE)





1. Instituto Nacional De Seguros  (SUGESE)

2. INS Valores Puesto de Bolsa S.A.  (SUGEVAL)

3. INS Inversiones Sociedad Administradora de Fondos de Inversión S.A.  (SUGEVAL)



		

		

Organizaciones Cooperativas de Ahorro y Crédito 



Grupo Financiero Alianza





Cooperativas

		







1. Coopealianza R.L. (SUGEF)





1. Coopavegra R.L. (SUGEF)

2. Coopeamistad R.L. (SUGEF)

3. Coopeande No.1 R.L. (SUGEF)

4. Coopeaya R.L. (SUGEF)

5. Coopebanpo R.L. (SUGEF)

6. Coopecaja R.L. (SUGEF)

7. Coopecar R.L. (SUGEF)










Grupo 2: ABRIL



		Fecha

		Descripción 

		Entidades



		



















































Primeros 10 días hábiles de

ABRIL

		Bancos Comerciales del Estado 



Conglomerado Financiero Banco de Costa Rica 







		

1. Banco de Costa Rica  (SUGEF)

2. BCR Pensión Operadora de Planes de Pensiones Complementarias S.A.(SUPEN)

3. BCR Sociedad Administradora de Fondos de Inversión S.A. (SUGEVAL)

4. BCR Valores S.A. (SUGEVAL)



		

		Bancos Privados



Grupo Financiero Banco BCT S.A.  







Grupo Financiero Prival 











Banco Promerica de Costa Rica S.A. 





Grupo Financiero BNS de Costa Rica



		



1. Banco BCT S.A.(SUGEF)

2. BCT Sociedad de Fondos de Inversión S.A. (SUGEVAL)

3. BCT Valores Puesto de Bolsa S.A. (SUGEVAL)



1. Prival Bank (Costa Rica) S.A. (SUGEF)

2. Prival  Securities (Costa Rica), Puesto de Bolsa S.A. (SUGEVAL)

3. Prival Sociedad Administradora de Fondos de Inversión, S.A. (SUGEVAL)



1. Banco Promerica de Costa Rica S.A. (SUGEF)





1. Scotiabank de Costa Rica S.A. (SUGEF)

2. Scotia Sociedad de Fondos de Inversión S.A. (SUGEVAL)





		

		Puestos de Bolsa y Sociedades de Fondos de Inversión 



Grupo Bursátil Aldesa S.A.













Grupo Financiero Mercado de Valores















Grupo Financiero Acobo









Grupo Empresarial Sama







		





1. Aldesa Puesto de Bolsa S.A.(SUGEVAL)

2. Aldesa Sociedad de Fondos de Inversión S.A. (SUGEVAL)

3. Aldesa Fideicomisos S.A. (SUGEVAL)

4. Grupo Bursátil Aldesa S.A. (SUGEVAL)





1. Mercado de Valores de Costa Rica Puesto de Bolsa S.A. (SUGEVAL)

2. Multifondos de Costa Rica Sociedad de Fondos de Inversión S.A. (SUGEVAL)

3. Grupo Financiero Mercado de Valores de Costa Rica S.A. (SUGEVAL)





1. Acobo Puesto de Bolsa S.A. (SUGEVAL)

2. Vista Sociedad de Fondos de Inversión S.A. (SUGEVAL)

3. Corporación Acobo S.A. (SUGEVAL)

4. Servicios Fiduciarios Acobo S.A. (SUGEVAL)



1. Inversiones SAMA S.A. (SUGEVAL)

2. SAMA Sociedad de Fondos de Inversión GS, S.A. (SUGEVAL)

3. Grupo Empresarial Sama S.A. (SUGEVAL)





		

		

Bolsas y Depositarios de Valores



Bolsa Nacional de Valores S.A. y Subsidiarias



Banco Central de Costa Rica



		





1. Bolsa Nacional de Valores S.A. (SUGEVAL)

2. Interclear Central de Valores S.A. (SUGEVAL)



1. Sistema de Anotación en Cuenta de Deuda Pública del Banco Central de Costa Rica (SUGEVAL).



		

		Aseguradoras



Seguros del Magisterio S.A. 



Aseguradora Del Istmo (Adisa) S.A. 



Oceánica De Seguros S.A.  



Qualitas Compañía De Seguros (Costa Rica), S.A.  

		



1. Seguros del Magisterio S.A. (SUGESE)



1. Aseguradora Del Istmo (Adisa) S.A. (SUGESE)



1. Oceánica De Seguros S.A.  (SUGESE)



1. Qualitas Compañía De Seguros (Costa Rica), S.A.   (SUGESE)



		

		Organizaciones Cooperativas De Ahorro Y Crédito 



Grupo Financiero Coocique 





Cooperativas

		





1. Coocique R.L. (SUGEF)





1. Coopefyl R.L. (SUGEF)

2. Coopegrecia R.L. (SUGEF)

3. Coopejudicial R.L. (SUGEF)

4. Coopelecheros R.L. (SUGEF)

5. Coopemédicos R.L. (SUGEF)

6. Coopemep R.L. (SUGEF)

7. Coopesanmarcos R.L. (SUGEF)



		

		Operadoras de Pensiones 

		1. Operadora de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social



		

		Regímenes de Capitalización Colectiva



Fondos complementarios creados por leyes especiales o convenciones colectivas

		





1. Fondo del retiro de empleados de la CCSS.

1. Fondo de Vendedores de Lotería.














Grupo 3: AGOSTO



		Fecha

		Descripción  

		Entidades



		





















Primeros 10 días hábiles de

AGOSTO

		Bancos Comerciales del Estado 



Conglomerado Financiero Banco Nacional de Costa Rica 

		

1. Banco Nacional de Costa Rica  (SUGEF)

2. BN Sociedad Administradora de Fondos de Inversión S.A. (SUGEVAL)

3. BN Valores Puesto de Bolsa S.A.  (SUGEVAL)

4. BN Vital Operadora de Planes de Pensiones Complementarias S.A. (SUPEN)



		

		Bancos Creados Por Leyes Especiales 



Banco Hipotecario de la Vivienda

		





1. Banco Hipotecario de la Vivienda (SUGEF)



		

		Bancos Privados



Grupo Financiero BAC Credomatic  















Banco Cathay de Costa Rica S.A.





Banco General (Costa Rica) S.A. 

		



1. Banco BAC San José S.A.(SUGEF)

2. BAC San José Pensiones Operadora de Pensiones Complementarias S.A. (SUPEN)

3. BAC San José Puesto de Bolsa S.A.(SUGEVAL)

4. BAC San José Sociedad de Fondos Inversión S.A. (SUGEVAL)





1. Banco Cathay de Costa Rica S.A. (SUGEF)





1. Banco General (Costa Rica) S.A (SUGEF)



		

		Empresas Financieras No Bancarias



Grupo Financiero Cafsa





Financieras







		



1. Financiera Cafsa S.A. (SUGEF)





1. Financiera Comeca S.A. (SUGEF)

2. Financiera Desyfin S.A. (SUGEF)

3. Financiera Gente, S.A.(SUGEF)

4. Financiera Credilat, S.A. (SUGEF)



		

		Proveedores de Precios



Latín Vector S.A.



Proveedor Integral de Precios Centroamérica S.A.



Valmer Costa Rica S.A.

		



1. Latín Vector S.A. (SUGEVAL)



1. Proveedor Integral de Precios Centroamérica S.A. (SUGEVAL)



1. Valmer Costa Rica S.A. (SUGEVAL)



		

		Aseguradora



Pan American Life Insurance de Costa Rica, S.A. 



Mapfre | Seguros Costa Rica S.A. 



Assa Compañía de Seguros, S.A. 



		



1. Pan American Life Insurance De Costa Rica, S.A. (SUGESE)



1. Mapfre | Seguros Costa Rica S.A. (SUGESE)



1. Assa Compañía De Seguros, S.A. (SUGESE)



		

		Organizaciones Cooperativas De Ahorro y Crédito



Grupo Financiero Coopenae





CS Grupo Financiero



Cooperativas

		





1. Coopenae R.L. (SUGEF)





1. Coopeservidores R.L. (SUGEF)



1. Coopesanramón R.L. (SUGEF)

2. Coopeuna R.L. (SUGEF)

3. Credecoop R.L. (SUGEF)



		

		Regímenes de Capitalización Colectiva



Regímenes públicos sustitutos del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social.

		





1. Fondo del Poder Judicial.



		

		Regímenes de Capitalización Colectiva



Regímenes públicos sustitutos del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social.

		





1. Regímenes de Capitalización Colectiva del Magisterio Nacional.
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Junta Administradora
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

San José, 24 de agosto de 2020
N° 0564-2020
Al contestar refiérase a este # de oficio

Licenciada
Rocio Aguilar Montoya
Superintendente de Pensiones

Estimada sefiora:

Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, me permito referirme en

términos generales a la situacion actual de operacion en la que se encuentra la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) y en
especifico a la atencion de los oficios SP-439-2020, SP-489-2020 y SP-626-2020, por lo cual
respetuosamente se indica:

1)

2)

3)

4)

Situacion General de la Junta Administradora del FJPPJ:

Que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es
oficialmente conformada hasta el dia 27 de enero del afio 2020, fecha a partir de la cual se
inician las gestiones y tramites de su competencia.

Que a dicha fecha, existia una brecha importante de requerimientos normativos y de
cumplimiento que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no habia podido
atender, dado el vacio legal del Organo de Direccién para la toma de decisiones, aprobacién
y gestion respectiva.

Que mediante el decreto ejecutivo N°. 4227-MP-S con fecha 16 de marzo 2020, se declara la
emergencia nacional COVID-19 (actualmente vigente), situacion que conlleva la adopcion
de medidas para la implementacion del teletrabajo, replanteo de procesos y actividades
necesarias para garantizar la continuidad de todas las tareas propias asignadas en general al
Poder Judicial y en especifico a la Junta Administradora, debido a lo cual se presenta un
periodo de acomodo y ajuste ante esta condicion que debe ser considerado.

Que para el aseguramiento y atencion de las operaciones normales del Fondo de Jubilaciones
y Pensiones del Poder Judicial, se suscribe el Convenio N°. 03-2020 el 27 de enero de 2020,
con la Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial, con el fin de mantener el apoyo logistico
temporal (por un plazo de 2 afios prorrogable), que permita garantizar la continuidad y
confiabilidad de las operaciones ejecutadas hasta esa fecha por el Poder Judicial, no asi para
la ejecucion de nuevas tareas o actividades que, hasta ese momento, no hubiesen podido ser
desarrolladas.
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5)

6)

7)

8)

Que a lo interno de la Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial, se considera existe una
imposibilidad material para el desarrollo de nuevas funciones o tareas relacionadas con el
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (el convenio da sostenibilidad
unicamente a las funciones ya asumidas), debido al pronunciamiento de la Contraloria
General de Republica mediante criterio N°. DFOE-PG-0436 (Oficio N°. 11481) del 10 de
agosto de 2018, del cual se destaca:

“5) Respecto a las consultas relativas a si el Poder Judicial puede prestarle a la Junta
Administrativa sus propios funcionarios remunerados con el presupuesto institucional,
para que realicen las funciones que le corresponden a ese nuevo 6rgano, y Si esta
facultado para brindar recursos materiales, financieros, tecnolégicos y de
infraestructura, por aplicacion de los articulos 2, 5, 8.1 y 9 del Reglamento sobre la
Recepcion y Atencion de Consultas dirigidas a la Contraloria General de la
Republica”(R-DC-197-2011); al no ser dichas consultas objeto de la competencia
constitucional y legal del Organo Contralor, resulta improcedente referirse a las
mismas y se rechazan de plano y sin mas tramite. ” ** El resaltado no es del original **

Que dadas las limitaciones expuestas en los incisos 2), 4) y 5) anteriores de este oficio y
conforme a las posibilidades y alcance del convenio establecido con la Corte Suprema de
Justicia, Poder Judicial, se procede a remitir un criterio juridico y consulta a la Procuraduria
General de la Republica con el nimero de referencia 4942-2020 (actualmente pendiente de
respuesta), mediante la cual se solicita aclaracion sobre la naturaleza juridica de la Junta,
grado de desconcentracion y nivel de autonomia con respecto al Poder Judicial. Lo anterior
con el fin de aclarar inequivocamente la ruta estratégica de crecimiento, tanto para su
personal, recursos tecnologicos, activos y demas elementos necesarios para la atencion
completa y correcto alineamiento a los requisitos generales de la SUPEN.

Que con el fin de establecer una estructura adecuada, eficiente y capaz para la correcta gestion
de la Junta Administradora del FJPPJ, se procede paralelamente a efectuar una invitacion a
proveedores especializados en el mercado, tomando la decision de contratar la consultoria de
PricewaterhouseCoopers (PwC) para que entre otros elementos, efectie:

a. Disefio de una organizacion de corto plazo y otra de mediano plazo para la Junta
Administradora.

b. Manual de puestos, clasificacion y valoracion de puestos, asi como la escala salarial
para las organizaciones de corto y mediano plazo de la Junta Administradora.

c. Reclutamiento y seleccion de posiciones requeridas por la organizacion de la Junta
Administradora.

Que la Junta Administradora del FJPPJ ha atendido a lo largo de aproximadamente seis meses
de conformacioén, lo relacionado con el alineamiento de los requerimientos normativos
aprobando, entre otros elementos, los que a continuacion se destacan:

a. Aprobacion y ajustes solicitados por la SUPEN sobre el estudio actuarial del FJPPJ
para el periodo 2019.
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b. Aprobacion de normativa especializada:

iii.
iv.
V.
Vi.
Vii.
viii.
iX.
X.
Xi.
Xii.
Xiii.
Xiv.
XV.

XVi.

Politica de Inversiones del FJPPJ (Reglamento de Gestion de Activos).
Planificacion Estratégica de Inversiones (Reglamento de Gestion de
Activos).

Politica de Liquidez (Reglamento de Gestion de Activos).

Folleto para Publico General (Reglamento de Gestion de Activos).

Cddigo de Gobierno Corporativo (Reglamento de Gobierno Corporativo).
Declaracion de Apetito de Riesgo (Reglamento de Riesgos).

Perfil de Riesgo (Reglamento de Riesgos).

Marco de Gestion de Riesgos (Reglamento de Riesgos).

Metodologia General de Valoracion de Riesgos (Reglamento de Riesgos).
Politica de Administracion de Riesgos (Reglamento de Riesgos).

Manual de Procedimiento Interno del Comité de Riesgos.

Politica de Solvencia (Reglamento Actuarial).

Politica de Inversiones de la JAFJPPJ.

Reglamento de Crédito (articulo 240 bis Ley 9544).

Reglamento General del FJPPJ (articulo 242 bis Ley 9544) en proceso de
aprobacion final y publicacion.

Plan y Hoja de Ruta para salida a Mercados Internacionales.

C. Aprobacion de informes y tramite especializados varios:

i
ii.
iii.
iv.
V.
Vi.

Vii.
viii.

Informe mensual de cartera FJPPJ.

Estrategia de Inversiones (I, II y III trimestre de 2020).

Informe Anual de Gobierno Corporativo periodo 2019.

Informe de Limites Prudenciales (RGA).

Propuesta de Limites de Riesgos.

Modelo de Seleccion y Calificacion de Emisores Locales y Primas por
Riesgos.

Metodologia de Calculo de Indicadores por Riesgo Financiero.
Metodologia para la Evaluaciéon de Solicitudes de Crédito y Primas por
Riesgo.

d. Tramites de emision de personeria juridica para la Junta Administradora, registro

tributario, exencion de impuestos, inscripcion patronal ante la CCSS y demas propios
de un o6rgano de reciente creacion.

Tramites administrativos bancarios (modificacion de titularidad de cuentas corrientes
del FJPPJ), apertura de cuentas corrientes propias para la Junta Administradora y
demas gestiones necesarias para facultar la utilizacion de los recursos generados por
la comision de administracion (5/1000).

Constitucion de concurso para la contratacion de proveedores de servicios bursatiles
y firma de contratos respectivos.

Adopcion del Reglamento de Informacion Financiera, ajustes a nivel de archivos de
inversiones, compras-ventas y saldos contables, asi como el catalogo de cuentas y
emision de estados financieros.

Revision y cancelacion del canon de supervision a partir del periodo de mayo 2018
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9)

(promulgacion de la Ley N°. 9544) a la fecha.

Que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fue constituido el 09 de junio
de 1939, funcionando desde sus origenes bajo la tutela de la Corte Plena siguiendo sus propias
politicas, reglamentos y formas de operacion (por asi disponerlo la anterior LOPJ); es hasta
la promulgacion de la Ley N°. 9544 del 22 de mayo de 2018 que se impone la supervision
directa de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), dotdndole de una personeria juridica
propia y creando la Junta Administradora del FJPPJ como su Organo de Direccion, debido a
lo cual, a diferencia del resto de Operadoras de Pensiones Complementarias (OPC) y
Regimenes de Pension del primer pilar, que conforman el sector de pensiones costarricense,
el FJPPJ atraviesa por un periodo de ajuste y reacomodo necesario para cumplir a cabalidad
con toda la normativa y procedimientos que, para el resto del mercado, son normales y de
cumplimiento pleno debido que se han alineado paulatinamente conforme al desarrollo y
maduracion del sector de pensiones como un todo.

10) Que aunado a todo lo anterior, es de vital importancia destacar que el FIPPJ ejecuta sus

operaciones bajo el principio de “negocio en marcha”, que mantiene obligaciones con su
poblacion afiliada y que debe continuar con una adecuada gestion de su portafolio de
inversiones y activos en general, remision de informes y cumplimiento de tramites operativos
especializados necesarios para la correcta operacion del FJPPJ, situacion que a la fecha se ha
cumplido a cabalidad.

Petitoria:

Conforme a las consideraciones expuestas, se solicita a la Superintendencia de Pensiones,
brindar un mayor grado de gradualidad para la homologacion y adopcion de la normativa
aplicable al FJPPJ y a la propia Junta Administradora, considerando su fecha de integracion
definitiva y el importante avance hasta la fecha obtenido.

b)

d)

Situacion Especifica de Atenciéon a Oficios SP-439-2020 y SP-626-2020
(Estructura de la Junta Administradora):

Que mediante oficio N°. SP-439-2020 del 16 de abril 2020, la Superintendencia de Pensiones
se refiere entre otros factores, a la estructura minima necesaria para la operacion de la Junta
Administradora del FJPPJ (Director Ejecutivo, Auditor Interno y Responsable de Funcion de
Cumplimiento).

Que mediante oficio N°. 265-2020 del 11 de mayo de 2020, la Junta Administradora del
FJPPJ se refiere a un plan de accion, con el cual se espera brindar cumplimiento a lo solicitado
por la SUPEN con fecha 15 de octubre de 2020.

Que por medio del oficio N°. SP-626-2020, la SUPEN avala el plazo indicado en el plan de
accion referido y prorroga su atencion hasta el 15 de octubre del 2020.

Que una vez efectuada la contratacion de la firma PwC, dicha empresa procede a determinar
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plazos necesarios para el desarrollo de sus tareas, conforme a su experiencia y conocimiento
especializado en la materia.

Al respecto, es necesario recalcar lo indicado en los incisos 5), 6) y 7) del primer apartado de
este oficio, dado que resulta ineludible esperar al pronunciamiento de la Procuraduria General
de la Republica sobre la consulta efectuada, asi mismo conforme a la contratacién
especializada de consultoria con la empresa PricewaterhouseCoopers (PwC), para el
desarrollo de sus actividades la misma considera un cronograma especifico de trabajo
conforme al siguiente detalle:

Fase 1: Analisis del contexto estratégico y la organizacion actual

Fase 2: Diseiio de opciones de organizacion

Fase 3: Diseiio detallado de la organizacién de corto plazo v su ruta
de implementaciéon

Fase 1: Disefio del manual de puestos

Fase 2: Analisis de los puestos de corto plazo v posicionamiento de
mercado
Fase 3: Disefio de escala salarial

Fase 1: Inicio

Fase 2: Identificacién de candidatos

Fase 3: Evaluacién de candidatos

Fase 4: Presentacion de candidatos

Fase 4: Disefio detallado de la organizacion de mediano plazo v su ruta de
implementacion

Fase 4: Analisis v actualizacién del manual de puestos
Fase 5: Analisis de los puestos de mediano plazo y posicionamiento de
mercado

Fase 6: Actualizacion de escala salarial

Fase 1: Inicio

Fase 2: Identificacion de candidatos

Fase 3: Evaluacion de candidatos

Fase 4: Presentacion de candidatos
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Petitoria:

Dado lo anterior y acorde a los plazos definidos para el adecuado desarrollo de esta actividad, se
solicita efectuar una prorroga para la atencion de este requerimiento, en concordancia con el plan de
accion presentado, para ello se estima que este requerimiento podra ser atendido a cabalidad para el
mes de marzo 2021, realizando entregables graduales hasta esa fecha.

I11. Situacion Especifica de Atencién a Oficio SP-489-2020 (Gobierno de T.1.):

A Que mediante oficio N°. SP-489-2020 del 24 de abril 2020, la Superintendencia de Pensiones
se refiere en términos generales a los requerimientos establecidos en el Reglamento General
de Gestion de la Tecnologia de Informacion, solicitando la atencion de los siguientes
elementos:

1. Definir el marco de gestion de TI, conforme establece el articulo 8 del Reglamento
General de Gestion de la Tecnologia de Informacion.

2. Remitir el estudio técnico que justifique razonadamente aquellos procesos del marco
de gestion de TI, que se consideren que aplican para el modelo de negocio del Fondo.

3. Adjuntar el acta del Organo de Direccion, en donde conste la aprobacion del Marco
de Gestion de Tecnologias de Informacion.

4. Elaborar el plan de trabajo para la implementacién de los procesos relacionados con
el marco de gestion de TI, teniendo presente el periodo de gradualidad que se indica
en la “Disposicion transitoria unica” del citado reglamento.

5. Considerar lo indicado en el SP-A-189-2017, donde se establece que el fondo debe
remitir anualmente el Perfil Tecnoldgico, en los primeros 10 dias habiles del mes de
agosto.

6. Elaborar un plan de trabajo para la implementacion de los procesos relacionados con
el marco de gestion de TI, considerando que en la “Disposicion transitoria unica”
del citado Reglamento, se establece un periodo de gradualidad.

7. Enlinea con las sanas préacticas, se sugiere que el acuerdo de nivel de servicio suscrito
entre el Fondo y el Poder Judicial esté basado en directrices contenidas en el marco
de referencia ITIL.

B. Que en materia de tecnologias de la informacién al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial, hasta la conformacion de la Junta Administradora del FJPPJ, se le aplicaba lo
establecido en el documento N-2-2007-CO-DFOE denominado "Normas técnicas para la
gestion y el control de las Tecnologias de Informacion” emitido por la Contraloria General
de la Republica y en general las sanas practicas en materia tecnologica, mismas que son
auditadas anualmente.

C. Que la normativa establecida por el CONASSIF mediante el “Reglamento General de
Gestion de la Tecnologia de Informacion”, no son homologables a las indicadas en la norma
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técnica sefialada en el inciso anterior.

D. Que la Direccion de Tecnologia de la Informacion del Poder Judicial (DTI), efectiia procesos
alineados a las mejores practicas de gobierno de las tecnologias de informacion,
particularmente de las definidas en el COBIT 5, no obstante su enfoque procura atencion a
los objetivos institucionales del Poder Judicial y no a los particulares del FJPPJ, que como se
ha indicado en los incisos anteriores, deben apegarse a otra normativa a partir de la
promulgacion de la Ley N°. 9544.

E Que para el desarrollo y atencion de los elementos enumerados por la SUPEN en su oficio,
la DTI del Poder Judicial emite el oficio N°. 1369-DTIC-2020, mediante el cual se coloca a
disposicion de la Junta Administradora del FJPPJ en amparo al convenio establecido y con el
fin de brindar apoyo técnico especializado, sefialando entre otros factores:

a. Lanecesidad de definir una estructura organizativa y planeamiento estratégico sobre
el cual aplicar el marco de gestion de T.1.

b. Aclarar ante la SUPEN, el plazo a partir del cual se aplicaria el periodo de
gradualidad establecido en la norma (5 afios) pero que, dado que la conformacion de
la Junta Administradora del FJPPJ (la cual ocurre hasta enero 2020), considera
prudente sea a partir de esta fecha desde la cual se deberia empezar a contar el periodo
transitorio de alineamiento, a diferencia del resto de regulados.

c. La importancia del desarrollo de actividades de consolidacion y conformacion del
aparato administrativo necesario para la atencion de los requerimientos del FJPPJ en
el corto y largo plazo.

d. Definir la ruta de traslado de procesos mantenidos por el Poder Judicial, hacia la
estructura que finalmente se defina.

F.  Que conforme a los incisos 6) y 7) del primer apartado de este oficio, se considera necesario
antes de proceder con la atencion de lo requerido por la SUPEN, contar con la respuesta del
Procuraduria General de la Republica (PGR), asi como la definicion de la estructura basica a
establecer conforme a la contratacion de la firma PwC, esto con el fin de definir de mejor
forma, la ruta de desarrollo tecnoldgico a adoptar (interno con recursos del Poder Judicial,
personal propio de la Junta Administradora, servicios profesionales o modalidad outsourcing)
y que esta sea la que mejor se adapte a las posibilidades legales y presupuestarias que sean
definidas por la PGR.

G.  Que dada la importancia relativa de lo solicitado en el oficio SP-489-2020, la imposibilidad
material de atencion inmediata de lo requerido y con el fin de brindar una mejor explicacion
al momento historico por el cual atraviesa la Junta Administradora, se organiza una reunion
con fecha 05 de agosto del 2020, en la cual se expone ante funcionarios de la
Superintendencia de Pensiones los elementos abordados en este oficio, para su estimable
consideracion.





Junta Administradora
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

Petitoria:

Debido al desarrollo de las actividades sefialadas en los incisos 6) y 7) del primer apartado
de este oficio, se requiere de un mayor espacio para el cumplimiento de lo solicitado por la
SUPEN, estimando que podra brindarse una atencion gradual a sus requerimientos emitidos
en el SP-489-2020 en un plazo de seis meses a partir de la comunicacién de este oficio.

Se agradece tomar nota de lo expuesto, asi mismo se solicita considerar esta situacion a la
hora de definir periodos de gradualidad, para la oportuna atencion y alineamiento de la
totalidad de la normativa y procesos requeridos por la Superintendencia de Pensiones,
mismos que sean contados a partir de la conformacién efectiva de la Junta Administradora
del FJPP, Organo al cual represento.

Atentamente,

CARLOS ALBERTOQ [lynade digtamente por

MONTERO MONTERO ZUNIGA (FIRMA)
o Fecha: 2020.08.25 11:48:24
ZUNIGA (FIRMA) _;g,og,

MSc. Carlos Montero Zufiiga

Presidente

Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial

Cc:
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